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PRESENTACIÓN

Eva López Terrada*

Universitat de València
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El pasado 11 de diciembre se celebró en la Universitat de Girona el ya tradicional
Coloquio de Otoño de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Se-
guridad sobre «Visiones del teletrabajo: claves para su consolidación y vertientes
polémicas». En esta ocasión, el desarrollo del encuentro fue posible gracias a la
excelente labor llevada a cabo por el Grupo de Investigación de Derecho del Tra-
bajo y Seguridad Social de dicha Universidad, dirigido por el Profesor Ferran
Camas Roda, Catedrático en Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y di-
rector de la Cátedra de Inmigración, Derechos y Ciudadanía. La actualidad y rele-
vancia del tema escogido, salpicado de numerosas cuestiones controvertidas,
ofrece pocas dudas. De hecho, su estudio constituye el objeto del Proyecto de Ge-
neración de Conocimiento 2023 del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universi-
dades (2024-2027) «No discriminación, bienestar laboral y teletrabajo de personal
extranjero: tres elementos claves para la consolidación del trabajo a distancia»,
también dirigido por el Prof. Camas, en cuyo marco se inscribe la última edición
del Coloquio de Otoño. Debemos felicitarnos, en consecuencia, por la posibilidad
de conocer, mediante la lectura de los estudios integrantes de la primera parte del
presente número de la Revista, las opiniones vertidas por los destacados especia-
listas en la materia que participaron en el curso.

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Vocal de Publicaciones de la AEDTSS. Directora
de Documentación Laboral.

DL entera 136_Maquetación 1  12/02/26  09:45  Página 3



El primero de ellos, elaborado por el Profesor Daniel Redondo Torres, se centra
en las deficiencias existentes en Ley de Trabajo a Distancia respecto de la obliga-
ción empresarial de vigilancia de la salud prevista en la Ley de Prevención de Ries-
gos Laborales. Su análisis permite al autor concluir en la necesidad de una revisión
y actualización de los instrumentos técnicos y normativos de los que depende su
aplicación y, en especial, de los protocolos de vigilancia sanitaria específica y las
guías técnicas. Igualmente, el estudio realizado refrenda la opinión del autor acerca
de la necesidad de una revisión de la Ley de Trabajo a Distancia destinada a ga-
rantizar una protección efectiva en condiciones de igualdad, que debería compren-
der previsiones más precisas sobre aspectos esenciales del cumplimiento de la
mencionada obligación de vigilancia de la salud como la periodicidad de las actua-
ciones de vigilancia y los supuestos de eventual obligatoriedad.

Por su parte, la Profesora Rosa Morato García, partiendo del carácter ambiva-
lente del teletrabajo como modalidad organizativa vinculada a la conciliación y a la
corresponsabilidad, así como de interesantes indicadores que centran su alcance
e implantación en nuestro país, se centra, esencialmente, en las interacciones exis-
tentes entre la Ley de Trabajo a Distancia y el derecho reconocido en el artículo
34.8 del Estatuto de los Trabajadores. Para ello, aborda, a la luz de una doctrina
judicial no siempre coincidente, el peso otorgado al proceso negociador que dicho
precepto contempla, los criterios materiales que debe reunir la solicitud del sujeto
causante, la valoración de las circunstancias del otro progenitor, sin olvidar aludir
a la tutela antidiscriminatoria. Como cierre del estudio, se enumeran interesantes
propuestas asociadas al papel que en la materia debería desempeñar la negocia-
ción colectiva.

Ya en tercer lugar, la investigación llevada a cabo por la Profesora María Luisa
Molero Marañón constituye un completo análisis del alcance y de la tutela otorgada
—y de la que debería otorgarse— al derecho a la desconexión digital en el ámbito
del teletrabajo. En él se ofrece, además, una visión acerca del papel desempeñado
por la negociación colectiva en la materia, así como de las exigencias que, en su
defecto, debería alcanzar la política interna de la empresa para estar correctamente
elaborada.

El cuarto de los estudios integrantes de la primera parte del presente número,
obra del Profesor Ferran Camas Roda, aborda las novedades existentes en materia
de ley aplicable en materia de teletrabajo internacional, partiendo de la definición
efectuada por la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de
las empresas emergentes. El estudio, que comienza con una muy necesaria «mi-

DLPresentación4
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rada social» al nomadismo digital, se refiere a los principales problemas que pre-
senta el teletrabajo internacional desde el punto de vista del Derecho del trabajo,
deteniéndose en las cuestiones relacionadas con la ley aplicable al contrato e in-
corporando la doctrina de la reciente Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea (TJUE) de 11 de diciembre de 2025 (Asunto C-485/243, Locatrans Sàrl y
ES).

La autorización administrativa de teletrabajadores de carácter internacional que
introdujo la recién mencionada Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del
ecosistema de las empresas emergentes, y su difícil ubicación en la regulación ge-
neral de la inmigración, realizado por el Profesor Luis Ramos Poley, completa la
primera parte de este número de la revista. En él puede encontrarse, en primer
lugar, una descripción del alcance de la Instrucción de marzo de 2023, relativa a
los aspectos prácticos de aplicación de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, en
materia de solicitudes de visados y autorizaciones de residencia para el teletrabajo
internacional. Tras ella, el estudio alerta de la persistencia de lagunas y controver-
sias interpretativas, que han debido ser solucionadas por los tribunales, y que se
han centrado en la acreditación de los recursos económicos exigidos a la persona
teletrabajadora extranjera y en el cumplimiento de las obligaciones documentales
en materia de Seguridad Social.

Por otra parte, los textos de las comunicaciones merecedoras de los premios
dedicados a la memoria del Profesor Rivero Lamas se recogen en la Revista, in-
tegrando la segunda parte del presente número. Su lectura, que siempre hay que
recomendar por representar el mejor quehacer investigador de los juristas del tra-
bajo, ofrece la oportunidad de ahondar en el estudio de dos temas de indudable
actualidad.

Así, el trabajo de la Profesora Delyana Milenova Koseva sistematiza y aborda
críticamente la ya abundante y desagregada doctrina judicial relacionada con las
causas objetivas admitidas por los tribunales para denegar el derecho de adapta-
ción de la jornada o de la forma de prestación previsto en el ya mencionado artículo
34.8 del Estatuto de los Trabajadores, cuya necesidad de reforma pone de mani-
fiesto. El trabajo acomete, además, la invocación de la corresponsabilidad como
motivo de denegación, describiendo y valorando las dos corrientes judiciales en-
frentadas.

La investigación de la Profesora Natalia Ordóñez Pascua con la que se cierra
el presente número constituye, por su parte, una muy necesaria y acertada refle-

DL Eva López Terrada 5
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xión sobre la obsolescencia de la normativa preventiva frente al cambio climático,
pese a los innegables avances en la materia acaecidos en los últimos años, que
se expone espléndidamente desde una doble perspectiva: la de las alteraciones
sufridas en los riesgos que cabría definir como tradicionales, y la relativa a aparición
de nuevos riesgos emergentes asociados a la transición climática.

Doc. Labor., núm. 136-Año 2025-Vol. III. ISSN: 0211-8556. Presentación, págs. 3 a 6
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SUMARIO: 1. Introducción. –2. La protección de la seguridad y salud en el teletrabajo en la
LTAD. –3.  La vigilancia de la salud en el trabajo a distancia; 3.1. Aclaraciones previas; 3.2. Fun-
ciones; 3.3. Condiciones para su realización; 3.3.1. Especificidad; 3.3.2. Protocolización; 3.3.3.
Realización por personal competente; 3.3.4. Planificada e integrada; 3.3.5. Periodicidad; 3.4.
Garantías; 3.4.1. Proporcionalidad; 3.4.2. Gratuidad; 3.4.3. Voluntariedad. –4. Conclusiones.
–5. Bibliografía citada.

RESUMEN

El trabajo examina el marco jurídico vigente en materia de seguridad y salud en el trabajo
aplicado al trabajo a distancia y al teletrabajo, poniendo de manifiesto algunas de las proble-
máticas específicas que suscita. El análisis se centra en la incompleta labor de adaptación que
lleva a cabo la Ley de Trabajo a Distancia respecto del elenco de obligaciones específicas pre-
vistas en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, con especial atención a la obligación em-
presarial de vigilancia de la salud.

ABSTRACT

This article examines the current legal framework on occupational health and safety as ap-
plied to remote work and telework, highlighting a number of specific issues arising in this context.
It focuses on the incomplete adaptation effected by the Remote Work Act with regard to the ca-
talogue of specific obligations laid down in the Law on the Prevention of Occupational Risks,
with particular emphasis on the employer’s duty to ensure the health surveillance of workers.

Palabras clave: Trabajo a distancia, teletrabajo, seguridad y salud en el trabajo, prevención
de riesgos laborales, vigilancia de la salud

Key words: Remote work, telework, occupational health and safety, prevention of occupa-
tional risks, health surveillance
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1. INTRODUCCIÓN

La protección de la seguridad de la persona trabajadora constituye uno de los cometidos
fundamentales del Derecho del Trabajo1, al que se da respuesta —conforme al mandato reco-
gido en el art. 40.2 CE— a través de una de las manifestaciones más antiguas de la intervención
estatal en las relaciones laborales: la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo2. Este
conjunto normativo —compuesto en la actualidad, ex art. 1 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre
(BOE de 10 de noviembre), de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL en adelante), por la
propia Ley de Prevención de Riesgos, sus disposiciones, de desarrollo, complementarias y
demás normas legales o convencionales que contemplen aspectos relativos a la prevención o
protección frente a los riesgos en el trabajo—, con más de tres décadas de vigencia, tiene por
objeto garantizar un adecuado nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores
mediante un sistema de derechos y obligaciones3 que encuentra su fundamento en el principio,
al menos presuntivo, de que la empresa puede ejercer un control directo e inmediato sobre el
lugar, el tiempo y los medios de trabajo4.

La irrupción y generalización de las nuevas tecnologías ha incidido de forma decisiva en la
morfología de las relaciones laborales5, flexibilizando las coordenadas básicas de espacio y
tiempo de trabajo y dando lugar a realidades diversas, entre las que destacan el trabajo a dis-
tancia y teletrabajo. En atención a sus particularidades locativas, temporales y organizativas,
estas modalidades de prestación de servicios requieren adaptaciones normativas específicas,
dirigidas a garantizar una adecuada protección frente a los riesgos en contextos donde el ejer-
cicio de las facultades de control empresarial resulta más complejo6. A esta necesidad trata dar
respuesta la Ley 10/2021, de 9 de julio (BOE de 10 de julio), sobre trabajo a distancia (LTAD en
adelante). 

El propósito del presente estudio es, en términos generales, analizar el alcance de las adap-
taciones operadas por la LTAD en relación con la seguridad y salud en el trabajo y, en particular,
poner el foco de atención en ciertas modulaciones que la norma no contempla, como las refe-
ridas a la vigilancia de la salud en el trabajo, regulada en el art. 22 LPRL7. 

2. LA PROTECCIÓN DE LA SEGURIDAD Y SALUD EN EL TELETRABAJO EN LA LTAD

La LTAD, superando la parca regulación previa sobre la materia contenida en el artículo 13
ET —precepto que se limitaba a una regulación genérica, remitida a la normativa general de
prevención de riesgos laborales8 y carente de especialidades propias9—, recoge en la sección
4.ª del capítulo III, artículos 15 y 16 LTAD, el derecho a la prevención de riesgos laborales en el
teletrabajo.

DLPrevención de riesgos en el trabajo a distancia...10
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1 SAGARDOY AY BENGOECHEA, J. A., Los derechos fundamentales y el contrato de trabajo, Civitas, Madrid,
2005, p. 26. 
2 ALONSO OLEA, M. y CASAS BAAMONDE, M.ª E., Derecho del trabajo, Civitas, Madrid 2009, p. 339.
3 GONZÁLEZ-POSADA MARTÍNEZ, E., «La seguridad y salud de los trabajadores», en SEMPERE NAVARRO,
A. V. (Coord.), El modelo social en la Constitución Española de 1978, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
Madrid 2003, p. 763.
4 ALONSO OLEA, M. y CASAS BAAMONDE, M.ª E., Derecho del trabajo, cit., p. 337
5 PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F., Nuevas tecnologías y relación de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia,
1990, p. 34. 
6 SÁNCHEZ-URÁN AZAÑA, M. Y., «Obligación empresarial de protección de la salud en el trabajo a distancia»,
en PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F. (Dir.), El trabajo a distancia. Con particular análisis del Real Decreto
Ley 28-2020, de 22 de septiembre, Wolters Kluwer, Madrid, 2021, p. 379.
7 Este trabajo se centra en los presupuestos fundamentales de la vigilancia de la salud en el marco del trabajo a
distancia y en su articulación práctica, pero no aborda de forma sistemática el régimen de protección de datos per-
sonales relativos a la salud pese a su indudable relevancia, por razones de delimitación del objeto y de extensión.
8 CAMPOS RUIZ, L. M., «Contratación, formación y empleo en el RDL 3/2012», en VV. AA., La reforma laboral en
el Real Decreto Ley 3/2012, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, p. 66.
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La regulación contenida en los citados artículos parte de uno de los principios inspiradores
de la norma: el de igualdad de derechos o paridad de trato con respecto a quienes trabajan pre-
sencialmente (art. 4.1 LTAD)10. Sobre la base de este principio, en primer término, el artículo 15
LTAD reconoce el derecho a una «adecuada protección» en materia de seguridad y salud, ex-
presión que, según parte de la doctrina, no implica una «plena equiparación» con quienes tra-
bajan presencialmente11, sino una asimilación que tome en consideración las especialidades
propias del trabajo a distancia. Así, la norma precisa que este derecho se concreta en la apli-
cación de la LPRL y su normativa de desarrollo. Se trata, sin embargo, de una referencia técni-
camente innecesaria, en la medida en que la normativa preventiva resultaba ya plenamente
aplicable al colectivo de personas trabajadoras a distancia y teletrabajadoras —incluidas aque-
llas que, por su marginalidad u ocasionalidad, quedan fuera del ámbito de aplicación de la LTAD12—
ex artículo 3.1 LPRL, por el mero hecho de ostentar la condición de trabajadores conforme al
artículo 1.1 del RD Legislativo 2/2015, de 23 de octubre (BOE de 24 de octubre), por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET en adelante). Cabe
matizar, no obstante, que, como consecuencia de las particularidades de estas formas de tra-
bajo, no les resultarán de aplicación, sino de guía13, aquellas normas cuya operatividad se asocia
a lugares de trabajo ajenos a la persona trabajadora, como el RD 486/1997, de 14 de abril (BOE
de 23 de abril), por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los
lugares de trabajo (RDDMLT en adelante)14. En segundo término, el artículo 16 LTAD opera las
modulaciones necesarias para garantizar la efectividad de este derecho, adaptando las obliga-
ciones de evaluación de riesgos y de planificación de la acción preventiva previstas en los artí-
culos 16 LPRL y 3 a 9 RDSP.

Si bien resulta loable el avance de la LTAD en relación con la regulación de la protección de
la seguridad y salud de las personas que trabajan a distancia y teletrabajan, la norma se revela,
no obstante, escasamente ambiciosa15. En primer lugar, porque deja fuera de su ámbito de apli-
cación todas aquellas prestaciones que no cumplen con los cánones de regularidad recogidos
en el artículo 1 LTAD, que, aun resultando cuantitativamente poco relevantes, guardan la misma
morfología que las prestaciones de trabajo a distancia regular en tanto comparten la mayoría
de sus elementos configuradores, de los que se desprende igualmente la necesidad de una
protección modulada de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo16. En segundo lugar,
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9 LÓPEZ TERRADA, E., Las modalidades de contratación en la reforma laboral de 2012: Ley 3/2012, de 6 de
julio, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, p. 58.
10 LOUSADA AROCHENA, J. F.; PAZOS PÉREZ, A. y RON LATAS, R. P., Trabajo a distancia y teletrabajo. Regu-
lación laboral, procesal y de seguridad social; teletrabajo transnacional, Tecnos, Madrid, 2022, p. 223.
11 RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S., «Teletrabajo y prevención de riesgos laborales: apuntes a la luz de la Ley
10/2021», en FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. (Coord.), Seminario Internacional sobre Nuevos Lugares, Distintos
Tiempos y Modos Diversos de Trabajar: innovación tecnológica y cambios en el ordenamiento social, Thomson
Reuters Aranzadi, Navarra, 2021, p. 78; SALA FRANCO, T., «El Real Decreto Ley 28/2020, de 22 de septiembre,
sobre el trabajo a distancia», en El teletrabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2020, p. 193.
12 GÓMEZ ABELLEIRA, F. J., La nueva regulación del trabajo a distancia, Tirant lo Blanch, Valencia, 2020, p. 93;
RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S., «Teletrabajo y prevención de riesgos laborales…», cit., p. 78.
13 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia y el teletrabajo, Aranzadi,
Navarra, 2024, p. 303.
14 Algunos autores consideran que esta norma resulta plena (ARETA MARTÍNEZ, M., «El ámbito de aplicación de
la normativa que regula el trabajo a distancia», en ALZAGA RUIZ, I. (Dir.), El trabajo a distancia: una perspectiva
global, Thomson Reuters Aranzadi, Navarra, 2021, p. 127) o parcialmente aplicable (SIERRA BENÍTEZ, E. M.,
«Teletrabajo: una aproximación al concepto y regulación jurídico-laboral», en VV. AA.,  Descentralización produc-
tiva y nuevas formas organizativas del trabajo: X Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social, Zaragoza, 28 y 29 de mayo de 1999, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Madrid, 2000, p. 879)
15 MONEREO PÉREZ J. L. y LÓPEZ VICO, S., El teletrabajo tras la pandemia del COVID-19: una reflexión sobre
su ordenación y normalización jurídica, Laborum, Murcia, 2022, p. 112.
16 En este sentido, algunos autores consideran que al colectivo de trabajadores a distancia irregulares les resulta
de aplicación la LTAD en sus principios fundamentales y en las cuestiones relativas a la protección frente a los
riesgos en el trabajo. GÓMEZ ABELLEIRA, F. J., La nueva regulación, cit., pp. 26 y ss. 
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porque se limita a modular únicamente dos de las obligaciones que el empresario debe cumplir
como consecuencia de su deber general de protección ex art. 14 LPRL, que, aunque dotadas
de una significación crucial —al tratarse de dos pilares fundamentales del sistema de protección
frente a los riesgos en el trabajo—, resultan insuficientes para garantizar la «adecuada protec-
ción» que el artículo 15 LTAD prescribe, omitiendo cualquier referencia a otras obligaciones, no
solo de la empresa, sino también de la persona trabajadora, que habrían requerido modulacio-
nes específicas para asegurar su efectividad en atención a las particularidades de estas moda-
lidades de prestación de servicios17. 

Sin ánimo de profundizar en todas las problemáticas descritas y ante la ausencia de una re-
gulación específica en materia de prevención y protección frente a los riesgos en el trabajo,
conviene realizar un análisis detallado de algunas de estas obligaciones, como la relativa a la
vigilancia de la salud en el trabajo, a fin de conocer sus peculiaridades en el trabajo a distancia
y las posibles modulaciones que requerirían.

3. LA VIGILANCIA DE LA SALUD EN EL TRABAJO A DISTANCIA

Refiero específicamente a esta obligación por dos razones: En primer lugar, porque consti-
tuye una pieza indispensable del sistema de protección frente a los riesgos en la empresa, en
la medida en que contribuye a prevenir enfermedades y daños a la salud, al tiempo que completa
y controla la eficacia de la acción preventiva desplegada en el centro de trabajo, convirtiéndola
en un instrumento especialmente relevante en el contexto del trabajo a distancia, al permitir
comprender mejor el impacto que estas modalidades de prestación de servicios tienen sobre la
salud de las personas trabajadoras y facilitar, sobre esa base, una mejora en esta a través de
un perfeccionamiento continuo de la prevención y protección frente a los riesgos derivados del
trabajo. En segundo lugar, por el llamativo silencio de la LTAD18 en relación con esta obligación,
a pesar de la importancia que la norma atribuye al equilibrio entre la protección de personas
trabajadoras y la salvaguarda de sus derechos fundamentales, en particular el derecho a la in-
timidad, en torno al cual se articula buena parte de su contenido y se perfilan las modulaciones
preventivas previstas en el artículo 16 LTAD19, dada la estrecha vinculación existente entre la
vigilancia de la salud y la protección de este derecho fundamental.

3.1. Aclaraciones previas

El control del bienestar del trabajador puede ser indirecto cuando se centra en los riesgos
derivados del trabajo, y directo, cuando se centra en las posibles consecuencias de estos en la
persona. La vigilancia de la salud se concibe por tanto como un instrumento de control directo20

que comprende un conjunto de actuaciones de carácter individual —cuestionarios de síntomas,
exámenes de salud, indicadores biológicos— y colectivo —encuestas e indicadores de salud,
investigaciones de daños— que permiten conocer el estado de salud de la población trabajadora
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17 NIEVES ESCRIBÁ PÉREZ, A., «Régimen jurídico del teletrabajo y su encaje en la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales», en VV. AA., Desafíos en la seguridad y salud en el trabajo para el siglo XXI. (30 años de la Ley Pre-
vención Riesgos Laborales 1995-2025) IX Congreso Internacional y XXII Congreso Nacional de la Asociación Es-
pañola de Salud y Seguridad Social, Laborum, Murcia, 2025, p. 1002. DE LOS REYES MARTÍNEZ BARROSO,
M. y QUIRÓS HIDALGO, J. G.,  «La prevención de riesgos en el teletrabajo: marco normativo y cuestiones pen-
dientes», en La disrupción tecnológica y digital y los nuevos riesgos emergentes en materia de seguridad y salud
en el trabajo, Reus, Madrid, 2023, p. 264.
18 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Garantía de la seguridad y salud en el Real Decreto Ley 28/2020, de 22 de septiembre,
de trabajo a distancia: mucho ruido y pocas nueces», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, 458, 2021,
Centro de Estudios Financieros - CEF, p. 77.
19 SÁNCHEZ-URÁN AZAÑA, M. Y., «Obligación empresarial de protección de la salud…», cit., p. 414.
20 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I., La vigilancia de la salud en el ámbito laboral: regulación legal, límites y cuestiones
problemáticas, Consejo Económico y Social de España, Madrid, 2005, p. 5.
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en relación con los riesgos asociados al trabajo, así como identificar los posibles problemas de-
rivados de estos, a efectos de evaluar y planificar adecuadamente la acción preventiva21.

El marco jurídico regulador de la vigilancia de la salud es amplio y disperso, comprendiendo
disposiciones reguladas en normas preventivas, de seguridad social y sanitarias generales22.
El artículo 22 LPRL específicamente refiere a la vigilancia de la salud no como instrumento em-
presarial de control dispositivo de la salud, sino como un derecho de la persona trabajadora
(STC 196/2004). Esta obligación empresarial se dice que es instrumental23, en tanto se engloba
dentro de las medidas específicas que la empresa debe adoptar como expresión de su deber
de protección ex art. 14 LPRL; de carácter personal24, es decir de corte individual; y de resultados25,
orientada a garantizar la indemnidad física de la persona trabajadora [STSJ de Asturias (Sala
de lo Social) de 16/10/2015 (Rec. 1946/2015)]. Articulada principalmente a través de los reco-
nocimientos médicos, también denominados evaluaciones o exámenes de salud, que son el
medio ordinario de cumplimiento26, si bien, su contenido es más amplio y no se agota en ellos27.
Su contenido se ve completado por lo dispuesto en el artículo 37.3 RDSP, que precisa el per-
sonal encargado de llevar a cabo las labores de vigilancia, sus funciones, la periodicidad en el
cumplimiento de la obligación, su protocolización, así como diversos aspectos relativos al re-
gistro y tratamiento colectivo de los datos obtenidos.

3.2. Funciones 

La vigilancia de la salud prevista en el artículo 22 LPRL, como obligación instrumental al
servicio de la prevención de riesgos laborales [STS (Sala 4.ª) del 07/03/2018 (Rec. 259/2018)],
no tiene, por su propia naturaleza, un carácter preventivo de primer orden en el sentido de evitar
directamente la aparición de una dolencia28, lo que no desmerece en absoluto su utilidad. A tra-
vés de ella es posible conocer el estado de salud de la persona trabajadora29, detectar las po-
sibles afectaciones que las condiciones de trabajo impliquen o puedan implicar, disponer las
medidas de prevención necesarias y comprobar la eficacia de las ya implantadas, así como va-
lorar la aptitud de las personas trabajadoras e identificar a aquellas especialmente sensibles a
determinados riesgos, a fin de adoptar las oportunas medidas de adaptación del trabajo30. 
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21 GARCÍA GÓMEZ, M.; BUDEO, V. E.; GALLO FERNÁNDEZ, M.; ARTIEDA PELLEJERO, L. y GUZMÁN FER-
NÁNDEZ, A., Guía básica y general de orientación de las actividades de vigilancia de la salud para la prevención
de riesgos laborales, Madrid, 2019, pp. 16-18.
22 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud...»,
Trabajo y derecho: nueva revista de actualidad y relaciones laborales, 29, 2017, La Ley, p. 40. 
23 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J., Comentarios a la Ley 31/1995, de prevención de riesgos la-
borales, Trotta, Madrid, 1996, p. 109; PEDROSA ALQUÉZAR, S. I., La vigilancia de la salud en el ámbito laboral:
regulación legal, límites y cuestiones problemáticas, Consejo Económico y Social de España, Madrid, 2005, p. 18.
24 GOÑI SEIN, J. L., «Límites constitucionales a los reconocimientos médicos obligatorios establecidos como me-
dida de prevención de riesgos laborales», Revista de derecho social, 5, 1999, Bomarzo, p. 52.
25 Orientada a garantizar la indemnidad física de la persona trabajadora.
26 RIVERO LAMAS, J. y DE VAL TENA, Á. L., «Vigilancia de la salud», en AA. VV., Comentario a la Ley de Pre-
vención de Riesgos Laborales y sus desarrollos reglamentarios, Comares, Granada, 2004, p. 203.
27 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…»,
p. 44. En el mismo sentido GINÉS I FABRELLAS, A.; LUQUE PARRA, M. y PEÑA MONCHO, J., Teletrabajo. Es-
tudio jurídico desde la perspectiva de la seguridad y salud laboral., Aranzadi, Navarra, 2022, p. 187. TORRES
GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 487.
28 IGARTUA MIRÓ, M. T., Sistema de prevención de riesgos laborales, Tecnos, 2023, p. 188.
29 FERNÁNDEZ-COSTALES MUÑIZ, J., «Salud laboral, protección de datos y nuevas tecnologías. Una aproxi-
mación a sus riesgos y consecuencias», en La disrupción tecnológica y digital y los nuevos riesgos emergentes
en materia de seguridad y salud en el trabajo, Reus, Madrid, 2023, p. 131.
30 GOÑI SEIN, J. L., «Límites constitucionales a los reconocimientos médicos…», cit., p. 52.
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En las modalidades de trabajo a distancia todas estas funciones adquieren una relevancia
particular, especialmente en el teletrabajo, por la intensa utilización de las TIC y las posibles re-
percusiones que su uso puede tener sobre la salud, así como la dificultad que entraña de eva-
luación objetiva de ciertos riesgos especialmente asociados a estas modalidades de trabajo,
como son los riesgos psicosociales, que exigen una actuación precoz ante estos, lo que exige
una gestión preventiva permanentemente actualizada. En esta línea, algunos autores atribuyen
a la vigilancia de la salud una funcionalidad adicional, al considerarla una herramienta que con-
tribuye a completar la información necesaria para la evaluación de riesgos a distancia —prevista
en los artículos 16 LPRL y 3 a 7 RDSP y modulada en el artículo 16 LTAD— en aquellas moda-
lidades, como el teletrabajo móvil, en las que resulta extremadamente complejo controlar los
riesgos por la inexistencia de un lugar de trabajo fijo, la ausencia de un control directo de la ac-
tividad y la elevada autonomía decisional de la persona trabajadora31. Esta integración resulta
plenamente loable, en la medida en que la vigilancia de la salud debe formar parte del sistema
de gestión preventiva y alimentar, con la información que proporciona, otras obligaciones, que
de otro modo quedarían incompletas32, entre ellas la evaluación de riesgos33, porque facilita la
prevención de riesgos difícilmente evaluables34. No obstante, no hay que difuminar las fronteras
entre ambas, debido a que se trata de obligaciones jurídicamente diferenciadas en la LPRL35,
y no perder de vista que la evaluación de riesgos será siempre la actividad a partir de que debe
planificarse la vigilancia de la salud36. 

3.3. Condiciones para su realización 

La realización de las técnicas que integran la vigilancia de la salud sea cual sea su finalidad,
se encuentra sometida a una serie de requisitos, que procuran garantizar una protección equi-
librada de los intereses en juego. 

3.3.1. Especificidad 

La vigilancia de la salud, conforme al artículo 22.1 LPRL, se ve sometida a una limitación
causal37, debiendo ser específica y finalista38; esto es, se encuentra asociada a los riesgos in-
herentes al trabajo que la persona realiza y su finalidad se vincula al conocimiento de las posi-
bles consecuencias que dichos riesgos puedan tener sobre la salud de las personas
trabajadoras. No siendo, por tanto, en palabras de algunos autores, un deber absoluto, sino re-
lativo39 y condicionado en todo caso a los riesgos asociados al trabajo, identificados mediante
la correspondiente evaluación de riesgos40, que, en el ámbito del trabajo a distancia, adopta las
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31 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 486.
32 MINISTERIO DE SANIDAD Y CONSUMO., Libro blanco de la vigilancia de la salud para la prevención de riesgos
laborales, Ministerio de Sanidad, Madrid, 2004, P. 39.
33 Que además habrá de volver a realizarse si en la vigilancia de la salud se identifican trabajadores especialmente
sensibles Poquet Catalá R., El teletrabajo: Análisis del nuevo marco jurídico,Aranzadi Thomson Reuters, Navarra,
2021, p. 219.
34 DE LOS REYES MARTÍNEZ BARROSO, M.; y QUIRÓS HIDALGO, J. G., «La prevención de riesgos…», cit., p. 272.
35 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I., La vigilancia de la salud en el ámbito laboral, cit., pp. 6 y 7. En el mismo sentido
Sánchez-Urán Azaña, M. Y., «Obligación empresarial de protección de la salud…», cit., p. 389.
36 GARCÍA GÓMEZ, M.; BUDEO, V. E.; GALLO FERNÁNDEZ, M.; ARTIEDA PELLEJERO, L. y GUZMÁN FER-
NÁNDEZ, A., Guía básica y general de orientación de las actividades de vigilancia de la salud…, cit., p. 21.
37 LOUSADA AROCHENA, J. F., «Artículo 22. Vigilancia de la salud», en CABERZA PEREIRO, J. (Coord.), Co-
mentarios a la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, Comares, Granada, 1998, p. 106.
38 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…»,
cit., p. 48; SAN MARTÍN MAZZUCCONI, C., «La vigilancia del estado de salud de los trabajadores: voluntariedad
y periodicidad de los reconocimientos médicos», Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales: Revista
del Ministerio de Trabajo e Inmigración, 53, 2004, p. 181. 
39 BLASCO PELLICER, Á. A., «El deber empresarial de vigilancia de la salud y el derecho a la intimidad del tra-
bajador», en Análisis práctico de la Ley de prevención de riesgos laborales, Aranzadi, Navarra, 2016, p. 348.
40 MUROS POLO, A., «El derecho a la seguridad y salud de los teletrabajadores antes y después del nuevo co-
ronavirus», Inciso, vol. 23, 1, 2021, p. 16.
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particularidades previstas en el artículo 16 LTAD. En consecuencia, las evaluaciones de salud
serán distintas en función de cada persona41, de cada puesto de trabajo42 y, en el terreno que
aquí interesa, de cada modalidad de trabajo a distancia, en la medida en que genera diferentes
tipos de riesgos43 dependiendo del lugar donde se desarrollen, del grado de utilización de las
TIC que impliquen y de la autonomía de que disponga la persona.

Como consecuencia de lo anterior, los reconocimientos médicos de carácter general o ines-
pecíficos, quedan fuera del ámbito propio de la vigilancia de la salud laboral, considerándose
inadmisible la vigilancia realizada al margen de los objetivos fundamentales de evitar y evaluar
las consecuencias en la salud del trabajo y comprobar si el trabajador reúne las condiciones
psicofísicas idóneas para desarrollar el trabajo44. La jurisprudencia [por todas STS (Sala 4.ª) de
20/07/2006 (Rec. 195/2004)] y la doctrina mayoritaria45 consideran que pueden llevarse a cabo,
pero en el marco de la política social de la empresa, siendo en todo caso voluntarios y respe-
tuosos con las prescripciones básicas estipuladas en el artículo 22 LPRL46. A mi juicio, en las
prestaciones de trabajo a distancia pueden tener cabida, sin llegar a sustituir la vigilancia de la
salud preventiva obligatoria, constituyendo un instrumento que tiende a la mejora del estado de
salud de las personas trabajadoras. Ahora bien, estimo que no solo deben ajustarse a los cá-
nones básicos legalmente previstos, sino que han de ser objeto de una regulación especial-
mente cuidadosa que determine adecuadamente su periodicidad y alcance, con la finalidad de
evitar vulneraciones del derecho a la intimidad de las personas trabajadoras. En este sentido,
la negociación colectiva se encuentra habilitada para ello ex artículo 2.2 LPRL47, siendo práctica
común, con carácter general, la regulación de este tipo de exámenes de salud genéricos en los
convenios colectivos48, aunque en el ámbito del trabajo a distancia y el teletrabajo la regulación
convencional de esta obligación resulta anecdótica49. Lo deseable sería, no obstante, que la
negociación colectiva no se limitara a contemplar aspectos relativos a una vigilancia de la salud
general o inespecífica, sino que incorporara también previsiones específicas sobre la vigilancia
orientada a la prevención de riesgos concretos50.

Una segunda problemática se relaciona con la ausencia, en la LPRL, de una definición de
qué ha de entenderse por «riesgos inherentes al trabajo». A mi parecer, y en consonancia con
algunas posturas doctrinales51, cabe interpretar que la norma se refiere a los riesgos asociados
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41 POQUET CATALÁ, R., El teletrabajo, cit., p. 219.
42 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…»,
cit., p. 47.
43 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 493.
44 FERNÁNDEZ VILLAZÓN, L. A., «Vigilancia de la salud y derechos de la persona del trabajador (comentario al
art. 22 de la Ley de prevención de riesgos laborales)», Civitas. Revista española de derecho del trabajo, 82, 1997,
p. 231.
45 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 492.
46 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Artículo 22. Vigilancia de la salud», en SEMPERE NAVARRO, A. V. (Dir.),  Comentarios
a la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, 2010, p. 321. En el mismo sentido  MONTOYA MEDINA, D., «En
torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…», cit., p. 48.
47 Dentro de los cánones marcados por la jurisprudencia en la STS (sala 4.ª) de 10/06/2015 (Rec. 178/2014)
48 En este sentido MOLINA NAVARRETE, C.; PÉREZ CAMPOS, A. I.; MUÑOZ, A. B.; ROMERAL HERNÁNDEZ,
J. y MARTÍNEZ JIMÉNEZ, M. M., Estudio sobre negociación colectiva y prevención de riesgos laborales en la
Comunidad de Madrid, UGT, Madrid, 2024, pp. 38 y ss.
49 FERNÁNDEZ-COSTALES MUÑIZ, J., «Prevención de riesgos en el trabajo a distancia: vigilancia de la seguridad
y salud en el trabajo a distancia. Especial atención a la salud mental de las personas teletrabajadoras. Evaluación
de riesgos y planificación de la actividad preventiva», en ÁLVAREZ CUESTA, H., Digitalización y teletrabajo en la
negociación colectiva, Subdirección General de Publicaciones, Madrid, 2025, p. 663.
50 MOLINA NAVARRETE, C.; PÉREZ CAMPOS, A. I.; MUÑOZ, A. B.; ROMERAL HERNÁNDEZ, J. y MARTÍNEZ
JIMÉNEZ, M. M., Estudio sobre negociación colectiva y prevención de riesgos laborales en la Comunidad de Ma-
drid, cit., p. 38.
51 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…»,
cit., p. 48.

DL entera 136_Maquetación 1  12/02/26  09:45  Página 15



a las funciones inherentes al puesto que la persona ocupa52 o puede llegar a desempeñar con-
forme al pacto de determinación de la prestación laboral, así como a las propias del grupo pro-
fesional en el que se integra. Resulta, por ello, especialmente conveniente, en aras de evitar
riesgos asociados a la incertidumbre sobre las tareas a realizar, que en el acuerdo de trabajo a
distancia se concreten, en la medida de lo posible, las labores que la persona que trabaja a dis-
tancia deberá desarrollar o podrán encomendársele en virtud del ius variandi empresarial53, den-
tro del respeto a la clasificación profesional que corresponda. Esta mayor concreción facilita el
cumplimiento de obligaciones preventivas específicas, como la evaluación de riesgos o la propia
vigilancia de la salud.

3.3.2. Protocolización 

La segunda característica de la vigilancia de la salud en el trabajo es que, ex artículo 37.3
c) RDSP, se encuentra sometida a protocolos específicos y otros medios —como guías elabo-
radas al amparo del artículo 33.2 c) de la Ley 33/2011, de 4 de octubre (BOE de 4 de octubre),
General de Salud Pública (en adelante, LGSP), y del artículo 11.5 del RD 843/2011, de 17 de
junio (BOE de 4 de julio), por el que se establecen los criterios básicos sobre la organización de
recursos para desarrollar la actividad sanitaria de los servicios de prevención (en adelante, RD
843/2011)—, en relación con los factores de riesgo a los que esté expuesta la persona trabaja-
dora, a fin de garantizar la proporcionalidad de las actuaciones54. A los efectos que aquí intere-
san y, en atención a los riesgos que el artículo 16 LTAD considera más relevantes, como los de
naturaleza psicosocial o ergonómica, la vigilancia de la salud en el trabajo a distancia y en el
teletrabajo seguirá lo dispuesto en la Guía Básica y General de Vigilancia de la Salud55 y en los
protocolos específicos56 sobre movimientos repetitivos de miembro superior57 y pantallas de vi-
sualización de datos58. Parte de la doctrina ha planteado la posibilidad de elaborar, conforme a
los criterios previstos en los arts. 37.3 c) RDSP, 33.2 c) LGSP y 11.5 RD 843/2011, un protocolo
específico en relación con las prestaciones de trabajo a distancia y teletrabajo59. Aunque esta
posición es defendible, a mi juicio, y atendiendo a la configuración normativa vigente, los pro-
tocolos de vigilancia sanitaria atienden a riesgos específicos y no a formas de prestación de
servicios. Quizá resultaría más adecuada, la elaboración no de un protocolo, sino de una guía
de vigilancia sanitaria específica para las modalidades de trabajo a distancia, al amparo de la
habilitación legalmente prevista.

3.3.3. Realización por personal competente

La vigilancia de la salud debe ser desarrollada por el personal competente conforme al
RDSP. Respecto de este extremo, no se aprecian especialidades en las modalidades de trabajo
a distancia o teletrabajo, resultando plenamente aplicable lo dispuesto en el artículo 37.3 RSP,
que exige que la vigilancia sea realizada por personal sanitario con competencia técnica, for-
mación y capacidad acreditadas.
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52 CARDONA RUBERT, M. B., Datos sanitarios y relación laboral, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, p. 20.
53 Matiz necesario, pues la rigidez con la que se concibe el acuerdo de trabajo a distancia y su modificación ex
art. 8 LTAD, aconsejarían salvaguardar en este caso, la facultad modificativa no sustancial del empresario. 
54 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I., La vigilancia de la salud en el ámbito laboral, cit., p. 71.
55 GARCÍA GÓMEZ, M.; BUDEO, V. E.; GALLO FERNÁNDEZ, M.; ARTIEDA PELLEJERO, L. y GUZMÁN FER-
NÁNDEZ, A., Guía básica y general de orientación de las actividades de vigilancia de la salud…, cit.
56 puesto que la aplicación de un único protocolo puede considerarse insuficiente. En este sentido, vid. STSJ de
País Vasco (Sala de lo social) de 16/12/2014 (Rec. 2299/2014)
57 MINISTERIO DE SANIDAD Y CONSUMO, Movimientos repetidos de miembro superior, Madrid, 2000.
58 MINISTERIO DE SANIDAD Y CONSUMO, Pantallas de visualización de datos, Madrid, 1999.
59 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Teletrabajo y riesgos psicosociales: la imperiosa necesidad de reforzar la tutela pre-
ventiva», Trabajo, Persona, Derecho, Mercado: Revista de Estudios sobre Ciencias del Trabajo y Protección So-
cial, 3, 2021, p. 199; TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p.
494.
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3.3.4. Planificada e integrada

Como se ha señalado, la vigilancia de la salud debe integrarse en el sistema de prevención
de riesgos laborales de la empresa. Ello implica su inclusión tanto en el plan de prevención de
riesgos laborales como en la planificación de la actividad preventiva, de conformidad con el ar-
tículo 9 RSP60, que deberán contemplar, en su caso, los puestos cuya prestación de servicios
se realice o pueda realizarse a distancia61.

3.3.5. Periodicidad

La vigilancia de la salud se llevará a cabo, con carácter general, ex artículo 22.1 LPRL, a in-
tervalos periódicos. Esta es la regla general, que implica la realización de evaluaciones sucesi-
vas durante el transcurso de la relación laboral62. El apartado quinto completa ligeramente el
contenido del artículo, permitiendo que se realicen reconocimientos posteriores a la finalización
de la relación laboral cuando la naturaleza de los riesgos así lo aconseje. Por otro lado, el 37.3
b) RDSP, concreta todavía más la regla general, especificando otros momentos temporales para
el cumplimiento de la obligación: después de la incorporación de la persona trabajadora al
puesto, o tras la asignación de tareas específicas con nuevos riesgos para la salud; y con oca-
sión de la reanudación del trabajo después de una ausencia por motivos de salud. 

Estos supuestos no plantean, en principio, problemas específicos en relación con las distintas
modalidades de trabajo a distancia, si bien cabe introducir algunos matices, en particular res-
pecto de la concreción de los intervalos de periodicidad previstos ex artículos 22.1 LPRL y 37.3
b), apartado tercero, RDSP. Dicha concreción deberá atender en cada caso al grado de expo-
sición de las personas trabajadoras a cada riesgo63, resultando ineficaz una vigilancia de la
salud articulada en periodos temporales desconectados de la realidad que se pretende atender.
A este respecto, pueden servir de orientación las previsiones contenidas en los protocolos y
normas relativas a riesgos específicos y, en su caso, la negociación colectiva, que puede con-
tribuir a concretar estos extremos64.

Una problemática que resulta necesario abordar en relación con las prestaciones de trabajo
a distancia se refiere a la posibilidad de realizar reconocimientos médicos iniciales65 previos a
la admisión al trabajo. En este sentido, el artículo 21.1 LGSP establece que solo podrán llevarse
a cabo reconocimientos cuando así lo disponga una normativa vigente, término que cabe inter-
pretar de manera amplia, incluyendo disposiciones legales, reglamentarias y convencionales.
Debiendo respetar estas últimas, en todo caso, lo previsto por las normas preventivas, que cuen-
tan con un carácter mínimo indisponible ex art. 2.2 LPRL66. Entre las excepciones legalmente
previstas cabe citar la recogida en el artículo 243 del RD Legislativo 8/2015, de 30 de octubre
(BOE de 31 de octubre), por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Se-
guridad Social (en adelante LGSS), que prevé la realización de reconocimientos médicos obli-
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60 GARCÍA GÓMEZ, M.; BUDEO, V. E.; GALLO FERNÁNDEZ, M.; ARTIEDA PELLEJERO, L. y GUZMÁN FER-
NÁNDEZ, A., Guía básica y general de orientación de las actividades de vigilancia de la salud…, cit., p. 75; MI-
NISTERIO DE SANIDAD Y CONSUMO., Libro blanco de la vigilancia de la salud…, cit., p. 49.
61 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 206.
62 SAN MARTÍN MAZZUCCONI, C., «La vigilancia del estado de salud de los trabajadores», cit., p. 197.
63 FERNÁNDEZ-COSTALES MUÑIZ, J., «Las medidas específicas en prevención de riesgos laborales frente al
SARS-COV-2: aplicación actual y proyección de futuro», Revista española de derecho del trabajo, 233, 2020, p.
137.
64 GONZÁLEZ DÍAZ. F. A., «Trabajo a distancia “seguro” en tiempos de pandemia», en KAHALE CARRILLO, D.
T., La industria 4.0 y la COVID-19: una visión interdisciplinar, Laborum, Murcia, 2022, p. 90.
65 En extenso sobre la materia A. I. García Salas., La vigilancia inicial de la salud laboral, Tirant lo Blanch, Valencia,
2023.
66 SSTS (Sala 4.ª) de 10/06/2015 y de 03/07/2025 (Rec. 124/2024).
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gatorios cuando se pretenda cubrir un puesto de trabajo que entrañe riesgo de enfermedades
profesionales, aspecto sobre el que se profundizará, en relación con las modalidades de trabajo
a distancia, al analizar la voluntariedad de los reconocimientos médicos.

Algunos autores consideran que el artículo 25.1, segundo párrafo, LPRL también habilita la
realización de reconocimientos médicos previos, con la finalidad de evitar la ocupación de pues-
tos de trabajo por personas especialmente sensibles cuando ello pueda suponer un peligro para
ellas mismas o para terceras personas67. No comparto esta postura, en primer lugar, porque la
norma no contempla expresamente tal posibilidad, lo que la situaría en contradicción con lo pre-
visto en el artículo 21.1 LGSP; y, en segundo lugar, porque la identificación de las personas tra-
bajadoras especialmente sensibles puede y debe realizarse en el momento inicial marcado por
la normativa preventiva, esto es, después de la incorporación al trabajo. La referencia legal no
determina el momento exacto de cumplimiento de la obligación, pero se inclina hacia una rea-
lización en un momento inmediatamente anterior a la exposición efectiva a los riesgos inherentes
al puesto68, lo que permite atender adecuadamente el mandato preventivo de adaptar el trabajo
a la persona ex artículo 15 LPRL y evitar, conforme al artículo 25.1 LPRL, la ocupación de pues-
tos incompatibles con sus características.

No siendo posible, salvo previsión expresa en una disposición normativa, la realización de
otros reconocimientos previos, deben considerarse contrarios a la legalidad y discriminatorios
aquellos orientados a valorar la aptitud psicofísica de las personas trabajadoras con fines de
selección de personal, en línea con lo establecido por la STC 196/2004.

3.4. Garantías 

La materialización de la vigilancia de la salud tiene por objeto la protección de bienes cons-
titucionalmente relevantes, como la salud en el trabajo, pero puede afectar, por su propia natu-
raleza, a otros derechos igualmente protegidos, en particular al derecho a la intimidad, aunque
no es el único derecho fundamental que puede verse afectado, pudiendo verse implicados: la
dignidad (art. 10 CE), o el derecho a la no discriminación (art. 14 CE)69, la integridad física (art.
15 CE), o la protección de datos personales (art. 18 CE). Conviene recordar que los derechos
fundamentales no pierden vigencia en el ámbito de la relación de trabajo, pero tampoco son
absolutos ni ilimitados, de modo que admiten ciertas restricciones cuando concurren otros inte-
reses constitucionalmente protegidos (por todas SSTC 198/2004, de 15 de noviembre y 98/2000,
de 10 de abril). En este sentido, la prevención y protección frente a los riesgos laborales cons-
tituye una causa legítima que puede justificar una intromisión en la intimidad a través de los re-
conocimientos médicos (STC 196/2004). Ahora bien, el artículo 22 LPRL, influido por la
normativa sanitaria, articula un conjunto de garantías destinadas a asegurar una adecuada pro-
tección de todos estos derechos en el desarrollo de la vigilancia de la salud. 

3.4.1. Proporcionalidad 

La primera de las garantías que establece la norma, en atención a los derechos fundamen-
tales en juego, se traduce en una limitación de carácter modal70 que exige la superación del
principio de proporcionalidad. Como es sabido, cualquier medida restrictiva de derechos funda-
mentales viene condicionada por la estricta observancia de este principio (STC 119/2022, de
29 de noviembre) que se articula en tres juicios: la medida debe, en primer lugar, ser susceptible
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67 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…»,
cit., p. 47.
68 Posibilidad avalada por la guía básica sobre vigilancia de la salud.  GARCÍA GÓMEZ, M.; BUDEO, V. E.; GALLO
FERNÁNDEZ, M.; ARTIEDA PELLEJERO, L. y GUZMÁN FERNÁNDEZ, A., Guía básica y general de orientación
de las actividades de vigilancia de la salud…, cit., p. 21.
69 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 489.
70 LOUSADA AROCHENA, J. F., «Artículo 22. Vigilancia de la salud», cit., p. 106.
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de alcanzar el fin perseguido (juicio de idoneidad); en segundo lugar, resultar necesaria, en el
sentido de no existir otra alternativa más moderada para la consecución de ese objetivo con
igual eficacia (juicio de necesidad); y, en tercer lugar, ser ponderada o equilibrada, de modo que
de ella se deriven más beneficios que perjuicios para el derecho afectado (juicio de proporcio-
nalidad en sentido estricto)71.

En el ámbito de la vigilancia de la salud, este principio implica, con carácter general —como
se ha señalado en apartados precedentes—, que la evaluación de la salud ha de responder a
una necesidad objetiva, directamente vinculada a riesgos específicos y constatables del puesto.
Ello determina que, si tales riesgos pueden eliminarse o evitarse mediante medidas preventivas,
no resultaría necesaria la realización de una evaluación de la salud conectada con estos. 

De forma más específica, el principio de proporcionalidad proyecta en cada caso en una de-
limitación sobre el contenido de la vigilancia de la salud, que debe circunscribirse al número y
tipo de pruebas apropiadas en relación con cada riesgo que se pretenda controlar. En conse-
cuencia, las pruebas han de ser: adecuadas para evaluar los riesgos relevantes para la salud,
quedando excluidas aquellas de carácter genérico o desconectadas de dicha finalidad (juicio
de idoneidad); imprescindibles, en la medida en que no pueden practicarse más pruebas de las
necesarias y, entre las disponibles, deben seleccionarse las igualmente eficaces que resulten
menos lesivas72 (juicio de necesidad); y proporcionadas, de modo que no impongan sacrificios
desmesurados en comparación con los beneficios preventivos que derivan de su realización
(juicio de proporcionalidad en sentido estricto). 

Un ejemplo práctico puede vincularse a la determinación del contenido de los reconocimien-
tos médicos en supuestos de trabajo a distancia en los que puedan concurrir riesgos psicoso-
ciales. Cuando tales riesgos se constaten de forma objetiva —por ejemplo, a partir de una
evaluación de riesgos que identifique factores organizativos, de carga de trabajo o relacionales
relevantes— y no resulte posible su eliminación o evitación mediante medidas preventivas al-
ternativas, podría quedar justificada la realización de actuaciones de vigilancia de la salud co-
nectadas con dichos riesgos. Ahora bien, la exigencia de proporcionalidad condiciona de manera
decisiva el alcance y la configuración de esa vigilancia.

Desde la perspectiva del juicio de idoneidad, podría cuestionarse la inclusión de exploracio-
nes físicas o intervenciones corporales que podrían no aportar información relevante para la
evaluación de la salud psicosocial. A su vez, en relación con el juicio de necesidad, la salud psi-
cosocial puede evaluarse, con carácter general, mediante procedimientos menos invasivos —
cuestionarios, escalas o pruebas estandarizadas—, habituales en este ámbito y potencialmente
aptos para detectar indicadores de afectación asociados a factores psicosociales. Finalmente,
en atención a la proporcionalidad en sentido estricto, conlleva una preferencia por herramientas
que puedan aplicarse con menores cargas —aspecto sobre el que se ahondará en el apartado
consecutivo— y con un nivel de intrusión reducido, lo que nuevamente puede conducir a excluir
pruebas que impliquen intervenciones corporales.

3.4.2. Gratuidad

Como consecuencia de la exigencia de proporcionalidad, que rige la vigilancia de la salud
laboral, y de conformidad con el artículo 22.1 LPRL, esta debe causar las menores molestias
posibles a las personas trabajadoras. Esta previsión se concreta, en primer término, en la pro-
hibición de que la vigilancia de la salud les irrogue coste económico alguno. En efecto, del mismo
modo que ninguna de las medidas preventivas adoptadas por el empresario en cumplimiento
de su deber de protección puede generarles gravamen, el artículo 14.5 LPRL impide que la ac-
ción preventiva comporte para la persona trabajadora cargas económicas, ya sean directas o
indirectas.
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71 Resumidos por la STC 119/2022 y desarrollados entre otras en las SSTC 66/1995, de 8 de mayo, 55/1996, de
28 de marzo, 207/1996, de 16 de diciembre, y 37/1998, de 17 de febrero.
72 SAN MARTÍN MAZZUCCONI, C., «La vigilancia del estado de salud de los trabajadores», cit., p. 184.
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En segundo lugar, aunque el artículo 22 LPRL no lo establezca de manera expresa, los exá-
menes y pruebas que integran la vigilancia de la salud deben realizarse, con carácter general,
dentro de la jornada de trabajo. En caso contrario, el tiempo invertido ha de reputarse tiempo
efectivo de trabajo y, por tanto, ser compensado como tal, conforme ha reconocido la jurispru-
dencia [STS (sala 4.ª) de 11 de mayo de 2022 (rec. 112/2020)]. Esta conclusión se fundamenta
en que se trata de una actividad no estrictamente productiva, pero directamente vinculada a la
relación profesional y al estatuto de la persona trabajadora73, además de insertarse en el deber
de protección empresarial. De ahí que su cumplimiento no pueda traducirse en un perjuicio ni
gramen económico para quien la soporta. 

Estas consideraciones adquieren una relevancia singular en el ámbito del trabajo a distancia.
En este contexto, la proporcionalidad de las pruebas que integren la vigilancia de la salud exige
ponderar de forma específica las molestias que puedan generar, entre las cuales destacan las
asociadas a eventuales desplazamientos. En todo caso, es posible que el ejercicio de este de-
recho implique la necesidad de acudir a los centros o lugares en los que el personal sanitario
competente pueda practicar las pruebas correspondientes. En tales supuestos, el tiempo de
desplazamiento debe integrarse en el cómputo de tiempo de trabajo, y los costes asociados
han de ser objeto de compensación adecuada, de conformidad con el artículo 12 LTAD.

En este contexto cabe plantearse la posible inclusión de los costes vinculados a la vigilancia
de la salud en el acuerdo de trabajo a distancia, habida cuenta de la exigencia del artículo 7 b)
LTAD, que impone la obligación de recoger en dicho acuerdo la enumeración de los gastos en
que pueda incurrir la persona trabajadora por el hecho de prestar servicios a distancia y la es-
pecificación de la forma y el momento de su compensación, en términos coherentes con lo dis-
puesto en la negociación colectiva. A mi juicio, este extremo resulta discutible, dada la propia
naturaleza de la obligación de vigilancia de la salud, cuya realización suele vincularse tempo-
ralmente a momentos posteriores a la firma del contrato o del acuerdo de trabajo a distancia.
Es posible concretar en abstracto la forma y el momento de la compensación, pero no necesa-
riamente su cuantía específica, que podrá variar en función del momento y lugar en que deba
llevarse a cabo la vigilancia de la salud y del tipo de pruebas que resulte preciso realizar, cir-
cunstancias que pueden exigir distintos tipos de desplazamiento.

3.4.3. Voluntariedad 

El artículo 22 LPRL, inspirado en el principio que rige toda actuación sanitaria74 —recogido
en el artículo 10 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre (BOE de 15 de noviembre), básica re-
guladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información
y documentación clínica (Ley 41/2002 en adelante)—, fundamenta la vigilancia de la salud en
el consentimiento de la persona trabajadora, esto es, en su carácter voluntario. Ello implica que
la persona ha de ser informada individualmente75, con carácter previo, sobre el contenido, al-
cance, efectos, contraindicaciones y riesgos derivados de todas las pruebas y analíticas que
integren la vigilancia de la salud (STC 196/2004) y que, en el marco de su autodeterminación,
pueda prestar o no su consentimiento que, falta de mayor precisión por parte de la norma, y en
línea con la STC 196/2004, cabe interpretar que puede ser expreso o tácito, aunque debiendo
formalizarse necesariamente por escrito en el caso de procedimientos que resulten especial-
mente invasores o que entrañen riesgos de notoria y previsible repercusión negativa sobre la
salud76. Consentimiento que en todo caso debe prestarse con anterioridad a la realización de la
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73 La STS (sala 4.ª) de 24/09/2004 (Rec. 199/2003) considera que la jornada de trabajo también comprende estas
actividades. 
74 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud…»,
cit., p. 51. 
75 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I., La vigilancia de la salud en el ámbito laboral, cit., p. 100.
76 GARCÍA GÓMEZ, M.; BUDEO, V. E.; GALLO FERNÁNDEZ, M.; ARTIEDA PELLEJERO, L. y GUZMÁN FER-
NÁNDEZ, A., Guía básica y general de orientación de las actividades de vigilancia de la salud…, cit., p. 25.
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vigilancia de la salud y que puede alcanzar a todas o algunas de las pruebas o exámenes. En
el ámbito del trabajo a distancia y del teletrabajo, este consentimiento no puede ser objeto de dis-
posición mediante la negociación colectiva ni puede entenderse otorgado de forma genérica en
el acuerdo de trabajo a distancia77, por cuanto se trata de un consentimiento individual, asociado
a cada reconocimiento médico concreto y a su específico contenido previamente informado.

Este principio vertebral no es, sin embargo, absoluto, sino que admite excepciones legal-
mente tasadas. Lo que impide que se impongan por convenio colectivo contra legem, puesto
que ello supondría alterar la naturaleza de la obligación introduciendo elementos no previstos
legalmente e incompatibles con la protección constitucional del art. 18 CE (STC 196/2004)78.
Las excepciones se recogen en el artículo 22.1, segundo párrafo, LPRL, y deben interpretarse
de forma restrictiva, en línea con la doctrina recogida en la STC 196/2004 y acogida por el Tri-
bunal Supremo, entre otras, en la clásica STS (sala 4.ª) de 10/06/2015. En este sentido, los re-
conocimientos médicos obligatorios solo se encuentran habilitados ad casum y no de forma
generalizada79, cuando se constate un interés colectivo que los legitime o una situación objetiva
de riesgo o peligro. 

En relación con las excepciones, la primera cuestión que conviene abordar es la exigencia
de un informe previo, preceptivo y no vinculante [STSJ de País Vasco (Sala de lo Social) de
25/04/2017 (Rec. 706/2017)], por parte de los representantes de las personas trabajadoras. En
torno a esta obligación podrían suscitarse diversas reflexiones sobre la representación preven-
tiva en las prestaciones de trabajo a distancia y sobre la materialización de las funciones que le
son propias, cuestión que, por razones de pertinencia y extensión, no procede abordar ahora.
Siendo preciso señalar, sin embargo, que dicho informe puede ser emitido por la representación
general de las personas trabajadoras cuando no existan representantes específicos en materia
preventiva o estos no asuman la obligación, e, incluso, por las propias personas trabajadoras
en aquellos supuestos en los que no exista representación alguna80.

La primera de las excepciones —a mi juicio, la más compleja de apreciar— prevé la posibi-
lidad de exigir reconocimientos médicos de carácter obligatorio cuando resulte imprescindible
para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de las personas trabaja-
doras. Dado que la formulación legal es extraordinariamente genérica, conviene acudir a su in-
terpretación jurisprudencial que, en línea con la doctrina científica81, exige que tales
reconocimientos resulten absolutamente necesarios, y no meramente convenientes o aconse-
jables, y constituyan, ante la negativa de la persona trabajadora, el único medio posible para
valorar la eventual afectación de los riesgos a su salud82.

En relación con el trabajo a distancia y, en particular, con el teletrabajo, se ha defendido tra-
dicionalmente la posibilidad de recurrir a reconocimientos médicos obligatorios en aquellas pres-
taciones en las que resulte especialmente complejo efectuar un seguimiento de la salud de la
persona, como sucede cuando el teletrabajo se desarrolla desde una pluralidad de lugares, con
un amplio margen de autonomía decisoria y una utilización intensiva de las TIC83 y/o cuando la
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77 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 500.
78 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Teletrabajo y riesgos psicosociales», cit., p. 198.
79 MONTOYA MEDINA, D., «En torno al alcance de ciertos condicionantes legales de la vigilancia de la salud...»,
cit., p. 52.
80 IGARTUA MIRÓ, M. T., Sistema de prevención de riesgos laborales, cit., p. 191.
81 Por todos Blasco Pellicer, Á. A., «El deber empresarial de vigilancia de la salud y el derecho a la intimidad del
trabajador», cit., p. 358.
82 SSTS (sala 4.ª) de 21/09/2019 (Rec. 4009/2016) y de 07/03/2018 (Rec. 42/2017).
83 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Teletrabajo y riesgos psicosociales: la imperiosa necesidad de reforzar la tutela pre-
ventiva», Trabajo, Persona, Derecho, Mercado: Revista de Estudios sobre Ciencias del Trabajo y Protección So-
cial, 3, 2021, p. 198; SIERRA BENÍTEZ, E. M., El contenido de la relación laboral en el teletrabajo, Consejo
Económico y Social de Andalucía, Sevilla, 2011, p. 275; TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales
en el trabajo a distancia…, cit.
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persona trabajadora a distancia se encuentra desconectada o únicamente conectada de forma
unilateral, de modo que no resulta posible una observación inmediata de su estado de salud84.
Esta posibilidad es defendible, pero debe valorarse ad casum, sin que quepa reconocerla con
carácter general o indiscriminado85, pues dependerá de la concreta configuración de cada pres-
tación a distancia, de las posibilidades reales de control de los riesgos de que disponga la em-
presa y de la constatación efectiva de la imposibilidad de vigilar y controlar el estado de salud
de la persona trabajadora por otros medios menos invasivos. En todo caso, el contenido de los
reconocimientos y de las pruebas a cuya realización se pretenda obligar habrá de limitarse es-
trictamente a lo necesario en relación con los riesgos asociados al puesto de trabajo.

En relación con la segunda excepción, referida a la verificación de si el estado de salud de
la persona trabajadora puede constituir un peligro para ella misma, para las demás personas
trabajadoras o para otras personas relacionadas con la empresa, esta habilita igualmente la re-
alización de los reconocimientos médicos necesarios para evitar emplear a una persona espe-
cialmente sensible en un puesto incompatible con sus características personales, ex artículo
25.1 LPRL86. Tradicionalmente, su aplicación se ha vinculado a puestos de trabajo en los que
concurren riesgos o peligros objetivables para terceros87. No obstante, también puede recono-
cerse en aquellos supuestos en los que esté en juego la propia salud de la persona trabajadora
y exista un riesgo o peligro cierto y objetivable [STS (sala 4.ª) de 10/06/2025].

En el ámbito del trabajo a distancia, a mi juicio, la apreciación de esta excepción resulta par-
ticularmente compleja. Cuando se funde en un riesgo o peligro cierto para la persona trabaja-
dora, este deberá constatarse de forma objetiva y el reconocimiento médico deberá superar el
juicio de proporcionalidad, debiendo, además —como ya se advertía en el apartado prece-
dente—, acotarse estrictamente el alcance de la vigilancia de la salud en atención a las circuns-
tancias concretas que la justifican. En cuanto al posible riesgo o peligro para terceros, si bien
podría sostenerse que familiares, convivientes u otras personas trabajadoras que cohabiten con
quien presta servicios a distancia tienen la condición de «terceras personas», la STS (sala 4.ª)
de 10/06/2015 ancla la aplicación de esta excepción en las funciones propias del puesto de tra-
bajo, en la medida en que sean estas las que puedan generar riesgos o peligros ciertos. Ello
hace poco probable, en general, su apreciación en el ámbito de las prestaciones de trabajo a
distancia o de teletrabajo88.

La tercera excepción, la más clara y taxativa de todas, requiere que la evaluación de la salud
sea exigida por una disposición legal o reglamentaria —no convencional, conforme a lo señalado
por la STC 196/2004 y la STS (sala 4.ª) de 10/06/2015— en relación con la protección frente a
riesgos específicos y en el marco de actividades de especial peligrosidad. Son escasas las pre-
visiones legales en este sentido, siendo la más destacada la contenida en el artículo 243 LGSS,
a partir de la cual algunos autores han defendido la posibilidad de llevar a cabo reconocimientos
médicos obligatorios en las modalidades de trabajo a distancia, y especialmente en el teletra-
bajo, habida cuenta de las enfermedades profesionales que podrían derivarse de la utilización
intensiva de las TIC89, como, por ejemplo, el síndrome del túnel carpiano por compresión del
nervio mediano en la muñeca90.
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84 MELLA MÉNDEZ, L., «Notas sobre la prevención de riesgos laborales en el teletrabajo», en Descentralización
productiva y nuevas formas organizativas del trabajo: X Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad Social, Subdirección General de Publicaciones, Madrid, 2000, p. 1039; POQUET CATALÁ, R., El teletrabajo,
cit., p. 228. 
85 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 502.
86 Se considera que superan el canon de proporcionalidad conforme a la STC 196/2004 y que la STS (sala 4.ª)
de 07/03/2018 engloba en esta segunda excepción.  
87 SSTS (sala 4.ª) de 21/09/2019 (Rec. 4009/2016), de 07/03/2018 y de 10/06/2015.
88 En sentido contrario, realizando una interpretación extensiva y finalista del precepto TORRES GARCÍA, B., La
prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., p. 504.
89 LOUSADA AROCHENA, J. F. y otros, Trabajo a distancia y teletrabajo… cit., p. 243. 
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Se trata de una posición que, si bien no puede descartarse por completo, debe manejarse
con extrema cautela. En primer lugar, porque exigiría un examen pormenorizado de las posibles
enfermedades que pudieran justificar estos reconocimientos en relación con los riesgos inhe-
rentes a cada concreto puesto de trabajo a distancia91. En segundo lugar, porque esta excepción
suele venir concretada en protocolos específicos y en la normativa técnica asociada a ellos92.
No existiendo, hoy, protocolos ni normas relativas a los riesgos propios de estas modalidades
de trabajo a distancia que prevean expresamente la obligatoriedad de los reconocimientos mé-
dicos, cabría descartar, con carácter general, este tipo de actuaciones, salvo que, con base en
la evaluación de riesgos, pueda acreditarse la existencia de un riesgo grave de padecer una
determinada enfermedad.

Por otra parte, la LTAD ni establece la obligatoriedad93 de estos reconocimientos ni califica
las modalidades de trabajo a distancia como actividades de especial peligrosidad94, lo que im-
pide imponer, con carácter obligatorio, una vigilancia de la salud de naturaleza precontractual
amparada en esta tercera excepción, aun cuando existan riesgos específicos asociados a dichas
prestaciones.

4. CONCLUSIONES 

Primera. La normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, si bien se configuró con una
amplitud suficiente como para permitir su proyección en el tiempo, fue concebida para aplicarse
en el marco de unas formas de prestación de servicios que no se corresponden plenamente
con ciertas modalidades actuales, como el trabajo a distancia y el teletrabajo.

Segunda. La LTAD, consciente de las particularidades propias de estas modalidades de
prestación de servicios, trata de articular una protección equiparable a la del trabajo presencial
mediante la introducción de determinadas adaptaciones o modulaciones de derechos y obliga-
ciones. No obstante, en materias tan sensibles como la protección frente a los riesgos laborales,
persisten carencias y desajustes de carácter estructural.

Tercera. Un ejemplo especialmente significativo de estas deficiencias lo constituyen los va-
cíos que la LTAD presenta en relación con aspectos tan cruciales como la vigilancia de la salud,
lo que obliga a reinterpretar y tensionar la normativa general de prevención de riesgos laborales
para dar cobertura a estas situaciones.

Cuarta. La vigilancia de la salud resulta plenamente exigible en las prestaciones de trabajo
a distancia; sin embargo, el examen de su configuración jurídica pone de manifiesto determina-
das insuficiencias estructurales que dificultan su adecuado cumplimiento en estas modalida-
des.
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90 GONZÁLEZ DÍAZ, F. A., «Los efectos de la Covid-19 en las relaciones laborales: una aproximación a la pre-
vención de riesgos laborales en el trabajo a distancia», Revista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social, 59, 2021, Iustel, p. 337.
91 Tasadas en el Real Decreto 1299/2006, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el cuadro de enfermedades
profesionales en el sistema de la Seguridad Social.
92 SAN MARTÍN MAZZUCCONI, C., «La vigilancia del estado de salud de los trabajadores», cit., p. 198. THIBAULT
ARANDA, J., «Artículo 22. Vigilancia de la Salud», en Ley de prevención de riesgos laborales. Comentada y con
jurisprudencia., La Ley, 2008, p. 443.
93 TORRES GARCÍA, B., La prevención de riesgos laborales en el trabajo a distancia…, cit., pp. 504-505.
94 LÓPEZ VICO, S., «Desafíos en la prevención de riesgos laborales en el teletrabajo: una reflexión crítica», Re-
vista de derecho de la seguridad social. Laborum, 42, 2025, p. 132; RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S., «Teletrabajo
y prevención de riesgos laborales: apuntes a la luz de la Ley 10/2021», en FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J.
(Coord.), Seminario Internacional sobre Nuevos Lugares, Distintos Tiempos y Modos Diversos de Trabajar: inno-
vación tecnológica y cambios en el ordenamiento social, Thomson Reuters Aranzadi, Navarra, 2021, p. 77.
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Quinta. La materialización de esta obligación en el ámbito del trabajo a distancia requiere
una revisión y actualización de los instrumentos técnicos y normativos de los que depende su
aplicación, en particular los protocolos de vigilancia sanitaria específica y las guías técnicas.

Sexta. En la misma línea, y con el fin de garantizar una protección efectiva en condiciones
de igualdad, la LTAD debería ser objeto de revisión para incorporar previsiones más precisas
sobre aspectos esenciales del cumplimiento de esta obligación, tales como la periodicidad de
las actuaciones de vigilancia y los supuestos de eventual obligatoriedad.
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SUMARIO: 1. Consideraciones generales. –2. Indicadores estadísticos y evolución reciente
del teletrabajo. –3. Marco normativo del teletrabajo como instrumento de conciliación familiar. –
4. Adaptación de la modalidad de prestación de servicios por motivos de conciliación de la vida
familiar y laboral. –5. Conclusiones y propuestas en torno al teletrabajo corresponsable.

RESUMEN

El presente artículo analiza el teletrabajo como modalidad organizativa vinculada a la con-
ciliación y a la corresponsabilidad, aborda las condiciones bajo las cuales puede contribuir efec-
tivamente a dichos fines y pone de relieve su carácter ambivalente en este terreno. Tras exponer
los principales datos estadísticos en torno a su implantación y sobre su impacto en la distribución
del tiempo de trabajo, el equilibrio entre vida familiar y profesional y el reparto de los cuidados,
se examina el marco normativo del teletrabajo como instrumento de conciliación familiar, des-
tacando la interacción entre la Ley de Trabajo a Distancia y el derecho previsto en el art. 34.8
ET. Presamente, se estudia con detenimiento el régimen jurídico de la adaptación de la moda-
lidad de prestación de servicios por motivos de conciliación, incluyendo el alcance del deber de
negociación y los parámetros actuales de control judicial ante la denegación empresarial. Fi-
nalmente, se formulan propuestas para orientar el teletrabajo hacia un diseño corresponsable
y preventivo de desigualdades, con especial atención al papel de la negociación colectiva y de
los planes de igualdad. 

ABSTRACT

The article examines teleworking as an organizational arrangement linked to work–life ba-
lance and shared responsibility for care, identifies the conditions under which it can effectively
contribute to these aims, and highlights its ambivalent nature in this area. After presenting sta-
tistical indicators on the prevalence of teleworking and its impact on the allocation of working
time, work-family balance, and the distribution of care work, the article analyses the relevant re-
gulatory framework, with particular emphasis on the interaction between the LTD and the right
enshrined in art. 34. 8 ET. It then considers the legal regime governing requests to adapt work
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arrangements for reconciliation purposes, addressing the scope of the duty to negotiate and the
standards of judicial review where an employer refuses such a request. The article concludes
with proposals aimed at steering teleworking towards a co-responsible design that prevents in-
equalities, with specific attention to the role of collective bargaining and equality plans.

Palabras clave: Teletrabajo, conciliación, corresponsabilidad, desconexión digital, igualdad
de género, organización del trabajo.

Key words: Teleworking, work-life balance, shared responsibility, digital disconnection, gen-
der equality, work organization.

1. CONSIDERACIONES GENERALES 

En estos últimos años, tras la pandemia, el teletrabajo ha adquirido una posición central en
el debate jurídico laboral, no solo como fórmula de organización del trabajo, sino también como
posible instrumento de conciliación de la vida laboral y familiar. La tendencia a concebir el tele-
trabajo como una solución inmediata a las fricciones entre los tiempos de trabajo y los tiempos
de vida plantea, sin embargo, un interrogante de fondo, porque su capacidad efectiva para fa-
vorecer la conciliación no puede darse por supuesta y requiere un análisis específico en torno
a sus condiciones y efectos. Los propios riesgos asociados a esta modalidad (relativos, entre
otros aspectos, a la amplia disponibilidad y la intensificación del trabajo) obligan a ser cautelo-
sos. De modo que el presente estudio pretende evaluar si el teletrabajo favorece realmente la
conciliación, si actúa como catalizador de prácticas corresponsables o si, por el contrario, puede
operar como un impedimento o incluso como mecanismo de reproducción de desigualdades.

Como punto de partida hay que apuntar que la perspectiva de igualdad entre mujeres y hom-
bres debe informar el análisis del régimen jurídico del trabajo a distancia y, en particular, del te-
letrabajo. Y este enfoque es en realidad una exigencia metodológica: el trabajo en remoto incide
directamente en la ordenación del tiempo de la prestación laboral, en la posibilidad de acceder
a oportunidades profesionales, en la trayectoria laboral de las personas trabajadoras y, en último
término, en la distribución social de los cuidados. De ahí que podamos señalar que la relación
entre teletrabajo y conciliación no resulta neutra desde la perspectiva de género. Así, esta ma-
teria deberá abordarse tomando en consideración la conciliación corresponsable, como uno de
los componentes de la dignidad en el trabajo, precisamente para evitar la reproducción de roles
tradicionales y, en particular, la relegación de las mujeres a un segundo plano en la esfera la-
boral. Téngase en cuenta que, en ausencia de medidas eficaces frente a los estereotipos de
género y de una cultura sólida de corresponsabilidad en las tareas de cuidado, se corre el riesgo
de que el teletrabajo se convierta en una vía directa para las mujeres hacia la asunción simul-
tánea de una doble carga (de trabajo remunerado y no remunerado), reforzando así las des-
igualdades estructurales que el Derecho del Trabajo aspira justamente a corregir1.

A sabiendas de que la conciliación entendida en clave de corresponsabilidad implica un
avance efectivo hacia la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, cobra sentido la
búsqueda de un equilibro real entre la esfera profesional, la vida familiar y el desarrollo personal,
sin que las tareas de cuidado y de sostenimiento de la vida penalicen la trayectoria laboral de
las personas, ni que las exigencias del trabajo impidan asumir dichas responsabilidades. Para
ello es evidente que sigue siendo necesario, como presupuesto al tema que aquí se pretende
abordar, que quienes integran la unidad familiar asuman de forma conjunta, justa y proporcio-
nada las obligaciones indispensables para el mantenimiento de la vida familiar.  
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1 Advierten CARDONA RUBERT y CABEZA PEREIRO que «la relación entre el trabajo a distancia y la correspon-
sabilidad constituye un espacio sensible en el que pueden producirse consecuencias perjudiciales para las mujeres
y para colectivos feminizados», en «Derechos digitales con perspectiva de género en el entorno laboral», Revista
de Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 489, 2025, p. 120.
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Por otro lado, y dejando al margen el teletrabajo en el sector público previsto en el art. 47
bis EBEP —donde recientemente se han puesto en marcha variadas fórmulas vinculadas a con-
ciliación, flexibilidad y modernización organizativa—, importa destacar que el reconocimiento
normativo de su potencial como instrumento de conciliación ya está presente en la Directiva
2019/1158, de 20 de junio (planteamiento que no incorporaba el Acuerdo Marco Europeo sobre
Teletrabajo de 16 de julio de 2002). Desde esta lógica, ya prevista en el RDL 6/2019, de 1 de
marzo, el legislador europeo configura un verdadero derecho a la conciliación de la vida familiar
y profesional mediante el recurso a modalidades flexibles de trabajo, entre ellas el trabajo a dis-
tancia, al entender que estas fórmulas pueden contribuir a corregir desequilibrios estructurales
en la distribución del trabajo no remunerado que sigue recayendo de manera principal sobre
las mujeres (art. 3.1, f de la Directiva). 

Ahora bien, la propia exposición de motivos de la posterior Ley 10/2021, de 9 de julio (LTD),
ya da cuenta de una relación entre ambas dimensiones que resulta ambivalente y controvertida.
Esto es, valora el ahorro de tiempo en desplazamientos y la cercanía que ello comporta con
quienes precisan de los cuidados, al tiempo que destaca los márgenes de flexibilidad y autoor-
ganización del teletrabajo; pero, seguidamente, apunta los inconvenientes que una implemen-
tación indebida de esta fórmula puede acarrear, en cuanto a la dilución de límites entre el ámbito
privado y el laboral2, junto al riesgo psicosocial en términos de tecnoestrés y aislamiento que
terminan erosionando las relaciones sociales entre los trabajadores. En todo caso, el teletrabajo
difícilmente puede operar como respuesta suficiente si no se acompaña de apoyos externos al
cuidado (centros de día, atención domiciliaria, actividades extraescolares, etc.). La escasez de
servicios accesibles impide al teletrabajo comportarse como una verdadera ventaja, al tiempo
que incrementa la posibilidad de que acabe convirtiéndose en una carga añadida, especialmente
para las mujeres, quienes siguen asumiendo mayoritariamente las responsabilidades de cui-
dado. 

2. INDICADORES ESTADÍSTICOS Y EVOLUCIÓN RECIENTE DEL TELETRABAJO

Con carácter previo conviene dimensionar cuantitativamente el fenómeno del teletrabajo
para precisar su alcance real y su grado de implantación en el mercado de trabajo español.
Sólo a partir de datos concretos es posible analizar por qué tiene sentido hablar del teletrabajo
como posible instrumento de conciliación en el contexto actual, o, en su caso, poner de relieve
los límites de ese potencial conciliador.

A) De acuerdo con los datos de la EPA correspondiente al cierre de 2024, el 7,8 % de las
personas ocupadas presta servicios desde su domicilio habitualmente y el 7,6 % lo hace de ma-
nera ocasional3. La «Encuesta sobre Equipamiento y Uso de Tecnologías de la Información y
Comunicación (TIC) en los Hogares (año 2024)», elaborada por el INE, sitúa el teletrabajo en
el 15,1 % de la población ocupada, siendo su distribución territorial heterogénea, pues se con-
centra principalmente en Madrid y Cataluña y, a distancia, en Andalucía4. En el plano europeo,
el EU Labour Force Survey de Eurostat5 muestra un crecimiento sostenido. La media europea
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2 Téngase presente que en la «Declaración Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Di-
gital» (2023/C 23/01), DOUE 23 de enero de 2023, el Parlamento, Consejo y Comisión Europea se comprometen
a «velar por que toda persona pueda desconectar y beneficiarse de salvaguardias para asegurar el equilibrio
entre vida privada y vida laboral en un entorno digital», como parte de las condiciones de trabajo justas y equita-
tivas. 
3 Datos disponibles en la Nota de Prensa https://www.ine.es/dyngs/Prensa/vsEPA2024.htm
4 Consúltese la nota de prensa disponible en https://www.ine.es/dyngs/Prensa/TICH2024.htm?utm_source. 
5 Así se refleja en el capítulo sexto «Construir una Europa justa y social» de «La UE en 2024. Informe general
sobre la actividad de la Unión Europea». Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, (https://op.europa.eu/web-
pub/com/general-report-2024/es/chapter6.html). También se indica que el teletrabajo está muy extendido en Pa-
íses Bajos, Irlanda, Dinamarca (más de un tercio de la población trabajadora) y en Países Bajos (alrededor de la
mitad). Cercanos a la media europea se sitúan España, Italia, Portugal y Alemania; mientras que el número es
muy inferior en Bulgaria, Rumanía y algunos países de Europa central u oriental, con cifras por debajo del 5 %. 
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de personas que teletrabajan pasa del 11,1 % en 2019 al 22,4 % en 2023, con un 13,3 % que
lo hace ocasionalmente y un 8,9 % de forma habitual. En el caso de España, el nivel de implan-
tación está por debajo de países europeos con mayor grado de digitalización, lo que probable-
mente también responde a la propia estructura ocupacional de nuestro país, a factores culturales
e, incluso, a las resistencias organizativas que aún a día de hoy persisten. Precisamente el re-
ciente Informe InfoJobs 2025, basado en una encuesta a más de 1 500 empresas, estima que
para el 42 % de las empresas el teletrabajo complica la gestión de equipos, supone una merma
de la comunicación espontánea y debilita los lazos entre empleados, factores que probable-
mente están limitando su despliegue como instrumento de conciliación6. Pese a ello, no estamos
ya ante una respuesta coyuntural frente a la pandemia7; progresivamente se ha ido consolidando
como forma de organización del trabajo, si bien la inclinación es hacia modelos híbridos frente
a modalidades íntegramente a distancia8.

B) Desde la dimensión de género, los datos recientes apuntan a que no opera como factor
fuertemente determinante de la probabilidad de teletrabajar, al menos si se atiende exclusiva-
mente a las tasas de acceso al mismo. El Observatorio Nacional de Tecnología y Sociedad
(ONTSI), a partir de la EPA de 2024, indica que el teletrabajo es ligeramente más frecuente
entre las mujeres (14,8 %) que entre los hombres (14,0 %)9. Y cifras similares se observan en
el Informe de InfoJobs, ya citado. En todo caso, la brecha por sexo es muy reducida y su inter-
pretación debe partir de un condicionante estructural, la distinta distribución de mujeres y hom-
bres en ocupaciones y sectores teletrabajables. En España, el 69,3 % de los hombres y el 65,1
% de las mujeres desempeñan trabajos que no permiten teletrabajar. En este marco, las pe-
queñas diferencias pueden deberse a la concentración del teletrabajo en determinados perfiles
ocupacionales ampliamente feminizados (tareas de apoyo administrativo, puestos técnicos de
nivel medio o actividades de servicios intensivas en TIC como la atención telefónica y on line o
la gestión vinculada al comercio electrónico). 

En el ámbito europeo la encuesta oficial de Eurofound «Living and Working in the EU e-sur-
vey», con datos hasta el año 2024 y basada en muestras representativas de los Estados miem-
bros, da cuenta de una mayor presencia masculina en fórmulas híbridas (27 % de los hombres
frente al 22 % de las mujeres), con una leve sobrerrepresentación femenina en el trabajo total-
mente presencial (10 % frente a un 7 %)10. De modo que una lectura de conjunto sugiere que,
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6 Así en la V Radiografía del teletrabajo en España, septiembre 2025 (https://nosotros.infojobs.net/wp-content/uplo-
ads/2025/09/Informe_teletrabajo_2025.pdf). Dicha encuesta, referida a junio de 2025, muestra que aproximada-
mente una de cada cuatro personas ocupadas teletrabaja en España (25 %). Aunque las cifras no son
comparables con las del INE (tanto por la diferencia de fuentes, metodología y momento temporal del estudio),
permiten situar la incidencia del teletrabajo en una horquilla que oscila entre un 15 % y un 25 %, lo que indica que
nos encontramos ante un fenómeno de implantación significativa en el mercado de trabajo español.
7 Dicho Informe también destaca que el 43 % de los teletrabajadores buscarían otro empleo si su empresa impu-
siera un modelo totalmente presencial. Por su parte, la encuesta de Eurofound «Quality of life in the EU in 2024:
Results from the Living and Working in the EU e-survey», Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, Luxem-
burgo, p. 6 (https://www.eurofound.europa.eu/en/publications/all/quality-life-eu-2024-results-living-and-working-
eu-e-survey), señala que un 56 % de las mujeres y un 54 % de los hombres declaran querer trabajar desde casa
al menos varias veces por semana, y la proporción de quienes desearían teletrabajar exclusivamente aumenta
del 13 % en 2020 al 24 % en 2024. Y es que, tal y como deja patente el estudio EURES - European Employment
Services, «Labour Market Information: Spain», de 24 febrero 2025, uno de los motivos principales para cambiar
de empleo es buscar un mejor equilibrio entre el trabajo y la vida personal y familiar. Disponible en: https://eures.eu-
ropa.eu/living-and-working/labour-market-information/labour-market-information-spain_en
8 Vid. el Informe del CES, «Mujeres, trabajos y cuidados: Propuestas y perspectivas de futuro» (Informe 01/2022),
2022, p. 48. https://www.ces.es/documents/10180/5263052/Inf0122.pdf/8283bf1c-0f10-1f2d-7e55-444949c4def1
9 «Teletrabajo 2024. Edición 2024 (Flash)», 2024, p. 4 (https://www.ontsi.es/sites/ontsi/files/2024-08/Flash%20Te-
letrabajo%202024.pdf). Sin grandes variaciones respecto a los datos ofrecidos en el Informe «Brecha digital de
género 2023. Edición 2024-Datos 2023», pp. 34-38, que puede consultarse en:
https://www.ontsi.es/sites/ontsi/files/2024-03/Brecha%20de%20g%C3%A9nero%202024_v05_a_0.pdf
10 Como refleja la encuesta «Quality of life in the EU in 2024: Results from the Living and Working in the EU e-sur-
vey», cit., pp. 5-8. 
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desde una perspectiva cuantitativa, variables como la ocupación y el sector de actividad, el nivel
educativo o el tamaño de la empresa resultan más influyentes en las cifras de teletrabajo11. 

C) Si incorporamos el tamaño del hogar como variable de análisis, se aprecia que conforme
aumenta el número de personas integrantes del hogar, disminuye la proporción de teletrabaja-
dores. El teletrabajo es más frecuente en hogares unipersonales (17 %) y su incidencia des-
ciende a medida que crece el número de miembros, situándose en torno al 15 % en hogares de
tres personas y al 14 % en los de cuatro12. Este comportamiento sugiere que, en la práctica, el
teletrabajo no se está extendiendo prioritariamente entre los hogares con mayores necesidades
objetivas de conciliación, previsiblemente asociados a una mayor presencia de cargas familia-
res, sino que tiende a concentrarse en perfiles con cargas de cuidado potencialmente menores.
En consecuencia, en su configuración actual, el teletrabajo parece operar como un recurso se-
lectivo cuyo acceso se distribuye de forma socialmente desigual.  

Esta lectura se inserta, además, en un contexto de aumento significativo de las necesidades
de cuidados, impulsado por cambios sociales, demográficos, sanitarios y por el envejecimiento
de la población, que desplaza crecientemente el cuidado de las personas mayores al entorno
familiar. Un ámbito que continúa descansando en el uso intensivo del tiempo y del trabajo no
remunerado de las mujeres en el hogar, junto con la externalización de una parte creciente de
esos cuidados a otras mujeres, en particular migrantes, a través del empleo de hogar, con la
consiguiente profundización y estratificación de las desigualdades de género13.

D) Dejando a un lado las cifras totales, en las que la prevalencia femenina no es muy amplia,
el teletrabajo plantea riesgos evidentes desde la perspectiva de género cuando se atiende a su
uso diferenciado. Es decir, cuando se accede al teletrabajo por motivos de conciliación familiar,
son las mujeres quienes en mayor medida recurren a esta deslocalización de la prestación de
servicios para sostener con mayor intensidad las tareas de cuidado14. Si esa opción responde
a una decisión verdaderamente libre, no plantea objeciones en sí misma. Sin embargo, no puede
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11 El estudio del ONTSI «Teletrabajo 2024» destaca que «el teletrabajo en personas que trabajan por cuenta propia
alcanza el 29 %, mientras que en asalariados es el 11,8 %» (p. 4). 
12 Cifras del Informe de InfoJobs, ya citado, p. 9. 
13 Tal y como se ha afirmado, «la conciliación familiar (cuidado de menores, mayores y dependientes), es una ne-
cesidad social de primera magnitud que aún es tratado, casi exclusivamente, como un problema privado. Hay
que reivindicar la cultura de los cuidados, y poner a la persona necesitada de éstos en primer plano —lo que con-
lleva separar la palabra conciliación del sexo femenino, así como reivindicar el derecho de los hombres a ejercer
su papel como cuidadores—. Se trata de revertir una cultura de los cuidados basada en el trabajo de las mujeres
y esto no cambiará si no se cambian hábitos, valores, sensibilidades, y en general una cultura de la explotación
(y autoexplotación) femenina». Así en VIDA FERNÁNDEZ, R. «El rol de la representación legal de los trabajadores
y de la negociación colectiva para la conciliación de la vida laboral y familiar de la persona teletrabajadora», en
DURÁN BERNARDINO, M. (dir.) y VIDA FERNÁNDEZ, R. (coord.), Teletrabajo y conciliación de la vida laboral,
familiar y personal en clave de género, Dykinson, Madrid, 2022, p. 106. Vid. también a CASTRO CONTE, M.,
«Teletrabajo y conciliación familiar: el accidente de trabajo y la frontera del domicilio», en MOLERO MARAÑÓN,
M.ª L. y GARCÍA GIL, M. B. (dirs.), Mujer trabajadora: tejiendo equidad en la era tecnológica, Tirant lo Blanch, Va-
lencia, 2025, p. 213. 
14 De acuerdo con los datos del Informe de Eurofound «Unpaid care in the EU», Publicaciones de la Oficina de la
UE, Luxemburgo, 2025, cerca del 45 % de la población de la UE realiza cuidados no remunerados, siendo las
mujeres las más propensas a hacerlo, especialmente de forma intensiva y combinando varios tipos de cuidados.
Además, el 61 % de las personas que prestan cuidados de larga duración y el 67 % de quienes cuidan de menores
son también trabajadores. Esta combinación de empleo y cuidados intensivos entraña riesgos que aquí se detallan
(https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/all/unpaid-care-eu). Por su parte, el Infome de Eurofound, «The
rise in telework: Impact on working conditions and regulations», 2022, p. 1, evidenció que durante la pandemia
las teletrabajadoras mujeres encontraron más difícil que los hombres equilibrar el teletrabajo con su vida privada,
precisamente porque asumieron la mayor parte del trabajo de cuidados adicional (https://assets.eurofound.eu-
ropa.eu/f/279033/abeb6083ef/ef22005en.pdf).
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soslayarse el peligro de reforzar patrones tradicionales que se consideraban en proceso de su-
peración, de consolidar un espacio de trabajo precario y feminizado y, en definitiva, de intensi-
ficar el llamado «techo de cristal».

Este fenómeno debe tenerse muy presente por dos razones: a) en primer lugar, porque en
torno al teletrabajo por razones de conciliación persisten ciertos prejuicios que lo infravaloran
frente al trabajo presencial, con efectos potenciales sobre la evaluación del desempeño, la pro-
gresión en la carrera profesional y el acceso de las mujeres a puestos de mayor responsabilidad;
b) en segundo término, porque cuando el teletrabajo para la conciliación familiar se organiza
reservando las franjas centrales de la jornada a los cuidados y desplazando el trabajo remune-
rado a tramos residuales, ya sea en horarios nocturnos o mediante periodos altamente frag-
mentados —en los que se alternan sin apenas pausa las tareas profesionales y familiares o
incluso se solapan—, la organización del tiempo resultante tiende a proyectarse negativamente
en el plano laboral y personal. Con frecuencia se traduce en una disminución del rendimiento y
en una reducción de las oportunidades de desarrollo profesional; pero también, además, en una
mayor probabilidad de fatiga, insatisfacción y deterioro de la salud física y psíquica, con el con-
siguiente menoscabo de la seguridad y salud en el trabajo.

En resumidas cuentas, tal y como apuntaba el Dictamen del CESE sobre «Los retos del te-
letrabajo: organización de la jornada de trabajo, equilibrio entre vida privada y vida laboral y de-
recho a desconectar»15, los efectos del teletrabajo sobre la conciliación «son extraordinariamente
ambiguos, cuando no contradictorios». Si bien, aunque presenta un sesgo de género menor
que las medidas clásicas de conciliación (como las excedencias por cuidado, las reducciones
de jornada debidas a motivos familiares o, incluso, el empleo a tiempo parcial)16, repercute tam-
bién negativamente en las mujeres en términos de conciliación, desconexión digital y salud17,
lo que no conviene minusvalorar, en cuanto persisten desigualdades de fondo vinculadas a la
tradicional asunción de las responsabilidades familiares. 

3. MARCO NORMATIVO DEL TELETRABAJO COMO INSTRUMENTO DE CONCILIACIÓN
FAMILIAR 

Corresponde ahora examinar en qué medida el ordenamiento jurídico aborda la deslocali-
zación de la persona trabajadora de un lugar concreto de prestación de servicios y cuál es el
tratamiento que le dispensa cuando se conecta con necesidades de conciliación. En primer tér-
mino, es oportuno destacar que la LTD plantea esta cuestión desde una concepción amplia de
la conciliación, dirigida a asegurar un equilibrio razonable entre el trabajo y la vida privada y,

DLTeletrabajo y conciliación de la vida familiar y laboral32

Doc. Labor., núm. 136-Año 2025-Vol. III. ISSN: 0211-8556. Teletrabajo y conciliación..., págs. 27 a 45

15 2021/C 220/01, publicado en el DOUE el 9 de junio de 2021. 
16 Recientemente el estudio de BOVER, O.; GUNER, N.; KULIKOVA, Y.; RUGGIERI, A. y SANZ, C. «Family-
friendly policies and fertility: What firms have to do with it?», Banco de España, Documentos de Trabajo, n.º 2547,
2025, pp. 27–29, 36 y 46, da cuenta de la utilización marcadamente mayoritaria por mujeres de la reducción de
jornada por razones de conciliación y el deterioro de las oportunidades de empleo y promoción que dicha circuns-
tancia trae consigo (disponible en la dirección https://repositorio.bde.es/handle/123456789/41858). De esta situa-
ción también se hacían eco las SSTC 128/2020, de 21 septiembre y 168/2020, de 16 noviembre. Expresaba al
respecto CASAS BAAMONDE, M.ª E. «Distribución irregular de la jornada, flexibilidad del tiempo de trabajo y
tiempo de vida personal y familiar», Revista Jurídica de la Universidad de León, n.º 4, 2017, p. 22, que «los de-
rechos de conciliación, desafortunadamente, producen una nueva segregación de género y consolidan la posición
de las mujeres en el inequitativo reparto actual de las cargas familiares y domésticas con los hombres, con costes
muchas veces irreparables en la regularidad y ascensos de sus carreras y derechos profesionales y de seguridad
social, incluidos los planes de pensiones. Señaladamente, en sus modalidades de reducción de tiempo de trabajo
–de jornada− y excedencias para el cuidado de hijos y familiares». 
17 Consúltese el estudio de la European Agency for Safety and Health at Work, «Exploring the gender dimension
of telework: implications for occupational safety and health», Discussion paper, 2024 (https://healthy-
workplaces.osha.europa.eu/en/publications/exploring-gender-dimension-telework-implications-occupational-sa-
fety-and-health). 
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asimismo, entre las exigencias de la vida familiar y las obligaciones laborales. Concretamente,
la previsión garantista del art. 4.5 LTD impide que el recurso al teletrabajo pueda justificar una
merma, condicionamiento o trato diferenciado en el acceso y ejercicio de los derechos de con-
ciliación legales o convencionales. Esta salvaguarda alcanza, como se verá, al acceso al me-
canismo de adaptación de jornada del art. 34.8 ET, en coherencia con lo dispuesto también en
el art. 13 LTD, dado que el teletrabajo solicitado por razones de conciliación suele requerir una
adaptación complementaria de horarios o de turnos. Así pues, no puede argumentarse para re-
chazar una solicitud en este sentido que el teletrabajo ya es, por sí mismo, una solución «sufi-
ciente» a las necesidades de conciliación, utilizándose para deslegitimar ulteriores adaptaciones
del tiempo de trabajo.

Precisamente, resulta necesario implementar adecuadamente el teletrabajo en las empresas
a fin de evitar que, en la práctica, su despliegue derive en una restricción del ejercicio de los
derechos de conciliación por parte de las personas teletrabajadoras. Este escenario puede venir
motivado por la percepción empresarial de que, dado que la prestación se realiza desde el
propio domicilio (u otro lugar), determinados permisos de conciliación resultan prescindibles;
pero también por la propia renuncia de la persona trabajadora, quien puede temer que el em-
pleador cuestione la necesidad de ejercer el derecho o sospeche un uso abusivo del mismo, lo
que acabaría proyectando una imagen de menor compromiso, seriedad o disponibilidad. Y es
que no conviene obviar que subsisten ciertas reticencias en torno al teletrabajo, el cual suele
ser ya considerado una ventaja que, por sí sola, debería reducir la necesidad de acceder y dis-
frutar de otros derechos de conciliación18.

Pese a que no hay duda de que la normativa general sobre conciliación resulta extensible
al trabajo a distancia, su implementación presenta particularidades derivadas de las singulares
condiciones de organización y control propias de esta modalidad de prestación19. Lo cierto es
que el régimen jurídico vigente en materia de derechos de conciliación está diseñado, en lo
esencial, de espaldas a la realidad del teletrabajo20. Los preceptos que articulan dichos derechos
ni siquiera incorporan esta modalidad de prestación como categoría relevante; y este proceder
no tiene una importancia menor, porque invisibiliza uno de los instrumentos que en la práctica
se utilizan para compatibilizar empleo y cuidados y, al hacerlo, dificulta tanto la adecuada tutela
del derecho a la conciliación, como la incorporación de una perspectiva de género que permita
identificar y corregir los efectos desiguales que la organización del trabajo sigue produciendo
sobre las trabajadoras.

Con todo, es evidente que quienes prestan servicios en remoto podrán disfrutar de los de-
rechos vinculados al nacimiento y cuidado del menor (art. 48.4, 5 y 6 ET), de la suspensión del
art. 46.3 ET, la reducción de jornada del art. 37.6 ET y del art. 37.5 ET referido a la ausencia o
reducción de jornada en caso de hospitalización del recién nacido, de la ausencia retribuida por
fuerza mayor ante motivos familiares urgentes (art. 37.9 ET)21, o del permiso parental para el
cuidado de un menor hasta los ocho años del art. 48 bis ET. Igualmente, no cabe oponer reparos
a la posibilidad de acogerse al permiso por lactancia del art. 37.4 ET cuando se opta por disfru-
tarlo de forma no acumulada, ni al derecho del art. 37.3 f) ET con ocasión de la realización de
exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, así como para efectuar los trámites
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18 GALA DURÁN, C., «El impacto del teletrabajo en la conciliación de la vida laboral y familiar: ¿avance u obstá-
culo?», en SÁNCHEZ HUETE, M. Á. (dir.), Conectadas y desiguales: la brecha de género en la era digital, Editorial
Reus, Barcelona, 2025, p. 109. 
19 In extenso, sobre esta cuestión, vid. nuevamente a GALA DURÁN, C., «El impacto del teletrabajo…», cit., pp.
102-103.   
20 Vid. CASTRO CONTE, M., «La eficacia aplicativa de las medidas de conciliación a las personas teletrabajado-
ras», en DURÁN BERNARDINO, M. (dir.) y VIDA FERNÁNDEZ, R. (Coord.), Teletrabajo y conciliación… cit., prin-
cipalmente, p. 179. 
21 La SAN 13 de febrero de 2024 (rec. 315/2023) se ha pronunciado a favor del carácter retribuido de este permiso,
sin necesidad de pacto expreso ni regulación en convenio colectivo. 
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debidos en casos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento. Y lo mismo hay
que afirmar del reciente permiso del art. 37.3 g) (sic) ET, en referencia a los actos preparatorios
de la donación de órganos o tejidos, habitualmente vinculados a razones familiares. Es impor-
tante recalcar que todos estos derechos se proyectan en igualdad de condiciones sobre el tra-
bajo en remoto que se presta en exclusividad, así como sobre aquel que se desempeña de
forma parcial durante determinadas horas o días de la semana. Por tanto, la empleadora debe
ajustar las expectativas sobre los resultados exigibles y adaptar la carga de trabajo a estas si-
tuaciones, con independencia de que tales derechos se pretendan ejercer en días (u horas) de
trabajo presencial o en días (o franjas horarias) de teletrabajo. De lo que se trata, en todo caso,
es de evitar que el disfrute del derecho se vea finalmente neutralizado por una prolongación de
facto de la jornada, asociada a una conexión ininterrumpida o a una disponibilidad digital ex-
tendida.

Otra de las cuestiones a considerar, en segundo lugar, es la dimensión temporal del teletra-
bajo como eje central de la conciliación. La LTD contiene una lacónica mención en su art. 13,
limitándose a reconocer la posibilidad de flexibilizar el horario de conformidad con los términos
establecidos en la negociación colectiva, pero también en el acuerdo de trabajo a distancia (art.
7, c LTD), siempre que se respeten los tiempos de disponibilidad obligatoria y la normativa ge-
neral sobre jornada y descansos. En este marco el teletrabajo se desarrolla, al menos formal-
mente, bajo grados variables de «autogestión» en torno a cuándo se presta el servicio y cuándo
se descansa, en una línea próxima a la noción de «soberanía sobre el tiempo» muy presente
en los textos internacionales22. Conviene sin embargo introducir dos precisiones: 

a) Esta pretendida autonomía para ordenar los tiempos de prestación de servicios y de des-
canso a veces es más ficticia que real. Los márgenes de disponibilidad pueden venir fijados por
la empresa, en cuyo caso la persona trabajadora suele limitarse a asumirlos en el acuerdo de
trabajo a distancia, sin una negociación efectiva sobre este punto. Y a ello se añade que, en
este contexto, es frecuente la sobreconexión y un control empresarial que deja de ser estricta-
mente horario, pasando a basarse en la medición del rendimiento.

b) La flexibilización horaria ligada al teletrabajo presenta un carácter estructuralmente am-
bivalente. Por un lado, constituye uno de sus principales atractivos para quien busca conciliar,
especialmente cuando elimina tiempos de desplazamiento y facilita la articulación entre trabajo
remunerado y responsabilidades familiares. Por otro, el hecho de desdibujar las fronteras entre
trabajo y descanso puede conducir a una expansión del tiempo de trabajo, al alargamiento sis-
temático de las jornadas y a la intensificación de una «doble presencia» o «doble disponibilidad»
(siempre disponible para el trabajo y siempre disponible para la familia), muy especialmente en
el caso de las mujeres, con los efectos negativos que ello comporta. Además, en términos más
precisos, la flexibilización horaria en el trabajo remoto suele implicar la prolongación de la jor-
nada durante los tiempos de ocio y descanso, incluidos fines de semana y vacaciones, con una
invasión del tiempo libre que, en ocasiones, es incluso propiciada por el propio teletrabajador
para hacer frente a cargas de trabajo excesivas23. El resultado es un impacto muy negativo en
la salud y, en definitiva, en la propia calidad de vida. 

Para terminar, conviene subrayar que el derecho a la desconexión digital opera como con-
dición instrumental de la conciliación (art. 18 LTD, en conexión con el art. 88 LO 3/2018 y el art.
20 bis ET). Conciliar exige disponer de tiempos real y efectivamente libres de trabajo. Desde
esta perspectiva, el art. 18 LTD reconoce a las personas que trabajan a distancia, particular-
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22 Así en el Informe OIT de 2019, «Trabajar para un futuro más prometedor», disponible en
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@dgreports/@cabinet/documents/publication/wcms_66
2442.pdf
23 Vid. CAIRÓS BARRETO, D. M.ª, «Tiempo de trabajo, digitalización y teletrabajo (1)», Trabajo y Derecho, núm.
13, 2021, pp. 4 y 19 de la versión digital. 
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mente en teletrabajo, el derecho a la desconexión digital fuera de su horario de trabajo. El deber
empresarial de garantizarla comporta una limitación del uso de los medios tecnológicos de co-
municación empresarial y de trabajo durante los periodos de descanso, así como el respeto a
la duración máxima de la jornada y a cualesquiera límites y garantías en materia de jornada
previstos legal o convencionalmente. Esta previsión se completa con la exigencia de una política
interna, elaborada previa audiencia de la representación legal de las personas trabajadoras, di-
rigida también a quienes ocupen puestos directivos, que defina las modalidades de ejercicio del
derecho y las acciones de formación y sensibilización sobre un uso razonable de las herramien-
tas tecnológicas. Se perfila así un esquema de concreción en el que el protocolo empresarial
opera como instrumento de efectividad, pero queda necesariamente anclado al marco normativo
y negocial aplicable, en cuanto que ha de ser una «política que deberá atender —sin duda– las
exigencias legales y convencionales»24. 

Lo que sucede es que la propia configuración del trabajo remoto, como prestación de servi-
cios movible y multifuncional, dificulta el aislamiento digital al término de la jornada. Esta cir-
cunstancia refuerza la necesidad de articular mecanismos verdaderamente eficaces que
preserven a estas personas trabajadoras frente a comunicaciones laborales intempestivas, tanto
meramente informativas como impositivas, procedentes no solo de quienes ejercen potestades
de mando, sino también de compañeros, proveedores o clientes, cuya demanda de respuesta
inmediata a menudo alimenta una cultura de disponibilidad permanente que erosiona el reposo
necesario25. A mayor abundamiento, la flexibilidad horaria que suele reivindicarse para acomodar
la prestación a circunstancias personales y familiares no puede confundirse con una suerte de
vía libre para una conectividad ilimitada que desnaturalice el descanso necesario26.

4. ADAPTACIÓN DE LA MODALIDAD DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS POR MOTIVOS
DE CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL

Resulta necesario detenerse en el acceso al trabajo a distancia a través del cauce específico
previsto en el art. 34.8 ET, pues ha ido adquiriendo un protagonismo creciente como garantía
de conciliación. Este instrumento viene articulado a partir del RDL 6/2019, de 1 de marzo, y se
consolida posteriormente con las modificaciones introducidas por el RDL 5/2023, de 28 de junio
(tomando el relevo, en este punto, a la malograda Ley de Familias). De modo que la singularidad
del teletrabajo como simple forma de organización del trabajo queda parcialmente desdibujada,
en la medida en que se integra en el sistema de garantías propio de los derechos de conciliación
y su efectivo disfrute se articula a través de una modalidad procesal específica para este tipo
de controversias (arts. 138 bis, segundo apartado y 139 LJS). Es decir, en detrimento de la vo-
luntariedad de la empresa ante el teletrabajo28, este instrumento queda ligado a la eficacia del
derecho de conciliación por causa familiar, lo que le dota de una dimensión constitucional29,
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24 Recientemente, STS 11 noviembre 2025 (rec. 204/2024). 
25 De ello ya daban cuenta SÁNCHEZ TRIGUEROS, C. y FOLGOSO OLMO, A., «En torno a la “desconexión digital”»,
Revista Internacional y Comparada de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, vol. 9, n.º 2, 2021, p. 34. 
26 Se remite en este punto a las reflexiones ya expuestas en MORATO GARCÍA, R. M.ª, «Desconexión y control
del tiempo de trabajo en la era digital», en AEDTSS, Tiempo de trabajo y cambio climático: XXXV Congreso Anual
de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Ministerio de Trabajo y Economía
Social, Madrid, 2024, principalmente p. 244.  
27 Así en CABEZA PEREIRO, J. y CARDONA RUBERT, M.ª B., «Derechos digitales con perspectiva de género…»
cit., p. 123.  
28 Vid. LÓPEZ BALAGUER, M., «La voluntariedad del trabajo a distancia en el RDL 28/2020: ¿es el derecho al
trabajo a distancia por conciliación una excepción?», El Foro de Labos, 19 octubre 2020 (https://www.elforodela-
bos.es/2020/10/la-voluntariedad-del-trabajo-a-distancia-en-el-rdl-28-2020-es-el-derecho-al-trabajo-a-distancia-
por-conciliacion-una-excepcion/). 
29 AGUSTÍ MARAGALL, J., «El derecho de adaptación de jornada ex art. 34.8 ET después del Real Decreto Ley
6/2019. La cuestión de la corresponsabilidad en su reconocimiento», Revista Jurisdicción Social, n.º 199, 2019,
p. 28.
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tanto desde la perspectiva del derecho a la no discriminación (art. 14 CE), como desde el man-
dato de protección a la familia y a la infancia (arts. 14 y 39 CE), en conexión con la intimidad fa-
miliar (art. 18 CE)30. 

En la práctica este tipo de solicitudes son recurrentes en las empresas, ya sea para teletra-
bajar íntegramente o a tiempo parcial, o incluso en determinados periodos —como los días no
lectivos de los hijos, recesos vacacionales como las Navidades o durante enfermedades con-
cretas de familiares—. La conflictividad es amplia y, sin pretender aquí un análisis exhaustivo
del procedimiento y del cauce procesal, sí conviene abordar algunos aspectos de su régimen
jurídico. Es sabido que no estamos ante un derecho subjetivo absoluto e incondicionado, pues
está sometido a la necesidad de ponderación de las circunstancias concurrentes, como se verá
a continuación. El art. 34.8 ET no confiere un «derecho a imponer», sino a «solicitar» la modi-
ficación de la forma de prestación laboral mediante la activación de un procedimiento dirigido a
obtener una adaptación razonable. Este diseño se apoya, de hecho, en una línea jurisprudencial
previa a la reforma de 2019, que al examinar el art. 37.6 ET ya había negado la existencia de
una libre configuración unilateral de la jornada por parte de la persona trabajadora (STS 13 junio
2008, rec. 897/2007). Además, el procedimiento de solicitud queda sujeto a lo previsto en la ne-
gociación colectiva, que en todo caso debe fundarse en criterios y sistemas equitativos que ga-
ranticen la ausencia de discriminación, directa o indirecta, entre mujeres y hombres31. Si bien,
los acuerdos colectivos en la empresa sobre teletrabajo en ningún caso pueden bloquear la
aplicación del art. 34.8 ET y «conducir a excluir sin más la posibilidad del trabajo a distancia
como medida de conciliación si la misma resulta necesaria o útil a tal efecto y no concurre una
real y concreta causa empresarial que pueda ponderarse como motivo de oposición»32. 

A) Garantías procedimentales: negociación de buena fe y consecuencias de su in-
cumplimiento 

Es importante documentar de forma verificable la presentación de la solicitud y remitirla al
canal o a la persona competente33, especificando con precisión las concretas circunstancias de
conciliación que se pretenden atender en relación con el sujeto causante (edad, grado de de-
pendencia, franjas horarias, la medida de adaptación que se propone y la duración estimada
de la misma)34. En ausencia de regulación colectiva la empresa está obligada a abrir un proceso
negociador conforme a las exigencias de la buena fe, lo que implica un verdadero diálogo pro-
activo entre las partes, con intercambio de información, propuestas y valoración de alternativas35,
con el propósito de alcanzar un acuerdo que satisfaga a ambas36. Este proceso negociador ha
de desarrollarse con la máxima celeridad y, en todo caso, dentro del plazo máximo de quince
días. En verdad la propia configuración del precepto no favorece la consecución de un acuerdo
en un escenario en el que cada parte valora legítimamente sus intereses con parámetros dis-
tintos: mientras la persona trabajadora formula sus demandas en clave de necesidades perso-
nales y familiares, la empresa las pondera primordialmente en términos de costes y beneficios37.
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30 En esta línea, recientemente, la STS 24 septiembre 2025 (rec. 917/2024). 
31 Recuerda la STSJ Andalucía, 13 noviembre 2025 (rec. 2755/2024), que el derecho subjetivo del art. 34.8 ET
«nunca puede verse limitado por lo acordado en negociación colectiva que en todo caso podrá mejorar las con-
diciones que las leyes establecen a favor de los trabajadores, pero nunca empeorarlas». 
32 STSJ Canarias, 14 octubre 2025 (rec. 598/2025). 
33 STSJ Madrid, 14 noviembre 2025 (rec. 177/2025). 
34 Vid. RODRÍGUEZ PASTOR, G. E., La conciliación de la vida familiar y laboral: un derecho en evolución cons-
tante, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, p. 114. 
35 STSJ Aragón, 11 febrero 2025 (rec. 1062/2024). 
36 Se ha entendido cumplido el deber de negociación cuando ha existido un intercambio efectivo de comunicacio-
nes a través de correos electrónicos en los que la empresa valora la propuesta de la persona trabajadora y le for-
mula alternativas concretas (STSJ Castilla y León, 27 julio 2023, rec. 1562/2022). 
37 BLASCO JOVER, C. Problemas y retos pendientes en el ejercicio de los derechos de conciliación. BOE, Madrid,
2025, p.117 (https://www.boe.es/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DT-2025-372). 
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Ahora bien, el órgano judicial no está obligado a optar entre las propuestas que pudieran haber
barajado los litigantes, puede construir una solución propia, de manera que las partes deberán
asumir el resultado como una contingencia más del litigio38. 

Y en este punto la STS 24 septiembre 2025 (rec. 917/2024) resulta particularmente relevante.
En un supuesto de adaptación de la jornada, sostiene que la apertura del periodo negociador
no es una mera formalidad, sino un componente esencial del propio derecho; de ahí que cuando
la empresa omite por completo dicho requisito, proceda la estimación judicial de la medida so-
licitada, salvo que la petición sea manifiestamente irrazonable o desproporcionada, lo que debe
valorarse caso por caso. Se sanciona así el incumplimiento empresarial con la plena efectividad
de la pretensión, invirtiendo en cierto modo la lógica de la carga argumental. 

A un resultado similar se ha llegado en suplicación cuando la negociación ha sido ficticia o
cuando la negativa empresarial se formula sin un verdadero diálogo e intercambio de alternati-
vas39. Sin embargo, otras resoluciones han aplicado un canon menos exigente, como la STSJ
Castilla y León, 6 octubre 2025 (rec. 2243/2025) al considerar suficiente, para apreciar la exis-
tencia de negociación, que la empresa solicite documentación complementaria sobre la situación
familiar y laboral y cierre el procedimiento con una negativa motivada, aun cuando la opción
ofrecida sea limitada, entendiendo que el art. 34.8 ET no obliga siempre a una propuesta alter-
nativa de entidad. Con todo, es importante reparar en que, si la empresa no motiva su oposición,
se presume la concesión de lo solicitado —silencio positivo que incita a la empresa a responder
de forma explícita y en el plazo estipulado, de modo que la parte empresarial no podrá alegar
posteriormente, en un posible proceso judicial, necesidades organizativas y/o productivas no
expuestas durante la negociación con el trabajador—40. No obstante, rechazaba la STSJ Anda-
lucía, 12 junio 2024 (rec. 1785/2024) que dicha presunción opere de manera automática, iuris
et de iure, ante cualquier solicitud de adaptación que no respete los requisitos materiales que
cabe extraer del art. 34.8 ET. Es decir, la falta de contestación empresarial en plazo no puede
sustituir la acreditación de las circunstancias que legitiman la medida. De admitirse lo contrario,
la presunción acabaría desnaturalizando el juicio de proporcionalidad que el art. 34.8 ET impone. 

B) Criterios materiales: razonabilidad, proporcionalidad y estándar probatorio 

Junto a los aspectos procedimentales, la persona solicitante debe acreditar de manera su-
ficiente y fundada las razones de conciliación alegadas respecto de alguno de los sujetos cau-
santes previstos en la norma41. Cuando se trate de menores con más de doce años, del cónyuge
o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado y otros convivientes,
la justificación ha de ser reforzada, atendiendo a la necesidad de cuidado y a las circunstancias
concretas que fundamentan la solicitud. En esta línea, la STSJ Andalucía, 5 noviembre 2025
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38 Como subraya la STSJ Andalucía, 16 mayo 2024 (rec. 1557/2024), «el modelo no incentiva la negociación pues
no hay incentivo alguno al acuerdo en cuanto las partes se lo jugarán al azar de lo que decida el juez al no operar
la aversión a la pérdida; y esto sin introducir los costes de litigación que nos llevaría a otra reflexión, repetimos
por el vacío de la norma convencional y la mala configuración del art. 34.8 ET». 
39 STSJ Canarias, 27 junio 2024 (rec. 343/2024); STSJ Galicia, 10 octubre 2025 (rec. 2377/2025) o la STSJ Ara-
gón, 11 febrero 2025 (rec. 1062/2024). En la reciente STSJ Murcia, 5 noviembre 2025 (rec. 231/2025), se estima
la pretensión del demandante relativa a la ampliación del teletrabajo que ya disfrutaba, al tener en cuenta que la
empresa no abrió un «auténtico proceso de negociación pues solo consta una reunión que resultó infructuosa,
sin más intentos por parte de la empresa de llegar a un acuerdo». 
40 RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S. y PRIETO PÉREZ, T., «Flexibilidad horaria y locativa por razones de concilia-
ción familiar: el papel de la negociación colectiva», en FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. y ÁLVAREZ CUESTA, H.
(dirs.), La inclusión social a través de la renovación de elementos de estructura, relación y contenido en la nego-
ciación colectiva. Protagonistas de la negociación y nuevos contenidos esenciales, Tirant lo Blanch, Valencia,
2025, p. 471. 
41 Entre otras, STSJ Andalucía, 13 enero 2022 (rec. 4073/2021), STSJ Madrid, 30 septiembre 2022 (rec. 240/2022),
STSJ Cataluña, 5 abril 2024 (rec. 4417/2023) o la STSJ Andalucía, 16 mayo 2024 (rec. 1557/2024). 
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(rec. 2964/2023) atiende la solicitud de adaptación por las circunstancias específicas del menor
(de quince años, pero con discapacidad y necesidad de atención personalizada) y aplica ana-
lógicamente el art. 37.6 ET en una lectura integradora de ambos preceptos estatutarios y en
coherencia con la finalidad constitucional de protección de la vida familiar42. 

La medida de adaptación debe ser razonable y proporcionada, idónea para la finalidad de
protección invocada y no constitutiva de una pretensión desmesurada o desvinculada del interés
jurídicamente tutelado43. La doctrina judicial ha precisado, además, que la elección personal de
residir en otra localidad distinta de aquella en la que se encuentra el centro de trabajo «en ningún
caso puede condicionar al empleador a adoptar unas medidas extraordinarias»44. La norma
prevé, en suma, una ponderación entre las necesidades organizativas y productivas de la em-
presa, junto a las «necesidades de cuidado» expuestas por la persona trabajadora (expresión,
esta última, ciertamente ambigua, lo que obligará a ser apreciada caso por caso, tomando como
referencia inicial la situación concretamente expuesta por la persona solicitante)45. 

No faltan sentencias que acogen un entendimiento particularmente estricto del nexo entre
teletrabajo y conciliación, en la medida en que tienden a apreciar la utilidad conciliatoria del tra-
bajo remoto sólo cuando viene acompañado de una adaptación horaria, cuestionando que la
medida solicitada pueda contribuir efectivamente al cuidado por el único hecho de que la per-
sona teletrabaje46. Este planteamiento puede llevar incluso a presumir la realización de las tareas
de cuidado durante el mismo tiempo destinado a trabajar en remoto, lo que se traduciría en un
claro perjuicio productivo para la empresa; si bien obvia otras ventajas propias del teletrabajo
que, aun sin alterarse la franja horaria de prestación, pueden resultar decisivas para hacer frente
a las cargas familiares, como la supresión de tiempos de desplazamiento, la capacidad de rápida
reacción ante contingencias sobrevenidas y la disponibilidad inmediata para atender imprevistos
verdaderamente compatibles con el desarrollo de la actividad. 

Desde luego, la doctrina judicial ha venido confirmando que el ejercicio del derecho de adap-
tación del art. 34.8 ET no se satisface con la simple invocación de la existencia de responsabi-
lidades familiares, sino que requiere una explicación suficientemente individualizada de las
necesidades concretas y de cómo la modalidad de teletrabajo solicitada las atiende, de manera
que se posibilite una verdadera ponderación frente a las razones organizativas alegadas. Ahora
bien, a mi juicio, la impronta constitucional de los derechos de conciliación debe conducir a una
interpretación amplia de las circunstancias familiares convenientemente alegadas, así como al
reconocimiento del papel del teletrabajo como mecanismo de gestión de cuidados y contingen-
cias47; lo que habría de traducirse en una exigencia correlativa de mayor intensidad justificativa
para la oposición empresarial, que habría de acreditar de forma reforzada por qué la medida
resulta irrazonable o desproporcionada en el caso concreto48. Obrar de otra manera llevaría a
enjuiciar este tipo de supuestos bajo premisas fácticas erróneas.
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42 En sentido contrario, la STSJ Castilla y León, 25 septiembre 2023 (rec. 1140/2023) rechaza la solicitud para el
cuidado de un hijo de veinte años afectado de discapacidad y una enfermedad grave por la imposibilidad del te-
letrabajo, principalmente, porque el cliente (Vodafone) no permite conexión fuera del centro de trabajo.
43 STSJ Madrid, 30 septiembre 2022 (rec. 240/2022).
44 STSJ Andalucía, 27 noviembre 2025 (rec. 3005/2024).
45 Propone una lectura restrictiva que la limite a supuestos de ayuda y acompañamiento especialmente intensos
o graves, BLASCO JOVER, C., «Cuando se cierra una puerta se abre una ventana: el RD Ley 5/2023 salva in ex-
tremis la esencia de la Ley de Familias», Lex Social. Revista de Derechos Sociales, vol. 13, n.º 2, 2023, pp. 14-
15. Opinión discrepante en MARTÍNEZ MORENO, C., «La adaptación de la jornada con fines de conciliación en
el RDL 5/2023 ¿El progreso de un derecho aún incompleto?», Revista Derecho Social y Empresa, n.º 19, 2023,
pp. 36-37. 
46 STSJ Andalucía, 17 noviembre 2025 (rec. 2779/2024). 
47 Así en SSTS 26 abril 2023 (rec. 1040/2020), 22 febrero 2024 (rec. 322/2021) y 24 septiembre 2025 (rec.
917/2024), con remisión a la doctrina constitucional, entre otras, de las SSTC 26/2011 y 153/2021. 
48 Especialmente útil en esta dirección resulta la STSJ Canarias, 14 octubre 2025 (rec. 598/2025), pues indica
que el hecho de que la solicitud de teletrabajo no venga acompañada de ninguna medida de adaptación de jornada
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En este sentido, a salvo de los supuestos de ejercicio abusivo del derecho por parte del so-
licitante49, en suplicación se ha valorado la actuación diligente de la persona trabajadora (apor-
tando la información relevante para graduar todas las circunstancias en juego, tanto el impacto
sobre la organización empresarial, como la situación del sujeto cuidado, las propias condiciones
personales y profesionales, así como la concreción horaria o modal de la adaptación pretendida)
para requerir la presencia de una «causa organizativa reforzada» que fundamente la negativa
empresarial. Se ha entendido que, si se carece de la misma, el art. 34.8 ET prioriza la posición
del titular del derecho de conciliación a la adaptación razonable50. De modo que no bastan ra-
zones productivas u organizativas genéricas, ni la mera conveniencia51, pues sólo cabría la ne-
gativa si el trabajo en remoto, no sólo resulta molesto (es previsible que los cambios no
planificados con antelación comporten desajustes no deseados), sino también especialmente
gravoso52, capaz de provocar un perjuicio real, objetivo y significativo, ya sea por el tamaño de
la empresa, la estructura de la plantilla, el grado de especialización del solicitante o el menos-
cabo relevante a los derechos de terceros trabajadores53. Todo ello, sin perjuicio de que se ten-
gan en cuenta otras circunstancias objetivas como, por ejemplo, una imposibilidad técnica
relevante o inviabilidad por la naturaleza de las tareas realizadas54 y, en el ámbito de la Admi-
nistración, la considerable afectación al servicio público55. 

C) La corresponsabilidad familiar y los límites a la injerencia empresarial

Una de las cuestiones más conflictivas es si cabe exigir, para aceptar la solicitud de teletra-
bajo, que la labor de cuidado no la pueda realizar una persona distinta, como el otro progenitor
en caso del cuidado de hijos. Algunos pronunciamientos judiciales así lo han entendido56, si bien
debe recordarse que el art. 34.8 ET configura un derecho estrictamente individual y personalí-
simo, de manera que la empresa no puede fundar la denegación de la adaptación en que existan
familiares que «podrían» hacerse cargo de los cuidados. Ese factor es, en principio, irrelevante
para la identificación del derecho. A su vez, la indagación sobre la posibilidad de compartir las
cargas familiares, amén de comprometer el derecho a la intimidad, excede de lo previsto por la
norma, la cual no ha pretendido «únicamente dar cobertura a supuestos de desamparo o des-
protección manifiesta del hijo o hija menor en situaciones en que no tenga quien se pueda hacer
cargo o cuidar del mismo»57. El foco debe situarse en si la empresa, por razones objetivas (or-
ganizativas o productivas) puede o no asumir la medida solicitada, y no en si la persona traba-
jadora dispone de «alternativas» en su entorno familiar o social (normalmente abuelos o, incluso,
otros hijos mayores de edad). 

Dicho esto, las dudas se intensifican cuando se introduce el principio de corresponsabilidad
como criterio hermenéutico para resolver estos litigios, con apoyo, entre otros, de los arts. 4 y
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«puede llevar a cuestionar la relación de la medida solicitada con la necesidad acreditada de cuidados», pero lo
cierto es que, acreditada la necesidad de conciliación del trabajador y la viabilidad de teletrabajo híbrido, es la
empresa la que debe presentar una prueba sólida del daño organizativo o productivo que desaconsejan la petición
de teletrabajo efectuado. 
49 Vid. la STSJ Galicia, 19 marzo 2024 (rec. 3044/2023). 
50 Entre las más recientes, por todas, la STSJ Canarias, 27 febrero 2025 (rec. 1760/2024), STSJ Castilla y León,
6 octubre 2025 (rec. 2243/2025) y STSJ Asturias, 16 de mayo de 2024 (rec. 85/2024). 
51 CABEZA PEREIRO, J. y CARDONA RUBERT, M.ª B., «Derechos digitales con perspectiva de género…», cit.,
pp. 125-126. Entre los pronunciamientos judiciales, por todos, STSJ Asturias, 19 abril 2022 (rec. 318/2022).
52 STSJ Andalucía, 5 noviembre 2025 (rec. 2964/2023).
53 Vid. MERINO SEGOVIA, A.; AGIS DASILVA, M.; CABEZA PEREIRO, J.; FERNÁNDEZ PROL, F. y FERRADANS
CARAMÉS, C., «Comentario de jurisprudencia del Tribunal Supremo. Segundo trimestre de 2023», Revista de
Derecho Social, n.º 103, 2023, p. 191. 
54 SSTSJ Castilla-La Mancha, 21 diciembre 2023 (rec. 1829/2022). 
55 Por todas, STSJ Galicia, 1 octubre 2025 (rec. 5992/2024) y STSJ Andalucía, 13 noviembre 2025 (rec.
2755/2024). 
56 Entre otras, SSTSJ País Vasco, 18 diciembre 2018 (rec. 2392/2018) y 17 mayo 2023 (rec. 2709/2022). 
57 STSJ Galicia, 22 noviembre 2023 (rec. 3340/2023).
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44 LOI, así como en la evolución normativa reciente que supuso el RDL 5/2023. En el supuesto
de que una trabajadora asuma voluntariamente responsabilidades de cuidado en exclusiva y
ejerza el derecho del art. 34.8 ET, la ponderación de los intereses en juego exige determinar
hasta qué punto esa opción vital ha de ser tomada en consideración y en qué medida cabría
trasladar íntegramente a la empleadora el perjuicio que pudiera derivarse de la propuesta de
adaptación58. Precisamente acoge este criterio la STSJ Castilla-La Mancha, 25 mayo 2023 (rec.
792/2022) donde, en aplicación del principio de corresponsabilidad, entiende que, si la pareja
de la solicitante no aspira a un derecho similar que permita un reparto equilibrado de las res-
ponsabilidades familiares, no debe pretenderse que la integridad del perjuicio derivado de la
adaptación deba recaer exclusivamente sobre la empresa59. 

Este enfoque encuentra apoyo en cierta jurisprudencia que, tras recordar la doctrina consti-
tucional sobre igualdad y corresponsabilidad, sostiene que la información relevante para valorar
la adaptación puede alcanzar a las circunstancias del otro progenitor60. Así, la STSJ Castilla y
León, 25 septiembre 2023 (rec. 1140/2023) afirma que la empresa, al recabar información sobre
los aspectos laborales, personales y familiares del otro progenitor, no se habría extralimitado
en sus facultades negociadoras ni se habría inmiscuido indebidamente en la vida privada de la
trabajadora, y rechaza la solicitud, entre otras razones, porque «nada se acredita respecto de
las posibilidades horarias del otro progenitor»61. Poco después, esta Sala en sentencia de 6 oc-
tubre 2025 (rec. 2243/2025) considera que la información relevante en estos casos se extiende
también a la concreta realidad y disponibilidad de los dos miembros de la pareja, con referencia
expresa a las SSTC 26/2011, de 14 de marzo, y 119/2021, de 31 de mayo62. Entre la doctrina
se ha señalado, de igual modo, que a «la hora de interpretar el alcance de los derechos de con-
ciliación debe prevalecer siempre un planteamiento que fomente la asunción equilibrada de las
responsabilidades familiares», sin olvidar el propósito de la reforma del art. 34.8 ET en la línea
de la Directiva 2019/1158, y ello porque «la aportación de datos relacionados con la situación
laboral del otro progenitor está muy lejos de ser una exigencia que limite el derecho de adapta-
ción como derecho personalísimo. Estamos hablando de un derecho de conciliación que nece-
sariamente debe ser interpretado en clave de corresponsabilidad»63. 
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58 La solicitud puede partir, evidentemente, de un varón. La STSJ Madrid, 16 noviembre 2022 (rec. 584/2020) en-
juicia la denegación empresarial de la solicitud formulada por el padre, debido a que la madre contaba con mayores
posibilidades de conciliación por disponer de un horario flexible. 
59 Consúltense también las SSTSJ Islas Canarias, 12 septiembre 2022 (rec. 759/2022) y 27 febrero 2025
(rec.1760/2024), STSJ Castilla y León, 2 octubre 2023 (rec.1195/2023) y STSJ Galicia, 13 noviembre 2023 (rec.
3621/2023). 
60 Sostiene la STS 26 abril 2023 (rec. 1040/2020), con relación al derecho de reducción de jornada, que «cierta-
mente, el artículo 37.6 ET configura el derecho a la reducción de jornada por guarda legal como un derecho indi-
vidual. Pero de ahí no se puede deducir que no se deba considerar la situación del otro progenitor». 
61 En términos análogos se expresa la STSJ Canarias, 27 febrero 2025 (rec. 1760/2024) y STSJ Andalucía, 27
noviembre 2025 (rec. 3005/2024). 
62 Aunque tal y como señala MOLINA NAVARRETE, dichos pronunciamientos no entran a «analizar con detalle
esta cuestión, con lo que la deja en la penumbra. Por tanto, no contamos con una posición cierta del TC» sobre
el tema que nos ocupa. Así en «”Garantías multinivel” y “perspectiva de diversidad (género, discapacidad, infan-
cia)” en el enjuiciamiento de los asuntos sociolaborales: avances y resistencias… y algún exceso», Revista de
Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 486, 2025, p. 79. 
63 LÓPEZ BALAGUER, M., «El impacto de las tareas de cuidado en la relación laboral: la adaptación del tiempo
y la forma de la prestación» Lan Harremanak, n.º 52, 2024, p. 114 (https://doi.org/10.1387/lan-harremanak.27107).
Así, también, GARCÍA GIL, M. B., Derechos de las personas trabajadoras y tiempo de trabajo, Laborum, Murcia,
2025, p. 100 («es igualmente un factor que debe ser considerado, y no precisamente secundario que, desde la
perspectiva de una efectiva igualdad de hombres y mujeres en el ámbito laboral, la mujer no deba considerarse
en el mercado de trabajo, como la única que de manera exclusiva y sistemática asume las responsabilidades
asociadas al cuidado familiar, fuera de los casos en que la normativa prevé derechos expresos irrenunciables
para los varones»). 
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Con todo, considero que la extensión del foco hacia la «unidad familiar» entraña un impor-
tante riesgo que no conviene minusvalorar: el principio de corresponsabilidad podría terminar
siendo empleado para desactivar el derecho de quien acude al procedimiento, trasladando el
debate desde la razonabilidad organizativa hacia una suerte de «gestión judicial» de la vida fa-
miliar. En el fondo, como se ha afirmado, «crea obstáculos en vez de removerlos»64. La STSJ
Madrid, 16 junio 2025 (rec. 394/2025) resulta especialmente ilustrativa al emplazar la carga pro-
batoria en su debido lugar. Subraya entonces que es la empresa la que tiene que acreditar per-
juicios objetivos y relevantes para la organización, sin que la ponderación judicial deba
descansar en consideraciones estereotipadas sobre la disponibilidad del otro progenitor que
desde un enfoque ciertamente paternalista pudiera conducir a que sea la empresa quien diseñe
el reparto de cuidados dentro de la pareja65. Relevante también resulta el supuesto resuelto por
la STSJ Canarias, 18 enero 2024 (rec. 1134/2023), donde se resuelve el caso de una empresa
que contrató a un detective para seguir a la trabajadora solicitante y a su marido con el fin de
comprobar sus circunstancias familiares. Aunque la prueba no fue impugnada y el tribunal no
se pronuncia de forma directa sobre su licitud, el caso evidencia claramente la deriva proble-
mática de determinadas prácticas de fiscalización empresarial, difícilmente compatibles con
la protección de la intimidad, la dignidad y con la eliminación de estereotipos de género. En
este sentido, se ha señalado, tales prácticas no solo resultan desproporcionadas, sino que
pueden expresar formas de violencia estructural en el ámbito laboral, al recaer de manera
predominante sobre mujeres y convertir el ejercicio del derecho en un proceso de escrutinio
de la vida privada66.

En síntesis, el tratamiento judicial está dividido en torno a la consideración de las circuns-
tancias de la unidad familiar como elemento de ponderación de la razonabilidad y proporciona-
lidad. Ahora bien, como punto de partida no puede olvidarse que el legislador no aborda este
tema desde la perspectiva de la corresponsabilidad (podría haber previsto criterios de alternan-
cia o límites a la solicitud reiterada por la misma persona cuidadora, pero no lo ha hecho)67. Por
tanto, no corresponde a la empresa ni al órgano judicial erigirse en «guardianes de la corres-
ponsabilidad» tratando de corregir los sesgos de género por medio de injerencias en la concreta
esfera familiar de las personas trabajadoras que, además, a lo que podría conducir es a priorizar
unos modelos de familia sobre otros y a fiscalizar decisiones puramente privadas. Como re-
cuerda la STSJ Madrid, 15 septiembre 2023 (rec. 74/2023), lo decisivo en estos casos es que
concurra una carga real de cuidado y que el trabajo presencial dificulte atenderla. Todo ello, claro
está, sin perjuicio de que el solicitante pueda servirse de la ausencia de alternativa familiar o de
las dificultades del otro progenitor para conciliar a fin de «justificar la razón de su derecho»68. 
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64 MOLINA NAVARRETE, C., «”Garantías multinivel…», cit., p. 79. 
65 En este supuesto, sobre la elección de turnos de trabajo, señala la Sala que la empresa sugiere una «fórmula
de cuidado que, desde luego, no le incumbe». Deniega, no obstante, la indemnización solicitada porque la traba-
jadora estaba en situación de incapacidad temporal desde la solicitud y no se produjeron daños efectivos en sus
necesidades de conciliación durante ese periodo. Entre la doctrina, vid. también ROJO TORRECILLA, E., «Dere-
cho de conciliación de la vida laboral, personal y familiar. Cuando un TSJ desmonta de manera absoluta los ar-
gumentos de un JS. Notas a la sentencia del TSJ de Madrid de 16 de junio de 2025 (y una previa sobre búsqueda
de sentencias a través de la IA)», entrada a su blog, 31 de agosto de 2025 y VIQUEIRA PÉREZ, C., «Límites a
la adaptación de jornada para la conciliación de la vida familiar (art. 34.8 ET)», Revista de Jurisprudencia Laboral,
n.º 4, 2021, pp. 7-8.
66 Vid. POYATOS I MATAS, G., «Atreverse a cuidar sin dejar de trabajar y sin intromisión en la intimidad familiar.
¿Misión imposible? Comentario a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias/Las Palmas de 18
de enero de 2024 (rec. 1134/2023)», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 479, 2024, p. 184. 
67 Vid. IGARTUA MIRÓ, M.ª T., «Novedades en la adaptación de ‘jornada’ por conciliación tras el RDL 5/2023: Al-
gunos avances hacia una flexibilidad más equilibrada», Revista Derecho Social y Empresa, n.º 19, 2023, p. 103.
68 La STSJ Madrid, 15 septiembre 2023 (rec. 74/2023) subraya que la empresa no puede pretender que «se entre
a analizar cómo esta organiza el cuidado del hijo/a o familiar con su cónyuge o pareja, o en su caso con otras
personas de la familia (los abuelos). Sería permitir a la empresa la intromisión en la vida privada de matrimonios
y parejas, convirtiéndola en una suerte de guardián de la corresponsabilidad». 
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Se aprecia, no obstante, una posición intermedia que admite que la justificación sobre la ra-
zonabilidad y proporcionalidad de la adaptación solicitada pueda ser graduada o ajustada aten-
diendo la situación laboral del otro progenitor, o incluso la existencia de otras personas
cuidadoras, únicamente en supuestos especialmente complejos y con perjuicios relevantes para
la organización empresarial o el proceso productivo, con posibles repercusiones para otros tra-
bajadores69. Aunque lo cierto es que modular el esfuerzo probatorio en dichos términos resulta
en estos casos redundante, pues debe repararse en que, siempre que la adaptación pedida
perjudique seriamente los intereses empresariales, comporte considerables dificultades orga-
nizativas o resulte inviable desde el punto de vista productivo, la empresa podrá denegar la so-
licitud mediante una motivación suficiente, sin que sea necesario trasladar a la persona
trabajadora una carga argumental añadida sobre el reparto interno de los cuidados70.

D) Perspectiva de género y dimensión indemnizatoria

Por último, los litigios en torno al art. 34.8 ET se sitúan en la intersección del derecho de
conciliación y la tutela antidiscriminatoria, en la medida en que existe un reparto desigual de los
cuidados. Es sabido que en caso de conflicto entre la empresa y la persona trabajadora derivado
de la denegación o de la discrepancia respecto de la propuesta de adaptación, la persona tra-
bajadora dispone de veinte días para formular demanda ante el Juzgado de lo Social compe-
tente. Junto a la pretensión principal cabe acumular una reclamación de daños y perjuicios
derivados de la decisión negativa empresarial o de la dilación en la efectividad de la medida. La
estimación de la acción resarcitoria exige a la persona trabajadora alegar, probar y cuantificar
los daños, de modo que la falta de acreditación o concreción del perjuicio conduce a la deses-
timación de la pretensión indemnizatoria. Repárese, además, en la dimensión constitucional del
precepto estatutario y en que cabe la acumulación de una pretensión de indemnización por
daño moral al amparo del art. 183 LJS cuando se alegue lesión de un derecho fundamental71.
Ahora bien, dado que el marco normativo faculta a la empresa para proponer alternativas o re-
chazar justificadamente la adaptación interesada72, la negativa empresarial no comporta por sí
misma una vulneración de derechos fundamentales. Para que dicha pretensión prospere será
preciso la aportación de indicios de lesión, correspondiendo en ese caso a la empresa la justi-
ficación de su actuación mediante razones objetivas y proporcionadas.

En este contexto la mayor parte de la doctrina distingue la infracción del art. 34.8 ET y el
ilícito constitucional por la conculcación del art 14 CE73. En consecuencia, aunque se estimara
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69 En todo caso, se entiende, «esta apertura en el alcance del examen es limitada, a fin de evitar la intromisión en
la esfera de privacidad de las personas afectadas, y no habilita a la empresa o al juzgador para presentar un plan
o medidas de conciliación familiar alternativos que involucren al cónyuge o pareja del titular del derecho» (SSTSJ
Asturias, 30 enero 2024, rec. 559/2022 y 21 octubre 2025, rec. 1681/2025). Entre la doctrina, recientemente,
BLASCO JOVER, C., Problemas y retos pendientes…, cit., p. 146 («la valoración de la situación del otro progenitor
o, al límite, de la existencia de otras personas que podrían cuidar vendría a ser un variable que, ante una concreta
y muy determinada situación complicada de gestión que tuviera el potencial para ocasionar importantes repercu-
siones en la empresa, podría nivelar la balanza hacia, por decirlo de esta forma, el mal menor»). 
70 Considera IGARTUA MIRÓ que, si la empresa dispone de razones suficientes para denegar razonablemente
la solicitud, la decisión se sostiene sin necesidad de acudir al criterio de corresponsabilidad; e, igualmente, si la
decisión empresarial no está justificada y procede reconocer el derecho, la apelación a la corresponsabilidad tam-
poco introduce un elemento determinante. Así en «Novedades en la adaptación…», cit., p. 103.
71 Tal y como advierte la STS 17 diciembre 2025 (rec. 408/2025), ante una vulneración de un derecho fundamental,
la indemnización por daño moral ha de ser fijada por el órgano judicial cuando resulte difícil para la parte actora
establecer las bases de su cuantificación, admitiendo como criterio orientador los importes de la LISOS, atendidas
las circunstancias del caso.
72 La STSJ Cantabria, 24 enero 2025 (rec. 4/2025) rechaza una indemnización por daño moral por haber existido
una negociación previa de buena fe y no haberse aportado indicios suficientes de vulneración de derechos fun-
damentales. 
73 Sobre el diferente trato que en esta cuestión han de merecer el art. 34.8 ET y el art. 37.7 ET, vid. TODOLÍ SIG-
NES, A., «La denegación de la concreción horaria por conciliación no da derecho a indemnización por vulneración
de DDFF de forma automática (STS 25/05/2023)», Blog Argumentos en Derecho Laboral, de 15 septiembre 2023. 
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la pretensión principal de adaptación, ello no comportaría automáticamente la apreciación de
discriminación ni la procedencia de una condena indemnizatoria por daño moral. Así, las SSTS
25 mayo 2023 (rec. 1602/2020) y 12 septiembre 2024 (rec. 550/202174, con apoyo en la STC
153/2021, defienden que la mera insuficiencia de la motivación empresarial desde la perspectiva
de la legalidad ordinaria no equivale necesariamente a una lesión constitucional indemnizable.
De modo que razones organizativas o productivas, aun siendo consideradas insuficientes, pue-
den operar como razones objetivas que impiden inferir automáticamente la transgresión cons-
titucional. Por su parte, la reciente STSJ Canarias, 14 octubre 2025 (rec. 598/2025), con voto
particular de la magistrada Poyatos Matas, toma en consideración que la empresa ofreció una
respuesta formalmente motivada y, además, la conexión de dicha decisión denegatoria con un
acuerdo colectivo de teletrabajo, para descartar la concurrencia de un móvil discriminatorio y,
por ende, revocar la indemnización impuesta por daño moral.

Ahora bien, no cabe desconocer que la conciliación sigue estando marcada por la feminiza-
ción de los cuidados. La STS 22 febrero 2024 (rec. 322/2021) recuerda que la restricción del
ejercicio de derechos de conciliación puede constituir discriminación indirecta por razón de sexo
cuando, en un contexto de reparto desigual del cuidado, proyecta consecuencias laborales des-
favorables sobre quienes los ejercitan (en la práctica, predominantemente mujeres), salvo que
la empleadora pruebe una justificación objetiva y proporcionada. Precisamente, la doctrina ha
advertido del riesgo de «banalizar» la dimensión antidiscriminatoria en este tipo de litigios para
situarlos en el terreno de la mera legalidad ordinaria del art. 34.8 ET (razonabilidad de la solici-
tud, corrección de la negociación y suficiencia de la motivación). Así ha sucedido cuando las
denegaciones enjuiciadas, aun obstaculizando indebidamente la igualdad por resultar «perjudi-
ciales en clave de género», no son tratadas por el órgano judicial como supuestos de discrimi-
nación indirecta y se eleva el umbral probatorio para exigir que quede acreditado un ánimo
discriminatorio75. 

No podemos sino disentir de dicho patrón interpretativo y subrayar que la ausencia de in-
tencionalidad no es suficiente para neutralizar la dimensión constitucional del conflicto cuando
la negativa empresarial ha sido declarada injustificada. En estos supuestos el centro de grave-
dad debe situarse en la prueba indiciaria y la ausencia de causas reales y suficientes que jus-
tifiquen el rechazo de la propuesta efectuada es ya un indicio que ha de operar para declarar
lesionado el derecho constitucional. Existe en este sentido un apoyo normativo muy concreto:
la reforma del art. 4.1 c) ET por el RDL 5/2023, pues integra expresamente el trato desfavorable
por ejercicio de derechos de conciliación y corresponsabilidad en el marco antidiscriminatorio;
y ello es así también cuando afecta a los varones que asumen roles de cuidado tradicionalmente
feminizados, pues aunque dichas trabas u obstáculos no constituyan una desventaja histórica
para éstos, sí que operan como mecanismo de perpetuación del rol tradicional de cuidadoras
asignado a las mujeres reforzando la discriminación por razón de sexo76. De ahí que la discri-
minación vinculada al ejercicio de los derechos de conciliación se proyecte inevitablemente tam-
bién sobre el art. 34.8 ET. 

En todo caso, el esquema de tutela aplicable debe ser coherente con la prueba indiciaria y
con una valoración judicial exigente de la objetividad y proporcionalidad de las razones empre-
sariales. Desde esta perspectiva, resultan especialmente reprochables las conductas obstruc-
cionistas77, en referencia a todas aquellas que pretendan vaciar de contenido la solicitud de
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74 Donde se señala que «no debe reconocerse una indemnización que se vincula a una vulneración del derecho
a la no discriminación por razón de sexo cuando dicha vulneración no ha quedado acreditada. Distinta es la in-
demnización a que se refiere el artículo 139.1 a) LJS, que se vincula a los daños y perjuicios causados a la persona
trabajadora ‘exclusivamente’ por los derivados de la negativa de la medida de conciliación solicitada o de la demora
en la efectividad de la medida». 
75 Vid. MOLINA NAVARRETE, C., «”Garantías multinivel…», cit., pp. 54 y 79. 
76 MARTÍNEZ MORENO, C., «La adaptación de la jornada…», cit., p. 35. 
77 BLASCO JOVER, C., Problemas y retos pendientes…, cit., p. 152.
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teletrabajo como medida de conciliación ex art. 34.8 ET: la denegación en contradicción con los
criterios pactados convencionalmente o la claramente inmotivada78, la negociación meramente
dilatoria, el silencio o los aplazamientos sucesivos para abordar la solicitud, así como la oferta
de alternativas claramente irrazonables. En tales supuestos, donde se ven envueltos cuidados
especialmente feminizados, nos encontramos ya con indicios relevantes a tener en cuenta (pre-
cisamente por el contexto de desigualdad estructural en los que operan). Esa forma de res-
puesta (o su ausencia) revela una resistencia empresarial incompatible con la efectividad del
derecho de conciliación y desplaza el foco hacia la exigencia de una explicación verdadera y
verificable. La clave, por tanto, no está en suprimir el enjuiciamiento constitucional, sino en pre-
cisar cuándo concurren indicios suficientemente cualificados y cuándo la empresa logra, o no,
desactivarlos mediante una justificación organizativa real, concreta y proporcionada. Si dicha
prueba no se satisface, la tutela resarcitoria, incluida la indemnización por daño moral, debe
ser un presupuesto necesario para preservar la efectividad del derecho y evitar que la concul-
cación del art. 34.8 ET se reduzca a un coste estratégicamente asumible sin cumplir, por tanto,
la función disuasoria que le es propia frente a toda actuación que resulte injustamente contraria
a la conciliación y la corresponsabilidad en este ámbito79.  

5. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS EN TORNO AL TELETRABAJO CORRESPON-
SABLE

Es importante recalcar que el teletrabajo no asegura, de forma inherente, una mejora efectiva
de la conciliación, sino que constituye una modalidad organizativa cuyo efecto en este ámbito
depende de su concreta configuración y de su gestión. En este sentido, las previsiones legales
representan una condición necesaria, aunque no suficiente, para garantizar resultados satis-
factorios en este aspecto. El propio art. 34.8 ET remite expresamente a la negociación colectiva,
y el art. 8.3 LTD encomienda a los convenios y acuerdos colectivos la concreción de los meca-
nismos y criterios de tránsito entre trabajo presencial y a distancia, así como la fijación de prio-
ridades de acceso por razones de conciliación, con una exigencia especialmente relevante:
evitar la reproducción de roles y estereotipos de género y promover la corresponsabilidad. De
ahí que el diseño convencional sea decisivo para impedir que el teletrabajo consolide dinámicas
preexistentes, en particular la atribución preferente de responsabilidades familiares a las muje-
res, algo que ocurriría si se regula pensando en que el trabajo en remoto será utilizado mayo-
ritariamente por ellas con tales fines.

El V Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva (BOE 31 mayo 2023) no proporciona
un marco de referencia suficiente para esta cuestión, pues mantiene un enfoque genérico y sin
pautas concretas. No obstante, aunque su capacidad para corregir inercias históricas sea limi-
tada, la negociación colectiva puede ordenar el acceso al teletrabajo en condiciones razonables
de calidad y protección, actuando al mismo tiempo como palanca de cambio organizativo y cul-
tural. Conviene, por tanto, que la negociación colectiva, atendiendo a cada realidad productiva,
ordene con precisión la flexibilidad temporal, pero también la locativa. En particular, resulta acon-
sejable promover modelos de teletrabajo híbrido con un margen razonable de elección de los
días en remoto y, cuando proceda, el fraccionamiento de la jornada entre trabajo presencial y a
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78 La STSJ Murcia, 5 noviembre 2025 (rec. 231/2025), confirma la indemnización por daño moral en un caso en
el que «quedó constancia que la empresa solo argumentó de manera genérica ‘necesidades del servicio’ que
nunca concretó, máxime cuando según el hecho probado Sexto, construido en base a la prueba testifical, se dice
con toda claridad que de haberse concedido la medida por la empresa esto no hubiera afectado a la empresa en
modo alguno». 
79 El derecho de reparación, expresa POYATOS MATAS en el voto particular a la STSJ Canarias, 14 octubre 2025,
«cuando estamos ante decisiones con impacto nocivo desproporcionado por razón de género ( art. 14 CE), no es
una opción para los poderes del Estado sino una obligación integrada en el principio internacional de diligencia
debida vinculante para quienes juzgamos», de modo que «el derecho al cuidado debe proteger tanto a las per-
sonas cuidadoras, mayoritariamente mujeres, como a aquellas que requieren esos cuidados. Es necesario di-
mensionar su importancia en toda su magnitud y no demeritar su valía».
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distancia. Ahora bien, estas fórmulas deben incorporar cautelas claras para impedir que parte
de la prestación de servicios se efectúe fuera del horario ordinario y se consolide una cultura
de disponibilidad ampliada que, en la práctica, entorpezca la conciliación que se pretende favo-
recer. Resulta por ello esencial garantizar el respeto al derecho a la desconexión digital y la
asignación de cargas de trabajo ajustadas a la jornada pactada, junto a la disposición de horarios
claros y previsibles, pues sólo de este modo se evitará que el teletrabajo actúe como mecanismo
de extensión encubierta de la jornada.

La autonomía colectiva constituye, además, un cauce privilegiado para corregir y perfeccio-
nar las limitaciones del art. 34.8 ET. Puede introducir fórmulas de alternancia, suplencia o per-
muta que repartan los sacrificios organizativos y hagan más viable la admisión de solicitudes
en las empresas. Asimismo, en caso de que se optase por ensanchar el círculo de las personas
beneficiarias (por ejemplo, haciendo mención a los cuidados dirigidos a personas dependientes,
sin mayores precisiones), habría que obrar con prudencia para no reforzar esquemas que con-
soliden la asignación tradicional de cuidados a las mujeres, fijando prioridades transparentes y
objetivas para quienes soporten mayores cargas de cuidado (familias monoparentales, hijos
con necesidades especiales o varios dependientes a cargo). Igualmente, el convenio puede re-
conocer otros intereses personales legítimos, en los términos del art. 8.3 LTD, como fundamento
para acceder al teletrabajo. Ahora bien, cuando existan limitaciones organizativas que obliguen
a restringir el número de personas que teletrabajan, debe preservarse la prioridad de las nece-
sidades de cuidado como razón principal de acceso, sin perjuicio de algunos supuestos espe-
cíficos que merecen una protección reforzada (como las situaciones de riesgo durante el
embarazo, la lactancia o ante supuestos de violencia sexual o de género). 

Cuando el acceso al teletrabajo se articula a través del cauce del artículo 34.8 ET y se supera
el umbral de regularidad previsto en el art. 1 LTD, deben reconocerse los derechos contempla-
dos en los capítulos III y IV de la LTD, pues su exclusión incurriría en un escenario de discrimi-
nación indirecta (art. 4.2, c ET). Pero aun en ausencia de ese nivel de regularidad, la negociación
colectiva puede adoptar una orientación integradora, extendiendo a estos supuestos garantías
protectoras que refuercen la efectividad del derecho a la igualdad y a la no discriminación e, in-
cluso, pactando umbrales de regularidad inferiores a los legales para activar su aplicación. 

Cabe destacar, finalmente, que en contextos de corresponsabilidad ausente el teletrabajo
puede operar como un mecanismo de reproducción de los roles de género, más que como una
vía para aliviar las tareas de cuidado. Por ello es importante que los convenios —y muy espe-
cialmente los planes de igualdad— incorporen actuaciones de sensibilización en este ámbito,
prevean la realización de informes periódicos desagregados por sexo sobre el uso del teletrabajo
con fines de conciliación, revisen los criterios de acceso cuando se detecte un uso estereotipado
y recojan medidas de acción positiva actualizables e incentivos que fomenten una utilización
igualitaria por mujeres y hombres, incluyendo, cuando proceda, mecanismos de alternancia o
reparto de días en parejas que trabajen en la misma empresa. En coherencia con esta lógica,
hay que apreciar que el teletrabajo sólo será un aliado de la igualdad si se conjugan correcta-
mente los condicionantes jurídicos, organizativos y culturales que están aquí implicados y se
aplican con perspectiva de género; de otro modo se corre el riesgo de intensificar desigualdades
preexistentes y de consolidar una feminización de la conciliación que, por sus potenciales efec-
tos discriminatorios, ha de ser atendida con la debida seriedad a la luz del art. 6.2 LOI.
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SUMARIO: 1. Consideraciones preliminares sobre el derecho a la desconexión digital. –2. Al-
cance y contenido único del derecho a la desconexión en el trabajo presencial y en el trabajo a
distancia. –3. Teletrabajo, derecho a la desconexión y móvil personal. –4. La necesidad del re-
forzamiento del derecho a la desconexión en el ámbito del teletrabajo: La dificultad de la flexi-
bilidad horaria. –5. La intervención de la negociación colectiva y la política interna de la empresa
en el teletrabajo; 5.1. Un papel secundario del convenio colectivo en espera de una regulación
futura mejorable; 5.2. El papel nuclear de la política interna de la empresa. –6. La débil tutela
del derecho a la desconexión digital.

RESUMEN

El estudio analiza el derecho a la desconexión digital a la vista del conjunto de disposiciones
legales y convencionales adoptadas para su reglamentación, y atendiendo de modo específico
al trabajo a distancia, y en particular al teletrabajo, modalidad en la que se intensifican las difi-
cultades para su efectiva aplicación. De este modo, el artículo aborda el contenido que debería
cubrir preceptivamente el derecho, debiendo ser recogido en el texto legal, delimitando los de-
beres y obligaciones de ambas partes del contrato de trabajo. Asimismo, se estudia la interven-
ción de la negociación colectiva en la regulación de su ejercicio, y las exigencias que ha de
cubrir la política interna de la empresa para estar correctamente elaborada. Finalmente, el aná-
lisis concluye con la tutela del derecho a la desconexión, siendo imprescindible tener en cuenta
el creciente número de pronunciamientos judiciales habidos acerca del novedoso y complejo
derecho digital.

ABSTRACT

The study analyzes the right to digital disconnection in light of the set of legal and conventio-
nal provisions adopted for its regulation, with specific attention to remote work, and in particular
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telework, a modality in which the difficulties for its effective application are intensified. The article
thus addresses the content that the right should mandatorily cover, which must be included in
the legal text, defining the duties and obligations of both parties to the employment contract. It
also examines the role of collective bargaining in regulating its exercise and the requirements
that a company’s internal policy must meet in order to be properly drafted. Finally, the analysis
concludes with the protection of the right to disconnect, taking into account the growing number
of court rulings on this new and complex digital right.

Palabras clave: Trabajo a distancia, desconexión, salud, intimidad, conciliación, negociación
colectiva, política interna, flexibilidad horaria.

Key words: Remote working, disconnection, health, privacy, work-life balance, collective
bargaining, internal policy, flexible working hours.

1. CONSIDERACIONES PRELIMINARES SOBRE EL DERECHO A LA DESCONEXIÓN DI-
GITAL

Cuando se aborda el estudio del derecho a la desconexión digital lo primero que hay que
llamar la atención es que nos situamos ante un tema de vital trascendencia por los derechos
cruciales a los que atiende. Se trata de un derecho instrumental que se ha convertido en esencial
para el cumplimiento de toda una serie de derechos fundamentales o de dimensión constitucio-
nal relativos al derecho al descanso que es el medio esencial para garantizar el derecho a la
salud física y mental (arts. 15 y 43 CE), el derecho a la intimidad personal y familiar (art. 18 CE),
y el derecho a la conciliación de la vida laboral y personal y familiar (arts. 14 y 39 CE). Por otro
lado, jurídicamente se trata de un derecho eminentemente «vivo», o lo que es lo mismo, se en-
cuentra en proceso de maduración, puesto que tanto su fisonomía, la implicación de ambos su-
jetos del contrato de trabajo, las fuentes adecuadas de su regulación, o la tutela frente a su
incumplimiento, son interrogantes cuyas respuestas no están ni mucho menos cerradas, sino
que varían de forma progresiva en el tiempo, a medida que la digitalización se ha ido incorpo-
rando en las organizaciones productivas, provocando matices en los debates. 

Comenzando por el principio, desde el primer momento, de aparición de este nuevo dere-
cho digital en Francia, surgió la pregunta de si era necesario el reconocimiento de un derecho
de esta índole, puesto que realmente se podía deducir del régimen de ordenación del tiempo
de trabajo, del que se desprendía implícitamente que la persona trabajadora, una vez que fina-
lizará su jornada laboral, no estaba obligada a comunicarse con la empresa, al ejercer su dere-
cho al descanso1. Por tanto, parecía que el derecho a la desconexión no añadía nada nuevo a
las limitaciones temporales de la jornada de trabajo2. Al poco, ya replicamos que la necesidad
del reconocimiento de este derecho era inequívoca, puesto que la era de la digitalización había
difuminado los límites al tiempo de trabajo que no operaban con la seguridad jurídica de antaño,
y había una dificultad creciente en delimitar las fronteras entre la vida laboral y personal3. Re-
sultaba claro que las coordenadas espaciales y temporales que regían con anterioridad no ope-
raban de la misma manera en la empresa digitalizada, habiendo asimismo cambiado el modo
de interacción social, repercutiendo directamente en la forma de relacionarnos con el medio de
trabajo hacía fórmulas de comunicación cada vez más invasivas y de respuesta rápida. 
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1 Vid. al respecto, Loi n.º 2016-1088, de 8 agosto. Vid. al respecto, CIALTI, P.H., «El derecho a la desconexión en
Francia: ¿Más de lo que parece?», Revista Temas Laborales (2017), n.º 137, pp. 163 a 181.
2 VALLECILLO GÁMEZ, M.ª R., «El derecho a la desconexión digital: ¿Novedad digital o esnobismo del “viejo”
derecho al descanso?», Revista de Trabajo y Seguridad Social CEF, (2017), n.º 408, pp. 167 y ss.
3 En este sentido, me permito remitir a mi estudio, MOLERO MARAÑÓN, M.ª L., «El derecho a la desconexión di-
gital en el marco de la Unión Europea con especial atención a la igualdad de género», Revista de Derecho Laboral
VLex (2021), n.º 4, pp. 139 a 157.
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Dicha dificultad se intensificaba cuando se trataba del trabajo a distancia en su modalidad
de teletrabajo o trabajo en remoto, donde la confusión en un mismo lugar —generalmente el
domicilio del empleado— del ámbito profesional y personal y familiar hacían más difícil la sepa-
ración del tiempo de trabajo y de vida privada. Como indicó el Parlamento europeo en la reso-
lución de 21 de enero de 2021 sobre el derecho a la desconexión digital, en dicha modalidad
organizativa «se tiene el doble probabilidades de trabajar más horas que en el trabajo presen-
cial», resultando que bajo esta fórmula el problema de la hiperconectividad presentaba tintes
propios, que daban a entender que el derecho a la desconexión digital requería una disciplina
«ad hoc» o específica4. 

En un principio, la inacción del legislador en el terreno de la comunicación laboral en el
que opera la desconexión provocaba que las personas trabajadoras estuvieran en una zona de
manifiesta incertidumbre e inseguridad en la que operaban excesivamente los sobreentendidos,
cuando la empresa se dirigía a la plantilla a través de cualquiera de los medios tecnológicos
conocidos, ya sea en el teletrabajo, pero igualmente, como se expondrá, en el trabajo presencial.
En suma, era difícil saber con seguridad para la persona trabajadora si su derecho al descanso
legitimaba la falta de respuesta. Consecuentemente, el reconocimiento del derecho a la desco-
nexión digital por el legislador, una vez finalizada la jornada laboral o en el período de «tiempo
de no trabajo», resultaba una exigencia fundamental en una dinámica empresarial y social que
incitaba de forma creciente a la conectividad permanente, o al menos excesiva, normalizando
prácticas de contacto constante. Ello condujo en nuestro país a la aprobación de la Ley Orgánica
3/2018, de 5 de diciembre de protección de datos personales y garantía de derechos digitales
(en adelante, LOGDG), que incorporó un nuevo precepto en el ET que hacía una referencia ge-
neral del derecho, remitiéndose en su contenido a la propia LOGDG que en su artículo 88 es-
tablecía la primera regulación sobre este derecho en la legislación laboral. 

Entre sus disposiciones, ya se haría una alusión expresa a la necesidad de «preservar el
derecho a la desconexión digital en los supuestos de realización total o parcial del trabajo a dis-
tancia, así como en el domicilio del empleado vinculado al uso con fines laborales de herra-
mientas tecnológicas» (art. 88.3 LOGDG). No obstante, llamaba la atención que su inclusión se
realizase cuando regulaba los contenidos a que debía hacer referencia la política interna de la
empresa, y sin que realmente hubiera algún tipo de disposición que indicara como se traduciría
ese reforzamiento del derecho a la desconexión en el régimen de teletrabajo. Con posterioridad,
y en un contexto de pandemia, se aprobó la Ley 10/2021, de 9 de julio (en adelante LTD), que
adoptaría, como se verá, una disciplina más detallada sobre el alcance del derecho a la desco-
nexión digital (art. 18), remitiéndose de nuevo al artículo 88 LOGDG, y de modo particular a la
disciplina contenida en la política interna de la empresa, pero ofreciendo una serie de pautas
más precisas que la regulación general. 

2. ALCANCE Y CONTENIDO ÚNICO DEL DERECHO A LA DESCONEXIÓN EN EL TRA-
BAJO PRESENCIAL Y EN EL TRABAJO A DISTANCIA

Antes de analizar las dificultades específicas del derecho a la desconexión en el marco del
teletrabajo es importante plantearse el contenido que integra este derecho con el fin de escla-
recer si en esta modalidad de trabajo es necesario una disciplina diferenciada o no, y cuál de-
bería ser en su caso. Desde el principio, se debatió y se continúa discutiendo sobre cuál es el
alcance del derecho, cuya respuesta condiciona, al fin y a la postre, la función que ha de ocupar
cada fuente reguladora que debe reglamentar el derecho. En este sentido, es preciso llamar la
atención sobre la particularidad que desde su origen distinguió su regulación. La disciplina legal
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4 Vid. al respecto, RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, M. y CALVO GALLEGO, F. J., «Los derechos digitales de los
trabajadores a distancia», Revista de Derecho de Relaciones Laborales (2020), n.º 11, pp. 1446 y ss. y MUÑOZ
RUIZ, A. B., «El derecho a la desconexión digital en el teletrabajo», Revista Trabajo y Derecho (2020), n.º 12, ver-
sión digital. 
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general no definió el contenido del derecho, remitiendo su reglamentación a la negociación co-
lectiva y a la política interna de la empresa que deberán definir las modalidades de ejercicio del
derecho (art. 88. 2 y 3 LOGDG). Frente a dicha anómala ausencia frente a un novedoso derecho
digital, la disciplina sobre el teletrabajo realizó una intervención legal más incisiva sobre su con-
tenido (art. 18 LTD), pero «de facto» también remitió su concreción fundamentalmente a la po-
lítica interna de la empresa, pudiendo la negociación colectiva acordar los medios y las medidas
para garantizar su ejercicio efectivo. Frente a dicha remisión, resulta obligado plantearse el in-
terrogante sobre cuál es el espacio regulador que debe ocupar la ley, el convenio colectivo y la
política interna de la empresa en su reglamentación.   

A este respecto, la primera duda a resolver es si nos encontramos ante un derecho que tiene
que ser identificado por un contenido único y predeterminado en el trabajo presencial, híbrido,
o en remoto, o, si, por el contrario, se ha defender un posible derecho de configuración o con-
tenido flexible que no se define de forma cerrada, sino que ha de ser adaptado en función del
modo de organización del trabajo (presencial/teletrabajo),  del sector de actividad, la ocupación
o puesto de trabajo, y los medios digitales a su disposición. Indudablemente, este debate se
generó, por la indefinición legal del precepto en el art. 88 LOGDG que no lo identificó de ninguna
forma y manera, dándolo de nuevo por sobreentendido. Dicha inconcreción legal se extendió
en parte a la LTD que, nuevamente, reconoce el derecho a los teletrabajadores en los términos
de la LOGDG, afinando eso sí un poco más en su reglamentación, al hacer referencia en el pre-
cepto regulador del derecho a la desconexión, a un deber de empresa. En concreto, el precepto
textualmente dispone lo siguiente: «El deber empresarial de garantizar la desconexión conlleva
una limitación del uso de los medios tecnológicos de comunicación empresarial y de trabajo du-
rante los períodos de descanso, así como al respeto a la duración máxima de la jornada...» (art.
18). Desde esta perspectiva, es preciso llamar la atención sobre que la norma alude a una limi-
tación, y no a una prohibición absoluta del uso, tal y como se indicaba en el Anteproyecto de la
Ley, indicando asimismo en la Disp. Adicional primera de la Ley 10/2021, que en la negociación
colectiva se podrán establecer «circunstancias extraordinarias de modulación del derecho a la
desconexión». 

Indudablemente, la regulación del derecho a la desconexión en el marco del teletrabajo ponía
el foco de atención en el sujeto empresarial, imponiendo un deber de empresa que no estaba
presente en la disciplina general, y que le confería la condición de garante del derecho. No obs-
tante, la referencia genérica a la limitación de uso de los medios tecnológicos de comunicación
empresarial y de trabajo, y la sucesiva remisión de su concreción a la política interna de la em-
presa y eventualmente a la negociación colectiva (art. 16.2 Ley 10/2021) dejaba el mandato
legal ciertamente difuso en el concreto contenido que integraba el derecho. No resultaba ni
mucho menos claro cómo había de interpretarse la limitación en los medios tecnológicos en los
períodos de descanso. Y es que, a la vista de ambas disciplinas legales, así como del boom
tecnológico que invadió las organizaciones a partir de la pandemia y postpandemia, y expandió
exponencialmente el régimen de teletrabajo, se demostró que la aplicación práctica del derecho
no era ni mucho menos fácil de cumplir. La realidad imperante puso al descubierto que no re-
sultaba inusual la conexión con la empresa fuera de la jornada laboral, demostrándose con el
paso del tiempo que no estaba nada claro el alcance del derecho. Se requería cada vez con
mayor urgencia una intervención del legislador, definiéndolo de forma precisa, concretando las
facultades que implicaba para la persona trabajadora, y de modo especial reglamentando la im-
plicación del empresario para su aplicación. A este respecto, como se verá, ni la negociación
colectiva, ni la política interna de la empresa estaban sirviendo para la articulación de un derecho
de desconexión efectivo, poniendo, además, al descubierto que no había un consenso genera-
lizado entre las empresas y los interlocutores sociales sobre su alcance y significado5.   
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5 Vid. al respecto, entre otros GIL PÉREZ, M.ª E., «El derecho a la desconexión digital y su tratamiento jurídico»,
Lan Harremank (2024), n.º 52, pp. 395 y ss. y VELASCO PORTERO, T., «El derecho a la desconexión digital»,
Revista Temas Laborales (2023), n.º, pp. 408-409.
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Dicha conclusión quedo claramente puesta al descubierto, cuando se suscribió el V AENC
2023-2025, en el que se establecieron varias previsiones esenciales sobre el derecho a la des-
conexión que deberían de guiar a la práctica de la negociación colectiva, y que de hecho han
actuado como modelo de referencia en numerosos convenios que lo han regulado. El V AENC-
2023 en el capítulo XI dedicado a la desconexión digital dispone que el convenio colectivo de-
berá garantizar el derecho tanto a quien preste sus servicios de forma presencial, como a
quienes presten sus servicios bajo otras formas de organización del trabajo, como en el trabajo
a distancia, debiendo tener en cuenta una serie de criterios en su regulación. Textualmente, se
indica que: «La desconexión digital se reconoce y formaliza como un derecho a no atender dis-
positivos digitales fuera de la jornada de trabajo». No obstante, si se atiende al conjunto del ar-
ticulado, realmente, los agentes sociales conciben al derecho de desconexión, como la
atribución de un derecho dispositivo en poder de la persona trabajadora, pero no como una obli-
gación, puesto que, a continuación de esa disposición, se indica que «la conexión voluntaria de
una persona trabajadora no conllevará responsabilidades de la empresa», sentando como regla
general que las personas trabajadoras no estarán obligadas a responder6. Dicha concepción
ya se había manifestado en la Propuesta de Directiva 2023/2378, sobre medidas de digitaliza-
ción para el teletrabajo, cuando se define el derecho a la desconexión digital como, «la libertad
del trabajador a no tener que conectarse a ningún dispositivo digital o software corporativo,
mientras esté en períodos de descanso o vacaciones, o fuera de horario laboral».

Frente a dichas disposiciones que configuran el derecho de desconexión como el ejercicio
de una libertad, dejando la decisión en manos de la voluntad de la persona trabajadora, el Pro-
yecto de Ley de reforma de la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, la garantía
del registro de jornada y el derecho a la desconexión7, que tiene su origen en un Acuerdo social
entre el gobierno y los sindicatos más representativos, establecía unas previsiones mucho más
sólidas del significado y alcance del mismo, al reformar el art. 20 bis ET, teniendo un efecto di-
recto en el régimen del trabajo a distancia, y en particular en el teletrabajo, al resultar aplicable
en idénticos términos, al ser modificado el artículo 18 de la LTD (Disp. Final Tercera). Desde
esta perspectiva, el legislador unificaba en su contenido y alcance el tratamiento del derecho a
la desconexión digital para ambas modalidades, incluyendo expresamente en su redacción al
teletrabajador como titular en los mismos términos que en el trabajo presencial. Pero, sin duda,
la mayor virtud del nuevo texto es que reconducía profundamente su enfoque, viniendo a invo-
lucrar firmemente al empresario como el garante principal de un derecho que debe ser eficaz-
mente aplicado. Así, se instauraba un deber empresarial de no comunicación con los empleados
a través de cualquier dispositivo, que implica «la ausencia de toda solicitud de realizar una pres-
tación laboral y la ausencia de comunicación de la empresa o persona en quien delegue, con
la persona trabajadora»; previsión que resultaba mucho más contundente que la contenida por
la Ley 10/2021, cuando instauraba el deber empresarial de garantizar la desconexión. En suma,
el legislador se decantaba sin condiciones por un deber empresarial que implicaba una obliga-
ción de no enviar ni emails, ni llamadas, ni mensajes de ningún tipo a las personas trabajadoras
fuera de su jornada laboral. Asimismo, es importante mencionar que, dentro de dicho deber de
abstención, la novedad legal incorporaba dentro de los destinatarios de dicho deber de no co-
municación, no sólo al empresario o persona en quien éste delegue, sino a terceros que tengan
relaciones comerciales con la empresa, incluyendo, por tanto, a personas que no pertenecen a
la plantilla, como clientes, proveedores o terceros. Dicha previsión legal suponía trasladar al
sujeto empresarial el deber de adoptar las medidas que correspondan, para que dichos terceros
respeten el derecho a la desconexión digital de sus plantillas.
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6 Tesis que defienden algunos Tribunales Superiores de Justica, cuando declaran lo siguiente: «el derecho a la
desconexión como derecho “dispositivo” puede ser o no ejercido por el trabajador según su voluntad, y la traba-
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7 Proyecto de Ley 121/000058 publicado en el Boletín de las Cortes Generales el 16 de mayo de 2025.
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Asimismo, la disciplina legal del derecho a la desconexión adoptada por el Proyecto de Ley
se completa con la implicación de la persona trabajadora, debiendo asumir ésta una responsa-
bilidad activa en favor de la efectividad del derecho. A este respecto, el fallido Proyecto parece
dar a entender que no es suficiente su definición, como «el derecho a no atender dispositivos
digitales fuera de la jornada» tal y como prescribía el V AENC-2023, pero tampoco opta por la
definición más contundente que realiza la resolución del Parlamento europeo del derecho a la
desconexión de 21 de enero de 2021, definiéndolo como «el derecho a apagar las herramientas
digitales fuera de la jornada de trabajo», sino que enuncia dos previsiones nucleares que re-
percuten en la persona trabajadora. Así en primera instancia, se declara que «el derecho a la
desconexión es irrenunciable». De forma acertada, el Proyecto de Ley se decanta por un dere-
cho-obligación, y no como un derecho-libertad que permite al empleado el ejercicio del derecho
a conectarse o no al medio de trabajo, al presuponer de forma adecuada que el desequilibrio
existente en la relación laboral condiciona significativamente su libertad en la capacidad de res-
puesta frente a la comunicación empresarial fuera del tiempo de trabajo. Libertad que no se
puede obviar se va reduciendo sustancialmente a medida que aumenta la precariedad en el
vínculo contractual de la persona trabajadora, siendo esencial que el ejercicio de este derecho
no pivote en la voluntad y decisión de la población trabajadora, puesto que dicha concepción
configuraría un derecho «enormemente frágil» en su aplicación práctica. 

Consecuentemente, el malogrado Proyecto de Ley reconoce el derecho a no estar localizable
fuera del horario de trabajo, y fija la garantía de indemnidad a favor del empleado por ejercer el
derecho, «no pudiendo generar consecuencias negativas, represalia o trato menos favorable
para la persona trabajadora». Y es que a nadie se le escapa que el trabajador que desconecta
frente al siempre disponible se percibe como un empleado con falta de compromiso: admitir la
disponibilidad del derecho a la desconexión conlleva en la práctica vaciarle de contenido, ge-
nerando agravios comparativos en la plantilla entre aquellos que se conectan y quienes, por el
contrario, ejercen un derecho reconocido legalmente. Y así resulta más que previsible que se
vean favorecidos los asalariados «siempre disponibles» en todas aquellas decisiones empre-
sariales más discrecionales o subjetivas, como son con cierta frecuencia la evaluación personal
o la misma promoción profesional. 

De esta forma, la irrenunciabilidad del derecho implica a la propia persona trabajadora, a
quien se le responsabiliza también del uso que realiza de las herramientas digitales en un con-
texto tecnológico que invita a la conexión constante, sin prestar especial atención a los tiempos
de ejecución; por tanto, un reconocimiento legal sólido implica que ambas partes del contrato
de trabajo adquieran mucha mayor conciencia de que la comunicación con el medio laboral
tiene limitaciones temporales que han de ser respetadas escrupulosamente. Dicha premisa ge-
neral reviste una mayor trascendencia, en determinados colectivos que por razones diametral-
mente distintas tienen especiales dificultades para ejercer el derecho. 

Por una parte, las generaciones jóvenes con una preocupante auto-adicción tecnológica,
siendo de modo especial el móvil personal casi una prolongación de su identidad personal, y
su falta de experiencia, unida a su debilidad en la posición que ocupan en el mercado de trabajo
provocan que sean más proclives a la hiper conectividad, resultando esencial la obligación de
formación y sensibilización sobre los riesgos que entraña para su salud la conectividad sine die
(educación digital), dentro de la política empresarial de desconexión. Por otro lado, los puestos
directivos y mandos intermedios, no sólo por ser un colectivo más proclive a la conexión siste-
mática, al tener con frecuencia configurado un horario flexible o un régimen de libre disponibili-
dad por el que perciben una compensación económica, y que implica estar disponible fuera de
su horario de trabajo, sino porque, incluso, en ocasiones la propia negociación colectiva opta
por la no aplicación del derecho a la desconexión digital. No obstante, el régimen de libre dis-
ponibilidad que debiera regularse adecuadamente para no causar confusión o inseguridad, de-
limitando claramente los periodos de trabajo y las condiciones de ejercicio y la compensación
que corresponde, no puede implicar una renuncia al ejercicio pleno del derecho al descanso y
al de desconexión, aceptándose implícitamente que quien ocupe puestos de dirección tengan
que tener una disponibilidad de 24 horas/7 días a la semana. En tal sentido, es preciso recordar
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que tanto la LOGDG, como la LTD incluyen expresamente a los puestos directivos dentro del
ámbito de aplicación del derecho a la desconexión digital (arts. 88.3 LOGDG y 18.2 LTD), no
pudiendo ser excluidos ni por la negociación colectiva, ni mucho menos por la política interna
de la empresa, de la aplicación de este derecho8. 

Al margen de lo anterior, como se sabe, la anhelada reforma legal sobre el derecho a la
desconexión digital no llego a buen término, y, en consecuencia, la regulación legal vigente
sigue contenida en las anteriores normas de la LOGDG que no definen el derecho (art. 88), por
una parte, o que lo realizan de una forma genérica en la LTD (art. 18), por otra. Por tanto, hasta
que pueda volver a ver la luz una necesaria e ineludible intervención del legislador sigue ha-
biendo una indefinición legal del derecho a la desconexión, resultando crucial la función de la
negociación colectiva, por una parte, y la política interna de la empresa, de otra, pese a que se
deba entender que, en su defecto, el derecho a la desconexión digital podrá ser invocado por
la persona trabajadora en aras de que la empresa respete los derechos fundamentales y de
rango constitucional que están en juego. Los textos legales referenciados no cabe duda de que
están reconociendo un auténtico derecho subjetivo a la desconexión, aunque en el actual con-
texto de digitalización requieren una reforma normativa que identifique su contenido básico e
irrenunciable que ha de entenderse como único, y ha de aplicarse de forma indistinta, tanto
para el trabajo presencial como para el trabajo a distancia, y de modo particular para el teletra-
bajo y otras formas flexibles de organización del trabajo.

3. TELETRABAJO, DERECHO A LA DESCONEXIÓN Y MÓVIL PERSONAL

El deber empresarial de no comunicación incide, no sólo en los trabajos que han de ser eje-
cutados con herramientas o dispositivos digitales de la empresa, y de forma especial en el te-
letrabajo, sino que debe operar frente a cualquier actividad laboral presencial o en remoto, que
potencialmente está expuesta al riesgo de hiper conectividad por el uso generalizado del móvil
personal o smarthphone, y por la utilización excesiva del canal de mensajería de WhatsApp9.
Dicho canal por lo común carece de una regulación específica, cuando es muy frecuente que
sea el medio habitual de comunicación con la empresa, de forma individual o grupal para el
ejercicio del poder de organización y dirección empresarial. Con carácter general, hay una obli-
gación de regulación sobre la política de uso de los dispositivos digitales puestos a disposición
por la empresa a las personas trabajadoras (art. 87.3 LOGDG), pero, por el contrario, no hay
dicha exigencia sobre dicho dispositivo personal del asalariado. Y es cada vez más urgente que
se incluyan normas de uso y funcionamiento en la actividad profesional, incluyendo la aplicación
de mensajería de WhatsApp, puesto que a la luz de las resoluciones judiciales es a través de
este canal cómo se quiebra comúnmente el derecho a la desconexión10. Solamente en la Ley
de Trabajo a Distancia podemos encontrar una referencia a dichos dispositivos privados, indi-
cándose lo siguiente: «la empresa no podrá exigir la instalación de programas o aplicaciones
en dispositivos propiedad de la persona trabajadora, ni la utilización de estos dispositivos en el
desarrollo del trabajo a distancia» (art. 17.2 LTD). Es una norma que limita este uso profesional
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8 TRUJILLO PONS, F., «Las personas trabajadoras que ocupan «puestos directivos» y su derecho a la descone-
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9 INE, Encuesta sobre las TIC en los Hogares, año 2023: Las actividades más realizadas en los tres últimos meses
están relacionadas con la comunicación (el 94,8 % de la población de 16 a 74 años). Entre ellas destacan Usar
servicios de mensajería instantánea (WhatsApp…) —el 92,5 %—, Recibir o enviar correos electrónicos (82,0 %)
y Realizar videollamadas (76,1 %). MONTESDEOCA SUÁREZ, A., «WhatsApp como medio de comunicación
entre la empresa y las personas trabajadoras: los conflictos que plantea esta herramienta», Revista Internacional
y Comparada de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo (2024), vol. 12, n.º 1, pp. 323 y ss.
10 Vid. en detalle, MOLERO MARAÑÓN, M.ª L., «Contenido y alcance del derecho a la desconexión digital a la
luz del Proyecto de Ley de reducción de la duración máxima de la jornada, y de las interpretaciones judiciales»,
en AA. VV. (Molero, M.ª L. y García, M.ª B., Dirs), Mujer trabajadora: Tejiendo equidad en la era tecnológica, Va-
lencia (Tirant lo Blanch), 2025, pp. 325 a 338. 
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de los medios privados del trabajador, aunque este mandato tiene dos importantes limitaciones:
sólo se aplica al trabajo a distancia afectado por esta Ley, que sólo es una parte del teletrabajo
que hay en España (el que iguala o supera el 30 % del tiempo de trabajo); y se limita a impedir
que se imponga unilateralmente por el sujeto empresarial, pudiéndose admitir su utilización si
media el consentimiento del empleado propietario del aparato.

En efecto, en el régimen del teletrabajo y en ausencia del contacto presencial, se intensifica
la utilización del móvil personal como medio de comunicación más habitual entre la empresa y
la persona trabajadora, admitiéndose por las resoluciones judiciales más recientes como medio
de interacción válido, junto con las plataformas habituales para videoconferencias (Google Meet,
Microsoft Teams, o Zoom) y el correo electrónico. No obstante, es importante reconocer que
con respecto a esta vía de comunicación personal deben regir ciertas cautelas, sin que haya
hasta la fecha un consenso claro sobre cómo ha de utilizarse. Ahora bien, lo que sí resulta evi-
dente es que su utilización en el régimen del teletrabajo se intensifica, pudiendo generar pro-
blemas para la efectividad del derecho a la desconexión digital. En tal sentido, el Tribunal
Supremo ha dictado dos pronunciamientos judiciales que posibilitan de manera sustancial su
utilización en el ámbito de esta modalidad de trabajo. El primero de ellos es la sentencia de 20
de febrero de 2024» que indica que no se puede usar el móvil personal del trabajador como
canal ordinario de contacto, si no existe consentimiento expreso o tácito11. A este respecto, se
establece que es importante en el régimen del trabajo a distancia dejar constancia de los canales
de comunicación válidos. Ahora bien, en casos excepcionales de urgencia justificada, la em-
presa puede dirigirse al número personal del trabajador —siempre que este canal haya sido uti-
lizado previamente de forma consentida, aunque fuera de manera tácita—. De este modo, el
Alto Tribunal declara que no se vulnera automáticamente el derecho a la desconexión digital
por el simple hecho de realizar un intento de contacto, si este se produce dentro del horario la-
boral y ante una necesidad organizativa imprevista, «puesto que este derecho no tiene carácter
absoluto». La falta de respuesta del trabajador puede, en ciertas circunstancias, dar lugar a
consecuencias disciplinarias, si su disponibilidad en horario laboral es exigible y el canal de
contacto ha sido razonablemente consensuado; admitiéndose que una urgencia real dentro del
horario laboral puede justificar un intento puntual de comunicación al móvil personal si existe
un uso previo aceptado.

Ahora bien, en el siguiente pronunciamiento la Sala Cuarta del TS va más allá, cuando en
la sentencia de 2 de abril 202512 se declara lícita la cláusula contenida en un contrato tipo de
trabajo a distancia en el que constaba que la empresa podrá utilizar «el correo electrónico y el
número de teléfono personal de la persona trabajadora a distancia, si fuera necesario contactar
con ella por urgencias del servicio». De esta forma, y «sin perjuicio de que podría ser deseable
una mayor concreción y especificación de esas necesidades y urgencia», se entiende por el
Alto Tribunal que dicha cláusula es lícita, puesto que «en la realidad actual la facilitación a la
empresa por parte de la persona trabajadora de su correo electrónico y número de teléfono per-
sonal puede ser necesaria, adicionalmente, para la «ejecución» del contrato de trabajo, según
dispone el artículo 6.1 b) del Reglamento general de protección de datos». Esta cláusula no in-
cumple, en sí misma y por sí sola, las exigencias de la finalidad, adecuación, pertinencia y limi-
tación a lo necesario de la transmisión de datos personales («minimización de datos») (artículo
5.1 b) y 5.1 c), respectivamente, del Reglamento general de protección de datos). La admisión
de la validez de esta cláusula se acepta, puesto que la empresa sólo puede utilizar el correo
electrónico y número de teléfono personal, «si fuera necesario» contactar con la persona traba-
jadora, «por urgencia del servicio».  Y en este sentido, indica que en el caso del teletrabajo la
empresa tiene que garantizar a la persona trabajadora a distancia «la atención precisa en el
caso de dificultades técnicas a que ser refiere el artículo 11.2 LTD». 
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11 STS n.º 257/2024, de 20 de febrero.
12 STS 267/2025, de 2 de abril 2025. Dicho pronunciamiento parece contradecir lo indicado 10 años atrás en la
STS 21 de septiembre de 2015, en la que estableció que una empresa no puede obligar al trabajador a facilitar
el número de su teléfono móvil y el correo electrónico privado insertando a ese fin una cláusula con este contenido
en el contrato. 
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Indudablemente, la motivación de dicha resolución judicial llama la atención por la diferen-
cia de razonamiento que muestra con un pronunciamiento anterior por dos razones nucleares.
La primera respecto al consentimiento del trabajador, cuando se presta en un contrato-tipo, al
considerar que realmente no es válido y no se puede exigir, porque «el trabajador es la parte
más débil del contrato y que al ser incluida por la empresa en el momento de acceso a un bien
escaso como es el empleo puede entenderse que su consentimiento sobre tal extremo no es
por completo libre y voluntario»13. Y la segunda porque, tal y como reconoce el propio Tribunal
Supremo en 2025 para separarse del criterio de la sentencia de 2015, en dicha resolución «no
quedó acreditado que el teléfono móvil del trabajador o su correo electrónico fueran necesarios
en ese caso para el mantenimiento o cumplimiento del contrato de trabajo». Dicha conclusión
no consideramos que en el régimen del teletrabajo sea del todo necesario para que pueda cum-
plirse el contrato de trabajo a distancia, habiendo medios tecnológicos menos invasivos y más
respetuosos de la privacidad personal que el teléfono móvil del propio trabajador, como sería
un móvil proporcionado por la empresa para el uso exclusivamente profesional.

En todo caso, a partir de estas premisas, el Alto Tribunal considera que el contacto se rea-
lizará en casos excepcionales, pese a que la Sala reconoce que sería deseable una mayor con-
creción y especificación de esa necesidad y urgencia que legitima su utilización. Desde esta
perspectiva, es preciso hacer notar que, en el propio acuerdo de trabajo a distancia, cuando re-
glamenta el derecho a la desconexión definía, como circunstancias de urgencia justificadas que
permitían la conexión, las siguientes: «Se considerará que existen circunstancias de urgencia
justificada en situaciones que puedan suponer un perjuicio empresarial o del negocio cuya ur-
gencia temporal requiera una respuesta o atención inmediata por parte del trabajador»14. A nues-
tro parecer, dicha tipología de cláusula apoyada en la regulación de la política interna de la
empresa resulta excesivamente genérica para justificar la quiebra del derecho a la desconexión
digital. Se abre con dicha fundamentación jurídica, y de modo particular en el régimen del tele-
trabajo, una espita muy grave para la comunicación empresarial con los empleados a través
del móvil personal, que descansa en unos límites excesivamente difusos para romper el derecho
al descanso del empleado, sin obviar el derecho a la protección de datos implicado en el uso
del número del móvil personal, que son admitidos por la jurisprudencia social sin las suficientes
garantías. Como se sabe, dicha jurisprudencia rectifica en parte lo declarado por la Audiencia
Nacional  que declaró la nulidad de una cláusula del contrato individual en régimen de teletrabajo
parcial que obligaba al trabajador a facilitar su número de teléfono móvil para recibir SMS o ac-
ceder a aplicaciones que confirmarán su identidad, apoyándose eso sí en la norma del convenio
colectivo aplicable (art.19 Convenio Contact Center), debiendo concebirse como una decisión
libre del trabajador, pero no como una obligación15.

En este sentido, es preciso hacer notar que la persona trabajadora puede otorgar normal-
mente su consentimiento para el uso del móvil personal como medio de comunicación con la
empresa para su utilización con fines laborales, expresamente o por vía de facto, pero su con-
sentimiento no puede considerarse tácitamente otorgado para contactar con el empleado libre-
mente, y en cualquier momento, ya que existe un claro desequilibrio de poder entre el titular de
los datos y el responsable de su tratamiento (art. 6.2 LO 3/2018). La utilización del trabajador
de su teléfono móvil, vía WhatsApp se entiende como «un acto afirmativo claro» de su consen-
timiento a recibir en su móvil, la comunicación de asuntos relacionados con el trabajo, pero ello
no puede dar vía libre para que se envíen en su tiempo de descanso. La utilización fuera del
estricto marco laboral pone en juego el derecho fundamental a su privacidad (art. 18.1 CE), y a
la protección de sus datos personales (art. 18.4 CE), debiendo quedar inaccesible dichos medios
de comunicación durante los tiempos ajenos a la jornada laboral. No se puede obviar que se
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13 STS 21 septiembre 2015.
14 En efecto dicha cláusula fue anulada por la resolución judicial, pero no por su contenido, sino porque proviene
de una política interna de la empresa sobre el derecho a la desconexión digital sin haber dado audiencia previa
a la representación de las personas trabajadoras. 
15 SAN n.º 44/2022, de 22 marzo.
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trata de un dato personal del asalariado que como tal está protegido específicamente frente a
su utilización privada, operando, no sólo con respecto a su empresario, sino frente a cualquier
tercero que lo utilice para su conexión fuera del del ámbito de trabajo que requerirá igualmente
el propio consentimiento del empleado (art. 6.3 LO 3/2018)16.

Desde esta perspectiva, la Agencia Española de Protección de Datos (en adelante, AEPD)
en sus resoluciones más recientes subraya la necesidad de respetar la normativa en materia
de protección de datos, incluso, en las dinámicas internas de comunicación empresarial y reco-
mienda evaluar cuidadosamente la base jurídica aplicable antes de utilizar datos personales en
herramientas de mensajería instantánea. Todavía más cuando dichos grupos de WhatsApp sir-
ven para emitir mensajes laborales fuera del horario de trabajo, lo que implica una intromisión
aún mayor en la esfera privada del afectado. La AEPD recuerda que el uso de datos personales
de contacto, como el número de teléfono móvil, para establecer comunicaciones entre compa-
ñeros de trabajo mediante herramientas como WhatsApp, constituye un tratamiento de datos
personales sometidos a las exigencias del RGPD. En el entorno laboral, el consentimiento del
trabajador no puede considerarse libremente prestado debido al desequilibrio inherente a la re-
lación empleador-empleado, por lo que carece de validez como base jurídica legitima. En su
análisis, el organismo señala que el tratamiento podría estar justificado en ciertas condiciones
sin necesidad de su consentimiento, como cuando resulta necesario/indispensable para ejecutar
el contrato laboral, satisfacer un interés legítimo del responsable o cumplir una obligación legal,
sin que existan medios alternativos menos intrusivos, como puede ser el correo electrónico cor-
porativo, debiendo ser la empresa la que acredite alguna de estas circunstancias17. 

En la misma dirección, y de forma muy reciente, la AEPD ha sancionado con 80 000 euros
a una empresa por utilizar teléfonos móviles personales de sus empleados para gestionar los
códigos de doble factor y autenticación necesarios para acceder a sistemas de un cliente inter-
nacional. La AEPD ha entendido que la medida no estaba amparada por el art. 6.1 RGDP, puesto
que, según su criterio, la ejecución del contrato laboral no autoriza automáticamente a la em-
presa a emplear datos personales de los trabajadores, cuando existan alternativas razonables,
sin entender que el tratamiento de dichos datos personales fuera necesario para la ejecución
del contrato de trabajo. En este caso, el uso de teléfonos personales no era indispensable y po-
dría haberse evitado con medios corporativos adecuados. De esta forma, se subraya que la se-
guridad informática no puede trasladar a los empleados la carga de utilizar sus bienes privados,
ni puede justificarse el acceso a datos personales sin una base legal sólida y proporcional. La
AEPD consideró que la ejecución un contrato laboral no justifica la cesión del teléfono personal
del trabajador a un tercero, siendo que ese dato pertenece a la esfera privada y su uso no es
objetivamente necesario, ni proporcional18.

Todo lo anterior conduce a sentar unos precedentes claros del uso inadecuado de medios
de comunicación personales en el ámbito profesional, y debería obligar a las políticas internas
de comunicación digital que tener en cuenta los principios de minimización y limitación del tra-
tamiento de datos personales en el RGPD. A este respecto, los protocolos de utilización de los
dispositivos digitales en las empresas deberían prestar especial atención al uso de los móviles
privados, estableciendo medidas de seguridad y de garantía adicionales de la voluntariedad del
trabajador en todo caso en el horario laboral, con riesgo evidente de sanción en caso de utili-
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16 Sobre que el número del móvil personal es un dato, véase AEPD, Número de teléfono y concepto de dato per-
sonal, Informe 2006.  
17 Resolución AEPD 5 marzo de 2025 PS/00393/2024, «¿Puede la empresa utilizar el móvil particular para incluir
en grupo de WhatsApp?», ElDerecho.com, 3 mayo 2025. Con anterioridad, muy interesantes dos resoluciones
de la APED de 10 de octubre de 2023 y de 9 de enero de 2023 ya habían estudiado la cuestión de si resulta
posible obligar a un trabajador a formar parte de un grupo de WhatsApp creado por la empresa para comunica-
ciones empresariales, indicando que sólo resulta legítimo, si se hace mediante un teléfono suministrado por esta.
18 AEPD de 27 enero 2026.

DL entera 136_Maquetación 1  12/02/26  09:45  Página 56



zación fuera del mismo.  No obstante, a la vista de las resoluciones de la AEPD se ha de con-
siderar que la mejor manera de evitar los riesgos es proporcionar un teléfono profesional a todos
los empleados, dotado de medios de seguridad y con reglas precisas sobre su utilización, y
dejar al margen de la comunicación al móvil personal del empleado como canal de comunicación
en el régimen del teletrabajo19. Parece claro que no todas las empresas podrán permitirse ha-
cerlo, ahora bien, resultará de suma importancia advertir de los riesgos que tiene su utilización
en el entorno profesional que se agravan en mayor medida fuera del mismo.

4. LA NECESIDAD DEL REFORZAMIENTO DEL DERECHO A LA DESCONEXIÓN EN EL
ÁMBITO DEL TELETRABAJO: LA DIFICULTAD DE LA FLEXIBILIDAD HORARIA

Como se ha expuesto, la normativa reguladora del derecho a la desconexión por dos oca-
siones consecutivas hace una referencia especial a la necesidad de preservar este derecho en
el ámbito del teletrabajo.  De este modo, tanto la LOGDG con una redacción mejorable hace
alusión a que se deberá preservar el derecho a la desconexión digital en el trabajo a distancia,
tanto a tiempo completo, como en su modalidad híbrida, «así como en el domicilio del empleado
vinculado al uso con fines laborales de herramientas tecnológicas» (art. 88.3), reproduciéndose
dicha disposición en similares términos en la Ley 10/2021 (art. LTD). Como se sabe, en el tele-
trabajo se difuminan más las fronteras entre la vida profesional y personal y familiar, dificultando
la delimitación entre el tiempo de trabajo y tiempo de descanso, que es el presupuesto necesario
para ejercer el derecho a la desconexión. Por otro lado, el teletrabajador tiene a su disposición
las herramientas digitales para ejercer su actividad laboral en todo momento (24 horas/7 días a
la semana), provocando todo ello un mayor riesgo de no desconectar del trabajo, exigiéndole a
la persona trabajadora una mayor autodisciplina para desvincularse por completo del entorno
laboral. 

Y es que las reglas de juego del teletrabajo juegan realmente en contra del derecho a la
desconexión digital, puesto que las bondades de esta modalidad son precisamente la flexibilidad
que opera fundamentalmente en el tiempo de trabajo, otorgando una mayor capacidad de au-
togestión laboral del trabajador, ganando en autonomía organizativa. Tal y como reza en la Ex-
posición de Motivos de la LTD, las ventajas que otorga el teletrabajo de una mayor flexibilidad
en la gestión de los tiempos de actividad profesional y los períodos de descanso, con un efecto
favorable en la facilitación del ejercicio del derecho a la conciliación al ganar en capacidad de
autoorganización, son precisamente los riesgos que pueden jugar en contra de la persona tra-
bajadora para ejercer efectivamente su derecho a la desconexión digital20. Desde esta perspec-
tiva, hay un consenso generalizado de que la flexibilidad que otorga la modalidad del teletrabajo
puede producir, al fin y a la postre, una mayor disponibilidad de su tiempo de trabajo, provocando
una dificultad de fijar unos límites claros y seguros en la jornada laboral, invadiendo con mayor
facilidad el tiempo de descanso, al coincidir el lugar de trabajo con el domicilio.

Por otro lado, el riesgo de aislamiento y la falta de contacto presencial entre empresa y te-
letrabajador se puede combatir en ocasiones con una necesidad empresarial de comunicación
constante o sistemática que conduce a que el contacto empresarial se normalice en mayor me-
dida a cualquier hora y por canales informales. A este respecto, el sujeto empresarial o persona
en quien éste delegue no es tan consciente de la ruptura de los tiempos de descanso de la per-
sona trabajadora como en el trabajo presencial, en el que la persona trabajadora deja su puesto,
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19 GUZMÁN, M.ª E.; CALVO, J. y RODRÍGUEZ PIÑERO, M., «La empresa y el teléfono móvil de sus empleados»,
Periscopio Fiscal y Legal, 23 abril 2025.
20 Vid. NIETO ROJAS, P., «Trabajo a distancia y conciliación de la vida laboral y familiar. ¿Es una herramienta efi-
caz para la igualdad de género?», en AA. VV. (Romero Burrillo, A. M.ª, Dir.), La mujer ante los retos 4.0, Pamplona
(Aranzadi), 2023, pp.  205 y ss.; DURÁN BERNARDINO, M., «El impacto de las nuevas tecnologías en la conci-
liación y la corresponsabilidad en España», en AA. VV. (Molero Marañón, M.ª L. Dir.), Ser mujer en el mercado de
trabajo: Dificultades, oportunidades y retos, Pamplona (Aranzadi), 2022, pp. 360 a 366.
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y abandona el centro de trabajo y las instalaciones empresariales, desvinculándose del entorno
profesional. En tales casos, el jefe superior sabe con certeza que está interrumpiendo su tiempo
de descanso si se comunica con el empleado. 

Todo lo anterior provoca una difícil armonía entre teletrabajo y derecho a la desconexión di-
gital. Por ello, resulta crucial que se delimite con claridad el horario de trabajo y en su caso se
fijen las reglas de disponibilidad de la flexibilidad horaria en el acuerdo de trabajo a distancia,
respetando los tiempos de disponibilidad obligatoria y la normativa del descanso (arts. 7 c) y 13
LTD). A este respecto, la norma de esta modalidad de trabajo hace una apuesta clara por la fle-
xibilidad horaria, de modo que la decisión de la persona teletrabajadora ocupa un lugar predo-
minante a la hora de modular su horario de trabajo, pero sin que ello pueda implicar que
desaparezcan por completo las fronteras que marcan el tiempo de descanso, y que preceptiva-
mente han de respetarse. En consecuencia, es importante regular en su caso los tiempos de
disponibilidad obligatoria en el acuerdo a distancia donde existe la posibilidad de ser llamado
para trabajar en cualquier momento, alterando el horario, o incluso modificando la tipología de
jornada laboral, de continuada a partida, o irregular, pero sin que ello pueda suponer un cambio
cuantitativo de la jornada de trabajo, implicando en todo caso el abono de los pluses de dispo-
nibilidad21. Ahora bien, la aceptación de este complemento salarial que implica estar disponible
fuera de horario no implica que renuncie por completo a su derecho a la desconexión; fuera de
los tiempos de disponibilidad acordados, el sujeto empresarial deberá respetar los tiempos de
descanso. 

Asimismo, es crucial para el ejercicio del derecho a la desconexión la aplicación del sistema
de registro horario que refleje fielmente el tiempo que la persona trabajadora dedica a la activi-
dad laboral, incluyendo específicamente el momento de inicio y de finalización de la jornada
(art. 14 LTD). De hecho, su regulación remite a lo dispuesto en la regulación del artículo 34.9
ET con las adaptaciones propias de su especialidad que puedan ser contempladas por la ne-
gociación colectiva. En tal sentido parece que las fórmulas escogidas deberán ser por vía tele-
mática o remota, a través de los propios instrumentos informáticos de los que suele disponer el
empleado para la realización de su actividad laboral, siendo sustituidos los sistemas de control
horario propios del trabajo presencial por otros que se adapten a esta modalidad de trabajo,
pudiéndose activar en el propio ordenador de trabajo para verificar el inicio y la finalización del
horario de trabajo22. En todo caso, es importante que en el régimen del teletrabajo se establez-
can mecanismos que garanticen la autenticidad y veracidad del sistema de registro, instalándose
sistemas de registro digital tal y como pretendía el Proyecto de Ley de reforma de la duración
máxima de la jornada, en todo trabajo, pero de forma más relevante en el teletrabajo donde la
invisibilidad física del teletrabajador puede provocar mayores dificultades para comprobar la ve-
racidad de sus horas de trabajo. Ello ya está provocando dudas e incertidumbres entre los tri-
bunales de lo social, cuando se comprueba que los teletrabajadores en la mayoría de las
ocasiones activan y desactivan el sistema de registro a su libre arbitrio, cuestionándose su cre-
dibilidad cuando se comprueba ante un trabajo híbrido que solamente cuando realiza teletrabajo
lleva a cabo  horas extraordinarias, mientras que en el presencial que tiene un registro automa-
tizado y controlado solo realiza horas ordinarias, siendo finalmente la pretensión desestimada
por el Tribunal Superior23.

Desde esta perspectiva, es absolutamente crucial, por una parte, que la empresa pueda su-
pervisar el horario que realiza la persona trabajadora en su domicilio a través de estos sistemas
de registro, y por otra, que la persona teletrabajadora registre la totalidad de las horas de trabajo

DLTeletrabajo y derecho a la desconexión digital...58

Doc. Labor., núm. 136-Año 2025-Vol. III. ISSN: 0211-8556. Teletrabajo y derecho a la..., págs. 47 a 66

21 LOUSADA AROCHEA, F.; PAZOS PÉREZ, A. y RON LATAS, R., Trabajo a distancia y teletrabajo. Regulación
laboral, procesal y de Seguridad Social. Teletrabajo transnacional, Madrid (Tecnos), 2022, pp. 217-218. 
22 MARTÍNEZ BARROSO, M.ª R., «Teletrabajo y desconexión digital en perspectiva de equidad de género en
salud», cit., p. 171.
23 Vid. STSJ Galicia 8 marzo 2022.
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que lleve a cabo, dejando atrás todos aquellos comportamientos que finalizan el trabajo fuera
del horario y sin registrar, para avanzar o adelantar el mismo, convirtiéndose en horas invisibles
por voluntad de la persona teletrabajadora. Resulta un presupuesto esencial para que se pueda
ejercer con eficacia el derecho a la desconexión que ambas partes del contrato de trabajo cum-
plan sus obligaciones en el registro de horas de trabajo. 

5. LA INTERVENCIÓN DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y LA POLÍTICA INTERNA DE
LA EMPRESA EN EL TELETRABAJO

5.1. Un papel secundario del convenio colectivo en espera de una regulación futura
mejorable

Desde un principio, la regulación legal del derecho a la desconexión digital se distinguió por
trasladar la concreción de sus modalidades de ejercicio a la negociación colectiva y a la política
interna de la empresa. La disciplina general de la LOGDG justificaba dicha atribución, al enten-
der que la fuente natural de reglamentación debía ser la negociación colectiva al depender su
contenido, y en particular el modo de su ejercicio de la naturaleza y objeto de la relación laboral
(art. 88.2 LOGDG), a la que se deberán ajustar las políticas internas de la empresa que también
deberán incluir acciones de formación y sensibilización del personal sobre un uso razonable de
las herramientas tecnológicas (art. 88.3 LOGDG). En el caso del teletrabajo, pese al papel nu-
clear que cumple la negociación colectiva con llamadas continuas de la Ley 10/2021 al convenio,
en el caso del derecho a la desconexión digital de forma sorprendente remite preceptivamente
la concreción del derecho en sus modalidades de ejercicio a la política interna de la empresa
(art. 18.2 LTD). De esta forma, queda la negociación colectiva en un función claramente secun-
daria o potestativa, al disponer simplemente que «los convenios colectivos o acuerdos colectivos
de trabajo podrán establecer los medios y medidas adecuadas para garantizar el ejercicio efec-
tivo del derecho a la desconexión en el trabajo a distancia», cuyas previsiones, como no podía
ser de otra forma, deberán respetarse por la política interna de la empresa. Ahora bien, dicha
función se completa con lo dispuesto en la Disposición Adicional Primera de la LTD que, preci-
samente, realiza una llamada a los convenios colectivos para que regulen «las posibles circuns-
tancias extraordinarias de modulación del derecho a la desconexión», dando a entender que
este derecho se podrá inaplicar o suspender temporalmente en su ejercicio ante circunstancias
que no sean las ordinarias. Indudablemente, llama la atención que se atribuya esa función al
convenio para debilitar su efectividad, en lugar de que intervenga para concretar su ejercicio en
función del sector y de la actividad laboral de que se trate.

Pese a lo anterior, en los estudios más recientes sobre la negociación colectiva frente a este
concreto derecho digital se comprueba que cada vez es más frecuente en la práctica negocial
la atención a este derecho en el régimen del teletrabajo, de modo particular en el último bienio
2023-2024, más en la negociación colectiva empresarial que sectorial24. Lo primero que se ha
de advertir es que su ubicación sistemática en el convenio es muy desigual: en algunos casos,
se establece en el apartado de teletrabajo, en otros en el relativo al derecho a la desconexión
digital haciendo una referencia específica al teletrabajo, y en otros no se contempla normativa
concreta alguna para esta modalidad, fijando un régimen común para el trabajo presencial y en
remoto. Con relación a su contenido, parece indudable que sus cláusulas se inspiran en las
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24 Vid. entre otros, MORENO SOLANA, A., «La negociación colectiva ante el derecho a la desconexión digital»,
en AA. VV. (García, G. y Moreno, A., Dirs.), La negociación colectiva antes los nuevos retos jurídico-laborales,
Madrid (Dykinson), 2023, pp. 222 y ss.; RINCÓN SÁNCHEZ, C., La desconexión digital en la negociación colectiva
estatal 2018 a 2024, Tesis Doctoral inédita; ARAGÓN GÓMEZ, C., «El derecho a la desconexión digital: Entre la
teoría y la práctica. Análisis de la negociación colectiva y de sus garantías de efectividad», en AA. VV. (Molero,
M.ª L. y García, B., Dirs), Mujer trabajadora: Tejiendo equidad en la era tecnológica, cit., pp. 360 a 368. En el
marco específico del teletrabajo, RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ, M.ª L. y BASTANTE VELÁZQUEZ, C., «Los dere-
chos digitales y la inteligencia artificial en la negociación colectiva», Temas Laborales (2025), n.º 176, pp. 258 y
ss.
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pautas marcadas por el V AENC 2023 para la regulación del derecho en su Capítulo XI, que,
como se ha expuesto, fijan el derecho como una mera alternativa en poder de la persona tra-
bajadora, pero no como una obligación, frente a la comunicación empresarial, que, eso sí, no
podrá requerir respuesta a la persona trabajadora, ni ésta se encontrará obligada a responder,
salvo que existan circunstancias excepcionales de fuerza mayor, estableciéndose la garantía
de indemnidad que deberá salvaguardar el trabajador si ejerce el derecho.  

Pues bien, en una gran mayoría de convenios, los más frecuentes se limitan a reproducir el
texto de las disposiciones legales mínimas sin concretar, ni desarrollar medidas adicionales o
adaptadas a las necesidades de cada ámbito, o incluso simplemente establecen una declaración
programática especialmente deficiente, con cláusulas de este tenor: «Las partes firmantes des-
arrollarán durante la vigencia del convenio los criterios para el ejercicio del derecho a la desco-
nexión digital en los que al menos se especificarán las modalidades de ejercicio del derecho a
la desconexión, especialmente en el supuesto del trabajador a distancia o en el domicilio del
empleado»25. En otros hay una mayor atención a la regulación, reglamentándose con carácter
general más como un derecho, y no como una obligación, al indicar que aquellas personas tra-
bajadoras que realizan comunicaciones fuera del horario establecido podrán hacerlo con total
libertad, pero asumiendo que no tendrán por qué obtener respuesta hasta el día hábil posterior26.
Del mismo modo, de su redacción se infiere que las personas trabajadoras podrán bajo su libre
criterio, atender o no al remitente en cualquier sentido, salvo las excepciones que en cada caso
se indican. Dichas previsiones tienen como denominador común que se aplican a todo el per-
sonal, incluido el directivo que tiene un papel de gran importancia como referente y ejemplo27. 

Excepcionalmente, hay convenios colectivos que alientan a que las plantillas hagan efectivo
el derecho en estos términos: «no se exigirá, ni se esperará por parte de la persona trabajadora
que acceda a los sistemas informáticos puestos a su disposición con el objetivo de revisar o res-
ponder correos o responder llamadas relacionadas con su prestación laboral, una vez finalizada
su jornada»28, o de forma más acertada, se impone la obligación a la empresa de abstenerse de
contactar con los empleados fuera de la jornada laboral, indicando que «salvo que se dé una si-
tuación de urgencia no se realizarán llamadas telefónicas, envío de correos electrónicos o de
mensajería de cualquier tipo más allá del horario de trabajo de la persona trabajadora»29. Final-
mente, en otros convenios colectivos de empresa se recogen medidas o buenas prácticas para
promover el derecho, al modo que lo indica el V AENC 2023. Entre otras, se estipulan acciones
como procurar que las comunicaciones se envíen exclusivamente a las personas implicadas y
con el contenido imprescindible, simplificando la información; utilizar la configuración de la opción
de envío retardado en los correos electrónicos que se emitan a aquellos trabajadores fuera de
la jornada laboral; o programar respuestas automáticas, durante los periodos de ausencia, indi-
cando las fechas en las que no se estará disponible, y designando el correo o los datos de con-
tacto de la persona a quien se hayan asignado las tareas durante tal ausencia30. También es de
suma efectividad, cuando se opta por utilizar herramientas para garantizar el ejercicio del dere-
cho, como habilitar sistemas de desactivación del equipo informático fuera del horario o la insta-
lación de alertas en los equipos electrónicos puestos a disposición de las personas
teletrabajadoras que se activen al superar la jornada de trabajo, que son recursos que sirven de
cortafuegos a la continuidad de la conexión laboral, garantizando la aplicación del derecho.
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25 Art. 113 IX Convenio colectivo estatal del corcho. En la misma dirección de remisión a la Ley: Anexo II del VIII
Convenio colectivo de Roca Corporación Empresarial SA y Roca Sanitario SA.
26 Art. 29 Convenio colectivo de Vodafone Intelligent Solutions España, SA o art. 75 Convenio colectivo estatal
para las empresas de gestión y mediación inmobiliaria. Convenio colectivo de Carburos Vía Augusta Logistics
(art.59) o el Convenio colectivo de Telefónica (Anexo XIII).
27 Art. 59 Convenio colectivo Vía Augusta Logistics o el Anexo XIII Convenio colectivo de Telefónica.
28 Convenio colectivo Kiabi España KSCE SA.
29 Art. 57 bis Convenio colectivo estatal de empresas de seguridad 2023-2026.
30 Art. 13 Convenio colectivo Ibermática; Anexo II Convenio Colectivo Michelin España y Portugal SA 2023-2026.
Art. 27 bis Convenio colectivo Grandes Almacenes 2023-2026.

DL entera 136_Maquetación 1  12/02/26  09:45  Página 60



Indudablemente, la cuestión más controvertida es la cláusula que posibilitaba el texto legal
del Proyecto de Ley de reducción de la jornada máxima, al igual que el V AENC 2023, en el que
se establece que la negociación colectiva podrá establecer «excepciones» a la irrenunciabilidad
del derecho, o se estipula la falta de obligación de contestar por la persona trabajadora, salvo
cuando «concurran circunstancias excepcionales de fuerza mayor, justificadas, que puedan su-
poner un grave riesgo hacia las personas o un perjuicio empresarial hacia el negocio y que re-
quiera la adopción de medidas urgentes e inmediatas». Dicha previsión es recogida de manera
sistemática por los convenios colectivos que regulan el derecho a la desconexión digital31, y es
claro que, como indicó la Audiencia Nacional, puede llegar a desnaturalizar el derecho, sino se
articula con las debidas garantías. En este sentido, resulta de interés traer a colación el pro-
nunciamiento de la Audiencia de 22 de marzo de 2022 (Rec 33/2022), en la que frente a una
cláusula de negociación colectiva que prescribía que «el trabajador tendrá derecho a no atender
dispositivos digitales, cuando su jornada laboral hubiese finalizado, salvo que concurran las cir-
cunstancias de urgencia justificada señaladas en esta cláusula», entendiéndose por tales, «si-
tuaciones que puedan suponer un perjuicio empresarial o del negocio, cuya urgencia temporal
requiera una respuesta o atención inmediata por parte del trabajador», se decantó por la nulidad
de dicha cláusula convencional, porque «los límites al derecho a la desconexión digital no los
puede establecer unilateralmente el empresario». 

Y es que hay que llamar la atención que la dicción literal de esta tipología de norma es ex-
cesivamente amplia o genérica, confiando en que el convenio colectivo hará buen uso del man-
dato de remisión. Pues bien, lo cierto y verdad es que se reproduce por sistema dicha cláusula
de excepción al ejercicio del derecho a la desconexión, pero la tónica general de la negociación
colectiva no concreta ni específica de ninguna forma cuáles son esas circunstancias excepcio-
nales que pueden quebrar el derecho a la desconexión. A este respecto, constituyen supuestos
excepcionales los que las especifican, como el V Convenio colectivo de instalaciones deportivas
y gimnasios que realiza una definición de las situaciones de urgencia que pueden quebrar el
derecho a la desconexión, bajo estos términos: «necesidad urgente de cubrir algún puesto de
trabajo por enfermedad o accidente de la persona que habitualmente lo cubre o de alguna per-
sona a su cargo que necesite de su asistencia o cualesquiera imprevistos que no se hayan podido
prever con anterioridad; incidencias importantes de mantenimiento o estado de los centros de
trabajo que deban ser atendidas o puestas en conocimiento de la plantilla por suponer cambios
en el transcurso diario de la actividad; cierre del centro de trabajo por cualesquiera causa»32. Del
mismo modo, el Convenio colectivo de Michelin España y Portugal  hace un mayor esfuerzo en
la delimitación, al exigir, para realizar llamadas fuera del horario de trabajo, el requisito de «au-
sencia de otra persona interlocutora presencial para toma de decisión», pero sobre todo porque
en estos casos en los que se requiere una lectura inmediata del correo electrónico, en período
de descanso, se impone a la empresa la obligación de avisar al trabajador por otro medio que
no es el habitual que permite al destinatario conocer su envío (llamada telefónica o mensajería
instantánea)33. De esta forma, se lleva a cabo un desarrollo normativo más preciso y con ma-
yores garantías de los supuestos en los que no se ha de respetar el derecho a la desconexión
digital del empleado. No obstante, dicha práctica negocial es absolutamente excepcional, re-
sultando que la mayoría de los convenios colectivos se limitan a reproducir sin más previsiones
muy similares a las dispuestas en el V AENC 2023, definiendo dichas situaciones de urgencia
de una forma muy genérica y sin apenas garantías34.
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31 Entre otros, art. 27 bis.3 Convenio Colectivo del sector de grandes almacenes 2023-2026, art. 51 V Convenio
Colectivo de Nokia Transformation Engineering Consulting Services Spain, SLU o art. 53 V Convenio Colectivo
Decathlon España SA.
32 Art. 29 V Convenio colectivo de instalaciones deportivas y gimnasios.
33 Anexo II del Convenio Colectivo Michelin España y Portugal SA 2023-2026.
34 ARAGÓN GÓMEZ, C., «El derecho a la desconexión digital…», cit., p. 361 y RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ, M.ª
L. y BASTANTE VELÁZQUEZ, C., «Los derechos digitales…», cit., p. 260. 
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Desde nuestro parecer, se deberían retomar las orientaciones europeas que en su día es-
tableció la propuesta de Directiva sobre desconexión de 21 de enero de 2021, que deberían
guiar también la ordenación española, y que se deberían incluir en el texto legal que reglamen-
tará el derecho a la desconexión digital, operando tanto para el trabajo presencial como para el
trabajo a distancia y, en particular para el teletrabajo. En suma, es el legislador el que debe re-
glamentar la excepción al ejercicio de un derecho que es la clave esencial para el cumplimiento
de toda una serie de derechos nucleares de la persona trabajadora, como son el descanso, la
salud, la intimidad personal y familiar y el adecuado ejercicio del derecho a la conciliación de
responsabilidades. De este modo, el texto legal debería defender que la causa que provoca la
excepción se asimile a una «fuerza mayor u otras emergencias», —no bastando una configu-
ración como una circunstancia extraordinaria—, que aludiera a un acontecimiento externo y ex-
cepcional y en su caso imprevisible que repercute gravemente en la actividad empresarial o en
la/s personas trabajadoras (al modo de las horas extras por fuerza mayor). Desde esta pers-
pectiva, no se puede defender que cualquier perjuicio empresarial para el negocio puede impli-
car la quiebra del derecho a la desconexión. No basta que la necesidad empresarial sea
excepcional en la actividad productiva, sino que la causa que la provoca no puede ser ordinaria
o estructural como una punta de trabajo o una demanda sobrevenida, sino que el acontecimiento
que la produzca debe ser externo, imprevisible o previsible pero inevitable, por las graves con-
secuencias que puede producir sobre la persona trabajadora que ve interrumpido su derecho
al descanso.

Asimismo, resulta fundamental que se articule un canal especial de comunicación que se
separe del canal ordinario, para evitar que el trabajador tenga que estar alerta de forma siste-
mática a cualquier comunicación empresarial por si se trata de una circunstancia excepcional,
y que requeriría un sistema de doble garantía. Por una parte, al empresario es a quien le in-
cumbe la carga de probar la causa excepcional, debiendo informar anticipadamente y en la me-
dida de lo posible al trabajador, y, por otro lado, éste deberá ser compensado debidamente por
no respetarle el derecho a la desconexión, como si se tratara de una hora extraordinaria, o bien
la concesión de un tiempo de descanso. Expresamente, se debería establecer que el tiempo
de actividad laboral en este caso se abonará como horas extraordinarias o se compensará por
un determinado número de días libres a disfrutar en un breve período de tiempo. A día de hoy,
y en ausencia de una definición legal del derecho, es todavía más crucial la intervención de la
negociación colectiva resultando fundamental que la excepción al ejercicio del derecho se acote
de forma segura y restrictiva, al estar en juego derechos fundamentales de la persona teletra-
bajadora, y estar inmersos en una cultura que avanza en dirección contraria a la desconexión
digital.

5.2. El papel nuclear de la política interna de la empresa

Ahora bien, si la negociación colectiva no establece previsión alguna, práctica que sucede
con relativa frecuencia, al no ser contenido obligatorio del convenio colectivo o, sus cláusulas
se limitan a reproducir el texto legal o establecer mandatos programáticos, al no haber sido mo-
dificada la Ley, a la empresa se le abre un amplio campo de actuación para reglamentar la po-
lítica interna de la empresa, al modo de un protocolo de ejercicio del derecho que debería ser
de contenido variable, y no proforma, en función del tipo de actividad y de la ocupación y/o del
puesto35. En este sentido, resulta llamativo que dicha política interna se haya convertido al fin y
a la postre en la regulación de mayor peso en la concreción de todo el conjunto de interrogantes
que se abren con el deficiente texto legal aprobado en tiempos anteriores al actual contexto de
la digitalización, acompañada por una negociación colectiva que todavía no está a la altura de
la trascendencia jurídica y social que tiene este derecho, todavía en mayor medida si se trata
de teletrabajo. En todo caso, el convenio podrá no contener disposición alguna sobre el ejercicio
del derecho, y, por el contrario, la política interna será preceptiva que lo regule.
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35 Vid. MEGINO FERNÁNDEZ, D., «Desconexión digital: Caracterización y materialización en las políticas internas
de las empresas», Revista Española de Derecho del Trabajo (2022), n.º 250, pp. 37 a 86.
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De conformidad con la Ley 10/2021, «la empresa previa audiencia de la representación legal
de las personas trabajadoras, elaborará una política interna dirigida a personas trabajadoras,
incluidas los que ocupen puestos directivos, en la que definirán las modalidades de ejercicio
del derecho a la desconexión y las acciones de formación y de sensibilización del personal
sobre un uso razonable de las herramientas tecnológicas que eviten el riesgo de fatiga infor-
mática» (art. 18.2). Dicho precepto reproduce literalmente el contenido del régimen general del
derecho fijado por el artículo 88.3 LOGDG, a diferencia de lo que sucede con la intervención de
la negociación colectiva. Ello provoca que, a salvo de las previsiones fijadas por el convenio, la
empresa tiene la obligación de elaborar en todo caso, y con independencia del umbral de tra-
bajadores que ocupe, una política interna sobre el derecho a la desconexión. Como ha declarado
el Tribunal Supremo: «la legislación vigente no solo permite, sino que obliga, a la empresa a
elaborar una «política interna» sobre el derecho a la desconexión digital»36. 

Su adopción es una manifestación del poder de organización empresarial, frente a cuya de-
cisión solamente se prevé un derecho de participación a favor de la representación de los tra-
bajadores eminentemente débil, como es el derecho de audiencia, que supera el mero deber
de información pero que parece no se adscribe a la consulta, sin que, por tanto, se exija nego-
ciación, ni acuerdo con la representación de los trabajadores. Como declaró la Audiencia Na-
cional, la desconexión digital en el régimen de teletrabajo es un aspecto que no requiere una
negociación colectiva formal. En relación con la política de desconexión digital, el tribunal su-
brayo que, según los arts. 87 y 88 LPGDG y el art. 18.1 Ley 10/2021, la empresa tiene la obli-
gación de elaborar dicha política previa consulta con la representación legal de los trabajadores,
pero no necesariamente someterla a negociación colectiva37. Ahora bien, como ha indicado tam-
bién de forma reciente el Tribunal Supremo, la elaboración de esta política sin que se ha dado
dicha audiencia previa a la representación legal de las personas trabajadoras, vulnera las pres-
cripciones legales, y de conformidad con la doctrina contenida en la sentencia 225/2024, de 6
de febrero referida a los derechos de participación de la representación  los criterios de uso de
los dispositivos digitales de la empresa (art. 87.3 LOGDG), considera que son nulas las deci-
siones empresariales adoptadas sin la preceptiva intervención de la representación de los tra-
bajadores. En el caso que se resolvió, se ha de tener en cuenta que las previsiones adoptadas
en esta política interna se habían trasladado al acuerdo-tipo individual que firmaban los teletra-
bajadores, habiéndose declarado nulas dichas clausulas apoyadas en una política interna que
no era valida por no respetar el derecho de participación.

En todo caso, lo anterior conduce a destacar que la empresa se ha convertido en el artífice
esencial de la disciplina que afecta al derecho a la desconexión digital, asumiendo un papel de-
cisivo en la configuración jurídica de este derecho, puesto que la Ley no la restringe apenas en
su contenido, y además lo asume prácticamente de forma unilateral, puesto que la representa-
ción de los trabajadores puede no estar de acuerdo con su contenido, y ello no tendrá efecto al-
guno en su adopción salvo que incurra en una ilegalidad. Dicho poder empresarial será
especialmente relevante en la microempresa y empresas de pequeñas dimensiones donde la
falta de representación de los trabajadores es muy común, y el legislador le obliga igualmente
a adoptarla. Su importancia es vital no sólo por su contenido per se, sino porque en muchas
ocasiones sus cláusulas se podrán incorporar en el acuerdo individual del trabajo a distancia,
como modelo tipo, prestando el empleado un consentimiento a dichas disposiciones, aunque
realmente no estén de acuerdo con las mismas, pudiendo asumir una política de desconexión
digital que les perjudique evidentemente con el fin de acceder al empleo.

Y es que a dicha política interna de la empresa se le está atribuyendo la función de regular
excesivos interrogantes que lleva aparejado a día de hoy el ejercicio del derecho a la descone-
xión digital, particularmente en el ámbito del teletrabajo donde el texto legal afirma que había
de preservar el derecho. Dicha política tendrá que responder en su articulado nada menos que
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36 STS 267/2025, 2 abril 2025. 
37 SAN 6 mayo de 2024, n.º 53/2024. Vid. asimismo, STS 11 noviembre 2025, Rec 2024/2024.
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al modo concreto de su ejercicio —si no lo ha hecho el convenio—, reglamentando los deberes
y obligaciones que conlleva, tanto para el empresario como para la persona trabajadora, que
podrá ser variable en función de áreas diferenciadas de actividad, a los criterios de utilización
de los medios de comunicación a utilizar con especial atención al derecho a la protección de
datos personales y la privacidad digital. Asimismo, como se ha expuesto, deberá establecer los
supuestos en los que se excepciona el ejercicio del derecho de forma clara y precisa, el proce-
dimiento de actuación y las modalidades de compensación. Y, finalmente, se habrán de articular
acciones de formación y sensibilización sobre un uso razonable de las herramientas tecnológi-
cas que evite la fatiga informática. 

En relación con esta última referencia legal que preceptúan los textos legales, hay que indicar
que lo más adecuado es que dicha tipología de medidas se incorporará en el marco de la política
de prevención de riesgos laborales, adoptando todo el conjunto de exigencias que impone la
LPRL. No es momento ahora de abordarlo en profundidad, pero indudablemente dicha alusión
legal conecta directamente al derecho a la desconexión con los riesgos que implica la conecti-
vidad constante en la salud física y mental de las personas trabajadoras, con especial atención
a los riesgos psicosociales que se agravan en el régimen del teletrabajo. De manera directa, la
propia LTD lo reconoce cuando en la sección relativa al derecho de prevención de riesgos la-
borales, en la evaluación de riesgos y planificación de la actividad preventiva dispone que de-
berán considerarse los riesgos característicos de esta modalidad de trabajo, poniendo especial
atención en los factores psicosociales, ergonómicos y organizativos, estableciendo textualmente
que «en particular, deberá tenerse en cuenta la distribución de la jornada, los tiempos de dis-
ponibilidad y la garantía de los descansos y desconexiones durante la jornada» (art. 16 LTD). 

Consecuentemente, hay un reconocimiento implícito de su incorporación en la política de
prevención de riesgos laborales, en la que el empresario tiene la responsabilidad fundamental
de garantizar la seguridad y salud del trabajador (art. 14 LPRL). Dicha responsabilidad se debe
traducir en la evaluación específica de riesgos en esta modalidad de trabajo, atendiendo espe-
cíficamente a los que derivan de la hiperconectividad, así como a los deberes de información y
formación de los riesgos que derivan para la salud de la conectividad permanente, prestando
especial atención a los riesgos psicosociales. Es de suma trascendencia el enfoque de con-
cienciación o pedagogía que se impone al empleador hacía los teletrabajadores en un contexto
social y cultural que no pone frenos a la conectividad38. El trabajador debe responsabilizarse
del uso que realiza de las herramientas digitales del trabajo y debe saber «cortar» con las obli-
gaciones laborales en su domicilio, y desvincularse por completo del entorno profesional, una
vez que conoce y se le forma sobre las implicaciones que supone la atribución de este derecho
en su salud física y mental.  

Finalmente, un último problema distingue a la política interna de la empresa que no está
bien resuelto, y es su difícil acceso, puesto que con respecto a los protocolos de desconexión
digital no hay obligación de su difusión frente a terceros, como sucedería si hubiera que regis-
trarlos; por tanto, además del problema del incumplimiento de dicha obligación que es relativa-
mente frecuente, no hay posibilidad de acceder a su contenido de forma generalizada. Su
incumplimiento de forma progresiva en el tiempo se está considerando una infracción adminis-
trativa grave,  entendiendo que se puede incluir como la comisión de una infracción grave (art.
7.5 LISOS), «por transgresión de las normas y los límites legales o pactados en materia de jor-
nada, trabajo nocturno, horas extraordinarias, horas complementarias, descansos, vacaciones,
permisos, registro de jornada y en general el tiempo de trabajo», pese a que por seguridad ju-
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38 Numerosa doctrina se ha pronunciado en este sentido, PURCALLA BONILLA, M. A., «Seguridad, salud laboral
y desconexión digital», Temas Laborales (2020), n.º 155; GINÈS I FABRELLAS, A. y PEÑA MONCHO, J., «Dere-
cho a la desconexión y prevención de riesgos laborales derivados del uso de la tecnología», Foro de Labos (2023),
vol. 4, n.º 1 y MARTÍNEZ BARROSO, M.ª R., «Teletrabajo y desconexión digital en perspectiva de equidad de gé-
nero en salud», cit., p. 155.
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rídica sería necesario que su incumplimiento por la empresa se tipificará expresamente por la
Ley, como infracción administrative grave39.

Su importancia es vital para la configuración del derecho a la desconexión digital, no siendo
en absoluta razonable que se confíe el conjunto de la política de desconexión al sujeto empre-
sarial que precisamente es quien se puede eventualmente ver perjudicado por la aplicación de
este derecho, cuando choca con sus necesidades empresariales estratégicas o sus demandas
urgentes o imprevisibles. Su regulación genérica o difusa puede tener efectos muy graves en
las personas trabajadoras y todavía más en el régimen de teletrabajo que se extiende imparable
en el contexto productivo, afectando a derechos de primera magnitud como el derecho a la
salud, la intimidad personal y familiar y el adecuado ejercicio del derecho a la conciliación de
responsabilidades laborales y de cuidados, con una dimensión de género innegable.

6. LA DÉBIL TUTELA DEL DERECHO A LA DESCONEXIÓN DIGITAL

La última de las cuestiones qué se ha de poner al descubierto es la ausencia de una tutela
frente al incumplimiento del derecho mucho más enérgica que la existente. La necesidad de un
régimen sancionador que merezca su transgresión es la piedra angular para que este incipiente
derecho digital resulte consistente. Como se ha indicado, no hay una infracción administrativa
que tipifique expresamente la contravención del derecho a la desconexión digital. Por tanto, hay
que remitirse a la infracción grave del art. 7.5 LISOS por incumplimiento de las normas de or-
denación del tiempo de trabajo, o más excepcionalmente, la más grave del art. 8.11 LISOS, si
lesiona el derecho a su intimidad, o genera riesgos «graves» para su salud. Ello provoca que
no haya la necesaria certeza y seguridad jurídica sobre cuál es el tipo y el grado de sanción
aplicable40.

Si nos trasladamos al ámbito judicial, es cierto que en los últimos tiempos en España ha au-
mentado la conflictividad judicial generada, reivindicándose con más frecuencia su lesión, re-
clamando una indemnización por daños y perjuicios. Ahora bien, lo cierto es que a día de hoy
son muy escasos los pronunciamientos en los que se aprecia su vulneración, aun cuando se
prueba por el empleado que las comunicaciones empresariales se han realizado en los tiempos
de descanso, puesto que realmente suele depender de las circunstancias que concurran, y de
modo principal del número de mensajes enviados, y de su concreto contenido. Con carácter
general, los tribunales españoles son más proclives a no darle relevancia, si a través del correo
o el WhatsApp enviados al margen de su horario no existe obligación de lectura, ni de respuesta
fuera de su horario laboral41, «o las comunicaciones recibidas no tenían una frecuencia o inten-
sidad que pudiera calificarse como grave»,42 o no se solicita ningún requerimiento, orden de
mantenerse conectada43, u obligación laboral, aunque se hayan producido en el período vaca-
cional44, o igualmente cuando no hay represalia, ni amonestación alguna45. Dentro de este pa-
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39 Hay autores que consideran que no es posible una actuación sancionadora por parte de la autoridad laboral en
casos de ausencia de este protocolo, pues no se tipifica la conducta omisiva como infracción administrativa, de-
biendo ser necesario un cambio legal que tipifique como infracción administrativa la ausencia de la política interna
de la gestión de la desconexión: CRUZ VILLALÓN, J., «Interrogantes de la desconexión digital», On Economía,
4 mayo 2023 y también ARAGÓN GÓMEZ, C., «El derecho a la desconexión digital..», cit., p. 368. 
40 Vid. en detalle, ARAGÓN GÓMEZ, C., «El derecho a la desconexión digital…», cit., pp. 368 a 372.
41 SJS n.º 4 Vigo 357/2023, de 25 de septiembre. También, STSJ Madrid 21 febrero 2022, Rec 20/2022. Más re-
cientemente, el TSJ Madrid declara «el derecho a la desconexión como «dispositivo» que puede ser o no ejercido
por el trabajador según su voluntad y la trabajadora, a la lectura al correo, no ejerció el mismo y no puede enten-
derse vulnerado» (STSJ Madrid n.º 369/2025, de 16 de mayo).
42 STSJ Aragón n.º 360/2025, de 12 de mayo.
43 STSJ Galicia 22 noviembre 2022, Rec 4175/22.
44 STSJ Madrid 21 febrero 2022, Rec 202/2022: «Correos electrónicos enviados al trabajador en vacaciones, que
no pueden equipararse a una orden empresarial cuyo incumplimiento justifique el despido, pues no tenía ninguna
obligación de responder por no ser acorde al derecho a la desconexión digital».
45 SJS n.º 4 Vigo 357/2023, de 25 de septiembre, Rec 517/2023.
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norama judicial, resulta muy positivo el pronunciamiento del TSJ de Galicia, cuando declara sin
ambages: «El derecho a la desconexión digital exige que no se reciban comunicaciones del
empleador fuera del horario laboral. Por tanto, este derecho no se cumple simplemente porque
el trabajador no esté obligado a responder de forma más o menos inmediata a las comunica-
ciones recibidas fuera del horario laboral. En este sentido, el derecho a la desconexión digital
implica, como norma general, la obligación por parte del empresario, y de las personas depen-
dientes de abstenerse de realizar comunicaciones relacionadas con el trabajo o con la presta-
ción de servicios fuera del horario laboral»46. 

De forma excepcional, algunos pronunciamientos judiciales entienden vulnerado el derecho
de desconexión digital, cuando se acredita que las llamadas telefónicas o envió de correos se
realizan fuera del horario laboral, sin que la empresa haya presentado razón justificativa de tal
envío de correos fuera del horario laboral, pero condenándose al pago de 300 euros por el es-
caso perjuicio y daño moral sufrido por el asalariado, «dado el escaso número de correos elec-
trónicos enviados fuera del horario laboral», junto con 700 euros adicionales por vulneración de
la protección de datos47. A este respecto, se han de tener en cuenta algunas resoluciones judi-
ciales en las que el empleado invoca este derecho en una situación de incapacidad temporal,
en la que al igual que en otras situaciones suspensivas se invoca la lesión del derecho a la des-
conexión digital que no siempre se considera relevante pese a que se acredite la conexión48.
Solamente, se considera relevante por el tribunal, cuando se establece el nexo de causalidad
entre dicha concreta situación de incapacidad temporal y el estrés laboral que ha conducido a
episodios de ansiedad o depresión provocado por la reiteración permanente del contacto (un
directivo en una multinacional con clientes extranjeros), o incluso al invocarse en situaciones
de acoso laboral, teniéndolo por probado, cuando hay un informe de facultativo vinculando la
conexión con el estado psicológico de la persona por la presión constante que sufría.    

Y es que, hasta la fecha, se ha de reconocer que la transgresión de este derecho no ha ge-
nerado apenas consecuencias para el sujeto empresarial infractor. Si, realmente, se pretende
poner límites a la realidad cada vez más pujante de la conexión permanente con el medio de
trabajo, es preciso que actúe la tutela administrativa y judicial ante un derecho que debía erigirse
mucho más exigente en su contenido, debiendo enunciarse como irrenunciable, tal y como su-
cede con las vacaciones anuales. La falta de consecuencias específicas frente a su incumpli-
miento conduce a que se pueda venir a cuestionar los mismos cimientos de nuestra disciplina,
al quedar sin efecto por la vía de facto las normas de limitación máxima de la jornada de trabajo,
poniendo en juego el bienestar personal y familiar de las personas trabajadoras profesional.
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38 Num    STSJ Galicia n.º 2292/2025, de 25 de abril.
47 STSJ Galicia 4 marzo 2024, Rec 5647/2023.
48 STSJ Galicia 11 abril 2024. En esta misma dirección, STSJ Castilla-La Mancha n.º 268/2024, de 15 de febrero.
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SUMARIO: Introducción. –1. Una mirada social al nomadismo digital. –2. Cuestiones específi-
camente laborales del teletrabajo internacional. –3. Novedades en relación con la determinación
de la ley aplicable en supuestos de movilidad laboral internacional. –A modo de coda. –Biblio-
grafía citada.

RESUMEN

El presente artículo tiene por objeto el estudio de los aspectos laborales o cuestiones ati-
nentes al Derecho del Trabajo que afectan al teletrabajo internacional. La situación específica
de teletrabajo internacional que se acoge como ámbito de análisis es principalmente la que
acontece cuando un extranjero, nacional de un tercer país de la Unión Europea, desea residir
y trabajar en España de forma digital y en remoto para una empresa radicada fuera de España.
En base a dicho supuesto, este estudio va a analizar que tipo de trabajadores son lo que se
acogen a este modelo de trabajo, que condiciones principales se han de cumplir para que pueda
teletrabajar y, especialmente, que legislación laboral va a ser aplicable al contrato de trabajo
del teletrabajador. En este sentido, resulta de interés conocer la evolución de la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en cuanto a la determinación de la ley aplicable a
supuestos de movilidad internacional, en particular tras su resolución judicial de 11 de diciembre
de 2025 (Asunto (Asunto C-485/243, Locatrans Sàrl y ES).

ABSTRACT

This paper seeks to examine the labour law aspects—i.e., issues falling within the scope of
Employment Law—that affect international telework. The specific international telework scenario
adopted as the framework for analysis is primarily that which arises where a foreign national,
being a third-country national (non-EU), wishes to reside in Spain and to work digitally and re-
motely for an employer established outside Spain. On the basis of that scenario, this study will
analyse what types of workers fall within this model of work, the main conditions that must be
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satisfied in order for such telework to be carried out, and, in particular, which labour law will be
applicable to the teleworker’s employment contract. In this regard, it is relevant to consider the
development of the case-law of the Court of Justice of the European Union concerning the de-
termination of the applicable law in situations involving international mobility, especially following
its judgment of 11 December 2025 (Case (Case C-485/243, Locatrans Sàrl and ES).

Palabras clave: Nomadismo digital; teletrabajo internacional; determinación de ley laboral
aplicable; lugar de trabajo habitual; vínculos estrechos con un país.

Key words: Digital nomadism; international telework; determination of the applicable labour
law; habitual place of work; closer links with a country.

INTRODUCCIÓN

Para el equipo docente y de investigación del que formo parte en la Universitat de Girona
fue un honor recibir el encargo de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Se-
guridad Social (AEDTSS) para que organizásemos su Coloquio anual de Otoño. Decidimos re-
alizarlo el 11 de diciembre en nuestra Facultad de Derecho, y el título que acordamos como
objeto de dicho evento fue el «Visiones del teletrabajo: claves para su consolidación y vertientes
polémicas»1. 

Razones para escoger dicho tema no faltan, más aún por el incremento del teletrabajo como
modalidad organizativa de trabajo ha experimentado sobre todo tras la pandemia de la Covid-
19 en el año 2020, aunque la principal fue la obtención en el año 2023 por el grupo de investi-
gación y trabajo del que soy responsable en la Universitat de Girona de un Proyecto de
investigación del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades sobre el tema «No discrimi-
nación, bienestar laboral y teletrabajo de personal extranjero: tres elementos clave para la con-
solidación del trabajo a distancia».

El Coloquio anual de Otoño de la AEDTSS celebrado en Girona se estructuró en dos grandes
bloques, uno relativo al «Teletrabajo y el bienestar laboral», en el que los diversos ponentes in-
vitados hablaron sobre cuestiones relativas a la seguridad y salud laboral de las personas tele-
trabajadoras, la conciliación de la vida laboral y familiar de éstas o su derecho a la desconexión
digital. En un segundo bloque del Coloquio, se abordaron las «Perspectivas sociales del noma-
dismo digital», entendido de forma simplificada como el movimiento internacional de personas
trabajadoras para prestar sus servicios, por cuenta ajena o por cuenta propia, mediante el tele-
trabajo o con dispositivos digitales. En este marco, los ponentes que formaron parte de esta
parte del Coloquio hablaron sobre las cuestiones de extranjería de los trabajadores nacionales
de terceros países de la Unión Europea que vienen a España a teletrabajar; la cobertura de Se-
guridad Social de los nómadas digitales y también, y aquí es donde hago acto de presencia, los
aspectos laborales de los teletrabajadores internacionales2.

En este sentido, la aportación escrita supone una plasmación desarrollada de lo que fue mi
ponencia oral en el Coloquio anual de Otoño de la AEDTSS celebrado en diciembre de 2025 en
Girona. El objeto de mi intervención fue, pues, tratar sobre los aspectos específicamente labo-
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1 Para más información sobre este Coloquio puede consultarse la página web del ÁREA DE DERECHO DEL TRA-
BAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA UNIVERSITAT DE GIRONA: https://www.udg.edu/ca/depdpr/dret-
del-treball-i-de-la-seguretat-social/detall-noticies/eventid/58541
2 Las ponencias del Coloquio anual de Otoño de la AEDTSS celebrado en la Universitat de Girona el 11 de di-
ciembre de 2025 se grabaron y están disponibles en el Repositorio DUGiMedia de la Universitat de Girona:
https://diobma.udg.edu/handle/10256.1/8384
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rales o de trabajo de los nómadas digitales, ante lo cual debo hacer ya un par de puntualizacio-
nes: en primer lugar, que tanto mi ponencia como naturalmente el artículo que paso a desarrollar
se centran exclusivamente en cuestiones de Derecho del Trabajo, no de otros ámbitos como la
Seguridad Social o de la legislación de extranjería, sin perjuicio que en algunos momentos de
este escrito deba visitar dichos ámbitos para dejar traslucir alguna idea de interés; en segundo
lugar, este trabajo se va a focalizar en una situación específica de lo que se denomina noma-
dismo digital: de entrada, debe considerarse que el nomadismo digital puede incluir diversas si-
tuaciones, por ejemplo, por nómadas digitales podemos hablar de extranjeros, europeos o
extracomunitarios, que vienen a España a teletrabajar, y porque no de trabajadores nacionales
que se mueven por diversas ciudades españolas teletrabajando o que también van al extranjero;
pueden incluir también supuestos de personas teletrabajadoras que trabajan por cuenta ajena
para una empresa, la cual decide desplazarlas a otros lugares, así como aquellos en los que
un teletrabajador por cuenta propia deciden moverse por diversos motivos (calidad de vida o
cercanía con empresas clientes) a otros lugares. En definitiva, las situaciones de nomadismo
digital pueden ser variopintas, pero, en todo caso, lo que este escrito va a analizar principal-
mente son las cuestiones específicas de trabajo del denominado «teletrabajo internacional»,
que como va a explicarse en el siguiente apartado, es el que hace referencia a la llegada a Es-
paña de nacionales de terceros países de la Unión Europea que traen consigo un contrato de
trabajo bajo el brazo realizada con una empresa no radicada en España, o también la del tra-
bajador por cuenta propia que trabaje para una empresa extranjera o española, en ambos casos,
conforme a la definición que de teletrabajador internacional hace la Ley 28/2022, de 21 de di-
ciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes.

Con esa premisa, este trabajo se distribuye en tres apartados, en los que se empezará ha-
blando el primero de ellos del teletrabajo en general y las características específicas que tienen
las personas teletrabajadoras internaciones dentro de aquél; en el segundo apartado se anali-
zaran las principales cuestiones laborales de interés que integra el teletrabajo internacional, y
en el tercer y último apartado se analizará una cuestión que a raíz de una sentencia del Tribunal
de Justicia de la Union Europea que se resolvió el mismo día que se celebró el Coloquio anual
de Otoño de 2025 en la Universitat de Girona, el 11 de diciembre, ha devenido novedosa y que
está relacionada con la determinación de la ley aplicable en supuestos de trabajos con carac-
terísticas transnacionales.

1. UNA MIRADA SOCIAL AL NOMADISMO DIGITAL

El teletrabajo en sentido general no puede ser visto bajo una perspectiva uniforme respecto
de las personas trabajadoras que lo desarrollan; para empezar, debe delimitarse el ámbito del
trabajo autónomo que se desarrolle de forma remota respecto del trabajo asalariado que asuma
como modalidad organizativa la del teletrabajo, y respecto de este último ámbito, ya en una se-
gunda diferenciación, a aquellas personas trabajadoras que realicen su prestación de servicios
al amparo de la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia (que se aplica, entre otras
condiciones, a aquella que se ejecuten un mínimo del treinta por ciento de la jornada en un pe-
riodo de referencia de tres meses), respecto de aquellas otras que trabajen de forma híbrida,
que por tanto incorporen el teletrabajo pero a las que por el tipo de prestación acordada no se
aplica aquella normativa.

Pese a la necesidad de realizar una mirada distinta en función de los supuestos comentados,
todos ellos puede correr riesgos respecto de las condiciones laborales que pueden sufrir las
personas que teletrabajan, por ejemplo, como al efecto ha sido puesto de manifiesto por Informe
FOESSA de 2025, si se tratan de personas trabajadoras con bajos ingresos, que el hecho de
ejecutar el trabajo bajo esa modalidad pueda suponer una carga financiera relevante (aunque
puedan ser compensados, al menos parcialmente, por el ahorro económico al no hacer despla-
zamientos), o también el exceso de horas de trabajo que se realizan ya que España es uno de
los países con mayor porcentaje de teletrabajadores con jornadas más largas de las estipuladas
(un 40 % superior a la media), derivando de ahí los problemas de desconexión que de no sol-
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ventarse pueden derivar en intromisiones en la intimidad y en la salud de la persona trabaja-
dora3. La digitalización (que está detrás del teletrabajo) puede ser motivo de condiciones de
trabajo precarias o que se inmiscuyan de forma desproporcionada en derechos del trabajador,
algunos de ellos de carácter fundamental, aunque también es cierto que, pese a todo ello, tele-
trabajar tiene un alto grado de respaldo por las personas que teletrabajan4.

De hecho, si nos centramos en las personas que teletrabajan, lo que se estaría mostrando
es que junto a la anterior consecuencia que se ha anudado a la digitalización en el trabajo, tam-
bién sobre sale otra: la de ser fuente potencial de nuevas desigualdades. Para empezar, según
el Informe FOESSA de 2025 que se ha comentado anteriormente, el teletrabajo está limitado
en España a poco más de un tercio de las personas ocupadas con un índice de teletrabajo po-
tencial del 74 % en el quintil de ocupaciones con salarios mayores y menos del 3 % en las del
quintil con remuneraciones más bajas; en otras palabras, la fórmula organizativa del teletrabajo
beneficia sobre todo a personas trabajadoras altamente cualificadas o con educación superior
o que prestan servicios en trabajos aptos para teletrabajar que, justamente, suelen ser cualifi-
cados. De hecho, asumiendo los datos del Informe FOESSA, el teletrabajo potencial estaría li-
mitado a poco más de un tercio de los ocupados, aunque con una gran desigualdad según
sectores de actividad —de menos del 5 % en servicio doméstico a más del 90 % en el sector fi-
nanciero— e ingresos salariales con un índice de teletrabajo potencial del 74 % en el 20 % con
salarios mayores y menos del 3 % en los del 20 % con remuneraciones más bajas5.

Por tanto, deberían adoptarse políticas normativas y públicas para que, de la mano de los
avances tecnológicos, todas las personas tuviesen opciones incrementar la posibilidad de que
la ciudadanía tuviese a su disposición equipamientos tecnológicos además de una conexión
plena de internet y se les ofreciese la oportunidad de aprender las competencias necesarias
para su utilización, lo que podría incrementar las posibilidades de que teletrabajasen, pero tam-
bién para los trabajadores autónomos o empresas, sobre todo las pequeñas y medianas para
que su infraestructura permitiese incrementar la modalidad organizativa de teletrabajo aunque
fuese de forma híbrida.

En todo caso, lo que muestran los datos vistos es que el segmento de personas trabajadoras
que teletrabajan tiene unos caracteres específicos por su nivel educativo o por el sector en el
que teletrabajan. A esos caracteres se les debe sumar, en mi opinión, en el ámbito del teletrabajo
internacional, el de la disposición de recursos económicos para hacerlo. Como al efecto ya se
ha dicho por la doctrina, estaríamos ante un colectivo que no se asocia a factores de precariedad
sino que integra un raro supuesto de «descentralización de lujo»6.

Con el teletrabajo internacional me refiero básicamente a un específico fenómeno de noma-
dismo digital, acelerado sobre todo a cabo de la digitalización y del teletrabajo a partir de 2021
tras la pandemia de la covid-19, es decir, de los movimientos internacionales de migrantes  con
el objetivo de trabajar con dispositivos tecnológicos y de forma remota pero buscando como pa-
íses de destino aquellos que les proporcionen unas condiciones de vida, sociales y administra-
tivas en sentido general que más se ajustasen a sus preferencias o gustos vitales. No se estaría
hablando de personas trabajadoras migrantes en situación de necesidad sino de inmigrantes
que resultan atractivos, por así decirlo, para los propios países interesados en recibirlos.
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El perfil así, es el de profesionales itinerantes, que además de las características que hemos
visto para las personas teletrabajadoras autóctonas, centradas en su alta cualificación educativa
que prestan servicios para sectores o empresas también cualificadas para ejercer esa modalidad
organizativa, suman la de ser trabajadoras con recursos económicos que pueden permitirse
viajes al extranjero y estancias en otro país bajo sistemas de vida como mínimo en la medida
de la sociedad, o ciertamente de forma privilegiada.

Para la atracción de esos profesionales se adoptó la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de
fomento del ecosistema de las empresas emergentes, conocida como ley de Startups, que a
través de una reforma de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores
y su internacionalización, incorporó un nuevo tipo de visado para el teletrabajo de carácter in-
ternacional, además de ventajas fiscales, con el objetivo de atraer profesionales altamente cua-
lificados que desarrollan su actividad, por cuenta propia o ajena, mediante herramientas
electrónicas.

El objeto de este trabajo no es analizar los requisitos que impone la ley 28/2022 a los efectos
de permitir la entrada y estancia de las personas teletrabajadoras internacionales en España,
sino más bien centrarme en los aspectos de carácter específicamente laboral que afectan a su
trabajo, no obstante, es de interés ver cuál es la óptica de dicha ley respecto a dicho colectivo.

Para empezar, en su exposición de motivos, la ley 28/2022 ya detecta la presencia de tra-
bajadores de empresas emergentes que pueden realizar su trabajo de forma remota y que dis-
ponen para ello de un equipo informático y de internet de alta calidad, para acto seguido afirmar
que «la expansión del teletrabajo ha dado lugar al surgimiento de un nuevo estilo de vida deno-
minado nomadismo digital. Los nómadas digitales son personas cuyos empleos les permiten
trabajar en remoto y cambiar de residencia frecuentemente, compatibilizando el trabajo de alta
cualificación con el turismo inmersivo en el país de residencia». Esta definición de la parte ex-
positiva de la ley es ciertamente amplia, ya que podría acoger en su radio de acción a cualquier
persona trabajadora, extranjera (incluyendo aquellas con nacionalidad de un Estado miembro
de la Union Europea), pero en todo caso para la realización de trabajos cualificados, ya sea por
cuenta propia o por cuenta ajena, y ya lo hagan para empresas españolas o no radicadas en
España, ya que lo que importa principalmente es que cambien de residencia con asiduidad y
mientras tanto realicen un tipo de turismo de intervención activa en el lugar en el que residen
temporalmente. Este conjunto de caracteres en el articulado de la ley ya es objeto de recorte
como se va a ver, principalmente porqué la ley se centra en las personas teletrabajadoras na-
cionales de terceros países de la Unión Europea, que en todo caso no son desplazados por
sus empresas sino que ellos mismos, en función de su propio poder negociador alto con la em-
presa para la que trabajan deciden venir a España, incluyendo que lo puedan hacer por cuenta
propia. Hacia este tipo de personas teletrabajadoras es a las que se dirige por la Ley 28/2022
un conjunto de medidas de extranjería y de atractivo fiscal pese a asumir que justamente sea
nómadas, y que por tanto tras un tiempo en este país marchen a otro.

Esas justificaciones de la ley sobre los teletrabajadores de carácter internacional se ven
plasmadas en sus preceptos de la siguiente forma: para empezar, se ha de tratar de personas
con una nacionalidad de países terceros a la Union Europea (art. 74bis.1) de la Ley 14/2013 re-
formada), añadiéndose por el párrafo 2 de dicho precepto lo que a mi modo de ver es una con-
dición que acompaña a la anterior, que es que se trate de profesionales cualificados que
acrediten ser graduados o postgraduados de universidades de reconocido prestigio, formación
profesional y escuelas de negocios de reconocido prestigio o bien con una experiencia profe-
sional mínima de tres años.

Se ha de enfatizar que los nómadas digitales que la Ley 28/2022 plasma en la Ley 14/2023
son personas con el poder suficiente como para decidir venir a España a teletrabajar, pero eso
sí, con la aceptación de la empresa. Esa empresa, por lo demás, no puede ser de carácter que
podríamos calificar como fantasmal o sin presencia formal o sustancial, por cuanto para obtener
el correspondiente permito del Estado español para acceder a España bajo una autorización
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de teletrabajo internacional es necesario que se demuestre «la existencia de una actividad real
y continuada durante al menos un año de la empresa o grupo de empresas con la que el traba-
jador mantiene relación laboral o profesional». Considero que este requisito no se refiere a la
actividad de la persona teletrabajadora durante un año en la empresa7, sino más bien que es la
empresa la que tiene que acreditar esa actividad anual; de hecho, en el art. 74ter.c) de la Ley
14/2013 se regular que en el supuesto de una relación laboral, se deba acreditar «la existencia
de la misma entre el trabajador y la empresa no localizada en España durante al menos, los úl-
timos tres meses anteriores a la presentación de la solicitud, así como documentación que acre-
dite que dicha empresa permite al trabajador realizar la actividad laboral a distancia». Así, el
teletrabajador por cuenta ajena debe acreditar que ha realizado su prestación de servicios como
mínimo tres meses respecto de la empresa antes de solicitar venir a España por esta vía legal.

De hecho, se acaba de ver que el precepto señalado expresa también que debe acreditarse
que la empresa permite realizar la actividad a distancia; ya en el art. 74bis.1 se había anticipado
que esa actividad se realizará «mediante el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos,
telemáticos y de telecomunicación», y para acreditarlo, el art. 74.ter se establece también como
uno de los requisitos para solicitar el correspondiente visado de estancia o autorización de re-
sidencia el de que se aporte documentación «de que la relación laboral o profesional se puede
realizar en remoto».

En este ámbito, conviene traer a colación una normativa que se aplica exclusivamente a
personas nacionales de uno de los Estados miembros y a los apátridas y refugiados residentes
en uno de los Estados miembros y en materia específica de Seguridad Social: en particular el
Reglamento (CE) n.º 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004,
sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social. Su objetivo es establecer cuál es la
legislación aplicable en materia de Seguridad Social en casos en que una persona trabajadora
ha ejercido su trabajo en varios Estados, y en todo caso, que tipos de prestaciones de Seguridad
Social puede recibir respecto de esos Estados y su país de residencia. En el marco general de
la designación del país obligado, pueden establecerse excepciones por los propios Estados im-
plicados (art. 16), posibilidad que ha sido objeto de utilización por los países firmantes del
Acuerdo marco en casos de teletrabajo transfronterizo habitual. En lo que a este trabajo importa,
en dicho Acuerdo se define el concepto de «teletrabajo transfronterizo».

Según este Acuerdo, es teletrabajo transfronterizo toda actividad que pueda ejercerse desde
cualquier lugar y que podría realizarse en los locales o en el domicilio del empleador y que, en
primer lugar, se lleva a cabo en uno o varios Estados miembros distintos de aquel en el que están
situados los locales o el domicilio del empresario, y en segundo lugar «se basa en las tecnologías
de la información para permanecer conectado con el entorno de trabajo del empleador o de la
empresa, así como con los interesados/clientes, a fin de cumplir las tareas que el empleador o
los clientes asignen al trabajador, en el caso de los trabajadores por cuenta propia».

Como puede verse, respecto de los teletrabajadores transfronterizos dentro de la Unión Eu-
ropea, que es un supuesto distinto al del teletrabajo internacional, hay una regulación expresa8

en materia de Seguridad Social principalmente, que en todo caso concreta aspectos del trabajo
en remoto que no están definidos en la ley española, como por ejemplo el hecho de que el tra-
bajo se base en tecnologías de la información que sirvan para permanecer conectado. En todo
caso, de la normativa sobre teletrabajo internacional en España se constata la necesidad de
que el teletrabajador únicamente trabaje con medios y sistemas informáticos, telemáticos y de
telecomunicación, ya que en caso contrario sería fraudulenta la concesión de la correspondiente
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autorización, y que lo haga de forma remota, es decir, al margen de la instalación empresarial
para la que presta sus servicios.

Y finalmente, como elemento clave para que puedan acceder a España y trabajar como nó-
madas digitales, el que estos trabajen de forma asalariada para empleadores radicados fuera
del territorio nacional, o bien que lo hagan de forma autónoma (en la ley se habla en este sentido
del «ejercicio de una actividad profesional), en cuyo caso el nómada podrá prestar sus servicios
por cuenta propia para una empresa ubicada en España, siempre y cuando el porcentaje de
dicho trabajo no sea superior al 20  % del total de su actividad profesional. En este ámbito, esta
legislación deslinda dichos supuestos de los que se podrían denominar como desplazados en
sentido estricto por sus empresas europeas, por lo cual no les debería ser de aplicación la nor-
mativa sobre desplazamientos transnacionales9, sino que el supuesto que se está delimitando
es específico, el de una persona teletrabajadora no nacional de un país de la UE que, aunque
trabaje para una empresa que es europea, decide venir a España al amparo de la Ley 28/2022
y 14/2013.

En este sentido, más allá de esta legislación sobre aspectos de atractivo fiscal, de Seguridad
Social o de extranjería, la normativa española carece de una regulación específicamente laboral
en materia de teletrabajo internacional. De hecho, esa laguna da lugar a consecuencias en ma-
teria laboral que se explican en el siguiente apartado, pero también abre espacio para que el
teletrabajo internacional pueda derivar en un claro riesgo de dumping social, puesto que las
empresas pueden recurrir a él a la búsqueda de ordenamientos nacionales más beneficiosos
para ellas que el propio10.

2. CUESTIONES ESPECÍFICAMENTE LABORALES DEL TELETRABAJO INTERNA-
CIONAL

Con las bases jurídicas que proporciona la Ley 28/2022 que se han apuntado anteriormente,
se debe empezar este apartado relativo a los aspectos relativo a condiciones de trabajo que
pueden afectar al teletrabajo internacional regulado por aquella ley afirmando la carencia de
una regulación laboral específica sobre dicha cuestión.

Una vez resuelta la obtención por la persona extranjera extracomunitaria del visado de es-
tancia en España para teletrabajar conforme a la Ley 28/2022, la normativa que le resulta de
aplicación vendrá determinada por el juego de las normas de conflicto sobre legislación aplicable
en materia laboral que se establecen por los instrumentos internacionales, y por tanto a esa
normativa habrá que sujetarse aunque el nómada digital esté residiendo y teletrabajando en
España. 

En este punto, se han manifestado dudas sobre si el nómada digital ex Ley 28/2022 que de-
cide venir a España a residir y teletrabajar y así lo pacta con su empresa también extranjera
debe suscribir o no un nuevo contrato de trabajo que se sujete a derecho español. Respon-
diendo a esta pregunta se ha sostenido que la respuesta puede depender del tiempo durante
el cual la persona vaya a permanecer en España y de que pueda justificarse una conexión con
el país de origen que ampare la elección del derecho de ese país11. No obstante, la normativa
no establece nada en este sentido, ni sobre la permanencia en España (cuya duración depen-
derá en todo caso de la prevista para el visado de estancia y posterior autorización de residen-
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cia), sin que por otra parte dichos permisos de extranjería hayan hecho depender su concesión
a la realización de un contrato laboral español, ni tampoco sobre la justificación de la conexión
con el país de origen (y de destino), más allá respecto del primer caso de que la empresa está
radicada en el extranjero y en el segundo de que está teletrabajando aquí. En resumen, no se
detecta un deber de formalizar un contrato de trabajo español.

La persona teletrabajadora internacional puede mantener en España la legislación social
extranjera bajo la que concertó su relación laboral, sin perjuicio de que puedan ser aplicables
normas de orden público laboral conforme a la normativa del país de residencia en el que pasa
a teletrabajar. En todo caso, puede afirmarse que ese respeto al orden público laboral español,
así como la capacidad de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para vigilar y controlar el
cumplimiento de la normativa de extranjería y trabajo sobre la que es competente serían, de
entrada, los únicos enlaces del nómada digital respecto del marco jurídico-laboral español. No
obstante,  conforme a lo que se tratará en el apartado posterior de este trabajo, se podría vi-
sualizar la existencia de vías jurídicas conforme a las cuales el nómada digital desconozca com-
pletamente al ordenamiento social en o lo vea como algo ajeno a su quehacer, ya que en
determinados supuestos podría alegarse la normativa europea sobre determinación de ley apli-
cable a un contrato de trabajo para aplicar a los teletrabajadores internacionales aquellas dis-
posiciones jurídicas que tuviesen el carácter de normas imperativas en el ordenamiento laboral
español.

Al margen de dicha posibilidad, sobre la que se tratará en el siguiente apartado, si un tele-
trabajador pacta con su empresa en el contrato de trabajo su sumisión a una ley no española,
no resultaría aplicable la regulación establecida en la Ley 10/2021 sobre el trabajo a distancia,
y por tanto los condicionamientos empresariales que sobre el teletrabajo vienen establecidos
en dicha normativa. En este punto, se ha sostenido que el teletrabajo internacional exige el
acuerdo entre empleador y persona trabajadora, ya sea en el inicio, ya sea durante el transcurso
de la relación laboral, sin que en modo alguno pueda ser impuesto de forma unilateral por el
empleador ni trabajador12. En este ámbito, como se ha dicho anteriormente, en el ámbito del te-
letrabajo internacional y a los efectos de extranjería, se debe presentar documentación acredi-
tativa de que «la relación laboral o profesional se puede realizar en remoto» (art. 74ter.b) Ley
14/2023). Desde luego, es relevante la decisión del trabajador de venir a España para teletra-
bajar en el marco de la Ley 14/2013, pero de forma simultánea y complementaria necesita del
permiso de su empresa, el cual concedido puede entenderse como acuerdo entre ambos. No
obstante, de ese acuerdo, según la Ley 14/2013, no se visualiza que necesariamente se deba
contener en la documentación a aportar los deberes de cada parte, empresa y trabajador, res-
pecto al equipamiento tecnológico a utilizar.

Más dudas se plantean en que ese acuerdo (de teletrabajo internacional) deba ser realizado
al inicio de la relación laboral, ya que el art. 74terc.) ya mencionado destaca que en el supuesto
de una relación laboral, «se deberá acreditar la existencia de la misma entre el trabajador y la
empresa no localizada en España durante al menos, los últimos tres meses anteriores a la pre-
sentación de la solicitud», por lo tanto, el trabajador debe estar ejecutando su relación laboral
como mínimo tres meses antes de la solicitud de autorizaciones para teletrabajo internacional.
En consecuencia, el acuerdo de teletrabajo internacional entre trabajador y empresa se conce-
biría más como realizado durante el transcurso de la relación laboral. Otra cosa que podría
acontecer es que una persona extranjera que ya reside en España solicite específicamente una
autorización de residencia con el fin de teletrabajar a distancia para una empresa localizada en
el extranjero, con lo cual parece que, en ese caso, los requisitos que se exigen de forma general
en el art. 74 también serian aplicables.
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En resumen, una clave del nomadismo digital en su vertiente de teletrabajo internacional ex
Ley 28/2022 (y en materia de extranjería, Ley 14/2023), es que el ropaje del contrato de trabajo
puede estar confeccionado por una normativa no española: de hecho, cuando el teletrabajador
internacional viene a España ya lleva incorporada consigo la prestación de servicios a realizar,
y por lo tanto al elegir nuestro país para teletrabajar puede haber preferentemente condicionan-
tes de estilo de vida (de turismo inmersivo como dice la Ley 28/2022), pero también, en la per-
misión de la empresa para que se traslade a otro país, puede haber un trasfondo estratégico
de trabajar con la normativa más favorable para la empresa en el caso de teletrabajo por cuenta
ajena, o al menos que tenga que verse sometida a constricciones superiores a la legislación
del país donde está establecida. Es en este punto donde conviene detenerse sobre la cuestión
de la Ley aplicable a los contratos de trabajo en casos de trabajo transnacional.

3. NOVEDADES EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN DE LA LEY APLICABLE EN
SUPUESTOS DE MOVILIDAD LABORAL INTERNACIONAL

En supuestos de nomadismo digital entendido en sentido amplio la elección de la ley de un
Estado aplicable al contrato de trabajo distinto al que corresponde por la residencia y el trabajo
digital que se está realizando, tiene consecuencias importantes para el trabajador y la empresa,
para empezar la inaplicación de normas de carácter imperativo a dicho trabajador, lo que en
determinadas situaciones puede ser beneficioso para la empresa si aquellas últimas tienen un
nivel de protección superior a la ley elegida para la relación laboral. En este marco, la doctrina
ya se ha hecho echo que la realidad del teletrabajo trasnacional no ha sido contemplada espe-
cíficamente por la normativa internacional, ya sea para regular cuestiones específicas en materia
laboral13, ya sea en relación con la determinación de ley aplicable en supuestos de trabajo trans-
nacional14 o, de otro modo, por la relativa a la atribución de la competencia judicial y ejecución
de sus resoluciones judiciales a un Estado determinado. Los debates actuales podrían poner
sobre la mesa, de lege ferenda, la adopción de una  visión específica  de las nuevas modalida-
des de trabajo internacional para hacer prevalecer determinados criterios en la determinación
de la ley que, en función del tipo de trabajo específico digital que realicen, hiciesen prevalecer
bien el lugar de residencia de éste en cada situación laboral, bien el lugar en que está radicada
la empresa que lo contrata, o bien tener más en cuenta el tradicional criterio del territorio donde
va a trabajar.

En la actualidad, en el ámbito de la UE, la base para conocer los criterios de selección de la
ley aplicable a un contrato de trabajo viene dada por el Convenio sobre la Ley Aplicable a las
Obligaciones Contractuales, abierto a la firma en Roma el 19 de junio de 1980 (Convenio de
Roma), que fue posteriormente derogado por el Reglamento (CE) N.º 593/2008 del Parlamento
Europeo y del Consejo de 17 de junio de 2008, sobre ley aplicable a las obligaciones contrac-
tuales (o conocido como Reglamento Roma I), de forma que esta última norma se aplica a los
contratos celebrados después del 17 de diciembre de 2009.

Según el primero, el Convenio de Roma, se ha de recordar que su art. 3 prevé que «Los
contratos se regirán por la ley elegida por las partes», mientras que el art. 6, cuyo epígrafe trata
sobre el «Contrato individual de trabajo», prevé en su primer apartado que pese a lo dispuesto
en el art. 3, en el contrato de trabajo, la elección por las partes de la ley aplicable no podrá tener
por resultado el privar al trabajador de la protección que le proporcionen las disposiciones im-
perativas de la ley que sería aplicable, a falta de elección, en virtud de las reglas que se esta-
blecen en el propio art. 6.2; es decir, que si las partes han concertado un contrato y se han
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sometido a una legislación determinada, ello no obstaculizará que se apliquen disposiciones
imperativas de la ley que sería aplicable al pacto laboral en el caso que no se hubiera elegido
la ley escogida. De hecho, en el art. 6.2 se regulan las reglas para conocer bajo qué ley se am-
parará un contrato de trabajo en el caso que aquella no se haya elegido, que son básicamente
por la ley del país en que el trabajador «realice habitualmente su trabajo» (letra a), o por la ley
del país en que se encuentre «el establecimiento que haya contratado al trabajador (letra b).
En todo caso, esos dos criterios (realización habitual del trabajo y domicilio del establecimiento
donde se contrata al trabajador), no serán aplicables cuando del conjunto de circunstancias re-
sulte que el contrato de trabajo tiene vínculos más estrechos con otro país (último párrafo del
art. 6.2). Como tiene establecida la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea,
estos criterios obedecen a la exigencia general de previsibilidad de la ley y, por ende, de segu-
ridad jurídica en las relaciones contractuales (véase la sentencia de dicho organismo judicial
que pasará a comentarse a continuación).

Estos preceptos del Convenio de Roma no son aplicables en contratos de trabajo celebrados
a partir del 17 de diciembre de 2009, ya que en estos supuestos se aplicable el Reglamento
Roma I. En este sentido, se ha de traer a colación que su artículo 8, cuyo epígrafe es «contratos
individuales de trabajo», prevé también en su apartado 1 que el contrato individual de trabajo
se regirá por la ley que elijan las partes…», y añade que dicha elección no podrá tener por re-
sultado el privar al trabajador de la protección que le aseguren las disposiciones que no pueden
excluirse mediante acuerdo en virtud de la ley que, a falta de elección, habrían sido aplicables
en virtud de los apartados 2, 3 y 4 del propio precepto: así, en el apartado 2 se dice que en la
medida en que la ley aplicable al contrato individual de trabajo no haya sido elegida por las par-
tes, «el contrato se regirá por la ley del país en el cual o, en su defecto, a partir del cual el tra-
bajador, en ejecución del contrato, realice su trabajo habitualmente»; según el apartado 3 se
regula que cuando no pueda determinarse con arreglo al anterior criterio, la ley aplicable, el
contrato se regirá por la ley del país donde esté situado el establecimiento a través del cual
haya sido contratado el trabajador; y finalmente, en el apartado 4 se dice que si del conjunto de
circunstancias se desprende que el contrato presenta vínculos más estrechos con un país dis-
tinto del indicado en los apartados 2 o 3, se aplicará la ley de ese otro país.

Es de interés aportar esta normativa porque ha sido objeto de interpretación de interés por
la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) de 11 de diciembre de 2025
(Asunto C-485/243, Locatrans Sàrl y ES)15. Esta resolución judicial aborda principalmente la in-
terpretación del Convenio de Roma, la cual influye en todo caso en la del Reglamento Roma I
hasta el punto de que, en determinados puntos, el Tribunal también entra a valorar como debe
aplicarse este último. EL litigio principal que se le plantea consiste en el caso de un trabajador
que ejercía sus actividades en varios Estados, pero cuyo lugar de trabajo habitual se desplazó
al territorio de otro Estado durante el último período de ejecución del contrato: en concreto se
trataba de un conductor que contratado por una empresa de transportes luxemburguesa en el
2002 se pactó que la ley aplicable a su relación laboral era la de ese Estado, si bien realizaría
operaciones de transportes en varios países de Europa; transcurridos unos años, la empresa
comunicó al conductor una modificación sustancial de sus condiciones de trabajo y, posterior-
mente, le comunicó también que como en los últimos dieciocho meses había pasado una parte
sustancial de su actividad en Francia, tenía la obligación de afiliarlo a la Seguridad Social fran-
cesa. En todo caso, al mes de realizar esa última notificación, la empresa resolvió el contrato.
El trabajador presentó una demanda en un tribunal francés que fue desestimada al considerar
que las pretensiones del trabajador era la luxemburguesa; esta sentencia fue anulada en ape-
lación, ya que, según la nueva resolución judicial, la empresa había reconocido que una parte
principal del trabajo del trabajador se había realizado en Francia y no se podía privar al trabajar
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a la protección de las disposiciones imperativas de la ley francesa en materia de modificación
sustancia y resolución del contrato de trabajo.

Un primer elemento que considero fundamental de la resolución es la cuestión sobre si ele-
gida una legislación de un país determinado como aplicable al contrato, esa elección puede
obstaculizar o no la aplicación de la normativa de otro país: se ha de recordar que respecto del
art. 6.2 del Convenio de Roma enuncia los criterios de conexión del contrato de trabajo (recuér-
dese, realización habitual del trabajo y domicilio del establecimiento donde se realiza el contrato)
sobre cuya base debe determinarse la lex contractus a falta de elección de las partes. Sin em-
bargo, y he aquí un punto de interés de la sentencia del TJUE de 11 de diciembre de 2025, di-
chos criterios «también son pertinentes cuando las partes hayan elegido la ley aplicable al
contrato» (fundamento 36). Por lo tanto, ello nos debe llevar a entender que efectivamente,
pese a que se haya elegido una ley aplicable por las partes, también pueden resultar aplicables
«disposiciones imperativas» de la ley de otro país (donde, por ejemplo, el trabajador realice ha-
bitualmente su trabajo) pese a que dichas partes hayan elegido otra normativa nacional distinta
como aplicable al contrato de trabajo. De hecho, en el fundamento citado se enfatiza que, pese
a que se haya elegido por las partes una ley determinada como aplicable al contrato, «esos cri-
terios [los del art. 6.2 del Convenio de Roma] permiten, con el fin de garantizar al trabajador,
con arreglo al artículo 6, apartado 1, del Convenio de Roma, la protección de las disposiciones
imperativas de la ley que sería aplicable en virtud de dichos criterios, determinar cuál es esta
ley. Por consiguiente, la aplicación de tales criterios puede dar lugar a la aplicación de una ley
distinta de la elegida por las partes del contrato». Es decir, los criterios del art. 6.2 [realización
habitual del trabajo y domicilio del establecimiento donde se realiza el contrato] son lo suficien-
temente intensos como para aplicar al contrato de trabajo las disposiciones imperativas de una
ley nacional que fue elegida por las partes cuando formalizaron el contrato, y por lo tanto, apli-
cársele la regulación de unas condiciones de trabajo distintas a las elegidas inicialmente para
el contrato.

Por otra parte, la Sentencia del TJUE de 11 de diciembre de 2025 también aclara, basándose
en jurisprudencia anterior, como deben interpretarse los criterios de conexión del art. 6.2 del
Convenio de Roma (realización habitual del trabajo y domicilio del establecimiento en que se
contrató al trabajador). Así, según el fundamento 40 de la resolución judicial, el criterio del país
en el que el trabajador «realice habitualmente su trabajo», debe interpretarse en sentido amplio,
mientras que el criterio del país en que se encuentre «el establecimiento que haya contratado
al trabajador», debería aplicarse cuando el juez que conozca del asunto no pueda determinar
en qué país se realiza habitualmente el trabajo. De hecho, trasladando estos parámetros a la
interpretación del Reglamento vigente actualmente, el Reglamento Roma I, se ha dicho que en
relación a la prestación de teletrabajo, la identificación del domicilio desde el que trabaja el tra-
bajador, o acreditando la actividad del telecentro en el que se trabaja, serian factores de deter-
minación fácil como lugares de ejecución de la prestación a los efectos de activar el lugar de
realización habitual del trabajo como método de selección de la normativa aplicable16.

No obstante, y llegados a este punto, es importante delimitar el supuesto de hecho a los
efectos de conocer la doctrina que va a resolver el TJUE: recuérdese que en el caso que se le
plantea un trabajador, habiendo sido contrato en un Estado, realiza sus actividades en varios
Estados, pero que en el último tramo de su relación laboral su lugar de trabajo habitual se tras-
ladó en gran medida a uno de ellos. Esta situación por tanto es diferente a la de, por ejemplo,
otros litigios anteriores que también habían sido conocidas por el TJUE como por ejemplo tam-
bién el caso de conductores que ejercían su actividad en más de un Estado pero en los que se
había determinado un mismo lugar de trabajo habitual (por ejemplo, desde donde el trabajador
lleva a cabo generalmente sus misiones de transporte o el país donde realiza la mayor parte de
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su trabajo). En estos últimos casos, el TJUE apreciaba la aplicación del criterio de conexión del
país del lugar de realización habitual del trabajo (art. 6.2) para conocer la ley aplicable conforme
a las interpretaciones que se han mencionado anteriormente.

En todo caso, la delimitación es importante porqué lo reconocido para el segundo tipo de
supuestos (que dieron lugar a la aplicación del criterio de conexión del lugar de realización ha-
bitual del trabajo), no tiene porqué aplicarse en el primer supuesto, que es el que conoce el
TJUE en su sentencia de 11 de diciembre de 2025. De hecho, un primer avance de interés en
materia de determinación de la ley aplicable a supuestos de movilidad internacional, y con las
repercusiones que ello puede tener en teletrabajo internacional, es que la metodología inter-
pretativa de los criterios de conexión del Convenio de Roma, y por extensión del Reglamento
Roma I, pueden tener un alcance diferente en función del supuesto específico al que se deben
aplicar. Como se va a ver el TJUE abre la veda para una casuística específica, en función de
las situaciones de trabajo de cada contrato de trabajo con implicaciones internacionales, para
aplicar la normativa europea sobre determinación de ley aplicable.

Para empezar, en relación a como valorar la realización habitual del trabajo en relación al
supuesto que se le plantea ante el TJUE, en el que un trabajador ejercía sus actividades en va-
rios Estados, pero que en el último tramo de su contrato pasó a realizar principalmente sus ac-
tividades en uno de ellos, dice la resolución judicial que el Convenio de Roma no proporciona
ninguna aclaración sobre el período de la relación laboral que debe tomarse en consideración
para determinar el país en que el trabajador realiza habitualmente su trabajo. En consecuencia,
el TJUE expresa que, a falta de tal aclaración, «procede tener en cuenta, a los efectos de esa
determinación, la relación laboral en su conjunto» (fundamento 44). 

Ahora bien, el TJUE advierte que cuando éste es el caso, es decir cuando durante una re-
lación laboral considerada en su conjunto se produce un cambio en relación con el lugar de tra-
bajo habitual, «no puede identificarse ningún país a los efectos del artículo 6, apartado 2, letra
a), del Convenio de Roma» (fundamento 45). Es decir, en los casos «de cambio» de lugar de
trabajo habitual la sentencia está estableciendo un impedimento para adoptar el criterio de co-
nexión del país de realización habitual del trabajo. En desarrollo de esta idea, el TJUE va a ex-
presar en primer lugar una ruptura de lo que ha sido su doctrina anterior en cuanto a hacer
equivaler el criterio el criterio del país en que el trabajador realice habitualmente su trabajo (art.
6.2 del Convenio de Roma), con el criterio establecido en el artículo 5.1 del Convenio de Bru-
selas relativo a la competencia judicial en materia civil y mercantil de 1968, que regula como
criterio para asumir dicha competencia jurisdiccional en un litigio el del lugar en el que el traba-
jador desempeñe habitualmente su trabajo (o también el del «último lugar en que lo hubiere
desempeñado» como al efecto distinguen también los reglamentos de la UE que han sucedido
al Convenio de Bruselas de 1968). Para el TJUE, las disposiciones del Convenio de Roma no
procede interpretarlas a la luz de las del Convenio de Bruselas, ya que ambas normativas per-
siguen objetivos distintos, mientras el primero Convenio de Roma se aplica a situaciones que
impliquen un conflicto de leyes, con el fin de determinar el Derecho sustantivo aplicable, el Con-
venio de Bruselas establece normas que permiten determinar el órgano jurisdiccional compe-
tente para resolver un litigio en materia civil y mercantil.

Dicho lo anterior, y en aras a resolver el conflicto que tiene planteado, y partiendo de la base
de que en la valoración de una situación que requiere la valoración de  una relación laboral con-
siderada en su conjunto en la cual se produce un cambio en relación al lugar de trabajo habitual
no se puede escoger la legislación de un país en función del criterio sobre realización habitual
del trabajo (art. 6.2), el TJUE señala que en ese sentido, procede remitirse al criterio del domicilio
del «establecimiento que haya contratado al trabajador», contemplado en el artículo 6.2b) del
mismo convenio. En todo caso, añade el TJUE, que con arreglo al artículo 6.2, última frase, del
Convenio de Roma, cuando de la totalidad de las circunstancias resulte que el contrato de tra-
bajo presenta «vínculos más estrechos con otro país que el identificado sobre la base de los
criterios de conexión» que figuran en el artículo 6.2, corresponde al juez nacional dejar de lado
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dichos criterios y aplicar la ley de ese otro país. Señalando también el TJUE que lo mismo cabe
decir cuando las partes, como en el litigio que se le plantea, hayan elegido una ley en el contrato,
si esta priva al trabajador de la protección de las disposiciones imperativas de esa otra ley.

En este sentido, el TJUE expresa que corresponde al juez nacional valorar la totalidad de
los elementos de la relación laboral y escoger los más significativos, entre los que se encuentran
el país en el que el trabajador por cuenta ajena paga sus impuestos y los tributos que gravan
las rentas de su actividad y aquel en el que está afiliado a la seguridad social y a los distintos
regímenes de jubilación, seguro por enfermedad e invalidez. También, el lugar en el que el tra-
bajador realice su trabajo durante el último período de ejecución de su contrato de trabajo, que
está destinado a convertirse en un nuevo lugar de trabajo habitual, constituye un elemento per-
tinente que debe tomarse en consideración en el marco del examen del conjunto de las circuns-
tancias que ha de efectuarse en virtud del artículo 6.2c) del Convenio de Roma.

En resumidas cuentas, en un caso en el que un trabajador contratado como conductor en
Luxemburgo, y por tanto que realizaba sus actividades en varios países, pero cuyo lugar de tra-
bajo habitual se desplazó al territorio de otro Estado durante el último periodo de ejecución de
su contrato de trabajo, el criterio de conexión para aplicar las disposiciones de este último país
no es el criterio de la realización habitual de su trabajo; podría ser el del lugar del establecimiento
donde se hico el contrato (Luxemburgo), pero en todo caso, si del conjunto de circunstancias
se desprende que el contrato «presenta vínculos más estrechos» con un país distinto, se apli-
cará la ley de éste último.

A MODO DE CODA

Las principales ideas derivadas de este trabajo podrían sintetizarse en las siguientes ideas:
el sistema de teletrabajo, entendido en sentido general, muestra ya una brecha entre el colectivo
determinadas materias públicas que unas tienen más opciones de llevarlo a cabo, en función
de su cualificación o de los sectores productivos en los que trabajan, que otras; la desigualdad
a la que aboca dicha situación puede verse amplificada por la regulación existente del teletrabajo
internacional, en el que la legislación española adopta la estrategia de atraer con privilegios fis-
cales y sociales a teletrabajadores extranjeros internacionales, lo cual puede provocar situacio-
nes de dumping social además de efectos indeseados en determinada materias públicas.

En todo caso, la legislación española no tiene una regulación específica laboral para las per-
sonas teletratrabajadoras internacionales. A la relación de trabajo de dichas personas se les
puede aplicar una normativa que no es la española, sin perjuicio del deber normativo de respetar
el orden público laboral español. En todo caso, y, de entrada, cuestiones atinentes a la legisla-
ción española sobre trabajo a distancia no se les deben aplicar, sin perjuicio de que, en materia
de extranjería, si deban presentar una documentación sobre que la «la relación laboral o profe-
sional se puede realizar en remoto», ya que de esa documentación pueden emerger aspectos
relativos al modo de trabajar, aunque no necesariamente los deberes de cada parte respecto al
equipamiento tecnológico a utilizar.

No obstante, en virtud de la evolución de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea sobre la normativa europea en materia de determinación de ley aplicable, si se abre
paso a que, pese a que las partes hayan elegido una normativa específica no española como
la aplicable al contrato de trabajo, eso no tiene porqué impedir que determinadas disposiciones
imperativas de aquella sean aplicables al contrato de trabajo. Dicho de otra forma, pese a que
las partes hayan elegido someterse a una normativa no española, las disposiciones imperativas
de su ordenamiento jurídico laboral pueden tener que aplicarse en función del supuesto de tra-
bajo correspondiente. Aquí, desde luego, es donde radica una importante dificultad para llevar
a cabo esa operación ya que el TJUE se está mostrando en dicho procedimiento de selección
de la normativa aplicable con una exigencia muy casuística.
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SUMARIO: 1. Punto de partida: la Ley 14/2013, de apoyo a los emprendedores y su internacio-
nalización. –2. Ubicación legal del nomadismo digital. –3. Regulación del teletrabajo internacio-
nal; 3.1 Cuestiones controvertidas en cuanto a los recursos económicos; 3.2 Cuestiones
controvertidas en materia de Seguridad Social. –Conclusiones. –Bibliografía citada.

RESUMEN

Este trabajo tiene por objeto analizar la autorización administrativa de teletrabajadores de
carácter internacional regulada en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre (BOE de 29 de sep-
tiembre), de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, introducida por la Ley
28/2022, de 21 de diciembre (BOE de 22 de diciembre), de fomento del ecosistema de las em-
presas emergentes. En primer lugar, se expone una visión general de cómo la Ley de empren-
dedores está siendo una norma que se va consolidando con el paso del tiempo estableciendo
a su vez un régimen paralelo de la regulación de la extranjería e inmigración por interés econó-
mico. En segundo lugar, se realiza un estudio de la regulación del teletrabajo de carácter inter-
nacional observándose que deja algunos vacíos que han sido complementados por la
Instrucción de marzo de 2023 sobre los aspectos prácticos de aplicación de la Ley 14/2013, de
27 de septiembre, en lo que se refiere a las solicitudes de visados y autorizaciones de residencia
de teletrabajo de carácter internacional. Aunque siguen existiendo lagunas y dudas respecto a
la interpretación de algunos preceptos. De ahí que se hayan suscitado algunas controversias
que han tenido que ser aclaradas en sede judicial. En particular, en lo que se refiere a los re-
cursos económicos con los que ha de contar la persona teletrabajadora extranjera y respecto a
las obligaciones documentales en materia de Seguridad Social, en este último caso añadida la
problemática cuando nos encontramos con Convenios bilaterales y cómo conjuga este con las
normas nacionales. 

ABSTRACT

The purpose of this paper is to analyze the administrative authorization of international tele-
workers regulated by Law 14/2013 of 27 September (BOE of 29 September) on support for en-
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trepreneurs and their internationalization, introduced by Law 28/2022 of 21 December (BOE of
22 December) promoting the ecosystem of emerging companies. First, an overview is provided
of how the Entrepreneurs Act is becoming a law that is consolidating overtime, establishing in
turn a parallel regime for the regulation of foreign nationals and immigration for economic rea-
sons. Secondly, a study of international teleworking regulations was carried out, revealing some
gaps that have been filled by the March 2023 Instruction on the practical aspects of applying
Law 14/2013 of 27 September with regard to applications for visas and residence permits for in-
ternational teleworking. However, there are still gaps and doubts regarding the interpretation of
some provisions. This has given rise to some controversies that have had to be clarified in court.
In particular, with regard to the financial resources available to foreign teleworkers and the do-
cumentary obligations relating to social security, in the latter case compounded by the problem
of bilateral agreements and how these are reconciled with national regulations.

Palabras clave: Nomadismo digital, teletrabajo internacional, extranjería, inmigración, tra-
bajo a distancia

Key words: Digital nomadism, international teleworking, foreigners, immigration, remote
work

1. PUNTO DE PARTIDA: LA LEY 14/2013, DE APOYO A LOS EMPRENDEDORES Y SU
INTERNACIONALIZACIÓN

La autorización de teletrabajadores de carácter internacional se enmarca en la Ley 14/2013,
de 27 de septiembre (BOE de 29 de septiembre), de apoyo a los emprendedores y su interna-
cionalización (LAEI). Una norma que cada vez está teniendo más relevancia en el ámbito de la
extranjería e inmigración. Esta regulación se aprueba en el año 2013, en un contexto de crisis
económica grave que se fue prolongando durante varios años más, en la que desde el estallido
de la burbuja inmobiliaria se destruyeron casi dos millones de empresas en España, particular-
mente pequeñas empresas y microempresas. En este estado de cosas, el legislador del mo-
mento lleva a cabo esta idea legislativa para reactivar la situación económica. Se trata de
favorecer el autoempleo debido a los problemas económicos y de empleo que atraviesan las
empresas españolas en una etapa difícil para la clase trabajadora favorecido, en parte, por una
política de restricción presupuestaria del gasto social y de reformas legislativas laborales que
aumentan el poder empresarial, en particular, en la toma de decisiones de carácter unilateral
en detrimento de los procedimientos de negociación1.

Entre otras cuestiones, la LAEI apuesta por atraer determinados perfiles de personas ex-
tranjeras, en particular, profesionales y directivos con singulares capacidades que, según el le-
gislador, son necesarios para formar a españoles o que vengan a formarse ellos en España.
Para ello se tocan dos pilares de nuestro modelo de inmigración. En primer lugar, si hasta la
actualidad la situación nacional de empleo es el elemento básico de gestión de la política mi-
gratoria y uno de sus principios básicos, en este contexto específico la situación nacional de
empleo es una traba ya que desde la perspectiva de esta regulación ya no hay que prestar úni-
camente atención a la situación de las necesidades del mercado laboral español, a partir de
ese momento hay que tener en cuenta a la inmigración y su «contribución al crecimiento eco-
nómico del país», siendo la política de inmigración «cada vez en mayor medida un elemento de
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1 CRUZ VILLALÓN, J., «Hacia una nueva concepción de la legislación laboral», Temas Laborales. Revista anda-
luza de trabajo y bienestar social, núm. 115, 2012 p. 39. https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/inline-
files/2023/05/115_1.pdf
También BAYLOS GRAU, A., «Crisis y derecho del trabajo o el derecho del trabajo en crisis. Sobre la reforma la-
boral española de 2012», Derecho laboral. Revista de doctrina, jurisprudencia e informaciones sociales, n.º 245,
2012, p. 39. https://revistas.fcu.edu.uy/index.php/RDL/article/view/657/517
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competitividad». En segundo lugar, si los requisitos en nuestra normativa de inmigración son
particularmente interminables y los procedimientos poco ágiles, en el entorno del emprendi-
miento son otra traba para atraer a la inversión de capitales y al denominado talento, de ahí
que se apueste ahora por procedimientos ágiles y cauces especializados y a través de un ór-
gano especializado creado en el año 2007 llamado Unidad de Grandes Empresas y Colectivos
Estratégicos, que es el encargado de recibir las autorizaciones y tramitarlas.

En este entorno, se pasan a regular determinadas autorizaciones administrativas donde, por
una razón de interés económico, se facilitan y agilizan la concesión de visados, autorizaciones
de residencia y residencia y trabajo. Con esto se evidencia que existen diversas formas de in-
terpretar y aplicar el derecho al trabajo del art. 35.1 de la Constitución Española y su alcance
cuando se hace una distinción entre clase social o capacidad económica2. Esto produce una
quiebra respecto del que había sido hasta ese momento el marco general de la regulación de
la extranjería e inmigración, para pasar a una legislación específica y singular de determinados
perfiles de personas extranjeras que tienen unas singulares características formativas o un de-
terminado nivel económico que van a determinar unos privilegios respecto a otro tipo de perso-
nas extranjeras que no reúnen esas condiciones. En definitiva, estos sujetos pasan a formar
parte de una clase de personas extranjeras privilegiadas donde su acceso a España pasa a
estar regulado por esta norma caracterizada por atraerlos, al considerarse que tras ellos existe
un interés económico para el país. 

En la actualidad podríamos considerar que la LAEI ha venido para quedarse. Después de
más de 12 años y en términos macroeconómicos se ha superado la crisis financiera que estalló
en el año 2008 y la norma ha seguido perviviendo. La LAEI se ha ido adaptando a determinadas
necesidades donde eran necesarios ajustes legislativos y que se han llevado a cabo. Con el
paso del tiempo es una regulación plenamente consolidada que ha mantenido su espíritu ya
que hasta el momento el legislador no ha considerado modificar la excepción de someterse a
la situación nacional de empleo y además se han ido introduciendo modificaciones por tal de
hacer los procedimientos más ágiles. Y si bien en los últimos años se han llevado a cabo dos
reformas importantes en la regulación reglamentaria de la extranjería e inmigración, en particu-
lar, por el RD 629/2022, de 26 de julio (BOE de 27 de julio), por el que se modifica el Reglamento
de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su inte-
gración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009, aprobado por el Real Decreto 557/2011,
de 20 de abril, y por el nuevo reglamento de extranjería RD 1155/2024, de 19 de noviembre
(BOE de 20 de noviembre), por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000,
de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social
(RELOEx.), con importantes esfuerzos orientados a flexibilizar, crear y adaptar varias vías de
acceso a España con la finalidad de trabajar y reconocer derechos básicos de las personas ex-
tranjeras trabajadoras y, también, con una intención de cubrir necesidades empresariales que
ya podrían ser consideradas como estructurales en sectores específicos, no se ha roto con un
modelo restrictivo de la inmigración sustentado en una legislación orgánica que fue aprobada
con una realidad social y económica que nada tiene que ver con el momento actual. 

En la actualidad, una de las principales tendencias en las migraciones internacionales en el
año 2025 es que se observan a nivel mundial unas políticas migratorias más restrictivas3. Parece
una paradoja, pero no hay que dejar de lado que, a su vez, entre los países más ricos ha surgido
desde hace algunos años una competición por atraer al denominado talento. Como ya veremos
más adelante, por lo que hace a la regulación del nomadismo digital, nuestra normativa se centra
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2 RAMOS POLEY, L., «La huida del derecho de extranjería hacia la Ley 14/2013, de 27 de septiembre. Desde la
creación reciente del teletrabajo internacional al traspaso de otras vías de acceso», Revista de derecho migratorio
y extranjería, núm. 69, 2025, p. 7.
3 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL DE ESPAÑA, Informe sobre la realidad migratoria en España: prioridades
para las políticas públicas, CES, 2025, p. 13.
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por flexibilizar su acceso a través de normas menos restrictivas y normas fiscales con incentivos,
que en el ámbito del teletrabajo abre a una competencia entre Estados por tal de atraerlos4. La
Comisión Europea viene reconociendo que no está en una situación idónea ni preparada para
atraer a las personas extranjeras trabajadoras que necesita respecto a otros países de la OCDE,
en particular, por lo que hace a la atracción de personas migrantes cualificadas que eligen otro
destino distinto de la UE5. En el año 2022, acrecentado el problema por el contexto demográfico,
el envejecimiento de la población de la UE y la escasez de mano de obra, que se evidencia en
muchos más sectores que los conocidos como tradicionales, la Comisión Europea seguía re-
conociendo que las personas extranjeras altamente cualificadas probablemente optaran por un
destino en América del Norte u Oceanía antes que por la UE6. Para dar una respuesta a esta
problemática tampoco se visibiliza en el Nuevo Pacto de Migración y Asilo, adoptado en diciem-
bre de 2023, una normativa que regule la migración económica7, que se ha centrado básica-
mente en blindar sus fronteras dando pequeños pasos como, por ejemplo, el emprendido en la
revisión de la Directiva sobre la tarjeta azul-UE. 

2. UBICACIÓN LEGAL DEL NOMADISMO DIGITAL 

Ante estas cuestiones previas que son necesarias para ver el estado de situación de la re-
gulación general y particular de la extranjería e inmigración, cabe adentrarse en una vía de ac-
ceso novedosa introducida por la Ley 28/2022, de 21 de diciembre (BOE de 22 de diciembre,
de fomento del ecosistema de las empresas emergentes (LFEEE). Estamos hablando de la que
se dirige a los teletrabajadores de carácter internacional, también conocidos como nómadas di-
gitales. Una ley que tiene como objetivo hacer de España una potencia de empresas emergen-
tes, dando un paso cualitativo frente a otros países de nuestro entorno en un terreno de juego
en el que nos encontrábamos muy atrasados8.

Esta regulación no vive ajena a la realidad tecnológica y a los cambios producidos a raíz de
la COVID-19. En la pandemia se redujeron drásticamente los movimientos migratorios9, pero
también se generalizó y expandió el trabajo a distancia, el trabajo remoto y la digitalización que
también han influido en los movimientos migratorios surgiendo los nómadas digitales. Según la
Organización internacional para las migraciones (OIM), el teletrabajo o trabajo a distancia se
está transformando en un «trabajo desde donde sea» y esto afecta a la movilidad laboral, donde
las plataformas digitales han acelerado esta tendencia externalizando sus tareas en países
menos desarrollados10. Entre las principales tendencias en las migraciones destaca la migración
laboral, siendo la migración laboral la principal motivación para originar la salida hacia una vida
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4 GOERLICH PESET, J. M.ª, «Una descentralización de lujo: nomadismo digital en la Ley 28/2022, de empresas
emergentes», Revista de Trabajo y Seguridad Social, CEF, núm. 476, 2023, p. 45.
https://revistas.cef.udima.es/index.php/rtss/article/view/19281/18865
5 COMISIÓN EUROPEA, Comunicación de la Comisión al Parlamento y al Consejo:  Fortalecer las vías legales
hacia Europa: un componente indispensable de una política migratoria equilibrada y global. Contribución de la Co-
misión Europea a la reunión de los dirigentes celebrada en Salzburgo los días 19 y 20 de septiembre de 2018, COM
(2018) 635 final, pp. 3-5. https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52018DC0635&from=EN
6 COMISIÓN EUROPEA, Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico
y Social Europeo y al Comité de las Regiones: Atraer capacidades y talento a la UE, COM (2022) 657 final, pp.
5-6.  https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A52022DC0657&qid=1763648772158#foot-
noteref22
7 CAMAS RODA, F., «Una mirada a las reformas normativas en migración y asilo de la Unión Europea, con específica
atención a las relativas situaciones de crisis y fuerza mayor», La Ley Unión Europea, núm. 125, 2024, pp. 1-2.
8 MOLINA NAVARRETE, C., «“Industria 5.0”, ecosistemas de empresas y calidad de entorno laboral: de la “ley ri-
ders” a la “ley de nómadas digitales”», Revista de Trabajo y Seguridad Social, CEF, núm. 466, 2022, p. 9. https://re-
vistas.cef.udima.es/index.php/rtss/article/view/3243/2879
9 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL DE ESPAÑA, Informe, op. cit., pp. 8-11. 
10 GAMLEN, A.; MCAULIFFE, M. y IRUDAYA RAJAN S., «¿Una recuperación pospandémica? La migración y la
movilidad en el mundo después de la COVID-19», Informe sobre las Migraciones en el Mundo 2024. Organización
Internacional para las Migraciones (OIM), Ginebra, 2024, pp. 20-21.
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mejor. También hay que destacar en el ámbito de este trabajo la fuga de cerebros y movilidad
de talento, donde personas extranjeras con un determinado perfil cualificado emigran hacia los
países donde están implantados la mayoría de los centros tecnológicos. Encontrándose en este
contexto la visa para nómadas digitales y atracción de talentos en tecnología, salud y educación11.

Según los datos obtenidos de la principal comunidad de nómadas digitales, el perfil medio
del nómada digital es una persona que tiene entre 32 y 36 años, estadounidense (prácticamente
el 50 % son originarios de Estados Unidos), blanca, con estudios superiores, soltera, con un
poder adquisitivo medio-alto, que trabaja desde casa y en el sector tecnológico o creación de
empresas emergentes12. Como vemos, son un grupo de personas que, además, se pueden
identificar porque eligen un determinado estilo de vida que tiene preferencia por viajar, el uso
de la tecnología y que incluso opta por una forma de relacionarse. En este contexto, el teletra-
bajo ha promovido este modo de vivir. 

No encontramos en la LFEEE una definición legal de nómada digital, aunque se utiliza en
su preámbulo en diferentes ocasiones. Sin embargo, la LEAI no emplea esta expresión ya que
denomina a este tipo de persona trabajadora extranjera como teletrabajadores de carácter in-
ternacional. Quizás utilizar el término nómada, teniendo en cuenta su significado, podría consi-
derarse como perverso ya que lo que caracteriza a esta persona es la carencia de un lugar
estable para vivir y lo que persigue nuestro legislador con esta autorización es otra cosa distinta.
Algunas autoras han separado los dos términos refiriéndose al nómada digital como aquel que
se caracteriza por el elemento de la temporalidad en el acceso y la duración de su residencia,
en cambio cuando esta persona ya lleva residiendo un tiempo en España y posteriormente ac-
cede a una residencia permanente es cuando pasaría a la condición de teletrabajador interna-
cional13. De entre las distintas categorías de trabajo en remoto en la era digital: trabajo a
distancia, teletrabajo, trabajo nómada y trabajo nómada digital este último sería la forma más
flexible del trabajo transnacional14.

Es un tipo de autorización de difícil ubicación en la regulación general de la inmigración. No
existe un interés para que estas personas ocupen puestos de trabajo que no se llegan a cubrir
por aquellas otras que tienen prioridad en el acceso al trabajo y para empresas establecidas en
España. La conveniencia podría transitar por otro tipo de movimientos migratorios caracteriza-
dos por el turismo, que ya están siendo tratados por estudiosos de esta disciplina15: sea el caso
de los nómadas digitales, el turismo de segunda residencia o el retiro después de la vida laboral.
De hecho, parte de la doctrina iuslaboralista también ha manifestado que tienen un encaje difícil
en los marcos normativos tradicionales del ámbito fiscal, civil, mercantil y laboral16. De todo esto
podría considerarse que por ello su regulación no se ha fijado de forma expresa, entre otras, en
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11 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL DE ESPAÑA, op. cit., Informe, p. 13.
12 NOMADS, The 2025 State of Digital Nomads. https://nomads.com/digital-nomad-statistics#politics
13 SIERRA BENÍTEZ, E. M., «Nómadas digitales, digitalización y descarbonización», Cielo Laboral, núm. 3, 2025,
p. 2. Tesis que también comparte CARRASCOSA BERMEJO, M. D., «Seguridad social en el teletrabajo interna-
cional postpandémico y el caso específico del nomadismo digital», Labos. Revista de Derecho del Trabajo y Pro-
tección Social, núm. 1, 2023, p. 69.
14 SIERRA BENÍTEZ, E. M., «Nómadas digitales: una perspectiva jurídico-laboral», Diritti fondamentali, lavoro e
nuove tecnologie, Milano University Press, Milano, 2025, pp. 135-136.
15 ZEPEDA HERNÁNDEZ, S. L., «Turismo, Migración y Nomadismo Digital: una aproximación conceptual en torno
a las nuevas movilidades globales», Anais Brasileiros de Estudios Turísticos, núm. 14, 2024, pp. 3-6. https://pe-
riodicos.ufjf.br/index.php/abet/article/view/44836
También ARAUJO VILA, N.; LÓPEZ-GUZMÁN, T. y OUBIÑA ÁLVAREZ, S., «Nuevos modelos de vida y turismo.
El nomadismo digital», Análisis del futuro del sector turístico y casos de éxito, Aranzadi la Ley, 2025.
16 GÓMEZ MUÑOZ, J. M., «Teletrabajo, pymes, empresas emergentes y nomadismo digital», Derechos laborales
individuales y colectivos en el empleo público. Libro en homenaje a Pedro Gómez Caballero, Consejo Andaluz de
Relaciones Laborales, 2023, pp. 156 y ss.
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la materia de protección social, que deriva en complejos debates17. Sin embargo, por donde se
encuentra ubicada su regulación, detrás de su atractivo resulta que existe un interés económico
y que por tanto se impulsa desde la LAEI, como ha venido haciendo esta normativa con deter-
minadas vías de acceso de ahí que se haya llegado a llamar a este visado para nómadas digi-
tales como visado vip18, como lo era el también destinado para grandes inversiones, derogado
por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero (BOE de 3 de enero), de medidas en materia de efi-
ciencia del Servicio Público de Justicia. 

La LFEEE, en su momento de aprobación, expresa que se desenvuelve en una economía
globalizada e interdependiente, y decimos en su momento de aprobación porque es algo que
en la actualidad se está poniendo en cuestión. Como se ha podido comprobar en el último año,
existe una base sólida para considerar que este mundo tal y como lo veníamos conociendo esta
cada vez más cuestionado por las decisiones que se están llevando a cabo, principalmente,
desde Estados Unidos, que paradójicamente fue el promotor de este modelo. Esto también está
provocando una incidencia en los movimientos migratorios, en particular, hacia Europa que está
causando un crecimiento de las solicitudes de asilo19, pero también se está observando que los
perfiles más cualificados están tratando de ser atraídos por diversos países del mundo, afecta-
dos por las políticas de despidos y recortes del presidente Trump. 

La LFEEE trata de adaptarse al peso que están adquiriendo las empresas tecnológicas y el
trabajo a distancia con medios digitales. La cuestión es que cada país tiene unas virtudes sin-
gulares para atraer a este valioso trabajador. En España, según el legislador, existe una impor-
tante red de fibra óptica y si algo hay que destacar es la «climatología, la forma de vida, la
seguridad ciudadana, la cultura o la gastronomía», así como sus «universidades» o el «des-
arrollo tecnológico», en definitiva, se tratarían de ventajas, respecto otros países, que hacen
que España pueda ser un destino atractivo para los teletrabajadores extranjeros más codiciados.
Evidentemente, se busca un aporte de estas personas trabajadoras, en particular, que gasten
sus ingresos en nuestro país, que esto active el consumo y que sus conexiones enriquezcan el
talento local generando red y oportunidades de valor para otros profesionales. 

3. REGULACIÓN DEL TELETRABAJO INTERNACIONAL 

El art. 74.bis LAEI define en situación de residencia por teletrabajo internacional a aquella
persona «de un tercer Estado, autorizado a permanecer en España para ejercer una actividad
laboral o profesional a distancia». El elemento determinante que caracteriza a este trabajo es
que se presta de forma exclusiva a través de «medios y sistemas informáticos, telemáticos y
de telecomunicación». Otro elemento determinante, que lo diferencia de otras personas extran-
jeras que acuden a nuestro país para trabajar, es que el ejercicio de la actividad laboral solo se
podrá realizar para empresas que se encuentran fuera del territorio nacional y además no podrá
compatibilizarse con otro tipo de trabajo de iguales o diferentes características desarrollado
para empresas españolas por el hecho de que esta persona no está autorizada para ello. 

Sin embargo, cuando hablamos de una actividad de carácter profesional se permite el trabajo
para una empresa que se encuentre ubicada en España, siempre que este trabajo no comporte
más del 20 % del total de la actividad profesional. La norma no detalla si este trabajo permitido
ha de ser por cuenta ajena o propia, aunque al señalar que el trabajo no puede superar al «20 %
del total de su actividad profesional» parece desprenderse que este trabajo debería ser realizado
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17 MARTÍNEZ MARTÍNEZ, I., «Análisis crítico de la protección del nómada digital: entre precariedad y privilegio
digital», Igualdad de trato y no discriminación en la salud y protección social en la era de la disrupción digital. VIII
Congreso Internacional y XXI Congreso Nacional de la Asociación Española de Salud y Seguridad Social, Labo-
rum, Murcia, 2024, p. 920.
18 MOLINA NAVARRETE, «“Industria 5.0”…», op. cit., p. 13.
19 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL DE ESPAÑA, Informe, op. cit., p. 13.
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exclusivamente por cuenta propia. Tampoco dice la norma si este 20 % de trabajo se ha de
prestar en forma de teletrabajo o se permitiría a su vez de forma presencial, parte de la doctrina
ha considerado que podrían ser compatibles las dos formas20. Sin embargo, para el que suscribe
este trabajo, la actividad solo podría desempeñarse de forma exclusiva a través de medios in-
formáticos, telemáticos y de telecomunicación, que son la base del teletrabajo. La razón es que
esta persona solo ha sido autorizada a teletrabajar con estos medios, sí que es verdad que para
una empresa que se encuentra en el exterior, pero lo que se hace con esta posibilidad de tra-
bajar para una empresa española es de carácter excepcional y no desfigura la esencia por la
que esta persona había sido autorizada exclusivamente a teletrabajar en España. 

La regulación del trabajo por cuenta ajena deja dudas respecto a si esta persona podría des-
arrollar esta actividad para más de una empresa. Si se hace una interpretación conjunta de los
arts. 74.bis y 74.ter. c) y d) LAEI, el trabajo por cuenta ajena en España solo podría ser des-
arrollado para una empresa extranjera, no para varias. Si bien la definición del trabajo por cuenta
ajena se refiere a una persona autorizada para ejercer una actividad laboral «para empresas
radicadas fuera del territorio nacional», señalándose en plural. Cuando se acude a los requisitos
establecidos en el art. 74.ter. LAEI, en particular, su letra d), en el supuesto de una relación pro-
fesional se indica que la persona trabajadora ha de acreditar que «tiene relación mercantil con
una o varias empresas no localizadas en España». En la letra c), en cuanto a los requisitos para
el supuesto de una relación laboral, se indica que «se deberá acreditar la existencia de la misma
entre el trabajador y la empresa no localizada en España durante al menos, los últimos tres
meses anteriores a la presentación de la solicitud», pero no detalla si puede ser con una o varias
empresas como en el caso del ejercicio de una actividad profesional, de ahí que si la norma no
detalla no sería extensible.

Hay que señalar que en esta situación no se encontrarán todas las personas extranjeras
que lo deseen, la propia LAEI indica que solo pueden solicitar el visado o la autorización de te-
letrabajo aquellas personas profesionales cualificadas que acrediten ser graduadas o postgra-
duadas de universidades de reconocido prestigio, formación profesional y escuelas de negocios
de reconocido prestigio. Pero también se puede extender a personas con una experiencia pro-
fesional mínima de tres años. No hay más concreción de estos aspectos en la regulación, así
que, en principio, se dejaría al arbitrio del órgano administrativo encargado verificar tales extre-
mos. 

Sin embargo, al cabo de pocos meses desde la aprobación de esta figura se dictó la Ins-
trucción conjunta del Director General de Españoles en el Exterior y de Asuntos Consulares y
el Director General de Migraciones sobre los aspectos prácticos de aplicación de la Ley 14/2013,
de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, en lo que se re-
fiere a las solicitudes de visados y autorizaciones de residencia de teletrabajo de carácter inter-
nacional (ICSVACI)21. Como viene siendo habitual, desarrolla muy ampliamente aspectos
determinantes para que pueda prosperar la solicitud del visado o la autorización. Como crítica
habría que subrayar que cada vez más en el ámbito de la extranjería y de la inmigración predo-
minan estas directrices que, dictadas para aclarar la interpretación y aplicación de alguna nor-
mativa, acaban siendo en la práctica verdaderas normas que incluyen aspectos para los que
no se está autorizado a regular, como veremos más adelante. 
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De lo que se desprende de esta instrucción es que las exigencias de acreditación no serán
las mismas en todos los supuestos contemplados. Los graduados o postgraduados deberán
acreditar su condición a través de una copia de la titulación. De forma alternativa, aplicable para
las personas con experiencia profesional, deberán aportar la documentación que acredite una
experiencia profesional mínima de tres años en funciones análogas a las del puesto a desem-
peñar como teletrabajador y que pueda ser comparable a dicha cualificación, además de que
ha de ser pertinente para el desempeño de la relación laboral o profesional a distancia que se
autoriza. Por tanto, en el caso de la experiencia profesional, esta debería encajar con un puesto
de trabajo que exige una de estas cualificaciones.

Además, la administración, por tal de verificar la autenticidad de la documentación que se
aporta, podrá requerir la presentación de documentos originales. En el caso de profesiones re-
guladas, se deberá acreditar la homologación de la titulación. Y en el caso de solicitudes de
personas tituladas en formación profesional, cuando existan dudas de la equivalencia, se podrá
requerir la acreditación de la convalidación ante la autoridad educativa competente. Esta forma
de acreditación no viene determinada como tal por la LAEI, lo que significa que existe un vacío
que podría ampliar los márgenes de discrecionalidad de la administración.

Al margen de los requisitos generales que deberán cumplir las personas que acceden a tra-
vés de esta vía de acceso señalados en el art. 62 LAEI, se establecen una serie de requisitos
particulares para el trabajo de carácter internacional. 

En primer lugar, el art. 74 ter. LAEI indica, por un lado, que ha de quedar acreditada la exis-
tencia de una actividad real y continuada de al menos un año de la empresa o grupo de empre-
sas con la que la persona trabajadora mantiene la relación laboral o profesional. Esta disposición
trataría de impedir la creación de empresas con una finalidad clara de fraude para poder tramitar
solicitudes de autorizaciones de teletrabajo internacional. 

También se ha de aportar la documentación que acredite que la actividad, ya sea laboral o
profesional, se puede realizar en remoto. Y, dependiendo del tipo de relación, en el caso de una
relación laboral no se plantean problemáticas a primera vista, ya que se exige acreditar esta re-
lación durante al menos, los últimos tres meses anteriores a la presentación de la solicitud y la
documentación que acredite que la empresa permite a la persona trabajadora realizar la activi-
dad laboral a distancia. La necesidad de que la empresa tenga que permitir a la persona traba-
jadora realizar el trabajo a distancia, es una muestra de la nota de subordinación que se
mantiene en este tipo de relación. Aunque la doctrina ha manifestado que el teletrabajo interna-
cional supone una nueva configuración de este elemento sustantivo del contrato de trabajo,
donde habría que abordar la diversidad de subordinación en estas formas de trabajar22.

En el caso de una actividad profesional, se dirige a un tipo de persona extranjera autónoma
muy particular, ya que se presupone que ha de haber una mínima estabilidad en la relación
entre este y la empresa o empresas en cuestión, ya que se ha de acreditar una relación mercantil
con una o varias empresas durante, al menos, los tres últimos meses y, aunque la norma no lo
específica, presumiblemente se ha de mantener esta relación una vez se empieza a desarrollar
la actividad en España. Además, se ha de aportar la documentación que acredite los términos
y condiciones en los que se va a ejercer la actividad profesional a distancia. 

Una de las virtudes de esta regulación es que carece de procedimientos largos y requisitos
interminables, pero a su vez esto también comporta inseguridad jurídica en algunos aspectos
como el que se plantea en cuestión, lo que hace aumentar los poderes que ya de por sí ostenta
la administración. En este sentido, la LAEI no indica qué comportaría, para la persona trabaja-
dora laboral o profesional, finalizar la relación con la empresa que está radicada en el exterior,
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lo que en el RELOEx. nos lleva a supuestos en los que conlleva la extinción de la autorización
(art. 105 RELOEx.) o supuestos en los que puede plantearse un cambio de empleador (art. 79
RELOEx.). En principio, la esencia de esta vía de acceso es ejercer una actividad laboral o pro-
fesional a distancia para empresas que se encuentren en el exterior, de ahí que pueda deter-
minarse que comportaría la extinción del visado o la autorización, o la imposibilidad de seguir
permaneciendo en España por este supuesto. 

Para prestar el teletrabajo internacional es necesaria la obtención de un visado. Es decir,
cuando un extranjero se propone residir en territorio español para llevar a cabo esta actividad
se ha de solicitar un visado para teletrabajo de carácter internacional. La duración de este es
de un año, a no ser que el periodo de trabajo que se va a prestar sea inferior, en este caso el
visado se ajustará a la vigencia del periodo de trabajo. Este visado será suficiente para poder
residir y trabajar desde España durante su vigencia. La expedición de este visado corresponde
a las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares de España y, de forma general, las solicitudes
se resolverán y notificarán en un plazo breve de tiempo de 10 días hábiles (art. 75.5 LAEI).

La posibilidad de teletrabajar desde España también es posible para aquellas personas ex-
tranjeras que ya se encuentran en España de forma regular. No se detalla más en la regulación,
pero atendiendo al espíritu de la norma y sin impedir que la persona extranjera se tenga que
encontrar fuera de territorio español, debería considerarse que se admitiría cualquier situación:
de forma general, cualquier persona que posea una autorización o visado. Es decir, que se haya
accedido a España en un primer momento con uno de estos conductos y que, cumpliendo los
requisitos, pueden pasar a una situación de teletrabajo internacional. De la misma forma podrán
acceder a esta situación aquellas personas que hayan accedido a España mediante el visado
para teletrabajo internacional. La tramitación en estos supuestos corre a cargo de la Unidad de
Grandes Empresas y Colectivos Estratégicos, no obstante, la encargada de la concesión de la
autorización será la Dirección General de Migraciones (art. 76.1 LAEI). Esta autorización tendrá
una validez máxima de tres años a no ser que se solicite por un período de trabajo inferior, por
lo que será el trabajo que se desarrollará el que determinará realmente la duración de la auto-
rización. Y, en último lugar, se ofrece la posibilidad de que se renueve por un periodo de dos
años, siempre y cuando se mantengan las condiciones que generaron el derecho. 

En todo caso, como característica de esta regulación singularizada de la migración, los pla-
zos de resolución son relativamente cortos en comparación con la normativa reglamentaria que
de forma general establece un plazo general máximo para notificar las resoluciones de tres
meses (DA 7.ª RELOEx.). En los procedimientos de autorizaciones regulados en la LAEI los
plazos se reducen a veinte días, además, en estos casos opera el silencio administrativo posi-
tivo, en contra de la regulación reglamentaria donde opera el silencio negativo.

3.1. Cuestiones controvertidas en cuanto a los recursos económicos

El art. 62.3 LAEIO señala los requisitos que han de cumplir las personas solicitantes de vi-
sado o autorizaciones de residencia. En particular, la letra f) indica que han de «contar con re-
cursos económicos suficientes para sí y para los miembros de su familia durante su periodo de
residencia». 

Sin más detalle al respecto, este requisito, junto con otros, puede ser discutido y por ello
han tenido que ser clarificados, en algunos casos podríamos decir desarrollados, por la ICSVACI
a la que se hacía mención anteriormente. En el caso de los recursos económicos esta instruc-
ción ha determinado que, para el caso de los titulares de los visados y autorizaciones de resi-
dencia, estos ingresos han de alcanzar una cantidad que represente de forma mensual el 200
% del salario mínimo interprofesional, y que para las unidades familiares que incluyan a dos
personas, contando al titular y a la persona reagrupada, represente al menos el 75 % del SMI,
y que cada miembro adicional a los dos mencionados requerirán un 25 % más del SMI.
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Hay que tener en cuenta que la persona teletrabajadora extranjera por cuenta propia puede
realizar un 20 % de su trabajo para una empresa española y esto puede ser determinante de
cara a cumplir con este requisito relativo a los ingresos.

La ICSVACI indica, además, que para acreditar estos recursos se puede aportar cualquier
medio de prueba y podrá emplearse, en todo caso, el contrato de trabajo, oferta firme de empleo
o, en el caso de actividad profesional, contrato mercantil. Respecto a la oferta firme de empleo
se entendería que se refiere exclusivamente al trabajo por cuenta ajena y para las personas
que ya se encuentran en situación regular en nuestro país. En todo caso, existen dudas que
habría que clarificar. 

Este requisito que se refiere a que se deba de contar con recursos económicos tampoco ha
pasado inadvertido por los tribunales. En particular, cuando nos encontramos con casos donde
la percepción de estos medios puede ser variada. Es el supuesto suscitado en la STSJM-CA
847/2024, de 7 de octubre, rec. 23/2024, donde se interpone un recurso por parte de una per-
sona extranjera contra la Resolución de la Secretaría de Estado de Migraciones que desestima
un recurso de alzada frente a las Resoluciones de la Subdirectora General de Gestión y Coor-
dinación de Flujos Migratorios que denegaron e inadmitieron solicitudes de autorizaciones de
residencia inicial para teletrabajadora de carácter internacional y por consiguiente para sus fa-
miliares. 

La trabajadora prestaba servicios por cuenta propia para una empresa extranjera que le
había autorizado para teletrabajar, percibiendo cada tres meses una cantidad variable de 14
581,49 €. Asimismo, trabajaba por cuenta ajena para otra empresa extranjera que también le
autorizó para teletrabajar y de la que percibía un salario mensual al presentar la solicitud de 3
000 dólares, pero posteriormente tuvo una subida de salario que ascendió a 4 000 dólares, lo
que supone un ingreso total de 43 689,60 €. Por otro lado, tiene ahorros en diferentes cuentas
por una cantidad de 50 000 €. La administración denegó las autorizaciones señalando que no
se aportó documentación que garantizara a la persona trabajadora la cuantía mínima del salario
prevista en las disposiciones legales o reglamentarias o en los convenios colectivos, y con ello
no estaría garantizando el sostenimiento de sus familiares. Teniendo en cuenta la ICSVACI la
persona extranjera debería justificar la tenencia de al menos 41 580 € anuales. 

La cuestión aquí suscitada es que la persona realiza dos trabajos, uno por cuenta propia y
otro por cuenta ajena, de la que percibe ingresos por cada una de estas actividades. Solicitó
una autorización para teletrabajadores de carácter internacional por cuenta propia, donde la ad-
ministración solo computó los ingresos percibidos por la prestación de estos servicios, que no
llegaban al mínimo previsto. Por otro lado, la administración también expuso que si hubiera op-
tado por acceder a teletrabajar como asalariada sus ingresos tampoco hubiesen alcanzado el
mínimo previsto y que el saldo que tenía en las cuentas tampoco se tendría en cuenta porque
los certificados aportados junto con el recurso fueron de fecha posterior a la solicitud de la au-
torización. Dejando expuesto que de conformidad con el art. 74 bis LAEI la persona teletraba-
jadora ha de realizar su trabajo como asalariada o como autónoma y que por ello no pueden
ser acumulados los ingresos percibidos por dos actividades, criterio este último que comparte
el tribunal. 

En todo caso, el tribunal deja aclaradas algunas cuestiones. Si en el momento de presentar
la solicitud se acreditó un salario determinado en el contrato de trabajo y posteriormente se hizo
un incremento de sueldo en los tres meses posteriores, el incremento no fue tenido en cuenta
ya que no existió una acreditación del compromiso de la empresa en su satisfacción a futuro
por el hecho de que no se había reflejado en el contrato de trabajo. En este punto, ni la persona
extranjera ni el tribunal clarifican a qué fue debido este incremento, tampoco si este fue resul-
tante de un pacto individual o colectivo, lo que podría haber comportado otra decisión más fa-
vorable a las pretensiones de la solicitante de la autorización.
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Sin embargo, hay un giro de guion del tribunal al admitir adicionar al salario percibido por
cuenta ajena los saldos existentes en cuentas bancarias para entender cumplido el requisito de
contar con recursos económicos para sí y para los miembros de su familia durante el periodo
de residencia en España de conformidad con el art. 62.3.f) LAEI. De ahí que se dio por cumplido
este requisito y la estimación del recurso. 

3.2. Cuestiones controvertidas en materia de Seguridad Social 

La ICSVACI, en lo que se refiere a las solicitudes de visados y autorizaciones de residencia
de teletrabajo de carácter internacional, desarrolla los aspectos de seguridad social. Indica que
las personas teletrabajadores de carácter internacional han de cumplir con las obligaciones en
esta materia de conformidad con la normativa vigente, sin que haya ninguna especialidad res-
pecto a los requisitos de inscripción de las empresas, altas, bajas y cotización. Cuando se realice
la solicitud de teletrabajo internacional se ha de adjuntar una declaración responsable de la em-
presa o del propio trabajador por cuenta propia en la que se indique el compromiso de cumpli-
miento, de forma previa a la actividad, de las obligaciones en materia de seguridad social. 

Existe una particularidad cuando existan convenios bilaterales, multilaterales o instrumento
internacional de seguridad social aplicable suscrito por España, donde la persona trabajadora
puede mantener la inclusión en el sistema de Seguridad Social de su país de origen. Esta cir-
cunstancia se ha de constatar en la declaración responsable y se ha de acompañar del certifi-
cado de legislación aplicable expedido por el organismo de seguridad social correspondiente.
En el resto de casos, donde no sea de aplicación un instrumento internacional suscrito por Es-
paña, y se vaya a realizar un trabajo por cuenta ajena, en la solicitud ha de adjuntarse la acre-
ditación o justificación de la inscripción de la empresa en la seguridad social o, en el caso de
que la persona extranjera se encuentre fuera de España y solicite un visado como teletrabaja-
dora, ha de acompañar la acreditación o justificación de la solicitud de inscripción de la empresa
en el sistema de la seguridad social. 

Para visibilizar los márgenes de interpretación de los que dispone la administración y cómo
los aplica a estos procedimientos es oportuno traer a colación la STSJM-CA 1037/2025, de 6
de octubre, rec. 1808/2024. El caso viene dado contra la resolución dictada por la Secretaría
de Estado de Migraciones, a propuesta del Subdirector General, por la que se resuelve un re-
curso de alzada contra la resolución de archivo por desistimiento de una autorización de resi-
dencia para teletrabajadores de carácter internacional. La administración requirió a la persona
trabajadora para que acreditara el cumplimiento de la normativa de seguridad social, al no cons-
tar en el certificado de cobertura de Seguridad Social aportado que dicha trabajadora se des-
plazara a España como teletrabajadora o nómada digital y que tampoco constara el registro de
la empresa extranjera en la Seguridad Social sin centros de trabajo en España para el pago de
las cuotas de la teletrabajadora, con el compromiso de su afiliación. 

La trabajadora, de origen chileno, considera contrario a derecho los requerimientos formu-
lados por la administración. Por un lado, por lo que hace al certificado que aporta de la superin-
tendencia de pensiones chilena, señala que no menciona la palabra teletrabajo porque es un
modelo formalizado que cumple el estándar, pero no lo específica. Por otro lado, que existe un
convenio de esta materia entre España y Chile y que por ello no resulta exigible la documenta-
ción relativa a que la empresa deba acreditar el registro en la Seguridad Social sin centros de
trabajo en España para el pago de las cuotas ni el compromiso de afiliar a la persona trabajadora
una vez obtenida la autorización.  

El tribunal indica que existe un convenio de Seguridad Social entre España y la República
de Chile y Acuerdo Administrativo para su aplicación de 1997 y que la trabajadora quedaba so-
metida al régimen de Seguridad Social chileno, en virtud de su art. 7.1. Respecto a que el cer-
tificado de las autoridades chilenas no expresara que se desplazaba a España como nómada
digital, se señala que un Convenio de esa fecha es difícil que incorporara ese término cuando
internet no tenía la repercusión de este momento. En todo caso, en aplicación del arts. 2.b) y
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41. 4 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, un
acuerdo internacional administrativo de este tipo formarán parte del ordenamiento interno y de
conformidad con el art. 1.5 CC y art. 96.1 CE tienen plena fuerza y vigor normativo. Bajo esta
fundamentación se determina que obligar a hacer constar la condición de nómada digital no
forma parte del ordenamiento jurídico de rango legal. Y la ICSVACI está estableciendo un re-
quisito de actuación de las autoridades extranjeras que las normas aplicables no contemplan.
En definitiva, que un Estado no puede exigir a otro una actuación que no está determinada en
las normas de derecho internacional. Exigir este término en el certificado es contrario al art. 27
de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados dado que la exigencia de una dis-
posición interna como es la ICSVACI afecta a la efectividad de las disposiciones del convenio
internacional de conformidad con el art. 3 del acuerdo administrativo y 7 del convenio interna-
cional. 

En todo caso, el art. 74.ter LAEI no exige que el certificado tenga que adoptar esa forma y
contenido. Las normas de Seguridad Social tampoco lo exigen, por ello es una exigencia que
no tiene sustento legal declarado ni justificado y comporta que sea contraria a derecho. Seña-
lando que estos casos han de ser valorados con el conjunto de la documentación presentada.

Como vemos, esta sentencia limita los efectos que produce la ICSVACI basada en una
norma internacional que no incluye determinados aspectos que sí constan en la resolución ad-
ministrativa. Por otro lado, la administración ha de seguir el procedimiento y resolver cuando
con el conjunto de la documentación pueden apreciarse otros documentos que acreditan deter-
minados aspectos que son determinantes, pero que debido a la inadmisión el procedimiento no
puede continuar hasta su resolución. 

CONCLUSIONES

La Ley 14/2013, de 27 de septiembre (BOE de 29 de septiembre), de apoyo a los empren-
dedores y su internacionalización, es una norma que cada vez está teniendo más relevancia
en el ámbito de la extranjería e inmigración.

Es una norma que apuesta por atraer determinados perfiles de personas extranjeras. Para
ello se tocan dos pilares básicos de nuestro modelo de inmigración. Por un lado, a estas perso-
nas se les excluye de someterse a la situación nacional de empleo. Por otro, se establecen pro-
cedimientos más ágiles y con requisitos más laxos. La razón es el interés económico que hay
tras ello, lo que evidencia que hay distintas formas de interpretar y aplicar el derecho al trabajo
del art. 35.1 CE.

En la actualidad, una de las principales tendencias en las migraciones internacionales en
2025 es que se observan a nivel mundial unas políticas migratorias más restrictivas, pero entre
los países más ricos ha surgido desde hace algunos años una competición por atraer al deno-
minado talento. En este ámbito encontramos también al nomadismo digital, una vía de acceso
a nuestro país introducida por la LFEEE en el año 2022. El nómada digital reúne unas caracte-
rísticas alejadas de la típica persona trabajadora extranjera que acude a nuestro país con el
ánimo de trabajar. 

La autorización administrativa del teletrabajador de carácter internacional tiene una difícil
ubicación en la regulación general de la inmigración. Detrás de su atractivo reúne unas carac-
terísticas particulares que encajan en la LAEI, en particular, por su interés económico. 

El elemento determinante que caracteriza a este trabajo es que se realiza exclusivamente a
través de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomunicación, que son la base
del teletrabajo. Y se circunscribe a una persona que ejerce una actividad laboral o profesional
a distancia para empresas que se encuentran fuera del territorio nacional. 
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El trabajo por cuenta ajena solo podría prestarse para una empresa ubicada en el exterior.
En la actividad profesional se permite un 20 % de trabajo para empresas ubicadas en España.
Este trabajo debería ser realizado exclusivamente por cuenta propia y en la forma de teletrabajo,
al haber sido la persona exclusivamente autorizada para trabajar mediante estos medios. 

La ICSVACI trata de clarificar algunos vacíos de la regulación legal del teletrabajo interna-
cional. Pero hay que subrayar que vez más en este ámbito de la extranjería y de la inmigración
predominan estas directrices que acaban siendo en la práctica verdaderas normas que incluyen
aspectos para los que no se estaría autorizado a regular. 

De la ordenación de esta autorización administrativa se destacan algunas cuestiones con-
trovertidas como sería contar con recursos económicos suficientes o aspectos relacionados con
la materia de Seguridad Social que han tenido que ser solventados en sede judicial. 

En particular, por lo que hace a los recursos económicos cuanto estos pueden ser percibidos
de diversas fuentes. Se ha señalado que, tal y como expresa el art. 74.bis LAEI, la persona te-
letrabajadora ha de realizar su trabajo por cuenta ajena o propia y por ello no pueden ser acu-
mulados los ingresos percibidos por dos de estas actividades.  Sin embargo, si pueden ser
tenidos en cuenta los saldos existentes en cuentas bancarias para entender cumplido el requisito
de contar con recursos económicos suficientes para sí y para los miembros de su familia, de
conformidad con el art. 62.3.f) LAEI. 

Otra cuestión controvertida es la relativa a la materia de Seguridad Social, respecto a deter-
minadas obligaciones cuando nos encontramos con Convenios bilaterales y cómo conjuga con
todo esto la ICSVACI. Se ha señalado que hay determinadas exigencias que no pueden ser
aplicables a normas que han sido suscritas cuando todavía no se había extendido el teletrabajo,
en particular, por lo que hace a la exigencia de un certificado en modelo formalizado donde
conste que la persona va a desarrollar esta forma de trabajo en España. En todo caso, es una
exigencia a la que obliga la administración que no forma parte del ordenamiento jurídico de
rango legal y que la ICSVACI está estableciendo un requisito de actuación de las autoridades
extranjeras que las normas aplicables no contemplan. Subrayándose que un Estado no puede
exigir a otro una actuación que no está determinada por el derecho internacional. Es una sen-
tencia que limita los efectos de las instrucciones y que visibiliza cómo estas van mucho más
allá de lo que se está autorizado. 
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SUMARIO: 1. Introducción. –2. La ponderación del perjuicio empresarial. –3. Causas objetivas
de denegación admitidas por los tribunales; 3.1. Impacto negativo de la adaptación en el fun-
cionamiento de la empresa; 3.2. Impacto negativo de la adaptación en los derechos de los
demás trabajadores. –4. La corresponsabilidad como causa de denegación de la solicitud de
adaptación. –5. Conclusiones.

RESUMEN

Este trabajo examina las causas objetivas admitidas por los tribunales para denegar el de-
recho de adaptación de la jornada o de la forma de prestación previsto en el art. 34.8 ET. La ca-
suística propia de la materia, unida a la ausencia de una delimitación legal de dichas causas,
ha generado una doctrina judicial fragmentada y no siempre coherente. A partir del estudio de
las resoluciones, se ofrece un análisis sistemático de las razones de denegación más comunes
invocadas por las empresas y valoradas por los tribunales de instancia y en sede de suplicación.
De ese análisis se desprende que la negativa empresarial solo puede fundamentarse en un per-
juicio grave y específico, debidamente acreditado, ya sea por afectar al funcionamiento de la
empresa o por incidir negativamente en los derechos de otros trabajadores. Asimismo, se aborda
la invocación de la corresponsabilidad como motivo de denegación, destacando las dos corrien-
tes judiciales enfrentadas.

ABSTRACT

This paper examines the objective grounds accepted by the courts for denying the right to
adapt working hours or the form of service in Article 34.8 of the Workers' Statute. The specific
nature of the subject matter, combined with the absence of a legal definition of these grounds,
has led to fragmented and not always consistent judicial doctrine. Based on a study of the rulings,
a systematic analysis is provided of the most common reasons for refusal invoked by companies
and assessed by the courts. This analysis shows that a company's refusal can only be based
on serious and specific harm, duly proven, either because it affects the functioning of the com-
pany or because it negatively impacts the rights of other workers. The article also addresses the
invocation of shared parental responsibility as a reason for refusal, highlighting the two opposing
judicial trends.
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1. INTRODUCCIÓN

El art. 34.8 ET reconoce a las personas trabajadoras un derecho a solicitar adaptaciones en
la ordenación de su tiempo de trabajo y en la forma de prestación, con la finalidad de hacer
efectivo su derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral. El precepto permite solicitar un
amplio espectro de modificaciones que trascienden la mera alteración del tiempo de trabajo.
Así, el legislador contempla no solo modificaciones cuantitativas —referidas a la duración de la
jornada—, sino también cualitativas —concernientes a su distribución— e incluso transforma-
ciones en la propia modalidad de prestación de servicios —mediante la implementación del tra-
bajo a distancia— o la reubicación en otro centro de trabajo por motivos de conciliación familiar. 

No obstante, pese a su amplio contenido, no se configura un derecho absoluto e incondicio-
nado de modificación unilateral de las condiciones de trabajo. Por el contrario, la solicitud de
adaptación se debe someter a un necesario juicio ponderativo entre dos intereses jurídicamente
protegidos y potencialmente contrapuestos: de un lado, las necesidades de conciliación de la
persona trabajadora y, de otro, las exigencias organizativas y productivas de la actividad em-
presarial. Esta ponderación debe realizarse atendiendo a criterios de razonabilidad y propor-
cionalidad, evaluando las necesidades invocadas de cada parte y buscando soluciones que, en
la medida de lo posible, permitan su armonización.  

El marco regulador del ejercicio de este derecho puede encontrar desarrollo y concreción
en la negociación colectiva. En ausencia de tal desarrollo convencional, el precepto establece
un procedimiento de negociación de carácter bilateral entre la persona trabajadora y la empresa,
que constituye el cauce procedimental para la valoración de la razonabilidad y proporcionalidad
de la adaptación pretendida. Esta negociación, de imperativa apertura para el empresario, debe
desarrollarse en un plazo máximo de quince días naturales tras el cual el empleador deberá
emitir una respuesta expresa a la solicitud formulada. No obstante, este deber de negociar no
debe confundirse con el deber de alcanzar un acuerdo. La norma exige que se produzca una
verdadera negociación con intercambio de propuestas y contrapropuestas, manteniendo una
voluntad de diálogo en búsqueda de una solución satisfactoria para ambas partes, pero no
obliga que la negociación termine con un acuerdo. 

La importancia de que se produzca un verdadero proceso de negociación se manifiesta en
las consecuencias jurídicas derivadas de su incumplimiento: si transcurridos quince días desde
la solicitud la empresa no responde de manera expresa, se presume la concesión de la adap-
tación.  Esta presunción legal fue incorporada expresamente al texto normativo mediante el RD
Ley 5/2023, de 28 de junio1, si bien conviene señalar que con anterioridad a dicha reforma los
tribunales ya habían considerado que la falta de respuesta por parte de la empresa comportaba
la concesión tácita del derecho2. Corresponde a la empresa la carga de probar que ha mantenido
las negociaciones en forma hábil y suficiente para entender cumplidos los requisitos legales3.
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1 RD Ley 5/2023, de 28 de junio (BOE de 29 de junio), por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas
de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción
de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea
en materia de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida
profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión Europea. 
2 Resulta particularmente ilustrativa a este respecto la STSJ de Galicia de 22 de noviembre de 2023 (Rec.
3340/2023) que, haciendo referencia a los criterios sentados con anterioridad a la reforma, establece que «Todo
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El proceso de negociación puede terminar o no con el reconocimiento de la adaptación, ya
que, como se ha señalado, no se trata de un derecho absoluto ni automático. En efecto, la res-
puesta empresarial puede ser de tres tipos: 1) la aceptación íntegra de la medida solicitada por
el trabajador; 2) la formulación de una propuesta alternativa; o 3) la denegación absoluta de la
adaptación solicitada. En los dos últimos casos, la empresa deberá justificar su decisión en ra-
zones objetivas. En última instancia, si el trabajador discrepa de la respuesta emitida por la em-
presa, podrá iniciar el procedimiento específico previsto en el art. 139 LRJS4, donde los órganos
jurisdiccionales deberán ponderar los intereses contrapuestos y pronunciarse sobre la estima-
ción o desestimación de la adaptación solicitada. 

La principal problemática que suscita la configuración jurídica de este derecho radica preci-
samente en que la norma no determina las razones objetivas que pueden legitimar la denega-
ción o la formulación de propuestas alternativas. Esta indeterminación genera inseguridad
jurídica para el trabajador que no puede anticipar las razones que podrá oponer la empresa
para denegar su derecho. La inseguridad también se proyecta en un momento posterior, siendo
los tribunales los que, en última instancia, deben valorar y concretar las razones objetivas, pu-
diendo surgir, como en la práctica se observa, criterios jurisprudenciales divergentes en torno a
la delimitación de dichas razones. 

En este contexto, el presente trabajo ofrece un estudio sobre las razones objetivas que puede
oponer la empresa para denegar de manera legítima el derecho de adaptación del art. 34.8 ET.
Para ello, primero se hará referencia a los elementos que deben tenerse en cuenta en la pon-
deración de los intereses en juego y, posteriormente, se sistematizarán las principales causas
de denegación que admiten los órganos judiciales.

2. LA PONDERACIÓN DEL PERJUICIO EMPRESARIAL

El ejercicio del derecho reconocido en el art. 34.8 ET busca la armonización de dos intereses
jurídicamente protegidos y potencialmente contrapuestos. De un lado, el derecho de las perso-
nas trabajadoras a atender sus responsabilidades familiares y, de otro, el derecho de la empresa
a organizarse de manera eficaz en defensa de su productividad y economía. Se trata de dos
derechos que poseen un engarce constitucional. El derecho de adaptación de jornada se integra
en el conjunto de los derechos de conciliación de la vida familiar y laboral y, por consiguiente,
posee una dimensión constitucional desde la triple perspectiva del derecho a la no discriminación
por razón de sexo, del derecho a la intimidad familiar y de la protección de la familia y la infancia
(arts. 14, 18 y 39 CE, respectivamente). Por su parte, los intereses empresariales relativos a la
libre organización de su actividad productiva encuentran fundamento constitucional en el art.
38 CE. No obstante, la jurisprudencia ha reconocido explícitamente la prevalencia del derecho
de conciliación sobre el derecho a la libertad de empresa5. 

Partiendo de la superioridad jurídica de los derechos de conciliación sobre los intereses em-
presariales, los órganos jurisdiccionales han establecido que la adaptación de jornada debe es-
timarse siempre, salvo que su ejercicio implique un perjuicio excesivo o desproporcionado para
la empresa6. Esta interpretación afecta directamente a la distribución de la carga probatoria de
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ello sin perjuicio de que, actualmente, el propio art. 34.8 ET, asumiendo tal interpretación, recoja ya explícitamente
que se presume la concesión si no concurre denegación motivada expresa en plazo por parte de la empresa –
art. 34.8 ET, tras la reforma por el Real Decreto Ley 5/2023, no aplicable al caso de autor». 
3 STSJ de Asturias de 6 de febrero de 2024 (Rec. 1789/2023).
4 Ley 36/2011, de 10 de octubre (BOE de 11 de octubre), reguladora de la jurisdicción social.
5 Criterio aplicado primero en las solicitudes de reducción de jornada (STS de 16 de junio de 1995, Rec. 3849/1994
y STC 3/2007 de 15 de enero de 2007, Rec. 6715/2003) y actualmente en las adaptaciones de jornada del art.
34.8 ET (SSTSJ de Galicia de 21 de septiembre de 2020, Rec. 1904/2020, de 28 de abril de 2022, Rec. 1365/2022
y de 22 noviembre de 2023, Rec. 3043/2023, entre muchas otras).
6 STSJ de Andalucía de 1 de febrero de 2018, Rec. 4108/2017. Doctrina citada por otras posteriores, como la
STSJ de Andalucía de 10 de marzo de 2021, Rec. 177/2021, la SJS N.º 8 de Madrid de 4 de mayo de 2023, Proc.
526/2022 y la SJS N.º 2 de Santander de 18 de noviembre de 2024, Proc. 585/2024.
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las necesidades que justifican la postura de cada parte en el proceso judicial, resultando con-
siderablemente más exigente para la parte empresarial. Así, al trabajador solo le corresponde
acreditar en su solicitud de adaptación la existencia de una necesidad efectiva de conciliación
y que su actual configuración de jornada o forma de prestación le impide atenderla adecuada-
mente; mientras que la empresa debe demostrar de manera suficiente la concurrencia de razo-
nes sólidas de naturaleza organizativa o productiva que imposibilitan o dificultan excesivamente
la concesión de la medida solicitada7. 

Por tanto, para estimar la negativa empresarial a la adaptación, la empresa deberá demostrar
la concurrencia de un perjuicio grave y concreto. En relación con la gravedad, se exige que la
empresa acredite la imposibilidad material de aceptar la adaptación8, sustentada en razones
económicas, técnicas, organizativas o de producción, trascendiendo las meras incomodidades
o inconvenientes consustanciales a cualquier modificación organizativa9. En caso contrario, la
adaptación ha de ser estimada10.

Respecto a la concreción del perjuicio, este debe ser determinado, no resultando suficiente
la alegación de eventuales perjuicios formulados en términos genéricos, hipotéticos o abs-
tractos 11. Se exige la especificación detallada, en la medida de lo posible, de los sacrificios que
comportaría para la empresa la adaptación12. Por tanto, no cualquier afectación organizativa o
productiva legitima la denegación, sino únicamente aquella que, por su gravedad, genera una
onerosidad excesiva o una disfuncionalidad sustancial en la estructura empresarial que resulte
objetivamente incompatible con el mantenimiento eficiente de la actividad económica13.
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7 STSJ de Andalucía de 12 de abril de 2019, Rec. 4457/2018: «se tendría derecho a la elección de turno, si con
ello no supone para el funcionamiento de la empresa unas dificultades organizativas suficientemente relevantes,
extremo éste que debería acreditar la empresa, para que su decisión denegatoria del derecho estuviera justifi-
cada».
8 La exigencia de que la empresa demuestre la imposibilidad de aceptar la medida se recoge, entre otras, en la
SJS N.º 8 de Madrid de 4 de mayo de 2023, Proc. 526/2022: «la empresa no ha acreditado en este proceso la im-
posibilidad de efectuar una adaptación individual como excepción a la organización general que rige en la em-
presa, en relación con las funciones que ha de desempeñar la trabajadora demandante porque no fue un hecho
siquiera controvertido que los diferentes turnos sobre los cuales la empresa elabora sus cuadrantes ya recogen
los pretendidos por la actora».
9 Así lo recoge la STSJ de las Islas Canarias, de 18 de marzo, de 2013, Rec. 244/2011: «c) la empresa no le basta
con alegar razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, sino que debe concretar cuáles sean
tales razones, y por supuesto acreditarlas en el eventual juicio, debiendo superar además un test de constitucio-
nalidad en el sentido de ser una denegación objetivamente idónea y necesaria para satisfacer el interés empre-
sarial, y proporcional en relación con el sacrificio causado al interés de la persona trabajadora». En el mismo
sentido, entre otras, STSJ Aragón 19 enero 2021, Rec. 637/2020. 
10 STSJ de Galicia de 30 de junio de 2021, Rec. 706/2021. 
11 La STSJ de Andalucía de 3 de mayo de 2018, Rec. 979/2018, señala que no se puede atender a circunstancias
«futuribles como el que plantea la empresa recurrida, señalando que en caso de seguir concretando las reduc-
ciones por guarda legal en el turno de mañana, se producirá un sobredimensionamiento de la plantilla en dicho
turno; máxime cuando la empresa no aporta ni una sola prueba en la que acredite cuantos trabajadores han so-
licitado o cuantos están disfrutando de reducciones de jornada por guarda legal, y cuantos han pedido la concre-
ción en el turno de mañana».
12 STSJ de Galicia de 17 de abril de 2023, Rec. 660/2023: «la empresa no ha acreditado las circunstancias de los
demás trabajadores, no se han acreditado perjuicios a la empresa más allá de lo que expone en relación en el re-
curso en orden a la dificultad de adaptar los cuadrantes horarios del personal enfermería los criterios de libranza
implantados, ni una especial dificultad de reorganización de los turnos de trabajo».
13 Las SSJS N.º 19 de Barcelona de 29 de junio de 2020, Proc. 115/2020, y del N.º 2 de Badajoz de 16 de sep-
tiembre, Proc. 577/2019, coinciden en subrayar que las dificultades organizativas derivadas de la adaptación
deben ser «suficientemente importantes» para justificar su denegación.
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3. CAUSAS OBJETIVAS DE DENEGACIÓN ADMITIDAS POR LOS TRIBUNALES

Una vez establecidos los ejes sobre los que se debe guiar la ponderación de los intereses
en juego y reseñadas las características que debe reunir el perjuicio alegado por la empresa
para fundamentar válidamente la denegación de la adaptación, procede analizar los supuestos
concretos en los que los órganos jurisdiccionales han apreciado la existencia de dicho perjuicio.
Pese a la casuística propia de la materia objeto de estudio, se tratará de sistematizar las razones
de denegación más comunes invocadas por las empresas y valoradas en las resoluciones ju-
diciales de instancia y en sede de suplicación. 

El art. 34.8 ET se refiere de manera genérica a razones de naturaleza organizativas o pro-
ductivas que puedan justificar la denegación de la adaptación solicitada. Los tribunales han in-
terpretado que dichas razones deben causar un perjuicio a la empresa que puede manifestarse
de dos formas: afectando negativamente al funcionamiento de la empresa y/o impactando ne-
gativamente en los intereses del resto de trabajadores. Ambas situaciones constituyen motivos
válidos que la empresa puede alegar para justificar su negativa a la adaptación solicitada14. 

3.1. Impacto negativo de la adaptación en el funcionamiento de la empresa

Los tribunales admiten la denegación de la adaptación cuando la empresa acredita que esta
generaría un impacto negativo significativo en su funcionamiento. Sin embargo, para que tal
circunstancia sea apreciada judicialmente, la empresa debe acreditar dicho impacto con datos
objetivos, como el número de trabajadores necesarios en cada turno, el volumen de trabajo u
otros factores que evidencian una dificultad real de implantar la medida de adaptación15. 

No es suficiente que la empresa alegue de manera genérica dificultades para reorganizar
los turnos, aducir un supuesto sobredimensionamiento del personal en el turno solicitado o in-
dicar que dicho turno es el que mayores ingresos reporta y, por ello, no puede concederse16.
Tampoco se admite invocar, sin más, la existencia de mayor volumen de trabajo en el horario
que quiere dejar de realizar la persona trabajadora, ya que esto no demuestra necesariamente
la imposibilidad de realizar los ajustes necesarios para conceder la adaptación17. Por tanto, la
empresa debe demostrar que no puede implementar los ajustes pertinentes porque causaría
un perjuicio excesivo, circunstancia que debe ser debidamente acreditada18. Esto puede ocurrir,
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14 STSJ de Andalucía de 14 de julio de 2022, Rec. 496/2022. 
15 La STSJ del País Vasco de 17 de julio de 2018, Rec.  1333/2018 rechaza la denegación, ya que la empresa no
acredita «de necesidades concretas de personal en la tienda los sábados, ni se ha probado la imposibilidad de
sustituir a esta empleada, ni de ajustar los cuadrantes de los empleados».
16 STSJ de Castilla y León de 8 de abril de 2024, Rec. 588/2024.
17 El Auto del TC 1/2009 de 12 de enero, dictado en ejecución de la STC 3/2007, establece que: «(…) la existencia
de un mayor volumen de trabajo los viernes y sábados constituye un hecho que no guarda necesariamente rela-
ción con las pretendidas dificultades que se derivarían de atender la petición de la trabajadora. No ya sólo porque
nada indica sobre la magnitud de dichas dificultades o sobre la facilidad o dificultad de su superación, a fin de
poder ponderarlas junto a las que ocasiona a la trabajadora la solución contraria, sino porque, a falta de mayores
precisiones o especificaciones, ni siquiera permite establecer una relación directa entre el hecho y la solicitud, ni
apreciar, por tanto, la existencia de dificultad alguna». En sentido similar, la STSJ de Galicia de 17 de abril de
2023, Rec. 660/2023 no admite la denegación cuando «la empresa no ha acreditado las circunstancias de los
demás trabajadores, no se han acreditado perjuicios a la empresa más allá de lo que expone en relación en el re-
curso en orden a la dificultad de adaptar los cuadrantes horarios del personal enfermería los criterios de libranza
implantados, ni una especial dificultad de reorganización de los turnos de trabajo».
18 Así sucede en el caso de un pequeño establecimiento, «resultando extremadamente complicado alterar el ré-
gimen de turnicidad sin que sufran o bien los intereses organizativos, productivos o económicos de la empresa o
bien los intereses de conciliación de la compañera de trabajo de la recurrente (…)» (STSJ de Canarias de 3 de
marzo de 2022, Rec. 1813/2021).
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por ejemplo, cuando la concesión de la medida implica dejar un servicio sin atender en un ho-
rario esencial y la empresa acredita que no puede reorganizar los turnos para cubrirlo19 o
cuando se solicita un turno inexistente en la empresa20.  Cabe destacar que en empresas de
gran tamaño que disponen de mayor capacidad para reorganizar los turnos entre su personal,
los tribunales suelen ser más exigentes a la hora de valorar la alegada imposibilidad de reorga-
nización21. 

En segundo lugar, también se considera legítima la negativa cuando la empresa demuestra
que para aceptar la adaptación tiene que recurrir a la contratación de nuevo personal22. En este
sentido, los tribunales afirman que la empresa debe poder responder a la adaptación con los
recursos disponibles, sin estar obligada a ampliar su plantilla para atender las solicitudes de
adaptación. No obstante, algunos pronunciamientos más restrictivos exigen que la imposibilidad
de contratación de nuevos trabajadores se demuestre, pudiendo alegar a este efecto la mala
situación económica que atraviesa la empresa23 o el impacto que tendría en los costes fijos24.
También resulta justificada la denegación cuando se solicita el cambio a un centro de trabajo
ubicado en una localidad donde no existe vacante, supuesto en el que los tribunales han seña-
lado que no es exigible la creación de un nuevo puesto25. 

En tercer lugar, la negativa está justificada cuando la empresa acredita que la alta especia-
lización requerida para el puesto impide sustituir al trabajador que solicita la medida26. En estos
casos, la cualificación técnica y la experiencia profesional adquieren un papel determinante y
se entiende que la sustitución podría afectar negativamente a la calidad del servicio.

Por último, cuando la adaptación consiste en solicitar la prestación de servicios a distancia,
la negativa empresarial puede fundamentarse en la imposibilidad técnica de realizarlo en mo-
dalidad remota, siempre que se acredite de manera clara y razonable27. Esta circunstancia se
aprecia cuando, por ejemplo, la empresa demuestra restricciones impuestas por el cliente que
impiden el desarrollo del trabajo a distancia28, cuando la empresa carece de la infraestructura
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19 Es el caso de un restaurante en el que la trabajadora que prestaba servicios de cocinera solicitada salir de tra-
bajar a las 15 horas, lo cual obligaba al cierre prematuro de la cocina a la vista de las costumbres predominantes
en la sociedad española, máxime cuando el horario de guardería del hijo es hasta las 16:30, pudiendo la trabaja-
dora salir de trabajar a las 16h causando menos perjuicios a la empresa. En ese supuesto tampoco fue razonable
cubrir esa necesidad con una nueva contratación ya que la misma tendría que ser desde las 15h, un horario «cier-
tamente extravagante en el sector», tal y como pone de manifiesto la STSJ de Castilla-La Mancha de 25 de mayo
de 2023, Rec. 792/2022.
20 STSJ del País Vasco de 4 de febrero de 2025, Rec. 59/2025.
21 La STSJ de Andalucía de 3 de mayo de 2018, Rec. 979/2018, no aprecia las dificultades empresariales relativas
al sobredimensionamiento del turno, «máxime con tan elevado número de trabajadores, donde difícilmente se
puede presumir que el cambio de turno de una trabajadora tenga una incidencia relevante en el funcionamiento
de la empresa».
22 La SJS N.º 4 de Valladolid de 21 de julio de 2020, Proc. 180/2020, recoge que «sin que tampoco resulte razo-
nable obligar a la empresa a efectuar una nueva contratación, en el contexto socioeconómico en el que nos ha-
llamos, derivado de la pandemia originada por el COVID-19, en que la empresa ha utilizado la vía del ERTE».
23 STSJ de Andalucía de 14 de julio de 2022, Rec. 469/2022. 
24 STSJ de Canarias de 3 de marzo de 2022, Rec. 1813/2021.
25 STSJ de Galicia de 11 de marzo de 2024, Rec. 366/2024.
26 Es el caso de una clínica veterinaria en la que la trabajadora que solicita prestar servicios por la mañana es la
única que realiza las ecocardiografías y se acredita que en el turno de tarde es cuando más consultas de este
tipo se tienen que atender (SJS N.º 3 de Gijón de 29 de agosto de 2019, Proc. 380/2019).
27 La SJS N.º 2 de Murcia de 7 de diciembre de 2021, Proc. 494/2021, establece que no resulta suficiente la mera
indicación genérica de requerimientos de mayor presencialidad, sino que la negativa debe fundamentarse en as-
pectos concretos como la acreditación de un menor rendimiento, la desatención de tareas específicas u otras
consecuencias negativas objetivamente determinables.
28 Así se aprecia en la STSJ de Castilla y León de 25 de septiembre de 2023, Rec. 1140/2023, en la que «el cliente
principal a cuyo servicio está adscrita la demandante no permite la conexión telemática de su red fuera de las
instalaciones de trabajo».
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tecnológica necesaria (servidor de datos y acceso remoto, equipos portátiles, dispositivos mó-
viles, etc.) para la implementación efectiva del teletrabajo29 o cuando se acredite la necesidad
del trabajo presencial por razones de productividad30. Tampoco cabe la admisión de la solicitud
de teletrabajo en virtud del art. 34.8 ET cuando su finalidad no es la atención de responsabili-
dades familiares, sino la enfermedad que padece la propia trabajadora31. No obstante, al igual
que en los supuestos anteriores, no es suficiente alegar de manera genérica que el teletrabajo
«no es idóneo para la buena marcha de la empresa» sin aportar elementos objetivos que sus-
tenten dicha afirmación32. 

3.2. Impacto negativo de la adaptación en los derechos de los demás trabajadores

En este apartado se valorará hasta qué punto la repercusión de la adaptación en los dere-
chos de los demás trabajadores de la empresa puede fundamentar la denegación del derecho.
Aunque el art. 34.8 ET solo menciona dos intereses contrapuestos (el del trabajador solicitante
y el de la empresa), los tribunales interpretan que la situación de los demás trabajadores forma
parte de las necesidades organizativas de la empresa y puede verse afectada por la concesión
de una medida de adaptación, por lo que también debe ser ponderada33. 

Sin embargo, la mera afectación a otros compañeros no constituye por sí solo motivo sufi-
ciente para denegar la medida, puesto que cualquier adaptación conlleva cierto impacto en las
condiciones de los demás trabajadores34. Si este criterio fuera suficiente, se convertiría en una
causa sistemática para rechazar el derecho35. Tampoco es admisible condicionar la adaptación
a la aceptación voluntaria del resto del personal afectado. Los derechos de conciliación, debido
a su reconocida dimensión constitucional, prevalecen sobre las eventuales incomodidades que
su implementación pudiera ocasionar a otros trabajadores36. Por tanto, para que la empresa
pueda justificar una negativa basada en la afectación a otros compañeros, debe especificar de
qué manera la adaptación incide en sus derechos, aportando datos objetivos como cuántas jor-
nadas de mañana menos realizarían ante la implementación de la pretensión o acreditar su ex-
presa oposición por motivos razonables que trasciendan la mera preferencia37.
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29 STSJ de Cataluña de 15 de abril de 2021, Rec. 684/2021.
30 Tal es el caso de la STSJ de Madrid de 27 de enero de 2025, Rec. 746/2024, que denegó la solicitud de tele-
trabajo los cinco días a la semana en lugar de tres como tenía reconocidos la trabajadora, argumentando que
«era necesario también el trabajo presencial para mantener las reuniones oportunas de equipo y aquellas que se
precisen a nivel individual con cada uno de los trabajadores/as, invocando también la mayor productividad por
parte de los trabajadores/as en presencialidad y, la mejora en la conexión técnica desde el centro de trabajo».
31 STSJ del País Vasco de 28 de enero de 2025, Rec. 2870/2024.
32 STSJ de Asturias de 19 de abril de 2022, Rec. 318/2022.
33 STSJ de Andalucía de 14 de julio de 2022, Rec. 496/2022.
34 Como señala la STSJ de Canarias de 24 de noviembre de 2022, Rec. 739/2022: «resulta inevitable el efecto
reflejo que la asignación de turno fijo a la demandante tendría en sus compañeras de centro, pero como dijimos
en sentencia de 21 de febrero de 2022, rec. 1780/2021, no puede la empresa escudarse en los turnos de los
compañeros porque dispone de mecanismos para hacer frente a ello y, de no ser así, los derechos de conciliación
de los trabajadores en las empresas estarían, en la mayoría de los casos, sobre todo en empresas pequeñas,
vacíos de contenido».
35 STSJ de Galicia de 30 de junio de 2021, Rec. 706/2021 y SJS N.º 2 de Santander de 18 de noviembre 2024,
Proc. 585/2024.
36 STSJ de Galicia de 18 de febrero de 2022, Rec. 7045/2021.
37 Si no consta perjuicio alguno para los demás trabajadores ni han mostrado su disconformidad, la adaptación
deberá prosperar, tal y como concluye la STSJ de Madrid de 21 noviembre de 2022, Rec. 189/2022. De manera
similar, la STSJ de Canarias de 24 de noviembre de 2022, Rec. 739/2022: «no consta “que resulte extremada-
mente complicado alterar el régimen de turnicidad sin que sufran o bien los intereses organizativos, productivos
y económicos de la empresa, o bien los intereses de conciliación de compañeros de trabajo”».
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La denegación se justifica si la medida implica una modificación sustancial de las condiciones
de trabajo de otros trabajadores38. Asimismo, cuando la adaptación solicitada incide negativa-
mente en los derechos de conciliación de otros trabajadores o la reorganización de los turnos
les genera un horario poco conciliador39. En este caso no puede afirmarse que el derecho de
adaptación deba prevalecer automáticamente sobre el derecho de conciliación de otros traba-
jadores. La solución debe atender a una valoración equilibrada de los intereses en juego40. Así
ocurre, por ejemplo, en el caso de turnos rotativos integrados por dos trabajadoras, cuando una
de ellas solicita el turno fijo de mañana, lo cual obligaría a la otra a asumir de forma permanente
el de tarde, lo que constituiría para esta última un horario claramente menos favorable para su
conciliación familiar41.  

Más allá de los derechos de conciliación, la adaptación también puede entrar en conflicto
con otros derechos de relevancia constitucional, cuya protección puede justificar su denegación.
Entre ellos destacan especialmente el derecho a la adopción de ajustes razonables por motivos
de discapacidad o enfermedad de otro trabajador, ya que estos no pueden verse perjudicados
por la concesión de la adaptación solicitada42. Lo mismo cabe afirmar respecto a las medidas
de protección de las trabajadores víctimas de violencia de género, que no pueden ser limitadas
por el ejercicio del derecho de adaptación43. 

4. LA CORRESPONSABILIDAD COMO CAUSA DE DENEGACIÓN DE LA SOLICITUD DE
ADAPTACIÓN

Por último, ha de examinarse una causa de denegación alegada de manera frecuente por
las empresas y que ha planteado serios debates en la doctrina científica: la fundamentada en
la existencia de otros cuidadores que pudieran atender las necesidades de conciliación alegadas
por el titular del derecho de adaptación. A diferencia de otras causas basadas en las necesida-
des organizativas o productivas de la empresa, esta causa tiene que ver con la configuración
del presupuesto fáctico que habilita al trabajador a solicitar el derecho de adaptación (la exis-
tencia de una necesidad de conciliación) y por ello se va a tratar de manera separada. 

No existe un criterio uniforme en la doctrina judicial sobre la valoración de esta causa de de-
negación, pudiéndose identificar dos corrientes interpretativas claramente diferenciadas. Una
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38 SJS N.º 4 de Valladolid de 21 de julio de 2020, Proc. 180/2020. 
39 En este sentido, la STSJ de Canarias de 3 de marzo de 2022, Rec. 1813/2021 establece que la aceptación de
la adaptación pretendida supondría una descompensa organizativa, «no siendo exigible, atendidas las dimensio-
nes de la empleadora, la realización de nuevas contrataciones o la adopción de medidas unilaterales de modifi-
cación de condiciones que afectarían a los derechos de conciliación de la compañera de trabajo de la recurrente,
cuya necesidad de protección se ha evidenciado, y sin que podamos hacer prevalecer un derecho sobre otro».
40 STSJ de Andalucía de 12 de abril de 2019, Rec. 4457/2018. 
41 STSJ de Andalucía de 14 de julio de 2022, Rec. 496/2022.
42 El art. 6.1 a) de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, define
los ajustes razonables como «modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente físico, social
y actitudinal que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular
de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la participación y garantizar a las personas con disca-
pacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con los demás, de todos los derechos». Esta misma norma
establece expresamente que la denegación de ajustes razonables constituye una vulneración del derecho a la
igualdad de trato (art. 4.1). 
43 En términos similares con el derecho de adaptación de jornada, el art. 37.8 ET establece para las personas víc-
timas de violencia de género que, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social, tendrán
derecho «a la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario o a la reordenación del
tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de
ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. También tendrán derecho a realizar su trabajo
total o parcialmente a distancia o a dejar de hacerlo si este fuera el sistema establecido, siempre en ambos casos
que esta modalidad de prestación de servicios sea compatible con el puesto y funciones desarrolladas por la per-
sona».
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primera corriente considera legítimo que la empresa valore la existencia de alternativas para la
conciliación antes de conceder la adaptación. Desde esta perspectiva, se entiende que no existe
una necesidad real de conciliación cuando ésta puede ser satisfecha mediante otros mecanis-
mos, como la intervención del otro progenitor, la ayuda de abuelos u otros familiares, o incluso
mediante el recurso a servicios externos como guarderías o actividades extraescolares44. Las
resoluciones que adoptan esta postura invocan el principio de corresponsabilidad en las obli-
gaciones familiares, evaluando si la pareja del trabajador solicitante asume también una parte
del cuidado45. Bajo esta interpretación, el derecho de adaptación quedaría supeditado a la in-
existencia de alternativas viables que permitan satisfacer la necesidad de conciliación. 

Frente a esta línea judicial, otra corriente interpretativa sostiene que la existencia de otros
cuidadores no debe ser un criterio determinante en la evaluación de la solicitud. Esta postura
se fundamenta en la naturaleza individual del derecho de adaptación, cuyo ejercicio no puede
condicionarse a la disponibilidad de otras personas para asumir las tareas de cuidado46. Desde
este enfoque, ni la empresa ni los tribunales pueden interferir en la organización interna de la
vida familiar del trabajador. Así lo reconoció el Tribunal Constitucional en su Auto 1/2009, de 12
de enero47, donde estableció que la trabajadora no tiene que aportar «prueba alguna referida a
eventuales circunstancias específicas dentro de su esfera íntima, personal o familiar, que pue-
dan justificar una forma determinada de proceder a la reducción de su jornada». Únicamente
debe acreditar la existencia de una necesidad de conciliación y la inadecuación de su jornada
actual para atenderla satisfactoriamente, sin que le resulte exigible la demostración de la impo-
sibilidad de conciliar del otro cónyuge48 o la existencia de otros mecanismos de conciliación dis-
ponibles49. 

Este criterio fue matizado en la STC 26/2011, de 14 de marzo, que, al ponderar los intereses
en conflicto, tuvo en cuenta las circunstancias familiares del trabajador, incluyendo «la situación
laboral» del cónyuge. Sin embargo, el Tribunal no exigió demostrar que el otro progenitor estu-
viera imposibilitado para asumir las tareas de cuidado. En su lugar, consideró esta circunstancia
como un elemento que reforzaba la necesidad de conciliación, al señalar que el cónyuge no
tenía posibilidades de conciliar50. En consecuencia, la situación del otro progenitor puede operar
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44 En relación con el otro progenitor, la SJS N.º 1 de Vigo de 2 de marzo de 2023, Proc. 44/2023 niega el teletrabajo
solicitado por la actora porque el padre es autónomo y su horario le permite hacerse cargo del hijo. De manera
similar, la SJS N.º 2 de Guadalajara de 23 de diciembre de 2019, Proc. 867/2019, invoca entre las razones de la
denegación el hecho de que «se desconoce por qué el padre de la menor no puede hacerse cargo». En el mismo
sentido, se valora que «no le consta ninguna restricción al padre para el cuidado del niño» como un elemento
para denegar la adaptación en la SJS N.º 3 de Gijón de 29 de agosto de 2019, Proc. 380/2019. 
45 STSJ de Castilla-La Mancha de 25 mayo de 2023, Rec. 792/2022.
46 A este respecto, resulta muy ilustrativa la STSJ de Madrid de 15 de septiembre de 2023, Rec. 74/2023 en la
que se establece que «La empresa no puede pretender que, a la hora de reconocer el derecho de la persona tra-
bajadora —sea el del 34.8 sea el del 37.6 ET—, se entre a analizar cómo esta organiza el cuidado del hijo/a o fa-
miliar con su cónyuge o pareja, o en su caso con otras personas de la familia (los abuelos). Sería permitir a la
empresa, como se ha señalado por autorizada doctrina judicial, la intromisión en la vida privada de matrimonios
y parejas, convirtiéndola en una suerte de guardián de la corresponsabilidad (…)».
47 Dictado en ejecución de la STC 3/2007, de 15 de enero.
48 Al efecto, cabe citar la SJS N.º 2 de Santiago de Compostela de 1 de agosto de 2023, Proc. 336/2023: «Este
derecho depende de la existencia de los presupuestos objetivos que dan derecho a conciliar: tener hijos a los
que cuidar y verse imposibilitado de hacerlo manteniendo el régimen de prestación de trabajo».
49 La STSJ de Galicia de 12 de enero de 2022, Rec. 4891/2021 así lo expresa: «la norma instaura un derecho in-
dividual del trabajador o trabajadora no sometido a la existencia de otras personas (cónyuge o familiares) que
puedan paliar la necesidad de conciliar la vida familiar (…) sin que sea analizable siquiera quien de los progenitores
debe conciliar en aras a fomentar la corresponsabilidad (STSJ Galicia 28-5-19), por lo tanto acreditada la situación
fáctica de dos hijos menores, es la actora la que determina su necesidad de conciliar y el modo más adecuado a
sus necesidades…».
50 STSJ de Madrid de 15 de septiembre, Rec. 74/2023.
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como un factor que refuerza la necesidad de conciliación, pero no como requisito exigible por
la empresa o por el órgano judicial para probar la inexistencia de otros cuidadores disponibles.
De lo contrario, se estaría imponiendo la obligación de acreditar una de necesidad insuperable
de conciliación y ello no está previsto en el art. 34.8 ET.

Algunas sentencias han ido más allá y han reprochado expresamente la denegación del de-
recho basada exclusivamente en el hecho de que el otro progenitor (específicamente, la madre)
pudiera ocuparse del menor por disponer de horario flexible. La valoración de esta circunstancia
para denegar la adaptación ha sido calificada como constitutiva de discriminación por razón de
sexo, en tanto implica que la empresa demandada presupone que el cuidado del menor corres-
ponde en primer lugar a la madre, de manera que, si ella puede afrontarlo, el padre quedaría
eximido de dicha responsabilidad51.

A mi juicio, la segunda interpretación es la que debe guiar la actuación de los órganos judi-
ciales, si bien resulta necesario introducir algunas matizaciones que permitan una aplicación
más equilibrada del precepto. Ciertamente, el art. 34.8 ET reconoce un derecho de carácter in-
dividual, cuyo ejercicio no está condicionado a la situación familiar global del trabajador ni a la
existencia de otros mecanismos de conciliación disponibles, pues la norma solo se refiere a las
necesidades «de la persona trabajadora». Los únicos límites legítimos a su ejercicio deben de-
rivarse de las imposibilidades organizativas o productivas objetivamente acreditadas por la em-
presa, no de la existencia de otras alternativas de cuidado que impondrían al titular del derecho
la carga de demostrar una necesidad de conciliación excesiva o insuperable. 

Comparto los argumentos de los tribunales que consideran que exigir al trabajador que jus-
tifique cómo se reparten entre los progenitores las responsabilidades de cuidado puede constituir
una injerencia desproporcionada en la esfera privada, difícilmente compatible con el derecho a
la intimidad personal y familiar del art. 18 CE. No obstante, considero que en determinados su-
puestos resulta admisible e incluso necesaria la acreditación de ciertas circunstancias perso-
nales y familiares, incluida la situación laboral del otro progenitor, no para condicionar el acceso
al derecho, sino para valorar adecuadamente la razonabilidad y proporcionalidad de la medida
solicitada. Esta necesidad probatoria se manifiesta en aquellos casos en los que la empresa
aporta razones concretas de naturaleza organizativa o productiva que impiden la aceptación de
la medida en los términos solicitados. En tales supuestos, el trabajador puede verse en la ne-
cesidad de intensificar la justificación de la adaptación pretendida, a fin de que su necesidad de
conciliación ostente un «peso» superior en la ponderación. Esta intensificación puede exigir la
aportación de datos que, efectivamente, se adentran en la esfera privada del trabajador, pero
cuya ausencia, frente a las razones organizativas sólidamente acreditadas por la empresa, po-
dría situar su pretensión en una posición de inferioridad en el juicio ponderativo.  

En consecuencia, considero que la acreditación de las circunstancias personales del traba-
jador, incluida la inexistencia de otros cuidadores disponibles para atender la necesidad de con-
ciliación, solo procede cuando la empresa ha aportado previamente razones de entidad
suficiente que acreditan la dificultad de aceptar la adaptación, supuesto en el cual podrá reque-
rirse al trabajador su aportación como elemento de refuerzo de su pretensión. Pero en ningún
caso resulta admisible que la empresa deniegue la adaptación fundamentando exclusivamente
su decisión en la existencia de otras formas de conciliación disponibles, y menos aún si no ha
aportado razones organizativas y productivas de suficiente entidad y concreción que justifiquen
la imposibilidad de implementar la medida solicitada.

5. CONCLUSIONES

El análisis de los criterios judiciales en torno a las causas objetivas que pueden fundamentar
la denegación de la solicitud de adaptación revela la enorme complejidad de la materia. Los tri-
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51 STSJ de Madrid de 16 de noviembre de 2022, Rec. 584/2020.
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bunales han desarrollado una loable labor interpretativa delimitando los aspectos que deben te-
nerse en cuenta en la ponderación de los intereses, como la dimensión de la empresa, la posi-
bilidad de reorganizar los turnos de trabajo o la preservación de las condiciones laborales de
otros trabajadores, pero el estudio de las sentencias demuestra que no se pueden establecer
soluciones universales. 

Cada caso requiere una valoración específica e integral que considere tanto las circunstan-
cias particulares de la persona trabajadora, como la realidad organizativa de la empresa. Así,
un mismo argumento, como el mayor volumen de trabajo en determinadas franjas horarias,
puede constituir causa válida de denegación en ciertos supuestos y resultar insuficiente en otros,
dependiendo del conjunto de circunstancias que engloban cada caso y que determinan el peso
que debe darse en la ponderación de los intereses en juego. En este contexto, factores como
la buena fe negocial, manifestada en la proactividad de las partes y la solidez de la acreditación
de las necesidades familiares (y también empresariales) pueden resultar determinantes para
inclinar la balanza judicial en uno u otro sentido. 

Por todo ello, resulta necesario que el art. 34.8 ET establezca con mayor precisión las cau-
sas que pueden legitimar la denegación empresarial, en lugar de delegar esta función íntegra-
mente a los tribunales, donde surgen posicionamientos contradictorios, como se ha observado
en materia de corresponsabilidad. Esta mayor concreción aportaría tres ventajas fundamentales.
En primer lugar, seguridad jurídica para ambas partes. Para la persona trabajadora, que podría
anticipar las limitaciones potenciales a su derecho, lo que le permitiría formular solicitudes más
viables. Pero también para el empresario que dispondría de criterios objetivos más definidos
para fundamentar sus decisiones, evitando que los tribunales estimen la adaptación por la falta
de argumentos sólidos de la empresa. En segundo lugar, considero que reduciría significativa-
mente la litigiosidad. La ambigüedad del marco regulador genera una excesiva judicialización
que podría mitigarse con disposiciones más precisas, contribuyendo a descongestionar los tri-
bunales y agilizar la resolución de estos conflictos. En tercer lugar, contribuiría a una aplicación
más homogénea del precepto. La actual indeterminación normativa ha propiciado interpretacio-
nes jurisprudenciales divergentes, algunas más garantistas y otras más restrictivas, lo cual de-
bería evitarse dada la importancia de los derechos constitucionales implicados.  

Para concluir, a mi juicio, el actual sistema de resolución de las discrepancias en esta materia
a través del procedimiento especial del art. 139 de la LRJS no es el más idóneo dada la excesiva
dilación de los procesos judiciales y la irrecurribilidad de las sentencias de primera instancia si
no van acompañadas de la indemnización de daños y perjuicios. Considero que sería más ade-
cuado establecer un mecanismo extrajudicial obligatorio y previo a la vía judicial, en el que in-
tervenga una persona especialista en derechos de conciliación y corresponsabilidad, donde se
garantice el carácter contradictorio del proceso y la agilidad en su tramitación. 
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SUMARIO: 1. Introducción y contexto normativo. –2. Factores clave que actúan sobre el cambio
climático y afectan a la seguridad y salud laboral. –3. La escasa protección del trabajador ante
los riesgos emergentes asociados al cambio climático: nuevas normas ante nuevas necesida-
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RESUMEN

La evidente importancia del cambio climático en el ámbito laboral y su impacto sobre la salud
de los trabajadores pone de manifiesto la necesidad de repensar los cimientos de una disciplina
preventiva que ha quedado obsoleta a la hora de afrontar el cuidado eficaz de la salud de la
persona trabajadora expuesta, de un lado, a las alteraciones sufridas en los riesgos que cabría
definir como tradicionales, y, de otro, a la aparición de nuevos riesgos emergentes asociados a
la transición climática.

Constituye, así, un imperativo proceder a la elaboración de una nueva política preventiva
que contemple la revisión de la normativa preventiva general y adapte e introduzca posibles
mejoras frente a los nuevos fenómenos climatológicos y las formas de enfrentarse al trabajo,
todo ello con el necesario acompañamiento de adecuadas políticas públicas para una transición
justa, que contemplen medidas dirigidas a reducir los costes personales, sociales y territoriales
de la transformación del sistema productivo hacia otro más sostenible.

ABSTRACT

The evident importance of climate change in the workplace and its impact on workers' health
highlights the need to rethink the foundations of a preventive discipline that has become obsolete
when it comes to effectively addressing the health of workers exposed, on the one hand, to the
changes in risks that could be defined as traditional, and, on the other, to the emergence of new
emerging risks associated with the climate transition.
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It is therefore imperative to proceed with the development of a new preventive policy that in-
cludes the review of general preventive regulations and adapts and introduces possible impro-
vements to address new climatic phenomena and ways of approaching work, all with the
necessary support of adequate public policies for a just transition, which include measures aimed
at reducing the personal, social, and territorial costs of transforming the productive system toward
a more sustainable one.

Palabras clave: cambio climático, salud laboral, riesgo emergente, prevención.

Key words: climate change, occupational health, emerging risk, prevention.

1. INTRODUCCIÓN Y CONTEXTO NORMATIVO

El cambio climático constituye un factor determinante en el mundo del trabajo en tanto altera
cuestiones fundamentales como la disponibilidad de empleos o las condiciones en que estos
se desarrollan, incidiendo de manera directa sobre la salud y seguridad de los trabajadores; su
dimensión a nivel global apunta a que en el año 2030 el estrés térmico provocado por el calen-
tamiento supondrá la pérdida de 2,2 % de las horas de trabajo en todo el mundo —lo que equi-
vale a unos 80 millones de empleos a tiempo completo— por cuanto la existencia de
temperaturas demasiado altas no permitirá realizar el trabajo en condiciones seguras, lo que
llevará aparejada la reducción de la productividad laboral y cuantiosas pérdidas económicas1.

En términos de salud ocupacional, la cuestión climática se ha convertido en un desafío de
primer orden que trasciende de lo medioambiental e impacta en el empleo y la salud laboral. 

Desde el ámbito europeo, de manera especial cabe resaltar la Recomendación2 de la Unión
Europea (UE) que entre sus previsiones en materia de medidas para una transición ecológica
justa, climáticamente neutra y sostenible desde el punto de vista medioambiental que no deje
a nadie atrás con el horizonte puesto en 2050, encuentra preciso el establecimiento de medidas
en apoyo a las personas más afectadas por la transición ecológica —en particular las que se
encuentran en situaciones de vulnerabilidad— y, si procede, las ayuden a hacer la transición, a
través de un empleo por cuenta ajena o por cuenta propia, hacia actividades económicas que
contribuyan a los objetivos climáticos y medioambientales3; entre varias figura la de «analizar
las consecuencias de la transición ecológica en la salud y la seguridad en el trabajo y, en con-
secuencia, promover medidas para abordar nuevos riesgos o la posible agravación de riesgos
existentes, teniendo en cuenta la Comunicación de la Comisión, de 28 de junio de 2021, titulada
«Marco estratégico de la UE en materia de salud y seguridad en el trabajo 2021-2027 – La se-
guridad y la salud en el trabajo en un mundo laboral en constante transformación»4.
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1 OIT (2019). Informe:Trabajar en un planeta más cálido: El impacto del estrés térmico en la productividad laboral y el tra-
bajo decente. Disponible en: https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@dgreports/@dcomm/@publ/do-
cuments/publication/wcms_711919.pdf
2 Recomendación del Consejo de 16 de junio de 2022 para garantizar una transición justa hacia la neutralidad cli-
mática (DOUE 243, 27/06/2022).
3 MIÑARRO YANINI, M., «La Economía Social como motor de desarrollo sostenible medioambiental y social»,
CIRIEC-España, Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, n.º 42, 2023, p. 26.
4 En este sentido, VV. AA., Empleos verdes y prevención de Riesgos Laborales (AGRA VIFORCOS, B., dir.), Tirant
lo Blanch, Valencia, 2017, o DE LA CRUZ LEIVA, J. L., Informe: Afrontar el cambio climático: retos y oportunidades,
Gobierno de España. Ministerio de Agricultura y pesca, alimentación y medioambiente, UGT, Madrid, 2017, pp.
62-66.
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Conscientes de esta realidad, los organismos internacionales y las distintas autoridades na-
cionales han comenzado a integrar la variable climática en sus marcos normativos y estrategias
de adaptación; en este sentido, la UE identifica la transición ecológica —junto con la digital y la
demográfica— como uno de los tres grandes ejes transversales que precisa de una gestión efi-
caz en aras a mejorar la protección de la seguridad y salud en el trabajo dentro del marco de la
Estrategia de Salud y Seguridad en el Trabajo 2021-20275, lo que supone anticipar y manejar
los cambios aparejados a la transición hacia una economía verde y asegurando una evolución
de la materia preventiva acorde con las condiciones climáticas cambiantes. 

En el panorama normativo interno, la ley que conecta la transición ecológica y protección la-
boral6, incorpora el principio de transición justa cuya puesta en valor pasaría por la elaboración
de una Estrategia de Transición Justa que garantice un tratamiento equitativo a trabajadores y
territorios afectados por la descarbonización y sirva como guía de acción para optimizar los be-
neficios y minimizar los riesgos sobre el empleo, identificando los colectivos y sectores vulne-
rables, impulsando oportunidades de empleo verde, y estableciendo instrumentos de
seguimiento con participación de los agentes sociales. Esta norma anuncia en su preámbulo la
necesidad de avanzar en la lucha contra la crisis climática y ofrecer respuestas solidarias e in-
clusivas a los colectivos más afectados por el cambio climático y la transformación de la eco-
nomía.

La legislación laboral comienza así a reflejar de forma más directa la preocupación por la
cuestión climática; buena muestra de ello fue la aprobación de un conjunto de medidas urgentes7

para proteger a los trabajadores durante fenómenos meteorológicos extremos, llegando a limitar
la realización de ciertas tareas al aire libre cuando no pueda ser garantizada la seguridad de la
persona trabajadora. Pese a que se trata de una norma que acomete distintas acciones, por
cuanto aquí importa procede resaltar la modificación que del RD 486/1997, de 14 de abril (BOE
de 23 de abril), por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los
lugares de trabajo, llevó a cabo8.

De manera paralela, la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 2023-2027
(EESST)9 aborda las tres grandes transiciones —digital, la climática y la demográfica— que
afectan a las formas de trabajar y de organizar el trabajo y, en consecuencia, suponen la apa-
rición de nuevos riesgos laborales. 

La nueva estrategia apuesta por el tratamiento de la salud integral y en un sentido amplio,
en la dirección de conseguir entornos de trabajo saludables y seguros que puedan contribuir
de manera positiva en el bienestar de las personas trabajadoras con la repercusión que ello su-
pone para la mejora de las empresas y de la sociedad en general, marcando una serie de ob-
jetivos a través de los cuales tratará de eliminar o reducir todos los riesgos laborales, lo que
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5 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al
Comité de las Regiones COM (2021) 323 final. Marco estratégico de la UE en materia de salud y seguridad en el
trabajo 2021-2027 La seguridad y la salud en el trabajo en un mundo laboral en constante transformación, Bru-
selas, 28 de junio de 2021.
6 Ley 7/2021, de20 de mayo (BOE de 21 de mayo), de cambio climático y transición energética.
7 RD Ley 4/2023, de 11 de mayo (BOE de 12 de mayo), por el que se adoptan medidas urgentes en materia
agraria y de aguas en respuesta a la sequía y al agravamiento de las condiciones del sector primario derivado del
conflicto bélico en Ucrania y de las condiciones climatológicas, así como de promoción del uso del transporte pú-
blico colectivo terrestre por parte de los jóvenes y prevención de riesgos laborales en episodios de elevadas tem-
peraturas.
8 RD Ley 4/2023, de 11 de mayo (BOE de 12 de mayo), disposición adicional única: Condiciones ambientales en
el trabajo al aire libre.
9 Aprobada por la Resolución de 20 de abril de 2023, de la Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social,
por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2023 (BOE de 28/04/23).
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supone abordar los tradicionales y conocidos por su dificultad de tratamiento; los ya detectados,
pero que no han sido abordados de manera adecuada; y, aquellos de nueva aparición o emer-
gentes, con clara ligazón a las actuales transiciones.

Con todo, constituye un imperativo elaborar una nueva política preventiva, procediendo a
una revisión de la normativa preventiva general y adaptando e introduciendo posibles mejoras
frente a estos nuevos fenómenos o maneras de trabajar, todo ello con el necesario acompaña-
miento de adecuadas políticas públicas para una transición justa, que contemplen medidas di-
rigidas a reducir los costes personales, sociales y territoriales de la transformación del sistema
productivo hacia otro más sostenible10.

En todo caso, no solo corresponde al legislador y a las administraciones la puesta en cone-
xión entre la prevención de riesgos y el medioambiente, sino que se trata de una cuestión que
precisa de la participación de los agentes sociales que, a través de la negociación colectiva,
como instrumento fundamental que juega un papel clave en la evolución de la prevención de
riesgos laborales frente al cambio climático, deberá desarrollar medidas que apuesten por una
adecuada transición justa. En la dirección señalada, el V Acuerdo para el Empleo y la Negocia-
ción Colectiva11 fija su atención en la transición ecológica, la descarbonización energética y la
economía circular, que, junto con la digitalización, admitiendo que pueden alterar los procesos
productivos y afectar a los puestos de trabajo, las tareas y competencias que desempeñan las
personas trabajadoras, ofreciendo cabida a la aparición de nuevas ocupaciones y a la desapa-
rición o transformación de otras. En tal sentido señala la necesidad de afrontar —desde la ne-
gociación colectiva— de manera temprana y efectiva todas esas alteraciones para ser capaces
de sensibilizar e identificar soluciones que puedan adaptarse a las especificidades de los dife-
rentes sectores y plantear cuestiones esenciales12.

La negociación colectiva cobra así un papel fundamental de manera más intensa en aquella
de carácter sectorial donde comienzan a producirse modificaciones convencionales que prevén
la adopción de medidas específicas. El referente más conocido es el del Convenio Colectivo
estatal de la Construcción13, que, como uno de los sectores más castigado por la acción climá-
tica, ha incorporado cláusulas pioneras en materia preventiva pensando en las nuevas condi-
ciones climatológicas, incluyendo el factor atmosférico entre sus previsiones14. Además, un
enfoque global de salud laboral precisa del establecimiento a todos los niveles organizativos de
una cultura preventiva que redunde en el establecimiento de «empresas saludables» que vayan
más allá del mero cumplimiento de la exigencia normativa y apliquen políticas integrales de
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10 MELLA MÉNDEZ, L., «La Estrategia española de seguridad y salud en el trabajo (2023-2027): valoración crítica
sobre los desafíos presentes y futuros», Revista Internacional y Comparada de Relaciones Laborales y Derecho
del Empleo, vol. 13, n.º 1, 2025, p. 107.
11 Resolución de 19 de mayo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el V
Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva, (AENC) suscrito el 10 de mayo de 2023.
12 ANEC 2023. Capítulo XVI, 4. Transición ecológica: «En este maco es imprescindible identificar nuevas necesi-
dades de cualificación y mejora de las competencias, rediseño de los puestos de trabajo, organización de las
transiciones entre empleos o mejoras en la organización del trabajo. Para la consecución de dicho objetivo, resulta
prioritario impulsar líneas de formación e información a las personas trabajadoras para asegurar su implicación
ante la adopción de medidas que reclama el cambio climático».
13 Resolución de 6 de septiembre de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el
VII Convenio colectivo general del sector de la construcción (BOE núm. 228, 23/09/2023).
14 Art. 172 VII CC general del sector construcción: «Deberá protegerse a las personas trabajadoras contra las in-
clemencias atmosféricas que puedan comprometer su seguridad y su salud. Cuando las temperaturas sean ex-
tremas, especialmente en las conocidas «olas de calor» causantes de graves consecuencias para la salud, por
parte de la representación sindical se podrán proponer horarios distintos que permitan evitar las horas de mayor
insolación. Asimismo, se pondrá a disposición en las obras de cremas protectoras de factor suficiente contra las
inclemencias atmosféricas tales como la irradiación solar. Se habilitará una zona de sombra con agua potable
para poder hidratarse. Se habilitarán áreas de descanso protegidas del sol».
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bienestar laboral constituyendo la negociación colectiva la vía idónea para el establecimiento
de estas acciones en tanto además de ser un vehículo de adaptación a las obligaciones legales
preventivas a las concretas circunstancias del sector y de la empresa permite mejorar los míni-
mos legales con acciones nuevas más «personales y creativas»15.

2. FACTORES CLAVE QUE ACTÚAN SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO Y AFECTAN A LA
SEGURIDAD Y SALUD LABORAL 

Indudablemente, la prevención de riesgos laborales y el cambio climático muestran una evi-
dente ligazón16 por cuanto éste produce nuevos factores de riesgo y, en consecuencia, una di-
ferente acción preventiva que precisa de una renovada información y formación de las personas
trabajadoras17.

La principal norma en la tutela de la salud laboral —la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
Prevención de Riesgos Laborales (BOE de 10 de noviembre) (LPRL)— no contiene una refe-
rencia expresa a la protección del medioambiente; en el preámbulo de la misma se recoge la
pretensión de dar cumplimiento al mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 y a las
exigencias establecidas por la Unión Europea en esta materia, añadiendo el cumplimiento de
los compromisos contraídos con la Organización Internacional del Trabajo (Convenio 155) sobre
seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente de trabajo. La referencia al medio am-
biente de trabajo en el contexto actual cobra una dimensión mucho más amplia superando el
enfoque más tradicional y extendiendo —ya que nada lo dificulta— que los riesgos a prevenir
pueden ser los ligados a las condiciones climatológicas, en especial en actividades de exterior,
ya que el medioambiente de trabajo es una parte específica compuesta también por caracterís-
ticas del medioambiente general, y los riesgos que aparecen han de ser evaluados por tratarse
de riesgos inherentes al trabajo18. De este modo, parece existir una tarea pendiente en orden a
abordar la reforma de la LPRL, siendo necesaria la inclusión de los riesgos medioambientales
en tanto ha sido constatada la carencia de esta dimensión específica en la normativa básica
preventiva, si bien existen algunas normas mínimas en esta materia.

En otro orden, es preciso destacar como a preocupación por el medio ambiente ha quedado
durante años relegada a criterios ligados a los procesos productivos y de desarrollo económico
desvinculándose de una cultura proteccionista de la naturaleza. Sin embargo, las empresas
constituyen hoy uno de los artífices principales en el logro de objetivos medioambientales y
desde la perspectiva de las relaciones laborales han de ejercer un doble papel de defensa y
conservación del medioambiente y de protección de la salud laboral19. 

Lo mencionado supra evidencia que el conjunto de sucesos o hechos meteorológicos extre-
mos asociados cambio climático pueden implicar condiciones de trabajo peligrosas que, con
una elevada probabilidad de severidad del daño en la persona trabajadora supone una situación
de riesgo grave e inminente para la población trabajadora que el empresario está llamado a cu-
brir a través de la implantación de medidas preventivas, llegando la norma a reconocer la para-
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15 MORALES DE LABRA, H., «La nueva Estrategia Española de seguridad y salud en el trabajo 2023-2027», Se-
guridad y Salud en el Trabajo, n.º 114, 2023, p. 48.  
16 MONEREO PÉREZ, J. L. y RIVAS VALLEJO, P., Prevención de riesgos laborales y medio ambiente, Comares,
Granada, 2010, p. 34.
17 MOLINA NAVARRETE, C., «Pacto Verde Europeo y garantías de renta agraria: la transición hídrica justa como
condición de una nueva política agraria común sostenible», Lex Social, Revista De Derechos Sociales, vol. 14,
n.º 2, 2024, p. 23.
18 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Prevención de riesgos laborales y cambio climático», Revista de Trabajo y Seguridad
Social. CEF, n.º 469, 2022, p. 52.
19 FERNÁNDEZ AVILÉS, J. A. y DURÁN BERNARDINO, M. «Gestión de la empresa y gestión de los riesgos», en
MONEREO PÉREZ, J. L. y RIVAS VALLEJO, P. (dirs.), La prevención de riesgos medioambientales en el ámbito
de las relaciones de trabajo, Comares, Granada, 2011, p. 45.

DL entera 136_Maquetación 1  12/02/26  09:46  Página 111



lización de la actividad como parte del ejercicio del derecho de los trabajadores a una protección
eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo (art. 14.1. LPRL) que debe acompañarse
de la información necesaria (art. 18.1 LPRL)20.

El calentamiento global ha llevado a un incremento de la presión de los agentes físicos y la
modificación de las condiciones de trabajo en las que se desenvuelve la población trabajadora;
el calor intenso no solo puede causar deshidratación, agotamiento o insolación, sino que tam-
bién incrementa los errores, la somnolencia y el riesgo de accidentes, especialmente en trabajos
físicos21, peligros que persisten y van en aumento en épocas de intensificación de las olas de
calor con lo que resulta imprescindible garantizar una hidratación adecuada, pausas a la sombra,
ventilación, rotación de tareas y, llegado el caso, la interrupción de la actividad en horas críticas
como medidas preventivas obligadas ante la presencia de este riesgo22. En el caso del frío, el
estrés térmico muestra como efectos más evidentes desde molestias de carácter leve hasta
problemas graves como hipotermia —temperatura corporal por debajo de 35 ºC—, temblores
incontrolables, confusión, dificultad para hablar y pérdida de coordinación —que pueden ser de
carácter mortal—, congelación —que afecta principalmente a extremidades cuando la piel se
vuelve pálida y dura causando pérdida permanente de tejido si no se trata rápidamente— u
otros efectos como la rigidez muscular, la pérdida de destrezas o la eficiencia en movimientos
o la irritación en vías respiratorias superiores por inhalación de aire muy frío. 

La disminución de la capa de ozono asociada al deterioro medioambiental y la realización
de la actividad laboral bajo cielos más despejados son factores que incrementan la exposición
a la radiación ultravioleta solar. Los trabajadores que desarrollan su trabajo total o parcialmente
en espacios abiertos —agricultores, ganaderos, trabajadores de la construcción, pescadores,
personal de mantenimiento, etc.— reciben mayores dosis de radiación ultravioleta (UV), lo que
eleva el riesgo de lesiones en las zonas más expuestas como la piel y los ojos que podría des-
encadenar un proceso canceroso a largo plazo como efecto más grave en tanto la exposición
crónica a la radiación solar UV es una de las principales causas de muerte por cáncer laboral
en el mundo23.

La intensidad de la radiación UV solar depende de diversos factores24 y la exposición a nivel
preventivo puede minorarse mediante la puesta en marcha de planes de actuación adecuados
para reducir la exposición durante los meses en los el riesgo es más alto, lo que supondría la
adopción de medidas que incluyan o combinen algunos aspectos esenciales como: el uso de
elementos naturales o artificiales para producir sombra; ropa de trabajo adecuada, muy útil para
prevenir la sobreexposición ya que la protección de la vestimenta frente a la radiación UV de-
pende de la composición del tejido, tipo de trama y del color; la formación del trabajador en ma-
teria de los efectos de la radiación ultravioleta, significado del UVI, formas de protección, uso
correcto de los elementos de protección personal y de los filtros fotoprotectores; el uso de EPI
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20 Procede aquí mencionar la STSJ Comunidad Valenciana 3371, de17 de noviembre de 2009 (Rec. 543/09), que
modifica la sentencia de instancia condenando a la empresa demandada a que proceda al abono a las deman-
dantes el recargo del 30 % de las prestaciones de Seguridad Social derivadas del fallecimiento en accidente de
trabajo de un trabajador a causa de un golpe de calor por cuanto no se tuvo en cuenta el estado de salud conocido
de éste a la hora de ejecutar el trabajo.
21 VIELMA, C. et al., cit., p. 6. Aproximadamente, el 2,7 % de todos los accidentes laborales en España son atri-
buibles al calor (frente a solo 0,3 % al frío)
22 OIT (2019). Trabajar en un planeta más cálido: El impacto del estrés térmico en la productividad laboral y el tra-
bajo decente.
23 Informe OMS (2021): The effect of occupational exposure to solar ultraviolet radiation on malignant skin mela-
noma and nonmelanoma skin cancer: a systematic review and meta-analysis from the WHO/ILO Joint Estimates
of the Work-related Burden of Disease and Injury.
24 DIEGO SEGURA, B.; GUIMARAENS JUANENA, D. y RUPÉREZ CALVO, M. J., «Sol en el trabajo, un peligro
olvidado», Seguridad y Salud en el Trabajo, INSHT, Madrid, n.º 57, 2010, pp. 11-12.
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específicos para radiación solar, considerando que también sean adecuados para otros riesgos
presentes en el lugar de trabajo —gafas de protección con paneles laterales o diseño envol-
vente,  ropa de protección certificada frente a RUV solar, textiles con factor de protección 40+—;
o, el uso regular de fotoprotectores.

El calentamiento global también agrava ciertos problemas de contaminación atmosférica
que puede producir una alta concentración de ozono troposférico en el ámbito urbano que im-
pacta en la salud de las personas trabajadoras. La contaminación del aire (exterior e interior)
está íntimamente ligada a la aparición de efectos crónicos en la salud, tales como enfermedades
respiratorias (asma, EPOC) y trastornos alérgicos. Los trabajadores expuestos a aire contami-
nado por partículas, humo, polvo o químicos pueden sufrir irritación de vías respiratorias, dis-
minución de la función pulmonar y mayor incidencia de patologías como bronquitis crónica o
cáncer de pulmón a largo plazo. 

Por último, el desplazamiento de zonas climáticas y el aumento de temperaturas medias
está facilitando la expansión geográfica de vectores y patógenos, lo que conlleva nuevos riesgos
biológicos que afectan al entorno laboral. De nuevo, los grandes damnificados vienen constitui-
dos por aquellos profesionales que trabajan al aire libre o en contacto con el medio natural y ha
de enfrentarse a la amenaza que supone el desplazamiento de enfermedades infecciosas antes
poco comunes en España. 

Con todo, cabe añadir los riesgos tradicionales incrementados por las temperaturas más cá-
lidas que favorecen la presencia de plagas, hongos y bacterias en ciertas industrias (por ejem-
plo, toxinas en pesca y acuicultura, o mayor carga microbiana en trabajos de saneamiento). Así,
los riesgos biológicos laborales evolucionan con el clima y exigen actualizar las medidas de bio-
seguridad: usar ropa protectora adecuada (repelente, manga larga) en trabajos de monte, con-
troles médicos periódicos para detección precoz de enfermedades emergentes, campañas de
vacunación y planes de vigilancia epidemiológica en entornos laborales expuestos.

3. LA ESCASA PROTECCIÓN DEL TRABAJADOR ANTE LOS RIESGOS EMERGENTES
ASOCIADOS AL CAMBIO CLIMÁTICO: NUEVAS NORMAS ANTE NUEVAS NECESIDADES

La reclamada modificación de la LPRL ante los cambios que producen las transiciones de
carácter global en las que estamos inmersos —aún sin abordar— encontró recepción en una
escasa adaptación de la normativa llevada a cabo por el legislador español en materia de pre-
vención de riesgos laborales para hacer frente a los desafíos del cambio climático.

La LPRL constituye la piedra angular del marco normativo español en materia de seguridad
y salud en el trabajo y, en orden al dar cumplimiento al deber general de protección, el empre-
sario está obligado a integrar la actividad preventiva en la empresa y adoptar cuantas medidas
sean necesarias25, procediendo a una evaluación de riesgos y la planificación de la actividad
preventiva, dirigida a eliminar o controlar los peligros laborales, obligaciones que debería en-
tenderse que se extienden, en principio, a cualquier tipo de riesgo, incluso aquellos derivados
de condiciones ambientales adversas, como refiere el tenor del art. 4.7.b) LPRL cuando incluye
en la definición de condición de trabajo «La naturaleza de los agentes físicos, químicos y bioló-
gicos presentes en el ambiente de trabajo y sus correspondientes intensidades, concentraciones
o niveles de presencia».
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25 CAMÓS VICTORIA, I., «El cambio climático y los riesgos emergentes sobre la seguridad y salud de los traba-
jadores: hacia una integración más efectiva de la dimensión medioambiental en el ámbito social y de la protección
social», en VV. AA.: Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Experiencias y desafíos de una protec-
ción social centenaria, Tomo II, Laborum, Murcia, 2020, pp. 463-480.
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En este sentido, el RD 486/1997, de 14 de abril (BOE de 23 de abril), que establece las dis-
posiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo, incluye en su Anexo III cier-
tos parámetros de condiciones ambientales —temperaturas, humedad, ventilación— para los
locales de trabajo buscando un confort térmico adecuado, si bien centraba su ámbito de aplica-
ción a los lugares cerrados, y contenía una notable excepción en el apartado 5 de su Anexo III
en virtud del cual los requisitos marcados en la propia norma sobre la temperatura no resultaban
exigibles en trabajos al aire libre o en espacios que no pudieran ser cerrados, lo que no hacía
más que confirmar la dificultad existente para logara el control del clima en exteriores. Esta ex-
clusión suponía grandes lagunas en la protección para las personas trabajadoras al aire libre
que se limitaba únicamente a señalar la necesidad de tener en cuenta el clima propio de la zona
geográfica correspondiente para adecuar los lugares de trabajo26, sin ofrecer mayores especi-
ficaciones sobre cómo prevenir o mitigar los riesgos derivados de dichas condiciones. Este es-
cenario de insuficiencia normativa ha sido parcialmente subsanado con la reciente reforma
introducida mediante el RD Ley 4/202327.

Además de las supra mencionadas, otras normas sectoriales o relativas a jornadas laborales
contenían alusiones genéricas a las inclemencias del tiempo como es el supuesto del RD
1627/1997, de 24 de octubre (BOE de 25 de octubre), sobre seguridad en obras de construcción,
que recogía mención a la necesidad de adaptar las obras a «las condiciones climatológicas del
lugar» —Anexo IV, parte A, epígrafe 3.4—, sin desarrollar, sin embargo, medidas concretas.
Asimismo, el RD 1561/1995, de 21 de septiembre (BOE de 26 de septiembre), sobre jornadas
especiales de trabajo, permite —art. 23— la reducción o modificación de los tiempos y jornadas
de exposición a riesgos ambientales, en los supuestos en los que «la realización de la jornada
ordinaria de trabajo entrañe un riesgo especial para la salud de los trabajadores debido a la exis-
tencia de circunstancias excepcionales de penosidad, peligrosidad, insalubridad o toxicidad, sin
que resulte posible la eliminación o reducción del riesgo mediante la adopción de otras medidas
de protección o prevención adecuadas», dejando espacio a la negociación colectiva en cuando
a la concreción de estas pausas o limitaciones horarias. De hecho, algunos convenios colectivos
ya habían implementado cláusulas para suspender tareas durante las horas de más calor como
el ya reseñado Convenio General del Sector de la Construcción que preveía ya en 2017 la inte-
rrupción de la actividad debido a causas de fuerza mayor, accidentes atmosféricos, inclemencias
del tiempo, falta de suministros o cualquier otra causa no imputable a la empresa28.

La incidencia del cambio climático en la salud laboral está aún por desentrañar en toda su
extensión precisando de ajustes normativos capaces de afrontarla de manera adecuada ya que
el calentamiento global incrementa riesgos laborales tradicionales y demanda medidas preven-
tivas específicas, aunque «el aspecto está aún bastante descuidado a nivel normativo»29. Abor-
dar la modificación de la norma preventiva es una tarea compleja cuando se trata de poner en
relación los riesgos profesionales y los riesgos climáticos emergentes; la solución apuntaría a
proceder a su integración en la gestión preventiva empresarial explícitamente30.
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26 Anexo III, apartado 4, RD 486/1997, de 14 de abril (BOE de 23 de abril), que establece las disposiciones mínimas
de seguridad y salud en los lugares de trabajo.
27 Disposición final primera del RD-Ley 4/2023, de 11 de mayo (BOE de 12 de mayo), por el que se adoptan me-
didas urgentes en materia agraria y de aguas en respuesta a la sequía y al agravamiento de las condiciones del
sector primario derivado del conflicto bélico en Ucrania y de las condiciones climatológicas, así como de promoción
del uso del transporte público colectivo terrestre por parte de los jóvenes y prevención de riesgos laborales en
episodios de elevadas temperaturas.
28 Art. 70, Resolución de 21 de septiembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, por la que se registra y
publica el Convenio colectivo general del sector de la construcción (BOE núm. 232, de 26/09/2017), que es re-
producido casi con literalidad en el art. 74 de la Resolución de 6 de septiembre de 2023, de la Dirección General
de Trabajo, por la que se registra y publica el VII Convenio colectivo general del sector de la construcción (BOE
núm. 228, 23/09/2023).
29 IGARTUA MIRÓ, M. T., «Prevención de riesgos laborales y cambio climático», cit., pp. 47-87.
30 GONZÁLEZ COBALEDA, E., «La conexión entre los riesgos profesionales y los riesgos derivados del cambio
climático: una relación compleja obligada a entenderse en el ámbito de la empresa», en MIÑARRO YANINI, M.,
(coord.), Cambio climático y derecho social: claves para una transición ecológica justa e inclusiva, Universidad
de Jaén, Jaén, 2021, p. 128.
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La primera de las normas referidas —RD Ley 4/2023— añade ciertas medidas urgentes en
cuanto a la protección en la exposición de los trabajadores a elevadas temperaturas constitu-
yendo la primera norma cuyo contenido recoge una regulación preventiva específica para los
episodios de calor extremo en el trabajo. Surge en un contexto de sequía y temperaturas anó-
malamente elevadas, con graves consecuencias para sectores clave —agrario o construcción—
y con precedentes inmediatos de siniestros laborales mortales por golpe de calor que llevan al
legislador a reconocer de manera expresa la urgencia de introducir las modificaciones precisas
capaces de reforzar el marco jurídico de la prevención de riesgos laborales ante estos fenóme-
nos, en tanto la normativa e instrumentos vigentes mostraban incapacidad a la hora de ofrecer
una protección efectiva. 

Con este fin, y escaso tenor en tanto han transcurrido casi treinta años desde que el RD
486/1997 vio la luz, la disposición final primera del RD Ley 4/2023 procede a la modificación de
la mentada norma de 1997 por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y
salud en los lugares de trabajo en el sentido siguiente:

De una parte, procede a eliminar la exclusión normativa previa a través de la supresión del
apartado 5 del Anexo III del RD 486/1997, que como ya ha sido reseñado, exceptuaba de los
requisitos de temperatura a los trabajos llevados a cabo al aire libre o que no puedan ser cerra-
dos, tratando así de cubrir la laguna formal en la protección de los lugares de trabajo abiertos;
de otra, añade una nueva disposición adicional única que bajo el título «Condiciones ambien-
tales en el trabajo al aire libre», venía establecer una serie de mandatos de carácter específico:

1.- Para todo trabajo al aire libre o en lugares que no puedan quedar cerrados, el empre-
sario deberá tomar medidas adecuadas para la protección de las personas trabajadoras
frente a cualquier riesgo relacionado con fenómenos meteorológicos adversos.
2.- Ha de llevarse a cabo una evaluación de riesgos específica y, en consecuencias, las
medidas preventivas deben estar conectadas y derivar de la correspondiente evaluación
de riesgos laborales, en la que serán considerados no solo los fenómenos meteorológicos
adversos previstos sino también la naturaleza de la tarea y las características personales
o estado biológico conocido del trabajador.
3.- Procede a la prohibición de trabajar en condiciones climatológicas extremas y de resultar
imposible garantizar la seguridad por otros medios, no podrán llevarse a cabo determinadas
tareas en aquellas horas del día en que concurran fenómenos meteorológicos adversos
que supongan peligro grave para la salud y seguridad de las personas trabajadoras. 
4.- Adaptación obligatoria de la jornada cuando exista una advertencia y emisión de un
aviso de nivel naranja o rojo por fenómenos meteorológicos adversos de la Agencia Es-
tatal de Meteorología (AEMET) o el servicio autonómico equivalente.
5.- De importante calado es su ámbito de aplicación universal a todos los lugares de tra-
bajo, eliminando así cualquier tipo de excepción de carácter sectorial o territorial31 con lo
que el empleador con trabajadores expuestos a intemperie no podrá eludir el cumpli-
miento de esta previsión con justificación en la extinta exclusión reglamentaria.

En suma, la entrada en vigor RD Ley 4/2023, parece ofrecer una nueva garantía cuando del
accidente por calor ambiental se produce en exteriores al constituir igualmente la infracción de
una norma específica de seguridad, lo que agrava la posición jurídica del empleador infractor;
así, el incumplimiento de estos nuevos parámetros y obligaciones preventivas podrá suponer
tanto la imposición de sanciones como la ampliación del marco de responsabilidad empresarial
ante la imprudencia grave del empresario causante del accidente por calor.
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31 Se elimina por tanto la limitación inicialmente contenida en el art. 1.2 del RD 486/1997 que excluía del ámbito
de aplicación a los medios de transporte utilizados fuera de la empresa o centro de trabajo, así como a los lugares
de trabajo situados dentro de los medios de transporte; las obras de construcción temporales o móviles; las in-
dustrias de extracción; los buques de pesca; y, los campos de cultivo, bosques y otros terrenos que formen parte
de una empresa o centro de trabajo agrícola o forestal pero que estén situados fuera de la zona edificada de los
mismos.
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Otra cuestión en la que cabe repara es la de la garantía retributiva de cuantos han de para-
lizar o interrumpir el trabajo por razones climatológicas. En este sentido, el precedente legal po-
dría ser se fijado en el art. 23.3 del RD 1561/199532 de cuyo tenor cabía extraer que las
interrupciones de la jornada que trajeran causa en cuestiones climatológicas en trabajos al aire
libre no debían suponer una merma salarial para el trabajador. Por su parte, el RD Ley 4/2023
da un paso más allá confirmando la aplicación de esa regla en caso de paralización o reducción
de jornada por calor; el trabajador mantiene su derecho al salario, dando además virtualidad a
la exigencia que el art. 14.5 LPRL establece sobre el deber empresarial de afrontar el coste de
las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo. 

En este sentido, y con el fin de dar respuesta a la urgente necesidad de proporcionar un
marco de seguridad jurídica tanto para empresas como para trabajadores, ante el escenario de
la evidente amenaza que presentan las situaciones climáticas extremas, la llegada al panorama
normativo del RD Ley 8/202433, da un paso más allá a través de la modificación —por cuanto
aquí importa— del articulado del Estatuto de los Trabajadores34:

a) En primer lugar, procede a añadir un nuevo supuesto g) en su art. 37.3 en virtud del cual
se crea un nuevo permiso retribuido de 4 días para cubrir aquellas situaciones en las que no
sea posible acceder al lugar de trabajo o transitar por vías de circulación debido a las restriccio-
nes impuestas por las autoridades competentes o cuando concurra una situación de riesgo
grave e inminente, incluidas las derivadas de una catástrofe o fenómeno meteorológico adverso,
tratando así de evitar que las personas trabajadoras pongan sus vidas en riesgo con desplaza-
mientos en condiciones de peligrosidad extrema. El supuesto deja la vía abierta a la posibilidad
empresarial del establecimiento de la prestación bajo la fórmula del teletrabajo en los casos que
esta sea posible. Toda vez finalizado este permiso retribuido, podrá prolongarse hasta que des-
aparezcan las causas que lo motivaron sin perjuicio de la posibilidad empresarial de recurrir a
fórmulas suspensivas del contrato o reducciones de jornada derivada de fuerza mayor en los
términos estatutariamente previstos.

b) En segundo, la modificación del art. 47.6 supone añadir al tenor ya establecido sobre la
determinación del concepto de fuerza mayor temporal el supuesto del transcurso de los 4 días
de permiso retribuido sin posibilidad de retorno al trabajo presencial por inaccesibilidad al centro
de trabajo o del uso de las vías de circulación necesarias para acudir al mismo, salvo que sea
posible el trabajo a distancia si bien estas circunstancias no serán constitutivas de fuerza mayor
durante la duración del permiso recogido en art. 37.3.g) ya que durante la misma, solo podrá
justificarse la fuerza mayor en base a otras circunstancias, en cuyo caso los efectos se retro-
traerán al momento del hecho causante correspondiente. De este modo, transcurridos los 4
días el permiso se prolongará hasta que desaparezcan las circunstancias que lo justificaron,
sin perjuicio de la posibilidad de la empresa de tramitar un expediente temporal de regulación
de empleo derivado de la fuerza mayor.

c) En tercer lugar, se refuerza el deber de información al trabajador con la introducción de la
letra e) en el art. 64.4 a cuyo tenor las personas trabajadoras deben ser informadas por la em-
presa «de las medidas de actuación previstas con motivo de la activación de alertas por catás-
trofes y otros fenómenos meteorológicos adversos, sin perjuicio de los derechos de información,
consulta y participación previstos en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales», incluidas
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32 RD 1561/1995 de 21 de septiembre (BOE de 26 de septiembre), sobre jornadas especiales de trabajo. La Sec-
ción1.ª —art. 23— dedica su contenido a los Trabajos expuestos a riesgos ambientales.
33 RD Ley 8/2024, de 28 de noviembre (BOE de 29 de noviembre), por el que se adoptan medidas urgentes com-
plementarias en el marco del Plan de respuesta inmediata, reconstrucción y relanzamiento frente a los daños
causados por la Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA) en diferentes municipios entre el 28 de octubre y el
4 de noviembre de 2024.
34 RD Legislativo 2/2015, de 23 de octubre (BOE de 24 de octubre), por el que se aprueba el texto refundido del
Estatuto de los Trabajadores.
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aquellas que ya encuentran recepción en el art. 21 de la LPRL que contiene las obligaciones
empresariales ante la posibilidad estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión
de su trabajo. 

d) En cuarto y último, la modificación del art. 85.1 apuesta por el refuerzo de la negociación
colectiva en esta materia con la previsión del mayor uso del convenio colectivo como herra-
mienta de negociación de protocolos de actuación en materia de prevención de riesgos que
contemplen de manera específica medidas la actuación frente a catástrofes y otros fenómenos
meteorológicos adversos.

La última de las novedades normativas objeto de tratamiento viene dada por la llegada del
RD Ley 6/202435, promulgado tras un episodio de DANA que afectó gravemente a varias regio-
nes de España entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre de 2024. A diferencia del RD Ley
4/2023, que orientaba su actuación a la prevención —ex ante— de riesgos, la nueva norma es
reactiva y paliativa ante un desastre natural ocurrido, conteniendo disposiciones de interés en
el ámbito laboral buscando mitigar los perjuicios sufridos por trabajadores y empresas, así como
sentar criterios para el reconocimiento de contingencias derivadas de estos eventos climáticos
extremos. Entre ellas, por su importancia cabe destacar el reconocimiento excepcional de ac-
cidentes de trabajo objeto de contenido de su art. 25 que procede a la consideración excepcional
como situación asimilada a accidente de trabajo aquellos procesos de incapacidad temporal, y
pensiones de incapacidad permanente, muerte y supervivencia que traigan causa en las con-
secuencias de la DANA, con el beneficio que para la persona trabajadora constituye poder ser
acreedor de una prestación sin exigencia de periodo de carencia alguno para su disfrute aunque
en condiciones normales podrían considerarse accidentes comunes o casos de fuerza mayor
ajena. La pretensión del legislador es proteger a las personas trabajadoras. Así, prevé que las
bajas por incapacidad temporal (IT) iniciadas como consecuencia de los siniestros de la DANA
en los municipios afectados, tengan consideración, con carácter excepcional, de situación asi-
milada a accidente de trabajo, exclusivamente a efectos de la prestación económica de IT; que
las prestaciones por incapacidad permanente (parcial, total, absoluta) y las pensiones de muerte
y supervivencia (viudedad, orfandad) derivadas de siniestros causados por la DANA en las lo-
calidades afectadas, serán consideradas situación asimilada a accidente de trabajo a los ex-
clusivos efectos del cálculo de su cuantía económica; y, elimina cualquier obstáculo legal a este
tratamiento excepcional al excluir la aplicación de lo previsto en el art. 156.4.a) de la Ley General
de la Seguridad Social36 a cuyo tenor quedan fuera de la consideración de accidentes de trabajo
los eventos debidos a «fuerza mayor extraña al trabajo» —concepto bajo el cual se han encua-
drado tradicionalmente desastres naturales imprevisibles durante la jornada—.

4. BALANCE FINAL

El análisis de la situación actual a la que se enfrenta la materia preventiva ante el cambio
climático permite apuntar hacia algunos extremos en los que cabría llevar a cabo intervencio-
nes:

1. Proceder a una adecuada integración del riesgo climático en la normativa de PRL en tanto
las reformas introducidas por el RD Ley 4/2023 y el RD Ley 6/2024 si bien representan un hito
en la incorporación explícita de los fenómenos meteorológicos extremos al marco preventivo
laboral se muestran insuficientes. El ordenamiento preventivo español debería avanzar hacia
la «climatización» de sus normas, anticipándose a un escenario en el que estos riesgos apare-
cerán cada vez con mayor frecuencia.
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35 El RD Ley 6/2024, de 5 de noviembre (BOE de 6 de noviembre), por el que se adoptan medidas urgentes de
respuesta ante los daños causados por la Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA) en diferentes municipios
entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre de 2024.
36 RD Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Se-
guridad Social (BOE de 31 de octubre).
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2. El marco actual ha producido un reforzamiento de la protección de los trabajadores y cla-
rificación de responsabilidades, aspecto ante el cual si parece haberse normado con el recono-
cimiento como contingencia profesional de aquellos daños sufridos por los trabajadores como
consecuencia de desastres climáticos al otorgarles la misma protección que los accidentes de
trabajo. Además, parece salir fortalecida la posición de los trabajadores frente a ciertos riesgos
antes situados en zonas grises de protección o directamente excluidos, al permitir que las per-
sonas trabajadoras puedan exigir de manera legítima la adopción de medidas concretas cuando
acontecen fenómenos extraordinarios que pueden poner en riesgo su salud, pudiendo incluso
negarse a trabajar en condiciones extremas sin incurrir en indisciplina, dado que la propia norma
ampara la posibilidad del cese en la actividad. El incumplimiento, supondrá la exigencia de res-
ponsabilidad —administrativa, civil, penal o de Seguridad Social— de manera más sencilla pues
la infracción de una norma específica —como el Real Decreto 486/1997 y su modificación— es
más fácil de constatar que la mera infracción genérica contenida en el art. 14 LPRL.

3. El desarrollo normativo parece beneficiar a aquellos sectores de alto riesgo climático como
la agricultura, construcción, transporte y servicios urbanos que constituyen, además, el número
más elevado de destinatarios. La normativa actual exige mayor uniformidad en la actuación de
las empresas lo que podría impulsar una cultura preventiva más empática respecto de los ries-
gos producidos por el cambio climático.

4. Es precisa la estrecha colaboración y coherencia con las estrategias europeas e interna-
cionales de transición justa: España, a través de esta modificación normativa, se alinea con las
recomendaciones de la Unión Europea y la OIT en materia de adaptación al cambio climático
en el mundo del trabajo. Se integra la resiliencia climática dentro del pilar de seguridad laboral
lo que proyecta un mensaje de compromiso en tanto no basta con mitigar el cambio climático,
sino que también debemos adaptarnos a sus efectos protegiendo a los más vulnerables, entre
ellos los trabajadores expuestos. 

5. Con todo, existe la necesidad de seguimiento y desarrollo futuro y un control sobre la apli-
cación de las medidas adoptadas contrastando su cumplimiento efectivo que podrían tener re-
flejo en la disminución de la siniestralidad laboral por golpes de calor. La Inspección de Trabajo
deberá jugar un papel fundamental en este sentido con acciones de control, pero también pre-
ventivas como hizo en junio de 2022 con la puesta en marcha del plan de Inspección de Trabajo
para combatir riesgos por golpes de calor, aunque quizá, sería deseable una mayor difusión
constituyendo su escasa repercusión una de las mayores críticas. La acción inspectora se in-
tensificó durante los meses de junio, julio y agosto, en actividades con mayor riesgo de exposi-
ción al calor dirigidas sobre todo a los sectores más afectados —construcción y agrario,
jardinería, recogida de residuos, hostelería y ocio al aire libre; y, otras empresas con trabajos al
aire libre— o expuestos a los riesgos del calor. Asimismo, quedan aún aspectos por abordar
como son otros riesgos climáticos —pese a que el Real Decreto 486/97 habla de «fenómenos
meteorológicos adversos» en general, cubriendo implícitamente frío— que podrían requerir
guías específicas y otros como los incendios forestales o la contaminación del aire por eventos
extremos que podrían ser incorporados en las modificaciones de una futura agenda preventiva.

6. Más allá de la norma escrita, la creación de una conciencia y cultura preventiva climática
contribuiría a construir una cultura preventiva adaptada al siglo XXI. Empresas y trabajadores
están llamados a entender que el riesgo climático no es ajeno ni inevitable, sino que puede pre-
verse y gestionarse, mejorando a largo plazo, la productividad y sostenibilidad del trabajo. La
normativa así deberá actuar como un catalizador para este cambio cultural.
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recho de reproducción, distribución y comunicación pública de la obra. Los trabajos deberán
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completos e inicial del nombre (en mayúsculas), título del artículo (entre comillas), nombre
de la revista (en cursiva), número de la revista, fecha y páginas. Las normas se citarán de
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que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. Las citas de
jurisprudencia se llevarán a cabo mediante la aportación de datos objetivos de carácter ge-
neral que permitan su localización (Tribunal, sala, fecha y número de recurso o procedi-
miento). Las referencias bibliográficas dentro de una misma nota se ordenarán
alfabéticamente por el apellido del autor. Todas las referencias bibliográficas se incluirán
bajo el epígrafe «Bibliografía citada» al final de cada artículo.
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